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5Justicia y Sufragio

EDITORIAL
Luis Rafael Montes de Oca Valadez
Director del Instituto de Investigaciones y Capacitación Electoral

México ha desarrollado su sistema político con una directriz democrática, teniendo los dere-
chos constitucionales y las elecciones como puntos centrales, modificándose constantemente 
para redefinirse en cuanto a las autoridades, organización y demás reglas de las contiendas 
electorales.

Sin embargo, en algunos temas la evolución no ha sido tan dinámica, como los relativos al 
reconocimiento de los derechos políticos electorales de la mujer y las garantías para hacerlos 
efectivos, el reconocimiento de los pueblos originarios y sus derechos, la participación ciu-
dadana y sus herramientas para tomar parte activa de las decisiones públicas, entre otros.
 
Esta edición número 27 de la revista especializada en derecho electoral del Tribunal Electoral 
del Estado de Jalisco, “Justicia y Sufragio”, recoge diversos trabajos de investigación sobre la 
perspectiva, análisis y reflexiones, particularmente en tópicos relacionados con los derechos 
político-electorales de los grupos vulnerables, la participación ciudadana y los procesos elec-
torales desarrollados en últimas fechas. 

En ese sentido, la temática de la revista encuentra un contenido variado, que va desde temas 
como: 
 

a) La importancia de juzgar con perspectiva de género, el impulso de los derechos 
político electorales de personas pertenecientes a grupos en condición de vulnerabi-
lidad, las barreras de las personas con discapacidad en los procesos electorales, la 
participación política de las mujeres indígenas y afro-mexicanas en la región sureste 
de México en una construcción intercultural, la justicia electoral ante la discriminación 
interseccional, ciudadanía y feminismo en América Latina analizando los casos de Chile 
y México, las acciones afirmativas en la paridad de género analizando el caso Tlaque-
paque, los conflictos entre las acciones afirmativas y el principio de paridad, la inciden-
cia de competencia en los conflictos sobre transferencia de recursos a comunidades 
indígenas, incluyendo la reseña de un interesante libro que aborda qué hay más allá 
del derecho de igualdad contemplado en la ley con interesantes reflexiones sobre las 
desigualdades estructurales, una nota relevante sobre los derechos político electorales 
de los discapacitados como asignatura pendiente y el análisis de una jurisprudencia 
por contradicción de criterios sobre la violencia política en razón de género y las vías 
para su impugnación. 

b) La participación ciudadana y los mecanismos para su ejercicio en el Estado de Jalisco,
la violación a la veda electoral como causa de nulidad y el caso de la elección extraor-
dinaria de Tlaquepaque, y la oposición de datos personales para que no sean visibles 
en la credencial para votar de las personas trans a fin de salvaguardar sus derechos 
político electorales y de privacidad.

Sin duda, los temas invitan a su lectura. 

Nuestro agradecimiento y reconocimiento a todas las autoras y autores en este número de 
la revista, personas de la academia, de la función pública y estudiantes de posgrado, quienes 
nos comparten su conocimiento en la materia.

Se agradece enormemente a las autoridades del Tribunal Electoral del Estado de Jalisco por 
el apoyo para el desarrollo de este número, a todas las personas que colaboran en la revista 
que la hacen posible, pero especialmente a Usted por el interés en su lectura.



6 Artículos



7Justicia y Sufragio

LA IMPORTANCIA DE JUZGAR CON 
PERSPECTIVA DE GÉNERO EN MÉXICO

Artículos

The importance of judging with a gender perspective in Mexico

Hilda Villanueva Lomelí1

Ernesto Gerardo Castellanos  Silva2

Resumen
En el presente artículo se abor-
da el análisis de la sentencia SUP-
REP-21/2021 dictada por la H. Sala 
Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación que 
resuelve el Recurso de Revisión del 
procedimiento especial interpuesto 
por Jesús Alberto Muñetón Galaviz 
respecto de la resolución emitida por 
la Sala Regional Especializada del Tri-
bunal Electoral del Poder Judicial de 
la Federación. El presente análisis 
se enfoca en revisar si la resolución 
referida fue dictada con perspectiva 
de género, de acuerdo con lo esta-
blecido en el protocolo para juzgar 
con perspectiva de género publicado 
por la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación como una herramienta de 
los juzgadores para cumplir con esa 
obligación legal que deriva de hacer 
efectiva la igualdad a la que se refiere 
el artículo primero de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexi-
canos.

Abstract
This article analyzes the ruling SUP-
REP-21/2021 issued by the H. Supe-
rior Chamber of the Electoral Court 
of the Judicial Power of the Federa-
tion that resolves the Appeal for Re-
view of the special procedure filed 
by Jesús Alberto Muñetón Galaviz re-
garding the resolution issued by the 
Specialized Regional Chamber of the 
Electoral Court of the Judicial Power 
of the  Federation. The present ana- 
lysis focuses on reviewing whether 
the aforementioned resolution was 
issued with a gender perspective, in 
accordance with the provisions of 
the protocol for judging with a gen-
der perspective, published by the Su-
preme Court of Justice of the Nation 
as a tool for the judges to comply with 
that legal obligation that derives from 
making effective the equality referred 
to in the first section of the Political 
Constitution of the United Mexican 
States.

1. Doctora en Derecho por la Universidad de Guadalajara. Lideresa de Proyecto de la Unidad de Protección del 
Patrimonio Intangible en la Oficina de la Abogacía General de la Universidad de Guadalajara.

2. Doctor en Derecho por la Universidad de Guadalajara. Director de la Preparatoria 7 de la Universidad de 
Guadalajara y Consejero Electoral del Consejo Local del Instituto Nacional Electoral.

Recepción: 04 de abril de 2022
Aprobación: 02 de mayo de 2022

Pp.7-14
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I. Introducción 

En el presente artículo se aborda el análisis de la sentencia SUP-REP-21/2021 dictada 
por la H. Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación que re-
suelve el Recurso de Revisión del procedimiento especial interpuesto por Jesús Alberto 
Muñetón Galaviz respecto de la resolución emitida por la Sala Regional Especializada 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Este análisis se enfoca en 
revisar si la resolución referida fue dictada con perspectiva de género, de acuerdo con 
lo establecido en el protocolo para juzgar con perspectiva de género publicado por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación como una herramienta de los juzgadores para 
cumplir con esa obligación legal que deriva de hacer efectiva la igualdad a la que se 
refiere el artículo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El análisis se centra en cuatro puntos medulares:
1. Establecer la importancia de juzgar con perspectiva de género, para efectos prác-

ticos desde el ámbito electoral.
2. Precisar las consideraciones más relevantes de la sentencia materia del análisis 

de este artículo (SUP-REP-21/2021).
3. Señalar la óptica que debe optarse respecto de las reglas probatorias en casos 

de violencia política de género (VPG).
4. Conclusión final.

A lo largo del artículo se observará que cuando se alega VPG, las autoridades deben 
realizar un análisis completo de todos los hechos y agravios expuestos, a fin de hacer 
efectivo el acceso a la justicia y el debido proceso, valorar las pruebas desechando 
cualquier estereotipo o prejuicio de género, a fin de visualizar las situaciones de des-
ventaja provocadas por condiciones de sexo o género. 

Si son detectadas situaciones de desventaja por cuestiones de género, cuestionar 
la neutralidad del derecho aplicable, evaluar el impacto para buscar una resolución 
justa e igualitaria de acuerdo con el contexto de desigualdad por condiciones de 
género.

Palabras clave: Mujeres, perspec-
tiva de género, equidad, impartición 
de justicia, igualdad, protocolo para 
juzgar.

Keywords: Women, gender perspec-
tive, equity, administration of justice, 
equality, protocol for judging.
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II. Antecedentes

El treinta de septiembre de dos mil veinte la Consejera Presidenta del Organismo Pú-
blico Local Electoral de Baja California Sur (OPLE) (también conocido como Instituto 
Estatal Electoral de Baja California Sur) presentó queja ante el INE en contra de los 
entonces consejeros electorales Jesús Alberto Muñetón Galaviz y Manuel Bojórquez 
López, por la comisión de VPG en afectación al desempeño de su cargo, ejercidos de 
manera directa durante casi seis años por el primero, y de forma indirecta por parte 
del segundo.

En su queja refirió que Jesús Alberto Muñetón Galaviz creó bloques con otras con-
sejerías para verse favorecido en la gobernanza, dado que fue presidente del OPLE 
y no superó el cambio que la autoridad nacional realizó al designarla a ella como 
consejera presidenta, toda vez que la subestimaba al considerar que por ser mujer 
y joven no tenía capacidad para dirigir la institución. La quejosa precisó que en aras 
de generar un ambiente laboral libre de violencia -pese a ser víctima de ella por parte 
del denunciado- propuso la creación del Reglamento Interno para prevenir, atender, 
y sancionar los casos de hostigamiento y acoso sexual. Buscó acercamiento con la 
Dirección General de Derechos Humanos de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, derivó en la impartición de pláticas donde, se detectó la situación de violencia 
y hostilidad que se vivía en el OPLE, surgieron manifestaciones respecto al problema 
que implicaban al consejero Jesús Alberto Muñetón Galaviz. Se hizo de conocimiento 
del INE y derivó en que el consejero Jaime Rivera Velázquez se comunicara con la 
quejosa y con su homólogo Jesús Alberto Muñetón Galaviz, lo que ayudó como medi-
da preventiva, ya que se acercó a la quejosa para decirle que no se había dado cuen-
ta de la violencia que le estaba ocasionando, le ofrecía disculpas y que si ella quería 
en ese momento renunciaba. La quejosa le dijo que, así como se había acercado con 
ella, hiciera lo mismo con las funcionarias a las cuales violentó y se disculpara bus-
cando la forma de resarcir los daños.

III. Resolución controvertida

El catorce de enero de dos mil veintiuno, la Sala Regional Especializada dictó sen-
tencia dentro del expediente SUP-REP-21/2021 en la que determinó entre otras 
cuestiones, la existencia de la infracción consistente en VPG atribuible únicamente 
al recurrente. Dicha resolución analizó básicamente lo establecido en cinco agravios:

1. Haber de retiro: Presión y hostigamiento del denunciado mediante intimidación y 
amenazas para cubrir esta prestación. Esto creó un ambiente de tensión y estrés 
laboral dentro del OPLE. 
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2. Obstaculización del Cargo de Consejera Presidenta. El denunciado en diversas 
ocasiones pretendía ocupar su cargo, buscaba evidenciar a la Secretaria Ejecutiva 
ante el Consejo General del OPLE, convocándola a sesiones y requiriéndole infor-
mación directamente sin enterar a la Consejera Presidenta. 

3. Resistencia respecto del cumplimiento de la paridad vertical3  y horizontal.4  En las 
sesiones del Consejo General durante el proceso electoral 2014-2015 se hicieron 
manifestaciones de resistencia para cumplir con la paridad vertical y horizontal.5 

4. Relación de amistad de los denunciados con periodistas y publicación de notas 
en contra de la consejera presidenta.

5. Ambiente hostil.

IV. Sentencia impugnada
La Sala Especializada analizó y determinó que los hechos que motivaron la controver-
sia constituyeron VPG en perjuicio de la denunciante.

V. Análisis de los hechos planteados en la queja en los 
que se basan los agravios y determinación del valor 
probatorio

• Respecto a la presión y hostigamiento para cubrir el haber de retiro de exconse-
jeros electorales:
No se tuvieron por acreditadas manifestaciones o acciones de intimidación o 
amenazas del denunciado que hubiesen generado presión y hostigamiento en 
contra de la Consejera Presidenta para cubrir esta prestación.

• Respecto a la Obstaculización del Cargo de Consejera Presidenta:
El denunciado, se dirigió al titular de la Dirección Ejecutiva de Administración y 
Finanzas del órgano electoral local, Joel Valencia Núñez, con la expresión “Cuídate 
de la presidenta porque te llevará a cometer un error” -la Sala Especializada lo 
analiza como un primer hecho. La expresión señalada ocasionó un perjuicio a la 
Consejera Presidenta que actualiza la infracción relativa a VPG, porque su con-
tenido implica por sí mismo una expresión basada en un estereotipo de género.6

En torno a la animadversión en contra de la Secretaria Ejecutiva, el recurrente 
tenía facultades para requerirle información, así como convocarla a las se- 
siones de las comisiones, debido a lo cual resulta infundado el argumento de la  

3. La paridad vertical implica la postulación de candidaturas de los órganos de elección popular en igualdad de 
proporción de géneros, por ejemplo en el caso de los ayuntamientos exige la postulación de candidatos de 
un mismo ayuntamiento para presidente, regidores y síndicos municipales en igual proporción de géneros.

4. La paridad horizontal exige asegurar la paridad en el registro de las candidaturas. Por ejemplo: entre los 
diferentes ayuntamientos que integran un Estado.

5. El artículo 41, Base I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, presupone el                                          
establecimiento de reglas y medidas que faciliten que las mujeres sean elegibles a cargos de elección         
popular en condiciones de igualdad con los hombres.

6. SUP-REP-21/2021, Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, pp. 7- 8.

Artículos



11Justicia y Sufragio

denunciante en el sentido de que estos hechos obstaculizaran su gestión. No pasó 
inadvertido, para la Sala Especializada que en el expediente existen indicios suficien-
tes sobre posibles conductas que pudieran actualizar la infracción de VPG en contra 
de la entonces Secretaria Ejecutiva del órgano electoral local, por tal razón se dio 
vista a la autoridad instructora para que iniciara un procedimiento especial sancio-
nador e investigue tal situación. 

Sin embargo en términos generales no se advirtió obstaculización para que la que-
josa realizara sus funciones como Consejera Presidenta, ya que las manifestaciones 
de los denunciados pueden entenderse como un posicionamiento fundado y que 
dicha expresión está amparada en la libertad de expresión y pensamiento con la que 
cuentan los seres humanos y especialmente los consejeros para exponer sus puntos 
de vista. Es importante destacar que el disenso es natural en los órganos colegiados 
de naturaleza electoral. 

• En relación a la resistencia respecto del cumplimiento de la paridad vertical y                
horizontal en el registro de candidaturas dado que el recurrente realizaba mani-
festaciones de desánimo y restaba importancia al tema.

En las sesiones del Consejo General durante el proceso electoral 2014-2015 se            
hicieron manifestaciones de resistencia para cumplir con la paridad vertical y 
horizontal. De la misma forma no se actualizó VPG toda vez que de las pruebas 
ofrecidas no se pudieron acreditar las manifestaciones a las que se refiere la 
quejosa o actitudes misóginas o de discriminación.

• Relación de amistad de los denunciados con periodistas y publicación de notas 
en contra de la consejera presidenta. 

Se tuvo por acreditado el contenido de treinta y dos ligas con diversas notas 
periodísticas de diversos autores; que, durante el encargo como presidente del 
instituto local, el denunciado destinó el pago por concepto de la publicación de 
una nota en las revistas “Análisis” y “Que Poca”, donde se notaban expresiones 
de misoginia.

Ante tal cuestión, la Sala Especializada ordenó el inicio de un procedimien-
to especial sancionador con la finalidad de que se investigue si la realización y                    
publicación de las notas denunciadas configuran la realización de actos de VPG 
en contra de la Consejera Presidenta. En cuanto al segundo hecho, tomó en cuen-
ta las comparecencias de los Consejeros Electorales del INE, de ex consejeras del  
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7. Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2020, p. 169.

OPLE, de la Jefa del Departamento de Igualdad de Género y No Discriminación adscri-
ta a la Secretaría Ejecutiva del OPLE, de la Directora de Prerrogativas del OPLE, de la 
entonces titular de la Unidad Técnica de Igualdad de Género y No Discriminación del 
INE y del Contralor General del OPLE. Las manifestaciones fueron coincidentes para 
poder generar un indicio suficiente.

La Sala Regional mencionó que, en el caso, se actualizaron los elementos de la Juris-
prudencia 21/2018 emitida por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judi-
cial de la Federación, de rubro: VIOLENCIA POLÍTICA DE GÉNERO. La resolución fue 
que el denunciado debería emitir una disculpa pública a la consejera presidenta del 
OPLE en una sesión pública del Consejo General del Instituto Estatal Electoral de Baja 
California Sur celebrada con esa única finalidad, en donde se deberá leer parte de 
esta sentencia para mayor entendimiento del tema y como medida de no repetición 
ordenó al OPLE y a Jesús Alberto Muñetón Galaviz para que a través de sus perfiles 
oficiales de las redes sociales publicaran la sentencia, la cual debería quedar como 
una publicación fija durante el periodo de quince días naturales consecutivos.

VI. Importancia de juzgar con perspectiva de género

Una vez contextualizando sobre la sentencia en estudio, es importante reflexionar 
sobre cuál es la importancia de juzgar con perspectiva de género, un ejemplo que 
permite la sensibilización sobre la magnitud del tema y que se ha tomado del Proto-
colo Para Juzgar con Perspectiva de Género es el siguiente:

Pensemos en un juicio cuya resolución final pueda llegar a ser la pérdida de la patria 
potestad, en virtud de que una mujer abandona su hogar y por ende a sus hijos, pero 
lo hace para poner a salvo su integridad y su vida, debido a la violencia doméstica de 
la que era víctima. Si el juzgador se limita a analizar el hecho de que la mujer aban-
donó el hogar y a los hijos, probablemente la resolución sea la pérdida de la patria 
potestad.

Pero ¿cuál sería la resolución si el juzgador toma en cuenta el contexto de la mujer y 
otras pruebas que pudieran acreditar este contexto y los hechos? Probablemente la 
resolución sería muy diferente. Con este ejemplo se pretende enfatizar en la necesi-
dad de que los juzgadores dicten sus resoluciones con perspectiva de género en los 
casos que lo ameriten.7 

Artículos
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VII. ¿La sentencia SUP-REP-21/2021 fue dictada aten-
diendo lo dispuesto por el protocolo para juzgar con 
perspectiva de género?

La sentencia materia del presente análisis atiende a cabalidad lo dispuesto en el 
protocolo para juzgar con perspectiva de género, las personas impartidoras de jus-
ticia tienen la facultad (que suele ser discrecional) de allegarse de oficio las pruebas 
que consideren necesarias para conocer la verdad sobre los puntos litigiosos que se 
ponen a su consideración. Tratándose de casos en los que las personas involucradas 
pertenezcan a grupos en condición de vulnerabilidad, esa facultad pierde su carácter 
discrecional y se convierte en una obligación, ya que según lo ha dispuesto la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación, existe un plano de inequidad en la contienda que 
requiere ser remediado por la autoridad jurisdiccional.

Al ordenar que se revocara la resolución dictada por la Sala Especializada en el pro-
cedimiento especial sancionador en la que determinó la existencia de violencia políti-
ca en razón de género con motivo de los actos ejercidos en contra de la consejera 
presidenta del Instituto Estatal Electoral de Baja California Sur,  lo hace para efectos 
de que se regularice el procedimiento por parte de la Unidad Técnica de lo conten- 
cioso electoral, y consecuentemente se tomen en cuenta las pruebas ofrecidas por 
el actor y se lleven a cabo todas las diligencias necesarias para verificar su contenido, 
evidentemente siguiendo las etapas procesales conducentes,  para que en su mo-
mento, la Sala Especializada pueda hacer un examen integral y contextual de todo lo 
que se plantea en el caso y se pueda decidir el fondo del asunto, determinando o no 
la existencia de violencia política en razón de género.

En el caso específico de las controversias en las que el género puede ocasionar un 
impacto diferenciado, la obligación de recabar pruebas de oficio para verificar rela-
ciones de poder o situaciones de violencia, vulnerabilidad o discriminación basadas 
en género encuentra sustento en algunos aspectos primordiales:

a. Mujeres, niñas y minorías sexuales son colectivos en condición de vulnerabilidad, 
debido a los múltiples obstáculos que les impone el género en sus vidas.

b. Ese estado de vulnerabilidad ha sido reconocido por nuestro país en tratados 
internacionales (CEDAW y Convención de Belém do Pará) es por ello que el artí-
culo 1ro constitucional prevé el principio de igualdad, así como otras leyes Ley 
General de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia).

c. Estas situaciones constituyen un obstáculo para el acceso a la justicia.
d. Un impedimento para el acceso a la justicia de estos grupos vulnerables se 

debe al contexto estructural de discriminación y desigualdad que se origina, 
por factores como la violencia basada en género y las normas culturales dañi-
nas y patriarcales. La presencia de esos contextos puede modificar la forma 
de entender la controversia y por ende de resolverla, ya que se puede variar  
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la forma de apreciar los hechos, valorar las pruebas y/o interpretar y aplicar las 
normas jurídicas. Debido a lo anterior la sentencia materia de estudio atinada-
mente ordena la reposición del procedimiento.

VIII. Conclusión

La sentencia materia de análisis en el presente artículo es un claro ejemplo de una 
resolución dictada con perspectiva de género ya que tal y como lo señala la propia 
resolución “las autoridades electorales deben realizar un análisis completo de todos 
los hechos a fin de hacer efectivo el acceso a la justicia y en el caso que nos ocupa 
en la sentencia dictada por la Sala Regional Especializada del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación existieron deficiencias en la forma en la que se anali-
zaron los hechos y no existió un debido análisis en materia probatoria y por ello era 
procedente que se revocara la sentencia controvertida”. 

Es importante cuestionar los hechos, valorar las pruebas y deshacerse de todo este-
reotipo o prejuicio de género, a fin de visualizar las situaciones de desventaja provo-
cadas por condiciones de sexo o género. No solamente desde el derecho tradicional 
sino desde esta nueva visión inclusiva, respetuosa y protectora de grupos vulne-
rables, para garantizar un acceso real a la justicia.
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Resumen
Diversos se han conjuntado para 
maximizar los derechos político-elec-
torales de las personas de grupos 
en condición de vulnerabilidad, en-
tre  ellos la confluencia de la acción  
colectiva de diversos movimientos 
sociales, la reforma constitucional 
en materia de derechos humanos de 
2011 y la percepción de falta de re-                    
presentatividad de quienes han acce-
dido a cargos de elección popular. El 
proceso electoral 2020-2021 a pesar 
de haber sido el más progresivo en la 
historia ha traído varias enseñanzas y 
expuesto retos para las autoridades 
electorales, entre los que destaca la 
especificidad de las acciones, su tem-
poralidad y la necesidad de una visión 
integral en su implementación.
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Abstract
Various elements have come togeth-
er to maximize the electoral-politi-
cal rights of people from vulnerable 
groups, including the confluence of 
the collective action of different social 
movements, the constitutional reform 
on human rights of 2011 and the per-
ception of lack of representativeness 
of those who have accessed positions 
of popular election. The 2020-2021 
electoral process, despite having 
been the most progressive in history, 
has brought several lessons and ex-
posed challenges for the electoral au-
thorities, among which the specificity 
of the actions, their temporality and 
the need for a comprehensive vision 
in their implementation.
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I. Introducción

El proceso electoral 2020-2021 se caracterizó por su tendencia progresiva para la 
maximización de los derechos político-electorales de personas pertenecientes a gru-
pos en condición de vulnerabilidad. Tanto en el ámbito federal como en el local, per-
sonas con discapacidad, adultos mayores, jóvenes, personas de la diversidad sexual, 
así como personas migrantes, grupos y comunidades indígenas y afromexicanas se 
vieron beneficiados para ejercer su derecho al voto, sus derechos de asociación, de 
acceso a la información, así como el derecho a acceder a una candidatura, incluso 
en algunos casos, se garantizó la representatividad a un puesto de representación 
popular.

Diversos factores, que van desde lo legal hasta lo sociocultural, se han conjunta-
do para generar las condiciones que han motivado esta maximización de derechos. 
Sería imposible definir un solo acto o acreditar a una sola persona estos avances.

Como un primer elemento, la acción colectiva en el contexto de las sociedades glo-
balizadas y el sentido de urgencia.

El tránsito de una sociedad industrializada a una globalizada ha generado, desde el 
punto de vista social, múltiples cambios en diversas áreas del quehacer humano. 
El desarrollo de las comunicaciones y transportes ha facilitado el incremento de la 
movilidad de las personas; las tecnologías de la información y comunicación han per-
mitido mayor visibilización de problemáticas y contextos sociales. Aunado a ello, el 
fenómeno migratorio, ya sea derivado de la decisión voluntaria o del desplazamiento 
forzado ha contribuido en la recomposición de las sociedades. Estos elementos se 
conjugan para consolidar sociedades multiculturales y diversas. La idea de un Es-
tado–Nación con población homogénea es cada vez más endeble. En palabras de 
Catherine Wihtol “La movilidad amenaza al Estado–Nación aún cuando este sigue 
resistiendo”.2 La diversidad es la norma en las sociedades actuales. Personas con 
diferentes orígenes étnicos y culturales, condiciones de discapacidad, orientación y 
preferencia sexual, cada uno con sus intereses y necesidades específicas confluyen 
en el espacio social planteando retos nuevos para la interacción y la convivencia.

En la nueva conformación globalizada de la sociedad actual, los llamados nuevos 
movimientos sociales, se enfocan principalmente en la reivindicación de las identi-
dades y el ejercicio de los derechos humanos; aún cuando se trata de movimientos 
con décadas de evolución, las diferentes expresiones del feminismo; el movimiento 
LGBTTTIQ+,3  el de la diversidad sexual y de identidad de género;  el de personas, 
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grupos y comunidades indígenas; los colectivos de personas migrantes o el movimiento 
de personas con discapacidad son ejemplos característicos de acciones colectivas que se 
conglomeran en torno al reconocimiento de la igualdad con respeto a sus especificidades. 
Cada grupo o colectivo se ha posicionado como una identidad social en el espacio social 
propia donde cada vez se reconoce más la multiculturalidad y la diversidad en su com-
posición. 

El impacto de la movilización social de diferentes grupos históricamente relegados, 
discriminados o marginados y que actualmente convergen en torno a la búsqueda 
de maximización de igualdad de derechos con el reconocimiento de las diferencias,  
ha generado una masa crítica donde la inclusión es el enfoque principal con el que 
se observa la diversidad de las sociedades actuales, así como un amplio y profundo 
sentido de urgencia, donde todos los actores sociales desde sus diferentes ámbitos 
son llamados a la acción sin demora. Incluso es pertinente decir que esta convergen-
cia tiene un carácter global. Castells define como – “la mundialización de las luchas y 
la solidaridad”.4 

Ante esta sociedad cambiante, heterogénea y diversa, se presenta el reto de la 
convivencia con base en el respeto y compromiso mutuo. No es de omitir que hoy 
conviven el mayor cúmulo de normativas dirigidas a la ampliación de derechos, con 
manifestaciones de discriminación de diversa índole dirigida a todos los grupos. En 
algunos casos las expresiones de la discriminación llegan a la violencia extrema y su 
erradicación aún parece estar lejos. Ese es el reto de la inclusión.

Un segundo elemento es la reforma constitucional del 2011 en materia de derechos 
humanos, la cual permite generar un marco amplio donde fundamentar medidas 
dirigidas a grupos de población en condición de vulnerabilidad. La reforma al artículo 
primero constitucional, en su segundo párrafo, menciona expresamente que la inter-
pretación de las normas relativas a derechos humanos de conformidad a la propia 
Constitución y a los tratados internacionales de los cuales México forma parte. Asi-
mismo, el artículo 133 señalan a la Constitución, las leyes del Congreso de la Unión y 
los tratados celebrados por la Presidencia de la República con aprobación del Sena-
do como Ley Suprema de toda la Unión.  Lo anterior obliga a revisar los derechos 
políticos contemplados en la Constitución, a la luz de los tratados internacionales.

A partir de ahí, el impacto en la normatividad ha generado cambios significati-
vos para las personas de grupos en condición de vulnerabilidad, desde ajustes 
en el manejo del lenguaje hasta acciones afirmativas, pasando por la emisión 
de sentencias y jurisprudencia, la instalación de observatorios, realización de 
consultas y diversos mecanismos de participación ciudadana, así como por 
la producción de protocolos, guías, manuales específicos para cada grupo.  

4. Castells, M, La Sociedad Red, Alianza Editorial, 2006.
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5. Touraine, A, El fin de las sociedades, Fondo de Cultura Económica, México, 2017.
6. Para un mejor entendimiento de las medidas afirmativas o acciones afirmativas revisar: Jurisprudencia 

11/2015, con el rubro “ACCIONES AFIRMATIVAS. ELEMENTOS FUNDAMENTALES”, disponible en: https://
www.te.gob.mx/IUSEapp/tesisjur.aspx?idtesis=11/2015&tpoBusqueda=S&sWord=Jurisprudencia,11/2015.

Un tercer elemento es el incremento de la exigencia ciudadana hacia las autoridades 
electas: La falta de empatía, representatividad ausente.

“Nada de nosotros sin nosotros”, es lema de las personas con discapacidad, par-
ticularmente del movimiento de vida independiente y que hacen eco otros grupos, 
no solo de personas con discapacidad. La búsqueda de los diferentes grupos por 
acceder a cargos de representación popular, motivada por la invisibilización, falta 
de atención y discriminación continuada, deja expuesta la ausencia de empatía de 
quienes han accedido a cargos de toma de decisiones o de diseño e implementación 
de políticas públicas. 

La tendencia donde cada grupo o identidad busca un espacio de representación 
parece dejar el mensaje de que solo una persona indígena puede comprender y 
atender los temas indígenas, que solo un migrante puede ser empático con perso-
nas en la misma condición, y solo una persona con discapacidad puede entender y 
por tanto representar a sus pares. 

Esta tendencia deja expuesta la falta de espacios de interlocución, de lo limita-
do que han sido los mecanismos de participación ciudadana como las consultas, 
referéndum, plebiscitos, audiencias públicas; de lo lejano de las autoridades con la 
población. Cada grupo minoritario desea ya no solo ser escuchado sino tomar sus 
asuntos en sus manos. Las personas pertenecientes a los grupos minoritarios, han 
tomado un papel protagónico para el ejercicio de sus derechos, son el sujeto social 
al que se refiere Alain Touraine5  al referirse al hecho de que los derechos están por 
encima de las leyes.

II. Desarrollo

Estas condiciones se conjuntan para generar un contexto donde las medidas afirma-
tivas pueden tener un efecto significativo para la población a la que están dirigidas y 
para la sociedad en general. Aún con el avance logrado hay retos que han quedado 
expuestos y que es preciso revisar.6 

El reto de la especificidad. 
Al referirse a grupos en condición de vulnerabilidad se corre el riesgo de ubicar todo 
en un solo conjunto, homologando necesidades y alineando condiciones, cuando 
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en realidad se requiere de un análisis en profundidad y observar detalles de lo es-
pecífico. De manera pragmática se mencionan diferentes grupos o sectores de po-
blación con la finalidad de describir una condición. Por ejemplo, las personas con 
discapacidad a quienes tienen una limitación en la funcionalidad, sin embargo, un 
análisis más profundo permite observar que su composición heterogénea y que hay 
diversidad de discapacidades: física o motriz, sensorial (visual y auditiva), intelectual 
y psicosocial.

Para cada una de estas condiciones de discapacidad, el reto es diferente, mientras 
que para quienes tienen limitaciones en la movilidad, la inclusión debe de reflejarse 
principalmente en acciones de accesibilidad, es decir, en modificaciones y adecua-
ciones arquitectónicas; para aquellas con una discapacidad intelectual la lucha se 
centra en el reconocimiento de la personalidad jurídica y las oportunidades de de-
sarrollo. 

El primer reto para las autoridades electorales inicia por identificar en dónde empie-
za la discapacidad, esto, a falta de una certificación o criterio homologado, también 
se presenta usurpación. Una vía posible de explorar podría ser la Clasificación In-
ternacional del Funcionamiento, de la discapacidad y de la salud (CIF), cuyo objetivo 
principal es “brindar un lenguaje unificado y estandarizado, y un marco conceptual 
para la descripción de la salud y los estados relacionados con la salud”.7

De igual forma, hablar de grupos y comunidades indígenas significa referirse a un 
cúmulo diverso de cosmogonías, usos y costumbres con grandes diferencias entre sí. 
En el caso de México, se reconocen 68 pueblos indígenas,8  cada uno con sus propias 
formas de ver y vivir el mundo.

No todos los grupos tienen las mismas condiciones, necesidades y por tanto no re-
quieren medidas o acciones genéricas. En un primer análisis resulta evidente que los 
grupos indígenas no sufren el mismo tipo de discriminación, violencia y marginación 
que las personas con discapacidad y estos a su vez, no lo viven de la misma forma 
que las personas de la diversidad sexual.

7. Vázquez, J, Clasificación Internacional del Funcionamiento, de la Discapacidad y de la Salud. Versión abre-
viada, Organización Mundial de la Salud / Organización Panamericana de la Salud, España, 2001, disponible 
en: https://apps.who.int/iris/bitstream/handle/10665/43360/9241545445_spa.pdf.

8. Programa Institucional 2020-2024, Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas, 2020, disponible en: https://
www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/579069/inpi-presentacion-programa-institucional-2020-2024.
pdf#:~:text=Instituto%20Nacional%20de%20los%20Pueblos%20Ind%C3%ADgenas%2021%20de,pue 
blos%20ind%C3%ADgenas%20y%20afromexicano%20en%20el%20contexto%20nacional.
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El reto de la temporalidad.
El carácter temporal de una medida afirmativa obliga a la pregunta sobre la condición 
o cambio que debe de generarse a fin de definir su continuidad, término o ajuste. La 
motivación de las medidas afirmativas frecuentemente tiene como una de sus bases 
la discriminación histórica, este argumento es difícil de utilizar ante un  análisis de la 
temporalidad de una medida afirmativa, no es posible establecer una temporalidad 
con base en decenas o cientos de años de vejación de un derecho.

Es importante tomarlo en cuenta, considerar los orígenes que dieron causa e inclu-
so la reparabilidad en caso de ser viable, pero no puede ser determinante. No hay 
forma de que una medida subsane o repare el sentir de algunas comunidades indí-
genas de más de 500 años de discriminación. 

Las condiciones del contexto cambian, y es imprescindible motivar el cambio. Una 
medida afirmativa no va a generar un cambio si no va acompañada de una estrate-
gia de educación cívica, generación de espacios de diálogo y una visión incluyente a 
futuro. La medida afirmativa no está completa, si no es una parte de un proceso de 
inclusión más amplio.

El reto de la definición de los sujetos de derecho.
Precisar a las personas, o en su caso, a las comunidades sujetas a derechos                         
específicos y a quienes van destinadas las medidas afirmativas, deriva en reflexiones 
necesarias sobre los elementos que definen o caracterizan a cada uno de esos gru-
pos o sectores de población. Ante ello, la base de la autodefinición o la autoadscrip-
ción ha sido la norma. 

Sin embargo, ante las condiciones particulares de cada grupo, es necesaria una mi-
rada a profundidad. Un ejercicio comparativo de las características, condiciones e 
historial de discriminación entre grupos y comunidades indígenas y el colectivo de la 
diversidad sexual permite observar grandes diferencias.

Las personas, grupos y comunidades indígenas, en su amplia diversidad, poseen ca- 
racterísticas que pueden considerarse comunes: un vínculo especial con la naturale-
za y el territorio; estructura propia de autoridades e instancias de gobierno; acción 
social comunitaria; prioridad de la comunidad sobre lo individual; procesos tradicio-
nales de toma de decisiones y designación de autoridades; además de festividades, 
vestimenta, religiosidad y lenguaje distinto al hegemónico o predominante en el país, 
con incluso diferencias regionales entre mismas etnias.

Las condiciones socioeconómicas permiten identificar que las zonas con mayor mar-
ginación e índices elevados de pobreza coinciden frecuentemente con regiones rura-
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les indígenas. La discriminación estructural y social data de siglos que se remontan a 
la época de la Conquista y solo hasta recientes fechas la normatividad internacional 
y nacional ha reconocido derechos específicos sin que ello implique necesariamente 
su materialización en hechos concretos. 

Por otra parte, la autodenominada comunidad LGBTTTIQ+, tampoco se trata de 
un grupo homogéneo, al contrario, es ampliamente diverso y posee características 
necesarias de identificar a fin de reconocer las condiciones e historial de discrimi-
nación diferenciado.

De primera cuenta es importante identificar a un grupo referido a aquellas personas 
que se autoadscriben con una orientación sexual distinta a la heterosexual, es decir 
personas lesbianas, gays y bisexuales; otro a aquellas que se autoadscriben con una 
identidad no heteronormativa, es decir, personas transgénero, transexuales y tra- 
vestis; y finalmente quienes consideran su cuerpo como no heternormativo, perso-
nas que se consideran intersexuales, queer y no binarias.

El historial de discriminación y violencia ha motivado que personas de estas identi-
dades se agrupen y se autorefieran como un colectivo o comunidad, incluso como 
una medida de protección. No por ello poseen las características para ser consi-      
deradas una comunidad equiparable y con ello acceder a derechos de grupo. 

Sin duda se tratan de grupos con características, condiciones e historial de dis-
criminación con semejanzas, pero también con diferencias significativas. En el 
escenario actual el acceso al ejercicio de los derechos políticos electorales se 
debe brindar un trato diferenciado, estructural y administrativamente distinto 
cuya base argumental está fundamentada en la no discriminación y la protección 
de los derechos, tanto desde lo Constitucional como lo Convencional.

Una revisión de la autoadscripción calificada indígena y la autoadscripción simple 
dirigida al colectivo LGBTTTIQ+, a la luz de los derechos humanos implica reflexionar 
sobre los derechos humanos que se tutelaron, y si existen derechos humanos que 
pudieran entrar en conflicto.  El Análisis de las sentencias que dan cuenta de los 
casos de simulación de identidad ofrece una herramienta que permite identificar los 
derechos que han sido tutelados para cada uno de los grupos.9  

Las sentencias dirigidas a personas, grupos y comunidades indígenas se enfocan 
en constatar que no exista una usurpación, se confirme un conocimiento de la 

9. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Sentencias SUP-JDC-304/2018 y Acumulados; y Sen-
tencia SUP-RAP-726/2017 y acumulados.
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comunidad, se compruebe un vínculo comunitario que garantice la representativi-
dad y la procuración de los intereses de la comunidad.

Por otra parte, las referidas al colectivo LGBTTTIQ+ buscan también evitar la usur-
pación, y se enfocan principalmente a proteger la identidad a fin de evitar actos 
discriminatorios, dejando en segundo término la procuración por los intereses del 
propio colectivo. 

Lo anterior puede interpretarse, para personas del colectivo LGBTTTIQ+ como el 
acceso a puestos de representación de grupo por el hecho de identificarse lesbiana, 
gay o bisexual, transgénero, transexual, trasvesti, intersexual, queer, de género fluido 
o no binario; mientras que para las personas indígenas no basta decir si eres huichol, 
cora, mexicanero, tzeltal o tzotzil, es necesario que una autoridad compruebe que 
eres quien dices ser y que además eres miembro de la comunidad, es tanto como 
decir, “soy Manuel, wirrárika de la comunidad de Las Palomas, en el municipio de la 
Yesca, Nayarit y las autoridades tradicionales, en asamblea, han decidido recono- 
cerme como parte de esa comunidad  y me conceden con esta carta para demostrar-
lo”. 

Una persona lesbiana, gay o bisexual, tiene una preferencia erótico-afectiva con una 
persona de su mismo sexo o con ambos y basta su palabra para con ello acceder a 
derechos específicos, sin mayor argumento que su palabra. Igualmente, una persona 
de género fluido o que se considera no binaria. Las medidas actuales buscan prote-
ger los datos de orientación sexual e identidad de género con la que se autoadscribe 
la persona de este colectivo, es decir, no es posible para una ciudadana o ciudadano 
identificar quien es la persona que lo representa. Caso contrario de la persona in-
dígena, quien es identificado plenamente por quienes integran su comunidad y han 
brindado constancia de ello. 

Nada asegura que una persona al llegar a un puesto de elección popular vaya a          
actuar a favor de su comunidad, sin embargo, estas medidas generadas para ga-
rantizar la representatividad de grupos minoritarios en cargos de elección popular 
buscan ampliar esa posibilidad, es decir, que quien acceda al cargo genere acciones 
en beneficio del grupo, colectivo o comunidad que representa. 

El reto de la maximización de derechos desde una visión integral.
Las autoridades electorales, principalmente las administrativas, tienen el reto de 
atender las necesidades particulares de cada uno de los mencionados grupos en 
condición de vulnerabilidad, tomando en cuenta sus condiciones específicas y la 
temporalidad particular de la medida implementada, considerando el conjunto de 
medidas generadas de manera simultánea a todos los grupos. Ello derivado de los  
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espacios limitados que hay en los diferentes cargos de elección popular, ya sean 
diputaciones o en los ayuntamientos, desde las alcaldías hasta las regidurías. 

Ante la necesidad urgente de atender a cada uno de los grupos, garantizar la repre-
sentatividad ha sido la tendencia, sin embargo, al aumentar los grupos que deman-
dan un espacio se avecina el reto de implementar medidas armonizadas con las de 
otros grupos, o la utilización de implementación flexible de medidas, como en su 
caso se realizó con el principio de paridad. Sin embargo, cabe la pregunta ¿Qué gru-
po tiene preferencia sobre otro? Ya hemos visto como el criterio de “paridad flexible” 
permitió que para la integración de una legislatura se consideró a una persona con 
discapacidad aún por sobre la paridad.10  Son indicios de un punto de inflexión

III. Conclusiones

La maximización del ejercicio de los derechos político-electorales de las personas 
pertenecientes a grupos en condición de vulnerabilidad no ha sido casualidad ni 
obra de un solo actor social en particular, múltiples condiciones se han conjuntado 
para ello, particularmente en el ámbito electoral las autoridades administrativas y ju-
risdiccionales han tenido un papel preponderante ante el irregular avance legislativo 
en la materia.

La masa crítica generada por las movilizaciones sociales de los grupos en condición 
de vulnerabilidad, la reforma constitucional en materia de derechos humanos del 
2011 y sensación de falta de empatía de quienes han accedido a cargos de elección 
popular son condiciones que se han conjuntado como fundamento y motivación 
para que autoridades electorales, tanto administrativas como jurisdiccionales im-
pulsen medidas para maximizar el ejercicio de los derechos político electorales de 
personas de grupos en condición de vulnerabilidad.

El avance ha sido significativo, sobretodo en el último proceso electoral 2020-2021, 
sin embargo, los retos han quedado expuestos, entre ellos destacan el reto de la 
especificidad de las medidas, su temporalidad y la armonización entre todas ellas 
desde una visión integral. Asimismo, el reto de la identificación de las personas y 
comunidades sujetos de derecho específicos beneficiarios de las medidas.

El escenario ante la tendencia de las medidas afirmativas dirigidas a grupos en 
condición de vulnerabilidad ha sido el establecimiento de cuotas y garantizar su 

10. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Sentencia SUP-REC-1150-2018.
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presencia en los congresos y ayuntamientos, esa línea de pensamiento llevaría a 
plantear la conformación de los congresos o ayuntamientos con base en las identi-
dades sociales, es decir, donde la representatividad esté basada en tu pertenencia 
a determinado grupo en condición vulnerable. Esa línea que podría generar futuros 
conflictos y complicaciones en un futuro cercano al no tenerse claro la temporalidad 
de medida para cada grupo o si un grupo debe de tener preferencia sobre otro. 

Nada asegura que una persona al llegar a un puesto de elección popular vaya a          
actuar a favor de su comunidad, sin embargo, estas medidas generadas para ga-
rantizar la representatividad de grupos minoritarios en cargos de elección popular, 
buscan ampliar esa posibilidad, es decir, que quien acceda al cargo, genere acciones 
en beneficio del grupo, colectivo o comunidad que representa. Sin embargo, acceder 
a un cargo vía la pertenencia a un grupo en condición de vulnerabilidad, no exime 
de la responsabilidad de atender a toda la ciudadanía en su conjunto, incluidos los 
otros grupos. 

Una vía que ayuda a prever un escenario complicado, a la vez que subsana el distan-
ciamiento entre funcionarios electos y población, es el mejoramiento e impulso de 
espacios de interlocución y diálogo, para generar acercamiento, motivar la empatía 
y poco a poco regresar a un modelo basado en la confianza. Las herramientas se 
tienen en los mecanismos de participación ciudadana. 

El avance en los derechos de las personas de grupos en condición de vulnerabilidad 
no puede basarse a punta de sentencia, la discriminación no se resuelve por decreto, 
es necesaria, a la par de un avance legislativo, la construcción de una cultura de la 
inclusión.

La promoción e implementación de los mecanismos de participación ciudadana es 
una facultad que tienen de forma muy diferente cada uno los Organismos Públicos 
Locales Electorales, es preciso una ampliación de facultades en algunos casos y ma- 
yor impuso a la interacción entre personas electas y ciudadanía.

No únicamente Consultas, previas libres e informadas en la implementación de 
políticas y programas para grupos específicos, sino orientación y apoyo en la ge- 
neración de iniciativas ciudadanas, acompañamiento en el impulso de ejercicios de 
referéndum o plebiscitos, obligatoriedad de audiencias públicas, promoción de pre-
supuestos participativos por mencionar algunas acciones. El reto es amplio, pero una 
sociedad sin la participación de un sector de su población, limitada en el ejercicio de 
sus derechos es una sociedad condenada a no desarrollarse, condenada al conflicto. 
La inclusión es un proceso de construcción colectiva.
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I. Introducción

En el Estado de Jalisco, según el Censo de Población y Vivienda del año 2020, existe 
1 millón 264 mil 817 personas con discapacidad,2  limitación o con algún problema 
o condición mental, las cuales representaban el 15.2% de la población total del es-
tado.3
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Resumen
Las personas con discapacidad deben 
participar en los procesos electorales, 
tanto para votar como ser votados, 
representando en ambos, obstácu-
los impuestos por la sociedad para su 
goce pleno, remarcado más en el se-
gundo de ellos.
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Abstract
Persons with disabilities must partici-
pate in the electoral processes, both 
to vote and to be voted, representing 
in both, obstacles imposed by society 
for their full enjoyment, highlighted 
more in the second of them.

Keywords: Disability, participation, 
barriers, model, rights.

1. Secretario de Estudio y Cuenta Regional en la Sala Guadalajara del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación. Designado en funciones de Magistrado el 12 de marzo de 2022 por la Sala Superior del Tribunal 
Electoral hasta en tanto se realice la designación de la Magistratura por la Cámara de Senadores. 

2. Atenderemos lo que indica el artículo 1 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapaci-
dad, que establece que las personas con discapacidad incluyen a aquellas que tengan deficiencias físicas, 
mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan im-
pedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.

3. Instituto de Investigación, Geografía y Estadística de Jalisco. Consulta realizada en la dirección electrónica de 
Internet: https://iieg.gob.mx/ns/wp-content/uploads/2021/12/D%C3%ADaPobDiscapacidad2021.pdf.
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Con ello, se parte en un primer momento, de que aunque todos iguales, existe un 
sector vulnerable históricamente en cuanto al reconocimiento de derechos políti-
co-electorales de forma eficaz, no solo para emitir su sufragio sino también para 
poder contender en los procesos electorales.

En un documento elaborado por el Instituto de Información Estadística y Geográfica 
del Estado de Jalisco, el tipo de discapacidad o, como se le denomina, limitación, está 
en los principales factores:

TABLA 1. Personas con discapacidad

En lo que al tema se ocupa, las personas mayores de 18 años representaban un to-
tal de 35,905; jóvenes de 15 a 29 años, 112,797; personas adultas de 30 a 59 años; 
y 200,627 personas adultas mayores de 60 años y más,4  lo que representaría un 
aproximado de 349,329 personas con discapacidad o limitaciones.

Este universo, aunque aparentemente podría ser pequeño en comparación con la 
totalidad de un padrón electoral o listado nominal,5  en realidad lo que representa es 
el motivo por el cual es soslayado este sector dentro de un escenario más protagóni-
co en un proceso electoral, y lo dota de un lamentable contenido en la identificación 
como sector vulnerable, pues dicha minoría es invisibilizada aun más al dejarse de 
tomar en cuenta su generalidad.

Aun cuando hablamos de un tema electoral, se encuentran los menores que repre-
sentarían un amplió porcentaje poblacional de este sector, así como aquellos mal 
diagnosticados o quienes se niegan a ser reconocidos con algún tipo de discapaci-
dad, porque ésta no es solo de motricidad, auditiva o visual, sino también la mental 
e intelectual, quienes aún son más discriminados dentro del propio universo de las 

4. Ídem.
5. Para el proceso electoral 2020-2021 en Jalisco, el Instituto Electoral y de Participación Ciudadana indicó que 

existían 6´218,599 personas en el padrón electoral y 6´207,422 personas en el listado nominal. Consulta 
realizada en la dirección de Internet: https://www2.iepcjalisco.org.mx/tablero-electoral-2021/?page_id=538.
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personas con discapacidad, y cuya barrera ya es de por sí impuestas a ambos para 
relegarse en la actividad social. Precisamente, debemos conocer a este término de 
“barrera”.

II. La evolución del término discapacidad

Sin pretender realizar un amplio esbozo histórico, debemos recordar que las perso-
nas con discapacidad, en nuestros tiempos, tienen un trato muy diferente a los siglos 
anteriores.

Y es que recibían un tratamiento familiar y social dependiendo de las condiciones im-
perantes, pues al ser considerados “diferentes”, históricamente fueron “catalogados” 
como una especie de sub personas. Cuestión que, por fortuna, ha sido abandonada, 
aunque persiste la reticencia a reconocérseles con plenitud de derechos, con medi-
das adecuadas a su propia condición. 

Existieron, dentro del proceso histórico de las personas con discapacidad, tres prin-
cipales modelos:6 

a. Prescindencia, en el cual las personas con discapacidad eran minimizadas, o 
bien, enviadas al ostracismo existencial dentro de este plano terrenal, pues eran 
consideradas como un castigo o una carga.7 

b. Médico rehabilitador, en el cual las personas ya fueron objeto de estudio y trata-
miento médico, buscando una cura que provocaba su condición, cuando así fuera 
posible, o bien dotarle de herramientas de mejora o tratamientos.8  A menudo 
se incluye en este el modelo asistencial, el cual consiste en dar apoyos a las per-
sonas con discapacidad ante la “dificultad” de su inclusión plena a actividades y 
oportunidades laborales.9 

c. Modelo social, el cual ha sido desarrollado tanto doctrinalmente y también de 
manera jurisprudencial por diversos tribunales del país, como la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, señalando: “la discapacidad no es una enfermedad y que 
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6. Otras doctrinas manejan los modelos subsiguientes al denominado social, pero de momento nos enfocare-
mos a los tres principalmente utilizados.

7. Quizás los ejemplos lamentablemente más conocidos son aquellos en los cuales eran sacrificados, o estig-
matizados. Cfr. PADILLA-MUNOZ, Andrea. DISCAPACIDAD: CONTEXTO, CONCEPTO Y MODELOS. Int. Law: 
Rev. Colomb. Derecho Int., Bogotá, n. 16, pp. 381-414, Jan/Jun. 2010. Disponible en: <http://www.scielo.org.
co/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1692-81562010000100012&lng=en&nrm=iso>.

8. Peña Hernández PA, Calvo Soto AP, Gómez Ramírez E, (Modelos teóricos en discapacidad), en: Calvo Soto 
AP, Gómez Ramírez E, Daza Arana J, Modelos teóricos para fisioterapia, editores científicos, Colombia: Edito-
rial Universidad Santiago de Cali; 2020. p. 149-177. Disponible en: https://libros.usc.edu.co/index.php/usc/
catalog/download/145/185/2628?inline=1 

9. Palacios, A. El modelo social de discapacidad: orígenes, caracterización y plasmación en la Convención In-
ternacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, Colección CERMI, n. 36, 2008, ed. Cinca, 
pp.66-79. Disponible en: https://www.cermi.es/sites/default/files/docs/colecciones/Elmodelosocialdedisca 
pacidad.pdf.
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es importante tener en cuenta que ha existido una evolución en los modelos 
empleados para estudiar este tema, llegando actualmente al denominado mo- 
delo social, el cual concibe que la discapacidad se genera por las propias barre-
ras sociales que impiden que las necesidades de las personas con diversidades 
funcionales sean tomadas en cuenta, por lo que las medidas propuestas en este 
modelo están encaminadas a disminuir o eliminar tales barreras”.10

La evolución demuestra cómo se ha caminado hacia un reconocimiento pleno de 
derechos de las personas con discapacidad, existiendo actualmente la Convención 
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, que aunque reconocida por 
el Estado Mexicano, aun debe materializarse de manera eficaz.

Incluso, en términos prácticos, la “barrera” a la que se hace referencia es la mencio-
nada dentro del modelo social, cuya aplicabilidad para vencerla es variable de diver-
sas   latitudes,11  sin dejar de lado que en ocasiones se busca un modelo social pleno 
y se aplica uno de tipo médico o asistencial, lo que dificulta en qué momento existe 
una materialización de derechos.12  

III. Los procesos electorales.

El artículo 29 de la Convención para las personas con discapacidad antes citada, 
establece una participación efectiva en la vida política y pública, entre estas, a votar 
y ser elegidas.

Sobre el primer aspecto, ya el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
ha emitido sentencias que enmarcan la protección al derecho a votar, con la expe-
dición de credenciales para ese fin (SG-JDC-279/2019 y SM-JDC-247/2019) que derivó 
en una reforma del Instituto Nacional Electoral para adecuar los procedimientos de 
atención ciudadana en personas con discapacidad.13 

10. Suprema Corte de Justicia de la Nación. Reseñas argumentativas del Pleno y de las Salas, Reseña del ampa-
ro en revisión 159/20136. Disponible en: https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/resenias_argumenta-
tivas/documento/2019-07/res-AZLL-0159-13.pdf.

11. Pérez, M. E. y Chhabra, G, "Modelos teóricos de discapacidad: un seguimiento del desarrollo histórico del 
concepto de discapacidad en las últimas cinco décadas", Revista Española de Discapacidad, 7 (I): pp. 7-27. 
2019. Dirección de Internet: https://www.cedd.net/redis/index.php/redis/article/download/429/339/.

12. Véase la dirección de Internet: <https://odpc.ucsf.edu/node/1906>.
13. Instituto Nacional Electoral, INE/CG28/2020. ACUERDO del Consejo General del Instituto Nacional Electoral 

por el que se aprueban los "Procedimientos para la atención a la ciudadanía que está imposibilitada física-
mente para acudir al Módulo de Atención Ciudadana y/o que no puede manifestar, por sus propios medios, 
su voluntad de manera clara, precisa e indubitable, para realizar su trámite de inscripción o actualización al 
Padrón Electoral y entrega de la Credencial para Votar", en acatamiento a las sentencias SG-JDC-279/2019 
y SM-JDC-247/2019, dictadas por las Salas Regionales Guadalajara y Monterrey del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación. Publicado en el Diario Oficial de la Federación. Disponible en: https://www.
dof.gob.mx/nota_detalle_popup.php?codigo=5586332.
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En el otro aspecto, se han implementado medidas afirmativas para ese fin, siendo un 
ejemplo de ellos lo resuelto en los asuntos SUP-RAP-121/2020 y SUP-RAP-21/2021, 
donde se modificaron los criterios y dispusieron medidas para la participación de 
personas en las acciones afirmativas, entre ellas quienes se encontraban en una 
situación de discapacidad.

En concreto, se dispusieron seis fórmulas postuladas bajo el principio de mayoría 
relativa en cualquiera de los 300 distritos electorales del país, y dos formulas bajo el 
principio de representación proporcional, ubicándose en los diez primeros lugares 
de la lista de cualquiera de las 5 circunscripciones plurinominales del país.14 

Además, se indicó que el Instituto Nacional Electoral llevara a cabo un estudio               
respecto de la eficacia y funcionamiento de las acciones afirmativas implementadas.
De esta manera, se plantea dotar de contenido el artículo 29 de la Convención, aun-
que en el ámbito federal, lo que no necesariamente implicaba su reflejo en otras 
entidades federativas, las cuales quedaban aun bajo una libertad configurativa para 
ese fin.

Aunque, dicha acción afirmativa sigue siendo insuficiente, pues la cuota no signifi-
ca romper una barrera social hacia las personas con discapacidad, las cuales son 
múltiples y no solo circunscritas dentro de un ámbito visual, motriz o auditivo, sino 
intelectual o mental.

¿Qué pasaría con una persona con trastorno del espectro autista, incluyendo          
aquellos conocidos como asperger o con alguna discapacidad psicosocial?, ¿Qué 
pasa con las personas con trastornos disociativos o de otra índole que son clasifica-
dos con calificativos muy a la usanza del ataque hiriente político?

En la letra, la acción afirmativa parecería atender la obligación del Estado Mexicano, 
pero en la realidad, aún estamos en presencia de una barrera por cuanto se impone 
una situación sin considerar al universo de las personas con discapacidad.

El resultado simplemente aun es ausente a las personas con discapacidad, quedan-
do en proyectos a desarrollarse para el próximo proceso electoral en el año 2024, 
como se contiene en los recursos de apelación antes citados, así como en el diverso 
REV-026/2021.15
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14. Para fines didácticos véase la dirección de Internet: https://igualdad.ine.mx/wp-content/uploads/2021/06/
INFOGRAFIA_ACCIONES_AFIRMATIVAS_EN_POSTULACIONES_DE_CANDIDATURAS_PROCESO_ELECTOR 
AL_20202021_Correc9_COMPLETO.pdf.

15. Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Jalisco, REV-026/2021, Resolución del Consejo 
General del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Jalisco. Disponible en: http://
www.iepcjalisco.org.mx/sites/default/files/rev-026-2021.pdf.
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IV. Conclusión

En el modelo social de discapacidad se plantea romper barreras que dificultan la to-
tal inclusión de este sector, pero que a la postre va mas allá de las leyes ya que es la 
propia concepción de estas personas de la sociedad en general las que dificultan un 
acceso más allá de la participación de votar,16  sino en la concreción de ser votados.

A pesar de exhortaciones como mecanismos de una mayor participación en el voto 
pasivo17  lo cierto es que aun falta dotar de contenido los derechos contenidos en la 
propia Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, tanto la 
participación como los mecanismos de apoyo y adecuaciones.

Existen bases doctrinales, jurisprudenciales, pero la práctica debe conjugarse con 
elementos de otras áreas de las ciencias sociales para que las personas con disca-
pacidad ocupen espacios públicos.

¿Podrá alguna vez una persona con discapacidad ser electo popularmente u ocupar 
una magistratura?, ¿Podrá una persona con discapacidad psicosocial realizarlo tam-
bién, aun cuando cuya barrera es más alta con relación a otras?, ¿Qué interculturali-
dad podrá emplearse para poder concretar el derecho de igualdad?

Se espera pronto saberlo.
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I. Introducción

En primera instancia en el presente artículo se describe de forma somera el sistema 
de nulidades en materia electoral, con el objeto de analizar la posibilidad legal de 
anular una elección a través de una violación que no se encuentra estipulada como 
causal de nulidad en la legislación de la materia. En específico el caso de violación a 
la veda electoral. Posteriormente, y con el objeto de ejemplificar dicha posibilidad se 
describe el reciente caso de la nulidad de la elección para integrar el ayuntamiento 
del municipio de San Pedro Tlaquepaque, Jalisco, verificado el pasado proceso elec-
toral local.
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2. Diccionario de Derecho Electoral, tomos I y II, Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Inves-
tigaciones Jurídicas, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación-Instituto Federal Electoral- Institu-
to Interamericano de Derechos Humanos, México, 2017, p.737.

3. Ibid.
4. Ibid., p. 738.
5. Artículo 75, Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, México, 2014, disponible 

en: http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index.htm (consultado 5 de junio de 2022)
6. Ibid., Artículo 75, párrafo 1, inciso k.

II. Desarrollo

Para abordar el tema propuesto, se establece el significado de nulidad. Según su ori-
gen etimológico proviene de nullus: ne, que significa no, y ullus, que significa alguno, 
entendiéndose por nulo aquello que no tiene valor o fuerza.2  Por otro lado, cuando 
se habla de la nulidad del acto jurídico se entiende que el acto existe de hecho, pero 
no de derecho, por ser contrario a la ley o por carecer de las solemnidades para su 
reconocimiento.3

En el ámbito electoral la nulidad tiene como fin último asegurar la vigencia de los 
principios y valores democráticos, los cuales exigen que sólo los votos válidamente 
emitidos por los ciudadanos sean susceptibles de generar la voluntad popular que 
legitima a los órganos públicos de representación.

Así la nulidad puede entenderse de dos formas: 1) como garantía de constitucio-
nalidad y legalidad de las elecciones, y 2) como la sanción que priva de eficacia a la 
votación recibida cuando ésta no reúne los elementos mínimos que le dan validez, o 
cuando deja de observar los principios y normas fundamentales que deben regir los 
comicios para ser considerados auténticos, libres y periódicos.4 

Es decir, las elecciones representan el método democrático del pueblo para elegir a 
sus representantes, ello a través del sufragio, sin embargo, éste debe ser emitido con 
total libertad y así reflejar la verdadera voluntad popular. Por lo que cuando el voto 
se ve influido por algún elemento externo, contrario a su esencia, deja de tener efec-
tos la voluntad del elector; además, si estos actos se dan de manera generalizada, 
ocasiona irregularidades graves que ponen en duda la certeza de la votación recibida 
en la casilla o en su caso, en una elección.

En México la legislación de la materia establece diversas causales para la nulidad de 
la votación, ya sea de una casilla o de una elección. Por ejemplo, en el ámbito federal, 
la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral establece 
causales específicas de nulidad de votación recibida en casilla,5  así como una causal 
genérica, es decir que la causa para anular la votación no se señala expresamente en 
la norma, pero se prevé la posible existencia de una irregularidad grave que ponga 
en duda la certeza de la votación.6 
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Luego, respecto a la nulidad de una elección, la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos establece algunas causales, consistentes en exceder los gastos de 
campaña en un determinado porcentaje, en la compra o adquisición de cobertura 
informativa en determinados supuestos y, la recepción o utilización de recursos pú-
blicos o de procedencia ilícita.7

También la Ley General Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral seña-
la las causales específicas de nulidad para las elecciones de Diputados, Senadores y 
Presidente de la República, en sus artículos 76 y 77 y su respectiva causal genérica 
de nulidad de las elecciones referida en el artículo 78.

Como se puede observar en la normatividad de la materia, es completamente válido 
anular una elección o, en otras palabras, el sentido del voto de los electores, por 
las razones ya comentadas. Además, contamos como varios supuestos de nulidad 
que fueron establecidos en diversos momentos por nuestro poder legislativo para 
garantizar el respeto a los principios constitucionales y la legalidad de las elecciones. 

Sin embargo, además de lo establecido en la normatividad, también existe la posibili-
dad de decretarse la invalidez de elección por violación a principios constitucionales, 
que deriva de una interpretación de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, donde ésta llega a la conclusión que al contar con una juris-
dicción constitucional, está facultada para analizar si una elección es contraria a las 
disposiciones constitucionales (aun cuando no exista explícitamente dicha causal en 
la normatividad).

Así, en diversos precedentes (SUP-JIN-359/2012, SUP-REC-148/2013, SUP-
REC-190/2013, SUP-REC-9/2014) se encuentra cómo el Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación establece los elementos para que se configure la nulidad de 
la elección por violación de principios constitucionales, siendo los siguientes:

• Que se plantee un hecho que se estima violatorio de algún principio o norma 
constitucional o convencional, esto es, violaciones sustanciales o irregularidades 
graves.

• Que tales violaciones sustanciales o irregularidades graves estén acreditadas ob-
jetiva y materialmente, es decir, se deben aportar las pruebas pertinentes.

Artículos
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• Que sea posible constatar el grado de afectación que la violación al                                          
principio o norma constitucional o convencional haya producido dentro del         
proceso electoral.

• Que las violaciones o irregularidades sean cualitativa o cuantitativamente deter-
minantes para el resultado de la elección.

III. Estudio del caso

Una vez analizado el sistema de nulidades de la materia electoral federal, se entrará  
al estudio del caso propuesto referente a la violación de la veda electoral.

La veda electoral es el período mediante el cual las candidaturas, partidos, simpati-
zantes, y servidores públicos deben abstenerse de celebrar cualquier acto o externar 
cualquier manifestación para promover o exponer ante la ciudadanía a las candida-
tas o candidatos que contienden a un cargo de elección popular.

Esta disposición se encuentra en la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, en su artículo 251, párrafo 4, que señala “El día de la jornada electoral 
y durante los tres días anteriores, no se permitirá la celebración ni la difusión de           
reuniones o actos públicos de campaña, de propaganda o de proselitismo electo- 
rales”.

El objeto del período de veda es generar las condiciones suficientes para que, una 
vez concluido el período de campañas electorales, los ciudadanos procesen la infor-
mación recibida durante las mismas y reflexionen el sentido de su voto, haciendo 
una valoración y confrontación de la oferta política que se presenta en los comicios, 
para lo cual el legislador buscó generar las condiciones óptimas para ello. Adicio-
nalmente, en ese periodo se busca impedir que se emita propaganda que pudiera 
influenciar, persuadir o coaccionar al electorado, evitando ventajas indebidas, dada 
la cercanía con la jornada electoral.

De esta forma, la veda electoral también previene que se difunda propaganda             
electoral o se realicen actos de campaña contrarios a la legislación electoral en           
fechas muy próximas a los comicios, los cuales, dados los tiempos, no puedan ser 
susceptibles de ser desvirtuados ni depurados a través de los mecanismos de con-
trol con los que se cuenta en nuestro sistema electoral.

Entonces, las conductas que se prohíben llevar a cabo durante dicha tem-
poralidad son los actos de campañas, es decir: las reuniones públicas, asam-
bleas, marchas y en general los actos en los que candidatos o voceros de los 
partidos políticos se dirijan al electorado para promover sus candidaturas. 
Además, la propaganda electoral, esto es: el conjunto de escritos, publicaciones,                                                                                                           
imágenes, grabaciones, proyecciones y expresiones que durante la campaña 
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electoral producen y difunden los partidos políticos, candidatos y simpatizantes, a 
efecto de presentar ante la ciudadanía las candidaturas registradas.8 

Al respecto ha sostenido el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
que para tener por actualizada una vulneración a las prohibiciones de realizar actos 
de proselitismo o de difundir propaganda electoral durante la veda electoral, deben 
presentarse los siguientes elementos: 

• Temporal. Que la conducta se realice el día de la jornada electoral y/o los tres días 
anteriores a la misma; 

• Material. Que la conducta consista en la realización de reuniones o actos públicos 
de campaña, así como la difusión de propaganda electoral; y,

• Personal. Que la conducta sea realizada por partidos políticos, a través de sus 
dirigentes o militantes, candidatos y/o simpatizantes, ciudadanos que mantienen 
una preferencia por un partido político, sin tener vínculo directo (formal o ma-
terial) con aquél, siempre que exista una expresión voluntaria y reiterada de tal 
afinidad y un deseo de colaboración con los fines e intereses del partido político 
manifestado en conductas concretas, reiteradas o planificadas.

De lo anterior se desprende que la veda electoral tiende a preservar principios          
constitucionales requeridos para la validez de una elección, tales como el sufragio 
universal, libre, secreto y directo; elecciones libres, auténticas y periódicas; la equi-
dad en la contienda, etcétera.

Por lo tanto, la violación a la misma acarrea la vulneración a principios constituciona-
les, los cuales tienen que ser protegidos de manera efectiva y permanente, ya que 
ante cualquier afectación que llegue a suscitarse, condiciona la validez del resultado 
de los comicios. 

Es debido agregar que para el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
las irregularidades acaecidas en la etapa conclusiva de la campaña electoral, en la 
veda electoral o período de reflexión, e incluso el día de la jornada electoral, deben 
ser calificadas con una mayor gravedad que aquellas suscitadas en otros períodos; 
es decir, para el tribunal, entre más cerca de la jornada electoral se dé la violación, 
mayores serán las consecuencias negativas en el proceso.

Ahora bien, respecto al sistema de nulidades de los actos electorales, los criterios 
jurisprudenciales exigen de manera invariable, que las conductas que las originan 
sean graves, y a la vez, que sean determinantes para el desarrollo del proceso elec-
toral o para el resultado de la votación en la casilla en que ocurran.

Artículos
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Lo anterior, conforme al principio de conservación de los actos públicos válidamente 
celebrados, establecido en la Jurisprudencia 9/98, que señala:

 “…pretender que cualquier infracción de la normatividad jurídico-elec- 
toral diera lugar a la nulidad de la votación o elección, haría nugato-
rio el ejercicio de la prerrogativa ciudadana de votar en las elecciones               
populares y propiciaría la comisión de todo tipo de faltas a la ley dirigidas, 
a impedir la participación efectiva del pueblo en la vida democrática, la 
integración de la representación nacional y el acceso de los ciudadanos 
al ejercicio del poder público.”

De lo hasta aquí expuesto, se destacan las siguientes premisas a efecto de                         
generar una conclusión a la interrogante planteada, es decir, si la violación de la veda           
electoral es válida como una causal de nulidad de una elección:

• La veda electoral o período de reflexión, se materializa en la normativa electoral 
para garantizar un voto libre de la ciudadanía y sin injerencias de agentes para 
influir en la voluntad del elector a través del sufragio.

• La veda electoral, tiene como finalidad preservar principios constitucionales liga-
dos a las elecciones, por lo tanto, la violación a la misma acarrea la vulneración de 
éstos, como es el principio de equidad, el de legalidad y otros que pueden variar 
según el caso específico. 

• Si bien la violación a la veda electoral no se contempla en la norma como una 
causal de nulidad, sí vulnera principios constitucionales, y por lo tanto podría 
configurarse la invalidez de la elección por violación a principios constitucionales.

• El sistema de nulidades en materia electoral predispone de manera expresa que, 
para su configuración, las conductas que las originan deben ser graves y deter-
minantes para el resultado de la votación.

• Los órganos jurisdiccionales electorales, ejercitan el control constitucional en ma-
teria comicial, y, en consecuencia, se encuentran revestidos de facultades para 
subsanar las faltas que se presenten en un proceso electoral, en consecuencia, 
también durante la veda electoral.

En ese sentido, sí puede configurarse la nulidad de una elección, derivada de la vio-
lación a la veda electoral, ya que como se relata ésta puede implicar la vulneración 
a principios constitucionales. Sin embargo, para que la nulidad sea decretada se de-
ben acreditar objetiva y materialmente los elementos temporal, material y personal 
relativos a prohibición, referidos previamente. Además, debe ser posible constatar 
el grado de afectación producido y éste a su vez, debió ser cualitativa o cuantitativa-
mente determinante para el resultado de la elección respectiva.
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Como ejemplo de ello es el reciente caso resuelto por la Sala Superior del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, en el recurso de reconsideración SUP-
REC-1874/2021 y acumulado. En ese asunto, se acreditó a juicio de la Sala Superior 
la intervención de un ministro de culto a través de un video publicado por él en redes 
sociales durante el período de veda. En el video realizó diversas manifestaciones 
que, para la mayoría de los magistrados, comprometieron el resultado de la votación 
del municipio de Tlaquepaque, en el Estado de Jalisco, pues consideraron que la falta 
fue grave y determinante derivado de la investidura del actor que las emitió y la tem-
poralidad en la que se originaron, esto es, en la etapa de veda electoral, por lo que 
resolvió anular la elección del referido municipio. 

Como es sabido el pasado seis de junio, se celebró la jornada electoral en el estado 
de Jalisco para renovar, entre otros, a los integrantes de los Ayuntamientos, entre 
estos del Municipio de San Pedro Tlaquepaque. De conformidad con el recuento 
total de la elección, obtuvo la mayoría la candidata del partido político Movimiento 
Ciudadano, con 60,996 votos, y en segundo lugar al candidato del partido político 
Morena con 58,467 votos. Ello significa una diferencia de tan solo 2,529 votos.

Inconformes con los resultados, el dieciocho y veinte de junio, el partido político 
MORENA y su candidato Alberto Maldonado Chavarín interpusieron ante el Tribunal 
local, sendos juicios de inconformidad. Sin embargo, el Tribunal local confirmó los re-
sultados del recuento, la declaración de validez de la elección, así como la expedición 
de las constancias de mayoría a favor de la plantilla postulada por Movimiento Ciu-
dadano,9  fallo que fue confirmado por la Sala Regional de Guadalajara del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación.10 

Sin embargo, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Fede-
ración, no coincidió con las anteriores autoridades jurisdiccionales y en el expediente 
SUP-REC-1874/2021 y acumulado, anuló la elección de referencia .11

Las razones para decretar la nulidad de la elección consisten, en que existió una 
vulneración al principio constitucional de separación Iglesia – Estado. Ello en razón 
a que un ministro de culto emitió un mensaje que fue difundido en Facebook, en el 
que de forma expresa llamó a no votar por un partido político. Con ello considera 

9. Expedientes JIN-037/2021 y acumulados, Tribunal Electoral del Estado de Jalisco, 3 de septiembre de 2021, 
Jalisco, México, disponible en: https://www.triejal.gob.mx/jin-037-2021-y-acumulados-jin-038-2021-y-
jin-051-2021/, (consultado 5 de mayo de 2022).

10. Expediente SG-JRC-304/2021 y acumulado, Sala Regional de Guadalajara, del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, Jalisco, México, disponible en: https://www.te.gob.mx/salasreg/ejecutoria/senten 
cias/guadalajara/SG-JRC-0304-2021.pdf, (consultado 5 de mayo de 2022).

11. Expediente SUP-REC-1874/2021 y acumulado, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, México, 
2021, disponible en: https://www.te.gob.mx/buscador/ (consultado 5 de mayo de 2022).
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que fue vulnerando el principio histórico de separación Iglesia-Estado, el cual es de 
carácter fundamental o fundacional del Estado mexicano, y que, por tanto, su vio-
lación es constitutiva de una especial gravedad.

Para llegar a dicha conclusión considera la relevancia de la persona involucrada en 
su calidad de ministro de culto (cardenal y arzobispo emérito Juan Sandoval Íñiguez). 
Además, la resolución señala que el mensaje fue dirigido en contra de una opción 
política específica.

Considera que el cardenal sostuvo de manera enfática que la emisión del voto a fa-
vor del “partido político en el poder” implicaría acceder a una dictadura y señaló que 
“quedaríamos pobres como en Venezuela y Cuba”. Así, a juicio de la Sala Superior 
del texto y contexto del mensaje se advierte que el cardenal hace mención clara al 
partido político MORENA porque de ese instituto político deriva el actual presidente 
de la República.12 

Otro aspecto relevante del fallo es el momento de difusión del mensaje. En la senten-
cia se señala que éste violó la veda electoral, ya que el video fue posteado el primero 
de junio en la página de Facebook del ministro de culto religioso y continúo en dicha 
red social hasta el 5 de junio, cuando se ordenó su retiro por la Comisión de Quejas 
y Denuncias del Instituto Nacional Electoral.

También se considera que las violaciones fueron determinantes para el resultado 
de la elección, dada la estrecha diferencia entre el primero y segundo lugar y en 
atención a que la población del referido municipio es mayoritariamente católica y 
que por ello se afectó la integridad electoral y se lesionó de manera grave uno de los 
principios democráticos que rigen las elecciones.

IV. ConclusionesIV. Conclusiones

El 21 de noviembre siguiente se llevó a cabo la elección extraordinaria de San Pedro 
Tlaquepaque. La cual tuvo un costo de más de 24 millones de pesos13  y en la que se 
repitió el resultado de la elección ordinaria, es decir, obtuvo nuevamente la mayoría 
la candidata del partido político Movimiento Ciudadano, pero ahora con una diferen-
cia aún mayor, de casi seis mil votos.14

12. Ibid.
13. IEPC-ACG-337/2021, Consejo General del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Jalis-

co, Jalisco, México, 2021, disponible en: http://www.iepcjalisco.org.mx/sites/default/files/sesiones-de-con 
sejo/consejo%20general/2021-10-07/05-iepc-acg-337-2021-acu-apruebaproypresupeleccionext2021.pdf 
(consultado 5 de mayo de 2022)

14. Programa de Resultados Electorales Preliminares, Elección Extraordinaria del Ayuntamiento de San 
Pedro Tlaquepaque 2021, Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Jalisco, Jalisco,                        
Méx ico, 2021, disponible en: https://prep2021e.iepcjalisco.org.mx/ayuntamientos/detalle/votos-candi 
datura/san-pedro-tlaquepaque (consultado 5 de mayo de 2022).
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Este caso es un buen ejemplo de que si bien, se puede estar de acuerdo con que se 
invaliden los resultados de una elección, cuando el voto de la ciudadanía se ve in-
fluido por elementos externos contrarios a su esencia “manipulación electoral” oca-
sionando irregularidades graves que vulneran principios o normas que sustentan un 
Estado constitucional y democrático, es indispensable que dichas violaciones sustan-
ciales o irregularidades graves estén acreditadas objetiva y materialmente, que sea 
posible constatar el grado de afectación que se haya producido dentro del proceso 
electoral y que las violaciones o irregularidades sean cualitativa o cuantitativamente 
determinantes para el resultado de la elección. 

Porque si no se cumplen a cabalidad todos estos requisitos, sin que quepa lugar a 
duda de esto, se fallaría al fin principal de la función electoral, que es el de proteger 
el voto de la ciudadanía. Además, se caería en una restricción a los derechos políti-
cos de los ciudadanos, haciendo nugatorio el ejercicio de su prerrogativa de votar en 
las elecciones populares, y el acceso de los ciudadanos involucrados al ejercicio del 
poder público.
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Ensayos

Resumen
En el presente ensayo se pretende 
demostrar que, pese a los esfuerzos 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación (TEPJF) de fortalecer 
mediante acciones afirmativas emi-      
tidas en sus sentencias que vinculan 
a la autoridad de gestión electoral, la 
participación política de las mujeres en 
general y en lo particular las indígenas 
y afromexicanas con miras al proceso 
electoral 2020-2021, se presentaron 
casos que pueden ser catalogados 
como violencia política de género, espe-
cialmente en la región sureste de Méxi-
co en donde coexisten más de la mitad 
de los pueblos originarios reconocidos 
por el estado mexicano. Se propone in-
corporar al principio constitucional de 
paridad el enfoque intercultural para 
resolver con mayores elementos los 
conflictos relacionados con el tema.

Abstract
This essay aims to demonstrate that, 
despite the efforts of the Electoral 
Tribunal of the Federal Judicial Power 
(TEPJF) to strengthen, through affir-
mative actions issued in its judgments 
that bind the electoral management 
authority, the political participation of 
women in general and in particular 
indigenous and Afro-Mexican women 
with a view to the 2020-2021 electoral 
process, there were cases that can be 
classified as political gender violence, 
especially in the southeastern region 
of Mexico where more than half of 
the recognized indigenous peoples 
coexist by the Mexican state. It is pro-
posed to incorporate the intercultural 
approach to the constitutional princi-
ple of parity to resolve conflicts rela- 
ted to the issue with more elements.
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I. Introducción

El papel relevante de la autoridad judicial electoral como garante de los derechos 
políticos de la ciudadanía, se confirma en sus resoluciones cuando impacta en la 
vida democrática, proponiendo hipótesis que el legislador debe, en un momento 
dado, tomar en cuenta para mejorar las normas jurídicas electorales; es así que, 
de acuerdo con las acciones afirmativas en materia de paridad relacionadas con 
el contexto de las mujeres indígenas y afromexicanas, aparece un complemento 
al principio constitucional existente en el tema.

Los casos que pueden ser catalogados como violencia política de género, especial-
mente en la región sureste de México en donde coexisten más de la mitad de los 
pueblos originarios reconocidos por el estado mexicano durante el proceso electo- 
ral 2020-2021 demuestran la necesidad de incorporar al principio constitucional de 
paridad el enfoque intercultural para resolver con mayores elementos los conflictos 
relacionados con el tema, lo que constituye una interesante propuesta.

Para su mejor entendimiento, este trabajo se divide en siete apartados, el primero de 
ellos dedicado a esta introducción y los restantes al planteamiento del problema, el 
argumento central, la metodología utilizada y las fuentes de información consultadas. 

En el planteamiento del problema, se establecen el objetivo, las preguntas de inves-
tigación y la justificación del ensayo.

Al abordar el marco teórico metodológico, se alude a los conceptos y fundamentos 
del tema y a la explicación de los mecanismos utilizados para el análisis del mismo.

En el apartado, acciones afirmativas con perspectiva de género intercultural y su 
aplicación en el sureste de México, se describen algunos de los criterios vertidos en 
las resoluciones del TEPJF y su impacto en la mencionada región.

En lo que hace al tópico, los casos relevantes relacionados con violencia política con-
tra las mujeres indígenas y afromexicanas en el proceso electoral 2020-2021, se ex-
ponen algunos asuntos relevantes que demuestran la importancia de contar con un 
principio de paridad con enfoque intercultural.

Finalmente se hace una reflexión de los hallazgos, se formula una propuesta y se 
presenta un listado de las fuentes de consulta utilizadas. 

Palabras clave
Derecho electoral, derechos humanos, 
derechos políticos, violencia política de 
género, paridad, interculturalidad.

Keywords
Electoral law, human rights, political 
rights, political gender violence, pari-
ty, interculturality.
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II. Planteamiento del problema

La democracia como forma de gobierno justa y conveniente para vivir en armonía, 
precisa del diálogo permanente entre gobernantes y gobernados para alcanzar los 
objetivos comunes. En ese escenario, el respeto a las leyes e instituciones electorales 
debe ser garantizado por el Estado, mediante reglas claras y procesos transparentes 
e incluyentes que abonen a una vida democrática. 

Una variable importante en el tema de la democracia es la diversidad cultural, en-
tendida como la multiplicidad de formas en que se manifiestan las culturas de los 
grupos y sociedades.2  

En México una región caracterizada por la diversidad cultural es la sureste, integrada 
por los estados de Chiapas, Oaxaca, Veracruz, Campeche, Yucatán, Quintana Roo y 
Tabasco, misma que se ha elegido para contextualizar la necesidad de la existencia 
de un enfoque intercultural en el principio constitucional de paridad que atienda las 
peculiaridades del ejercicio de los derechos político electorales de las mujeres indí-
genas y afromexicanas, fundamentalmente por concentrarse en ella la mayoría de 
los pueblos originarios de México.

Por lo que a partir de lo acontecido en el proceso electoral 2020 - 2021, se generan 
las siguientes interrogantes: ¿Cuál ha sido el papel de la autoridad judicial electoral 
como garante de los derechos políticos de la ciudadanía?; ¿De qué manera impac-
tan en la vida democrática las resoluciones del TEPJF?; ¿Qué acciones afirmativas en 
materia de paridad relacionadas con el contexto de las mujeres indígenas y afrome- 
xicanas ha emitido el TEPJF?; ¿Es necesario un enfoque intercultural en el principio 
constitucional de paridad?; ¿Qué casos de violencia política de género suscitados en 
la región sureste de México son relavantes?; ¿Cuál es la situación actual de la parti- 
cipación política de las mujeres indígenas y afrodescendientes en la región sureste?

Para resolver los anteriores cuestionamientos, es indispensable partir de un marco 
teórico metodológico.

III. Marco teórico metodológico

Tomando como argumento central, que para fortalecer la participación política de 
las mujeres indígenas y afromexicanas en la región sureste de México se necesi-
ta incorporar al principio constitucional de paridad el enfoque intercultural, a 

2. UNESCO, Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura. Convención sobre 
la Protección y la Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales, Francia, Organización de las 
Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, 2021, pp. 1-15.
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continuación, se exponen brevemente algunas ideas en torno a la violencia políti-
ca de género, la interculturalidad, el pluralismo jurídico y la paridad como principio      
constitucional.

El concepto de violencia política contra las mujeres comprende todas aquellas ac-
ciones y omisiones que, basadas en elementos de género y dadas en el marco del 
ejercicio de derechos político-electorales, tengan por objeto o resultado menoscabar 
o anular el reconocimiento, goce y/o ejercicio de los derechos políticos o de las pre-
rrogativas inherentes a un cargo público.3  

En ese sentido, se advierte que, en dicho concepto, está pendiente la tarea de re-
forzar sus características a fin de asegurar la paridad de género de las mujeres in-
dígenas y garantizar su derecho a una representación política, máxime que se trata 
de personas que se ubican en una doble categoría de condición de discriminación 
o aspecto de exclusión o vulnerabilidad por tratarse de personas pertenecientes a 
pueblos y comunidades indígenas y por su condición de mujer.

Por su parte el término interculturalidad alude a las relaciones que existen entre los 
diversos grupos humanos que conforman una sociedad dada y que en la actualidad 
se usa como un término más complejo y polisémico que se refiere a las relaciones 
que existen dentro de la sociedad entre diversas constelaciones de mayoría-minoría, 
y que se definen no solo en términos de cultura, sino también en términos de etnici-
dad, lengua, denominación religiosa y/o nacionalidad.4  

Se manifiesta en lo jurídico como un discurso de diferentes acentos continenta- 
les, nacionales y regionales, así como sesgos disciplinarios de sus protagonistas las 
identidades étnicas, las dinámicas migratorias y la diversidad cultural. Es además, un 
tipo de relación que se establece intencionalmente entre culturas y que propugna el 
diálogo y el encuentro entre ellas a partir del reconocimiento mutuo de sus respec-
tivos valores y formas de vida. El concepto incluye las relaciones que se establecen 
entre personas pertenecientes a diferentes grupos étnicos, sociales, profesionales, 
de género, etc. dentro de las fronteras de una misma comunidad.

En lo que respecta al pluralismo jurídico es el resultado de la interacción de                           
diferentes sistemas normativos en un mismo territorio, bajo la premisa del respe-
to a las diferencias. Es una corriente crítica del Derecho que pone en duda el rol 
del Estado como único creador de normas, es decir admite la posibilidad de que                      
también grupos sociales diferentes a este las pueden producir si cumplen con  

3. TEPJF, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Protocolo para Atender la Violencia Política 
Contra las Mujeres, México, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2016, p. 21.

4. Diezt, Gunther. Interculturalidad: una aproximación antropológica, Perfiles educativos, México, núm. 156, 
2017, pp. 192-207.
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algunas premisas, como el hecho de que la agrupación determine sus fines propios; 
establezca los medios para llegar a esos fines; distribuya funciones específicas a 
los individuos que lo integran y que realmente cuenten con una diferente cultura.5  

Se le considera un fenómeno de coexistencia de normas que reclaman obedien-
cia en un mismo territorio y que pertenecen a sistemas normativos distintos.6  

Ahora bien, el principio de paridad fue incorporado en el año 2014 en el artículo 41 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos al establecer que los par-
tidos políticos deberán postular paritariamente sus candidaturas para los Congresos 
Federal y locales. 

Es un principio constitucional que busca garantizar la igualdad sustantiva entre los 
sexos, es en consecuencia una medida permanente para lograr la inclusión de mu-
jeres en los espacios de decisión pública.

Esta directriz, impulsa cambios legislativos, como el hecho de establecer que los par-
tidos políticos deberán determinar y hacer públicos los criterios para garantizar la 
paridad de género en las candidaturas a legisladores federales y locales; mandatar 
que las listas de representación proporcional se integren por fórmulas de candida-
tos compuestas cada una por un propietario y un suplente del mismo género, y se 
alternen las fórmulas de distinto género para garantizar el principio de paridad hasta 
agotar cada lista.

Asímismo, genera la determinación que en caso de número impar de curules o 
regidurías, la lista fuera encabezada por mujeres; la posibilidad de modificar el orden 
de prelación en el que fueron registradas las fórmulas con la finalidad de lograr una 
integración equilibrada de los órganos de representación popular; en la postulación 
de candidaturas, no se admitirán criterios que tengan como resultado que alguno 
de los géneros le sean asignados exclusivamente aquellos distritos en los que el 
partido haya obtenido los porcentajes de votación más bajos en el proceso electoral 
anterior; determinar que, para la sustitución de candidaturas, deberán observarse 
las reglas y el principio de paridad entre los géneros.

De igual manera permite establecer como sanción por el incumplimiento de la pari-
dad en las postulaciones el no registro de la lista, y el incremento del porcentaje de 
financiamiento público que los partidos políticos deben destinar de manera obliga-
toria a la promoción y capacitación de liderazgos femeninos.

5. Bobbio, Norberto. Teoría General del Derecho, Bogotá, Temis, 2007, pp. 10-11.
6. Correas, Óscar. "Ideología jurídica, Derecho Alternativo y democracia", Boletín mexicano de Derecho Com-

parado, México, núm. 81, septiembre-diciembre 1994, pp. 613-624.
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La paridad se presenta entonces, como una alternativa para el combate a la violen-
cia política de género y por tanto requiere considerar algunos componentes de la 
interculturalidad para operar en escenarios de diversidad cultural, especialmente en 
la coexistencia de los diferentes sistemas normativos internos de elección de autori-
dades que pueden presentarse en la región sureste de México.

Definidos los conceptos relevantes para este trabajo, es preciso señalar que  para 
demostrar la necesidad de incluir elementos interculturales en principio constitucio-
nal de paridad y que el TEPJF ha impulsado mediante acciones afirmativas esa ten-
dencia, se analizarán las mencionadas acciones, para identificar lo que se pretende 
con ellas y cuál es su efecto en el ejercicio de los derechos politicos de las mujeres 
indígenas y afromexicanas en el sureste de México en el proceso electoral 2020 – 
2021.

Así también se revisarán algunos casos de posible violencia política que se presen-
taron en contra de las mencionadas mujeres, para argumentar la importancia de 
fortalecer el principio de paridad constitucional con elementos interculturales desde 
el pluralismo jurídico.

IV. Acciones afirmativas con perspectiva de género in-
tercultural y su aplicación en el sureste de México

De acuerdo al sistema de información cultural del Gobierno de México, existen al 
menos, 70 pueblos indígenas en el territorio nacional, de los cuales 40 se localizan 
en la región sureste; 14 en Chiapas, 13 en Oaxaca, 1 en Yucatán, 6 en Veracruz, 4 
en Campeche y 2 en Tabasco. Lo que representa aproximadamente el 57% del total 
nacional.

Esa diversidad cultural que caracteriza el sureste de México, en materia electoral 
es atendida partiendo de las reglas establecidas en el artículo 2 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos en relación al 41 de ese mismo orde-
namiento, que reconocen a los pueblos y comunidades indígenas el derecho a 
elegir de acuerdo con sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, a las 
autoridades o  representantes para el ejercicio de sus formas propias de gobierno 
interno, garantizando la participación de las mujeres en condiciones de equidad 
frente a los hombres, en un marco que respete el pacto federal, la soberanía de las 
entidades federativas y los derechos humanos.

En las Constituciones locales de todos los estados de la región sureste de Méxi-
co se reconocen también esos derechos y se instrumentan estrategias de for-
talecimiento de la participación política de las mujeres en dichos escenarios. 
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Desde la legislación secundaria, en cada entidad federativa de la zona, el combate de 
la violencia política hacia las mujeres, se realiza de diferente forma y con consecuen-
cias legales distintas, en Oaxaca y Veracruz, por ejemplo, de acreditarse su existencia 
podrá decretar la nulidad de la elección el Tribunal Electoral; y en Chiapas y Tabasco 
los Órganos Públicos Locales Electorales (OPLEs) están facultados para sancionar 
esa conducta con pérdida de registro de candidatura, ambas cuestiones constituyen 
avances en el tema, sin embargo de manera específica no existe un instrumento le-
gal que de protección especial a las mujeres indígenas víctimas de violencia política.

Una buena práctica ha sido la creación de observatorios de participación política 
de las mujeres, en los que unen esfuerzos los integrantes del sistema electoral, los 
gobiernos federales y locales y la sociedad civil, en los que se persigue el objetivo 
de coordinar las acciones entre instituciones estatales a favor de la participación 
política y la toma de decisiones públicas de las mujeres, para lograr sinergias que 
cierren brechas de género en la materia, desde un enfoque de igualdad sustantiva 
entre mujeres y hombres. No obstante, en estos espacios no se aborda la violencia 
de género hacia las mujeres indígenas, salvo el caso de Oaxaca en lo que concierne 
a sistemas normativos indígenas para describir los pasos a seguir para denunciarla.

En lo que respecta al TEPJF se advierte el respeto a la cosmovisión y a los sistemas nor-
mativos internos de los pueblos y comunidades originarias, en algunas sentencias de 
sus salas regionales y por supuesto de la Sala Superior que han generado tesis y juris-
prudencias que han sentado las bases de lo que se ha denominado justicia intercultural. 

Juzgar con esa perspectiva se convirtió en una exigencia a partir de la sentencia SUP-
JDC-1011/2013 y acumulado que estableció el criterio que en los casos de dere-
chos relacionados con los derechos de los pueblos indígenas, era necesario valorar 
las circunstancias en las que surgen, para  definir claramente los límites de la con-
troversia jurídica puesta a consideración de las autoridades electorales y resolver-
la desde una perspectiva intercultural, atendiendo tanto a los principios o valores 
constitucionales y convencionales, como a los valores y principios de la comunidad.7 

La Sala Superior del TEPJF, como máxima autoridad reconoce la exis-
tencia de instituciones propias del derecho indígena, que requieren de                                                                                         
entender su esencia, así como el contexto en el cual se desarrollan y conside-
ra que el imponer instituciones que resulten ajenas a un sistema normativo vi-
gente en el pueblo o comunidad indígena de que se trate, ya sea que provenga 
del derecho legislado o de otros sistemas normativos indígenas no es apropiado. 

7. TEPJF, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Guía de actuación para juzgadores en materia 
de Derecho Electoral Indígena, México, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2017a, p. 92.
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También como parte de ese discurso intercultural el TEPJF ha diseñado guías, 
manuales y otros documentos con la intención de promover la defensa y la                                       
adecuada protección de los derechos políticos de la población indígena; tal es el caso 
de la guía de actuación para juzgadores en materia de derecho electoral Indígena. 

Dicha guía fue elaborada con sugerencias construidas a partir de lo dispuesto en 
el artículo 2 de la Constitución Federal, tratados, convenciones y estándares in-
ternacionales, opiniones de expertas y expertos en la materia, así como en los 
criterios sostenidos por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

En dicho documento se subraya que la aplicación de cada regla de-
pende del asunto concreto sometido a juicio y se estima que su obser-
vancia puede ofrecer mejores soluciones a este tipo de asuntos.  
Aunado a lo anterior, se deja en claro la intención de avanzar en el tema del 
acercamiento a las denominadas minorías representativas y se crea la Defen-
soría Pública Electoral para Pueblos y Comunidades indígenas como un órga-
no auxiliar de la Comisión de Administración del TEPJF, con independencia técni-
ca y autonomía operativa, encargada de prestar gratuitamente los servicios de 
dos formas: asesoría electoral, mediante la orientación, guía o instrucción técni-
ca sobre la naturaleza, contenido y alcances de los derechos político-electorales, 
establecidos en favor de los pueblos, comunidades indígenas o alguna de las 
personas que los integren y por medio de la defensa electoral, es decir la repre-
sentación y/o defensa de los derechos político electorales ante las Salas del TEPJF. 

En noviembre de 2017, la Sala Superior del TEPJF, en su sentencia SUP-
RAP-726/2017 resolvió que los partidos y coaliciones deberían postular para 
las elecciones de 2018 solamente a candidatos/as indígenas, en 13 distritos 
electorales federales donde existía una concentración indígena que superaba 
el 60% de la población total, debiendo garantizar, además que, en el registro 
respectivo, no se postulen en más de 7 distritos, a personas del mismo género.

De los 13 distritos, 5 eran de Chiapas, 2 de Oaxaca, 2 de Yucatán y 1 en Guerrero, 
Hidalgo, San Luis Potosí y Veracruz respectivamente. La medida implementada per-
mitió en 2018 asegurar que, como piso mínimo, 13 personas de origen indígena 
accedieran a diputaciones federales vía la acción afirmativa implementada, de las 
cuales 10 fueron hombres y solo tres 3 mujeres indígenas, no obstante, resultaba 
insuficiente la medida.

8. TEPJF Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Protocolo para Defensoras y Defensores de los 
Derechos Político-Electorales de los Pueblos y Comunidades Indígenas, México, Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, 2017b, p. 58.
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En el Diario Oficial de la Federación de fecha 27 de enero de 2021, se publicó el 
acuerdo del Consejo General del Instituto Nacional Electoral (INE) por el que en          
acatamiento a la sentencia dictada por la Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-RAP-121/2020 y acumulados, 
se modifican los criterios aplicables para el registro de candidaturas a diputaciones 
por ambos principios que presenten los partidos políticos nacionales y, en su caso, 
las coaliciones ante los consejos del instituto, para el proceso electoral federal 2020-
2021 aprobados mediante acuerdo INE/CG572/2020, en que se le vinculaba para im-
plementar una serie de acciones afirmativas, entre ellas las referentes a las mujeres 
indígenas y a personas afromexicanas, incluidas ahí las mujeres.9  

Ahora bien, la acción afirmativa para las personas afromexicanas, dado el avance 
del Proceso Electoral 2020 – 2021 a la fecha de la publicación de la referida resolu-
ción, se hizo consistir en hacer exigible a los partidos políticos y coaliciones postular 
al menos 3 fórmulas de candidaturas integradas por personas afromexicanas en 
cualquiera de los 300 Distritos Electorales de mayoría relativa y 1 fórmula por el 
principio representación proporcional, la cual podrá postularse en cualquiera de las 
cinco circunscripciones debiendo ubicarse en los primeros diez lugares de la lista. Es 
importante mencionar que las 4 postulaciones deben realizarse de manera paritaria 
para ambos géneros.

Se estableció, además que los Partidos Políticos Nacionales y coaliciones acreditasen 
que la persona postulada sea afromexicana. De esa manera, al momento de solicitar 
el registro para las candidaturas, ya sea por el principio de mayoría relativa, o bien, de 
representación proporcional, deberían declarar, bajo protesta de decir verdad, que 
eran parte de algún pueblo o comunidad afromexicana.

V. Casos relevantes relacionados con violencia políti-
ca contra las mujeres indígenas y afromexicanas en el 
proceso electoral 2020-2021

A continuación, se analizan algunos hechos que se consideran relevantes, ocurridos 
con motivo al proceso electoral 2020 – 2021 por el impacto que causaron en el ejer-
cicio de los derechos políticos de mujeres indígenas y que en algunos casos pudo re-
solverse el conflicto desde el enfoque intercultural y bajo argumentos de pluralismo 
jurídico, y en otras desafortunadamente resultó imposible.

9. SG, Secretaría de Gobernación. ACUERDO del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que 
en acatamiento a la sentencia dictada por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación en el expediente SUP-RAP-121/2020 y acumulados, se modifican los criterios aplicables para el 
registro de candidaturas a diputaciones por ambos principios que presenten los partidos políticos naciona-
les y, en su caso, las coaliciones ante los Consejos del Instituto, para el Proceso Electoral Federal 2020-2021, 
aprobados mediante Acuerdo INE/CG572/2020, Diario Oficial de la Federación, México, 27 de enero del 
2021.
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En Tabasco, en relación con la protección de los derechos políticos de mujeres in-
dígenas, previo a la elección, en el mes de noviembre del 2020 la alcaldesa de Cun-
duacán, Nydia Naranjo, fue sancionada por intentar impedir a Patricia López Córdo-
va, una mujer indígena náhuatl, delegada del Ejido Felipe Galván, del municipio de 
Cunduacán, ejerciera su cargo e incluso, le suspendió el pago de su dieta y viáticos 
durante un año.10  

López Córdova buscó la protección de sus derechos político-electorales ante el Tri-
bunal Electoral de Tabasco (TET), que le dio parcialmente la razón, pero rechazó que 
hubiese violencia de género en su contra por parte de Naranjo Cobián. La delegada 
se inconformó e impugnó la sentencia ante la Sala Regional Xalapa del TEPJF, ante la 
cual explicó que el 24 de marzo de 2019, en asamblea comunitaria, fue electa delega-
da del citado ejido, sin embargo, cinco días después el ayuntamiento de Cunduacán 
invalidó la elección y nombró en su lugar al ciudadano Carmen de la Cruz Osorio.

El 10 de septiembre de 2019, López Córdova impugnó la determinación ante el TET, 
que el 15 de noviembre de ese año ordenó al ayuntamiento que le tomara protesta 
y le expidiera su nombramiento. Ante la negativa, el 29 de noviembre del 2019 la 
promovente presentó un incidente de inejecución de sentencia, que se resolvió el 13 
de diciembre siguiente. Cuatro días después se le tomó protesta como delegada y le 
entregaron los sellos de la comunidad.

El 22 de junio del 2020, la actora promovió un segundo juicio ciudadano ante el TET, 
ahora por omisión en el pago de sus dietas; violencia política en razón de género, 
que le impedía el correcto desempeño de su cargo; y el desconocimiento de la cali-
dad de indígena de su comunidad.

El 11 de septiembre de esa anualidad, el TET dictó sentencia y se declaró incompe-
tente para conocer y resolver sobre la violencia política en razón de género. Diez 
días después, el 21 de septiembre, la actora se inconformó y acudió a la Sala regio- 
nal Xalapa del TEPJF, que el 7 de octubre revocó la sentencia del TET y le ordenó se 
pronunciara respecto del agravio relacionado con la violencia política en razón de 
género. El 16 de octubre, el TET emitió sentencia en cumplimiento a lo ordenado 
por la Sala Regional y determinó como inexistente la violencia política en contra de 
la promovente. Posteriormente, el 26 de octubre de 2020, la actora impugnó nueva-
mente y acudió otra vez a la Sala Regional Xalapa, que resolvió el 20 de noviembre 
que, contrario a lo señalado por el TET, los actos de violencia denunciados por la 
delegada municipal, atribuidos a la alcaldesa Nydia Naranjo, sí constituyen violencia 
política en razón de género, porque tuvieron como fin obstaculizar el ejercicio pleno 
y efectivo de su cargo.

10. Arias, Nicasio. "Registra Tabasco 14 casos de violencia política de género", El Heraldo de Tabasco, 29 
de mayo, disponible en https://www.elheraldodetabasco.com.mx/local/registra-tabasco-14-casos-de-  
violencia-politi ca-de-genero-6775405.html.  (consultado el 4 de diciembre del 2021).
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11. Morales, Yessica. Exhiben a 5 candidatos y candidatas a diputaciones federales de usurpar puestos in-
dígenas, Chiapas Paralelo, 4 de abril 2021, disponible en https://www.chiapasparalelo.com/noticias/chi 
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12. Ibid.

En tal sentido, se revocó la sentencia del TET y se ordenó, como medida de protec-
ción, que Nydia Naranjo Cobián, así como los demás integrantes del ayuntamiento de 
Cunduacán, se abstengan de realizar acciones u omisiones que de manera directa o 
indirecta tengan por objeto o resultado intimidar, molestar, causar daño, perjuicio u 
obstaculizar el ejercicio a la ciudadana Patricia López Córdova como delegada mu-
nicipal del ejido Felipe Galván.

Se ordenó además al Consejo General del INE, que en caso de que la ciudadana Ny-
dia Naranjo Cobián pretendiera participar como candidata a una diputación federal 
en el próximo proceso electoral ordinario 2020-2021, adoptara la determinación que 
conforme a derecho corresponda. Cabe señalar que fue la primera funcionaria en in-
gresar al Registro Nacional de Personas Sancionadas en Materia de Violencia Política.

En Chiapas, el observatorio de política social y derechos humanos Red Nacional Indí-
gena (RNI), previo a la elección del 6 de junio de 2021, dirigió́ un escrito al INE y a los 
representantes de los partidos políticos para exigir respeto a los acuerdos generales 
emitidos para garantizar la representación indígena en el proceso electoral del 2021, 
esto debido a que los partidos políticos entregaron sus listas de candidatos y candi-
datas indígenas plurinominales federales, advirtiéndose de ellas que se repiten los 
agravios cometidos en procesos electorales anteriores, donde se usurpan espacios 
que corresponderían a auténticos candidatos indígenas.

De manera particular señalaron los casos del Distrito I de Palenque, Chiapas, que 
abarca los municipios de Tila, Sabanilla, Tumbalá, Yajalón, Catazajá, La Libertad y 
Salto de Agua, con un 74.19 por ciento de población indígena, en especial la po-
blación mayense chol y tseltal, en donde Manuela del Carmen Obrador, ocupaba la 
representación correspondiente al distrito pese a no ser indígena y tenía la preten-
sión de reelegirse.11

La Red señaló́ además el caso del Distrito II de Bochil, a Adela Ramos Juárez, quien 
desplazó a los candidatos indígenas. Asimismo, en el Distrito III Ocosingo, a Jesús 
Oropeza Nájera por usurpar el espacio de los candidatos indígenas, y en el Distrito V 
de San Cristóbal de Las Casas, a Martha Decker Gómez por usurpar una candidatura 
indígena en dos periodos electorales. Aunado a que en el Distrito XI de Las Margari-
tas, Roberto Antonio Rubio Montejo también usurpó la candidatura indígena en dos 
periodos consecutivos. 12 
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Otros hechos relacionados con violencia política hacia mujeres indígenas se susci-
taron en el municipio de Chamula, en donde el 27 de marzo del 2021 en una visita 
a una comunidad, una llanta del vehículo en el que viajaba Patricia Díaz López, can-
didata a presidenta municipal por el Partido del Trabajo (PT) fue pinchada con el 
propósito de generar un accidente. 

Durante varios días del mes de marzo y abril del 2021, la candidata indígena recibió 
amenazas telefónicas de números anónimos, en donde la amenazaban usando pa-
labras soeces. El 04 de mayo, un vehículo de su propiedad fue dañado estando esta-
cionado, cuando ella se preparaba a iniciar el arranque de su campaña política.13 

Es oportuno señalar que la integración de la planilla que encabezaba era diferente a 
las otras con las que rivalizaba, ya que todas las personas que la integraban, a decir 
de ella, no lo hacían en simulación, a diferencia de los otros partidos políticos conten-
dientes, quienes, durante la presentación pública de sus planillas, en las fotografías 
no aparecieron mujeres.14 

En lo que respecta a Oaxaca, en enero de 2021, la amenaza de muerte acompañada 
de una cabeza de cerdo en Santa Lucía del Camino, fue el primer aviso de lo que 
significarían las intimidaciones y violencias hacia las mujeres durante el proceso elec-
toral.15  

La situación se tornó difícil, en ese estado, cuando Ivonne Gallegos precandidata a la 
presidencia municipal de Ocotlán de Morelos, fue asesinada en un ataque armado. 
El atentado se realizó el 20 de marzo del 2021 cuando sujetos desconocidos a bordo 
de motocicletas le dieron alcance a la aspirante cuando viajaba en su vehículo y le 
dispararon en varias ocasiones. 

Un día antes de su asesinato, Ivonne acudió al Instituto Estatal Electoral y de Partici-
pación Ciudadana de Oaxaca (IEEPCO) a interponer una denuncia por violencia políti-
ca, en la cual indicó con nombre y apellido a las personas que la agredían a través de 
difamaciones.16  
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17. Zavala, Juan. "Precandidata indígena impugnará ante Sala Xalapa revocación del TEEO en lineamientos de 
aridad de género", El Universal Oaxaca, 3 de marzo 2021, disponible en https://oaxaca.eluniversal.com.
mx/politica/precandidata-indigena-impugnara-ante-sala-xalapa-revocacion-del-teeo-en-lineamienos-de.       
(consultado el 4 de diciembre del 2021)

18. Luciana, Citlalli. "Karina Regalado acusa agandalle de partidos; inicia lucha por hacer valer sus derechos 
políticos", Noticias voz e imagen de Oaxaca, 23 de abril de 2021, disponible en https://www.nvinoticias.
com/nota/182749/karina-regalado-acusa-agandalle-de-partidos-inicia-lucha-por-hacer-valer-sus-derechos. 
(consultado el 4 de diciembre del 2021).

En ese mismo mes, en otro asunto relacionado con violencia política, la precandidata 
a diputada local del distrito electoral 20 Juchitán de Zaragoza, Oaxaca por el partido 
Movimiento de Regeneración Nacional (Morena), Karina Regalado de origen Zapo-
teca, impugnó la sentencia de los magistrados del Tribunal Electoral del Estado de 
Oaxaca (TEEO) en la que invalidó de manera parcial los lineamientos en materia de 
paridad de género.

Cabe señalar que, estos lineamientos aprobados por el Consejo General del Institu-
to Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de Oaxaca (IEEPCO) también esta-
blecían que los partidos políticos, coaliciones, candidaturas comunes e independien-
tes en el registro de sus candidaturas para el proceso electoral ordinario 2020-2021, 
deberían postular a determinados porcentajes de hombres y mujeres indígenas, per-
sonas con discapacidad, adultos mayores y jóvenes.

Los magistrados del TEEO revocaron parcialmente bajo el argumento de que estos 
fueron aprobados cuando el proceso electoral ya estaba en curso y eso contraviene 
la Constitución Política Federal, ya que este tipo de normas deben aprobarse 90 días 
antes del inicio formal del proceso electoral. Esta sentencia se resolvió ante la impug-
nación hecha por el Partido del Trabajo (PT).17 

Al prosperar ante la Sala Superior del TEPJF la defensa de las acciones afirmativas 
impugnadas por el PT, que entre otras cosas establecía las cuotas para la asignación 
de candidaturas de mujeres indígenas y afro, la precandidata no recibió respuesta 
inmediata a la impugnación interpuesta ante la Comisión de Honestidad y Justicia 
de Morena. Karina Regalado aspiraba a la candidatura por el Distrito 20 de Juchitán 
de Zaragoza por mayoría relativa, y también se postuló como plurinominal por la 
diputación federal, espacio que también le fue negado. Extraoficialmente Karina Re-
galado estaba en el primer lugar, sin embargo, en medio de un proceso discrecional, 
fue otra la que resultó elegida por el instituto político.18

Asimismo, en Oaxaca se presentó el caso Rosa María o Rosy Castro la única afro-
mexicana de la entidad que aspiraba a una diputación local, por el Distrito 25 con 
cabecera en Pochutla. Lo hizo por Morena, pero a pesar de representar 1% que debe 
tener su partido para acatar la resolución de Sala Superior del TEPJF de garantizar la
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participación en este proceso electoral de 35% de candidaturas de indígenas o afro-
mexicanas, no se la otorgaron.19  

En lo que hace a Yucatán, al alcalde del municipio de Kanasín, William Pérez Cabrera, 
le fue retirada la candidatura por el Consejo General del Instituto Electoral y de Par-
ticipación Ciudadana (IEPAC) por cometer violencia política de género.

Los consejeros y consejeras coincidieron en que el Consejo Municipal de 
Kanasín no debió permitir el registro de dicho político, ya que no cumplía con el                                         
principio de idoneidad para ser postulado en estas elecciones al ser sentenciado por 
Tribunal Electoral del Estado de Yucatán (TEEY) en 2020 en su calidad de alcalde por             
cometer violencia política en contra de la entonces síndica, Flor de Liz Xóchitl Delga-
do Caballero, a quien le redujo su sueldo y le negó entregar actas de cabildo.20  

Sin embargo, la Sala Regional Xalapa del TEPJF, determinó que el material probatorio 
era insuficiente para tener por acreditada la pérdida del modo honesto de vivir del 
candidato, por lo tanto, avalaron la decisión de que él retomara la candidatura. El 
asunto llegó a la Sala Superior del TEPJF y ahí se revocó la resolución de la Sala Xalapa 
y se ratificó la decisión del IEPAC. 

VI. Reflexiones finales y propuesta

Se ha demostrado que para fortalecer la participación política de las mujeres indíge-
nas y afromexicanas se necesita incorporar al principio constitucional de paridad el 
enfoque intercultural, lo anterior como resultado del análisis de algunos casos que 
se presentaron de violencia política de género en la región sureste de México, pese 
a las acciones afirmativas emitidas por el TEPJF.
 
Es por lo anterior que, se plantea desde una mirada intercultural incluir componen-
tes al principio constitucional de paridad para fortalecer esa igualdad contextualizan-
dola para las mujeres indígenas y afromexicanas.
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Este enfoque intercultural tiene como punto de partida la constatación de una             
realidad social y culturalmente diversa, ante la cual se apueste por su reconocimien-
to y por su valoración, para favorecer la igualdad de derechos políticos y combatir la 
discriminación, destacando la heterogeneidad frente a la homogeneización.

Con la inclusión de la perspectiva intercultural en el criterio de paridad se pretende 
contribuir a la transformación social, promoviendo cambios en las dinámicas de ex-
clusión, discriminación, invisibilización y desigualdad que se da hacia las mujeres en 
general y en lo particular a las que pertenecen a pueblos originarios y a comunidades 
afrodescendientes.

Si bien es cierto, existe el Sistema Nacional de Prevención, Atención, Sanción y Erra- 
dicación de la Violencia contra las Mujeres que considera a la violencia política como 
una de sus formas esto no es suficiente.

Por lo que se propone agregar al principio constitucional de paridad que promueve 
la igualdad algunos elementos que promueven el pluralismo jurídico y por ende la 
interculturalidad, tales como: Vincular a los partidos políticos, las coaliciones y sus 
militantes a que se comprometan a garantizar el pleno ejercicio de los derechos 
político electorales de estas mujeres, plasmándolo en sus propios estatutos; facilitar 
el trámite de denuncias de actos de violencia política y simulación, a través de medios 
digitales; dialogar de forma permanente con las involucradas para conocer de mane-
ra directa las problemáticas que enfrentan; realizar campañas de promoción de sus 
derechos políticos en su lengua materna.

Si el objetivo del Estado Mexicano es avanzar hacia una verdadera democracia           
participativa, representativa, plural e incluyente, es necesario atender de manera 
urgente esta problemática y tomar como referencia lo trabajado en el tema por el 
TEPJF.
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Resumen
Desde hace 15 años que en México se 
cuenta con derecho a votar desde el 
extranjero. Este proceso de ampliación 
de derechos robustece a las demo- 
cracias, fortalece las agendas públicas 
y genera incentivos de mayor partici-
pación ciudadana. El reconocimiento y 
ejercicio del sufragio a distancia es uno 
de estos derechos que, gradualmente, 
se han ido incorporando al menú de 
derechos que poseen las personas. 
No obstante, sobre la posibilidad de 
participar para seleccionar cargos de 
elección popular desde el extranjero 
se pueden debatir argumentos tanto a 
favor como en contra. Lo trascenden-
te, sin embargo, es que gradualmente 
crece la simpatía de las y los mexicanos 
fuera del país de emitir su voto y con 
ello la respuesta por participar en las 
decisiones políticas del país o de sus 
entidades federativas.  

Abstract
For 15 years, Mexico has had the right 
to vote from abroad. This process of 
expanding rights strengthens demo- 
cracies, strengthens public agendas 
and generates incentives for greater 
citizen participation. The recognition 
and exercise of remote suffrage is 
one of these rights that has gradually 
been incorporated into the menu of 
rights that people possess. However, 
on the possibility of participating to 
select positions of popular election 
from abroad, arguments can be dis-
cussed both for and against. What is 
important, however, is that the sym-
pathy of Mexicans outside the coun-
try to cast their vote gradually grows 
and with it the response to partici-
pate in the political decisions of the 
country or its states.
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I. Introducción

Desde hace 15 años que en México se cuenta con derecho a votar desde el extran-
jero. En la elección presidencial de 2006, por vez primera, connacionales que tenían 
su residencia acreditada fuera del país, tuvieron la oportunidad de emitir su voto 
a distancia. Las modalidades y mecanismos de implementación los determinó, de 
acuerdo con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) y Le- 
gislación correspondiente, el Instituto Federal Electoral (IFE), el hoy Instituto Nacional 
Electoral (INE). 

El interés por el tema del voto de las y los mexicanos fuera del país pasó de los movimien-
tos de emigrantes como primeros promotores del voto en el extranjero, a los partidos 
políticos y a las y los expertos provenientes del mundo académico. La ampliación de dere-
chos robustece a las democracias y fortalece las agendas públicas. El reconocimiento y 
ejercicio del sufragio a distancia es uno de estos derechos. No obstante, se pueden debatir 
argumentos tanto a favor como en contra. Lo  trascendente, sin embargo, es que gradual-
mente crece la simpatía de las y los mexicanos en el extranjero de emitir su voto y con ello 
la respuesta por participar en las decisiones políticas del país.  

Víctor Alejandro Espinoza Valle, uno de los más reconocidos estudiosos del tema en 
México, afirma que “los procesos migratorios han modificado las formas de ejercicio 
de los derechos ciudadanos; la movilidad poblacional obligó a nuevas prácticas políti-
cas tanto en los países receptores como de origen. Hoy, al menos en 111 países se 
ejerce el sufragio extraterritorial. La posibilidad de que desde el exterior se vote para 
definir representantes políticos se ha incrementado en las últimas décadas. Pero 
también, en algunos casos, los inmigrantes han ganado el derecho a sufragar en los 
países de acogida en elecciones locales” .4 

Del mismo modo, Abel Muñoz Pedraza5 y José Antonio Carrera Barroso6 sostienen que 
esta práctica ciudadana requiere del establecimiento de incentivos institucionales que 
potencien el ejercicio de este derecho y, más aún, en las entidades federativas que, de 
manera más reciente, han incorporado este derecho. 

4. Espinoza Valle, Víctor Alejandro, Sufragio extraterritorial y democracia, IFE, 2012, p. 19.
5. Muñoz Pedraza, Abel, Decidir desde tierra lejana. El voto de los mexicanos residentes en el extranjero. Los 

casos de Michoacán, Ciudad de México y Chiapas, Instituto Electoral de Guanajuato, 2016.
6. Carrera Barroso, José Antonio, Gobernanza Electoral y voto extraterritotrial en México 2005-2018, Instituto 

Electoral de Guanajuato, 2020.
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Algunas referencias remiten a que el primer país en reglamentar el voto en el exte- 
rior fue Inglaterra en 1951.7  Desde entonces, este derecho se ha extendido por todo 
el planeta.  De acuerdo con Nadja Braun y María Gratschew  “la globalización de la 
vida política, personal y profesional, la expansión de la democracia en el mundo y el 
incremento en la migración internacional han contribuido a despertar un creciente 
interés en el derecho al voto de los refugiados, los diplomáticos, los miembros de las 
fuerzas armadas desplegados en el extranjero y otras personas que se encuentran 
ausentes de su país de origen ya sea temporal o permanentemente”8  y se mantiene 
en el debate permanente, el reconocimiento y ejercicio de este derecho exponién-
dose posturas a favor y posturas en contra tal y como lo plantean Ernesto García 
Elizalde y Karla Fabiola Vega Ruiz.9 

No obstante, en las múltiples experiencias internacionales, México y Baja California 
Sur no son la excepción, desde luego, se ha encontrado un indicador común y sis-
temáticamente repetido: la mínima participación. En efecto, los datos son más que 
evidentes: las expectativas y la movilización política durante el proceso de extensión 
de este derecho no corresponden con la respuesta de los votantes desde el extran-
jero (Ver tabla 1). 

Para hacer efectivo el derecho mencionado, se crearon por acuerdo del Consejo 
General del otrora IFE, la Comisión del Voto de los Mexicanos Residentes en el Ex-
tranjero y la Coordinación del Voto de los Mexicanos Residentes en el Extranjero 
(COVE), la primera para supervisar el desarrollo de las actividades y proyectos de la 
segunda, y cuyas funciones específicas se desarrollarían, en forma temporal, una vez 
que inició el proceso electoral correspondiente para elegir al presidente de la Repú-
blica en 2006.

Para 2011, el IFE creó, de igual manera con carácter temporal, la Comisión del Voto 
de los Mexicanos Residentes en el Extranjero, con finalidad similar para la elección 
presidencial de 2012.  En 2016, posterior a la reforma político electoral de 2014, la 
cual introdujo un sistema de carácter nacional, el INE, para dar seguimiento a los 
trabajos de planeación, preparación, organización e instrumentación del voto ex-
tranjero, por primera ocasión en comicios de ámbito local, para los procesos de las 
entidades federativas de 2017 y 2018, así como para el federal de 2018, creó la 
Comisión Temporal del Voto de los Mexicanos Residentes en el Extranjero.

Posteriormente, en 2018, dicha autoridad creó la Comisión Temporal de Vinculación

7. Citado por Espinoza Valle, Víctor Alejandro, op. Cit.
8. Braun, Nadja y Gratschew, María. Voto en el Extranjero: El manual de IDEA Internacional/IFE, 2008, p. 1.
9. García Elizalde, Ernesto y Vega Ruiz, Karla Fabiola, “El voto de los mexicanos en el extranjero”, Revista Sufra-

gio, Instituto Prisciliano Sánchez y Tribunal Electoral del Estado de Jalisco, 2013, p. 171.
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con Mexicanos Residentes en el Extranjero y Análisis de las Modalidades de su Voto, 
cuyo propósito fue el diseño y la implementación del Plan Integral del Voto de las y los 
Mexicanos Residentes en el Extranjero para los Procesos Electorales Locales 2020-
2021, y en 2021, al concluir sus actividades, creó como órgano a cargo de este tema 
en la actualidad, la Comisión del Voto de las Mexicanas y los Mexicanos Residentes 
en el Extranjero, la cual se extinguirá a la conclusión de los Procesos Electorales Lo-
cales a celebrarse en 2023 o bien, a la conclusión del ejercicio de Consulta Popular 
que, en su caso, tenga lugar en 2023, previo informe que rinda al Consejo General.

En la elección a la gubernatura de Baja California Sur de 2015, primera experien-
cia local para elegir al titular del poder ejecutivo desde del extranjero, la Dirección 
Ejecutiva del Registro Federal de Electores, en el marco de sus atribuciones, una vez 
recibidas las solicitudes de inscripción correspondientes, procedió al análisis regis-
tral y determinó que de las 18 recibidas, 17 eran viables de inscripción y cumplían 
con los requisitos de forma.10  Es decir, el listado nominal de electores de las y los 
sudcalifornianos en el extranjero no llegó, siquiera, a una veintena de ciudadanas y 
ciudadanos.

II. Desarrollo

La Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales (LGIPE) establece en 
su artículo 329, que la ciudadanía residente en el extranjero podrá votar en las elec-
ciones de su entidad federativa, siempre y cuando así lo determinen sus propias 
Constituciones locales. De tal manera que, para la elección del 7 junio del 2015, la 
ciudadanía de Baja California Sur, Chiapas, Colima y Michoacán pudieron acogerse a 
este derecho vía correo o en forma electrónica, según lo dispuesto en la propia Ley 
General y en los términos que los Órganos Públicos Locales Electorales (OPL) deter-
minaron. En el caso específico de la ciudadanía sudcaliforniana esta prerrogativa se 
ejerció vía electrónica de acuerdo con lo establecido en los lineamientos emitidos 
por el Instituto Estatal Electoral. 

El Proceso Electoral 2020-2021 contempló el voto de la ciudadanía residente en 
el extranjero proveniente de once entidades de la república. Para el 2021, son 22 
entidades fede- rativas las que reconocen el voto de la ciudadanía en el exterior y 
10 las que aún no. De las que lo reconoce, 15 han celebrado elecciones y siete las                    
celebraron por primera vez entre  el 2021 y el 2024. Baja California Sur, llevó a cabo 
su segunda elección local con voto extraterritorial, en la cual fue posible participar por 

10. Beltrán Morales, José́ Antonio, “El voto a distancia. Derechos políticos, ciudadanía y nacionalidad. Experien-
cias locales: el caso de Baja California Sur” en Espinoza Valle, Victor Alejandro, El voto a distancia. Derechos 
políticos, ciudadanía y nacionalidad. Experiencias locales, Instituto Electoral de Guanajuato, 2016.
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la vía postal y la electrónica, y cuyo escrutinio  y cómputo en ambos casos, se llevó 
a cabo el 6 de junio de 2021, ello sin contar las tres elecciones presidenciales, así 
como la de senadurías en 2018. De esta manera, la ciudadanía sudcaliforniana 
residente en el extranjero ha votado desde fuera del país en seis elecciones.11

Durante el mes de mayo y hasta el primer domingo de junio de 2021, las y los mexi-
canos residentes en el extranjero ejercieron el voto de su entidad para elegir el cargo 
a las gubernaturas de Baja California Sur, Chihuahua, Colima, Guerrero, Michoacán, 
Nayarit, Querétaro, San Luis Potosí́ y Zacatecas, así como por Diputación migrante,  
es decir, los nacidos en la Ciudad de México que residen en otro país pudieron pos-
tularse para una diputación del Congreso Local y por Diputación de Representación 
Proporcional, en este caso solo los ciudadanos del estado de Jalisco residentes en 
el extranjero podrán votar por este tipo de cargo, ya que su legislación local así lo 
contempla.

Para la elección del 6 de junio del 2021, donde se renovaron la totalidad de los po-
deres públicos locales de elección popular de Baja California Sur (gubernatura, di-
putaciones locales y gobiernos municipales), se diseñó, por parte del INE, a través de 
la Comisión Temporal de Vinculación con Mexicanos Residentes en el Extranjero y 
Análisis de las Modalidades de su Voto, el referido Plan Integral que, entre otras ac-
tividades, incluyó el establecimiento de los Lineamientos para la conformación de la 
Lista Nominal de Electores Residentes en el Extranjero para los Procesos Electorales 
Locales 2020-2021. 

No obstante, los nutridos y constantes debates, el hecho es que las y los mexicanos 
residentes fuera del país tienen la posibilidad de ejercer su derecho a votar por las 
autoridades mexicanas y las y los sudcalifornianos, con domicilio fuera de México 
pueden elegir la gubernatura del estado. En ese contexto, es importante comparar 
el ejercicio de este derecho con otras experiencias (en las presidenciales de 2006,  

11. Carrera Barroso, José Antonio, Gobernanza Electoral y voto extraterritotrial en México 2005-2018, Instituto 
Electoral de Guanajuato, 2020.

Fuente: Con datos de Beltrán, 2016 y del www.ine.mx

Tabla 1. Peso específico en el listado nominal estatal,
Registro de las y los Sudcalifornianos Residentes en el Extranjero

Año
Listado 

Nominal    
Estatal

Listado Nominal de las y los                  
Sudcalifornianos Residentes en el 

Extranjero
Porcentaje

2006 329,952 63 0.01909
2012 430,478 136 0.03159
2015 465,372 17 0.00365
2018 516,365 222 0.04299
2021 561,648 151 0.02688
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63 ciudadanos integraron el Listado nominal de sudcalifornianos en el extranjero, 
en 2012, fueron 136 y en 2018 se registraron 222) y, como se constató en la tabla 1, 
solo 17 ciudadanos integraron el listado nominal para elegir la gubernatura del esta-
do en la elección de 2015 y los 151 que integraron dicho listado en la más reciente 
elección.

Además, en relación a lo anterior, determinar si la modalidad de acceso, mediante el 
Sistema de Votación Electrónica por Internet (SIVEI), a este derecho es un incentivo 
que podría estimular la conformación de un mayor listado nominal. 

III. Listado nominal de las y los mexicanos residentes 
en el extranjero y sus principales características

El INE, entre otras atribuciones conferidas por la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos (CPEUM), la Ley General de Instituciones y Procedimientos Elec-
torales (LGIPE) y demás reglamentos aplicables, se encuentran las relacionadas con 
la formación y administración del Padrón Electoral y la Lista Nominal de Electores 
de las y los mexicanos residentes en el territorio nacional y de aquellos que residan 
fuera del país, para la organización de la jornada electoral en los ámbitos tanto fe- 
deral como local.

Durante el mes de mayo y hasta el domingo 6 de junio de 2021 se celebraron comi- 
cios en el marco de los Procesos Electorales Federal y Locales en los que la ciudadanía 
mexicana residente en el extranjero pudo elegir desde el país en el que residían y de 
acuerdo con su entidad mexicana de origen o referencia, los cargos siguientes:

Entidad Federativa Cargo a elegir
Baja California Sur Gubernatura

Chihuahua Gubernatura

Ciudad de México Diputación Migrante

Colima Gubernatura

Guerrero Gubernatura

Jalisco Diputación de represen- 
tación proporcional

Michoacán Gubernatura

Nayarit Gubernatura

Querétaro Gubernatura

San Luis Potosí Gubernatura

Zacatecas Gubernatura

Fuente: Acuerdo INE/CG160/2020

Tabla 2. Entidades con votantes mexicanos residentes en el extranjero y 
cargos a elegir Proceso Electoral 2020-2021
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Según a lo establecido en el Acuerdo INE/CG160/2020, es necesario implementar 
acciones que aseguren la adecuada planeación y organización de los Procesos Elec-
torales Locales 2020-2021, coincidentes con el Proceso Electoral Federal, “a fin de 
facilitar a la ciudadanía el ejercicio de su derecho humano al sufragio. Dentro de 
esas directrices se deberán establecer las reglas que definan las actividades relativas 
al Voto de los Mexicanos Residentes en el Extranjero (VMRE), entre ellas las relati-
vas a la conformación del Listado Nominal de Electores Residentes en el Extranjero 
(LNERE).”12  

Por tales razones, el Consejo General del INE (CGINE) expidió los lineamientos que 
establecieron las bases para la conformación del LNERE, así como los procedimien-
tos y actividades que implementaron tanto el INE como los Organismos Públicos 
Locales (OPL), con el propósito de garantizar el derecho al voto de la ciudadanía que 
reside fuera de México, atendiendo las disposiciones reglamentarias en la materia.

Para el periodo que se estableció para ejercer el voto desde el extranjero, se con-
formó un LNERE de poco más de 32 mil 303 electores, un dato muy inferior al re- 
gistrado en la elección presidencial del 2018, cuando en aquella ocasión, se integró 
un listado nominal de 181 mil 256 y en la entidad fue de 220. Aunque son eventos no 
comparables dados su distinta lógica y naturaleza política, se puede tener en cuenta 

Fuente: Modificado de Numeralia de Procesos Electorales 2020-2021. INE.

Tabla 3. Listado Nominal de Electores Residentes en el Extranjero
Proceso Electoral 2020-2021

Entidad Listado Nominal Proporción

Baja California Sur 151 0.47%
Colima 689 2.13%
Chihuahua 1,970 6.10%
Ciudad de México 12,226 37.85%
Guerrero 2,656 8.22%
Jalisco 5,317 16.46%
Michoacán 3,979 12.32%
Nayarit 994 3.08%
Querétaro 992 3.07%
San Luis Potosí 1,689 5.23%
Zacatecas 1,640 5.08%

32,303 100.00%

12. Acuerdo INE/CG160/2020.
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la referencia para fines de considerar el contexto. En la tabla 3 (ver tabla 3) se puede 
observar la distribución del LNERE por entidad federativa en estados con votantes 
mexicanos residentes en el extranjero y que habrían de votar por un cargo de elec-
ción popular en los referidos comicios.

En Baja California Sur se integró el LNERE de menor volumen de las 11 entidades 
señaladas, con apenas 151 votantes; no obstante, comparando con el LNERE que se 
conformó para elección de la gubernatura en 2015, se observa un muy significativo 
crecimiento ya que, en aquella ocasión, el listado fue de solo 17 potenciales electo-
res.

En la tabla anterior (ver tabla 4) se puede observar que el Listado Nominal de Elec-
tores de las y los Sudcalifornianos Residentes en el Extranjero (LNESRE) ascendió a 
151 en total, y en su composición por sexo, casi el 60% fueron mujeres. 

Este porcentaje es el más alto de todos listados nominales de las entidades con 
votantes mexicanos residentes en el extranjero y que habrían de votar por un cargo 
de elección popular en los referidos comicios. El promedio nacional del LNERE es de 
53% hombres y 47% mujeres. En tanto que la edad media de los votantes fue de 44 
años, destacando las y los sudcalifornianos con 40 y los queretanos fuera de México 
con 39 años.

Tabla 4. Listado Nominal de Electores Residentes en el Extranjero. 
Proporciones de hombres y mujeres / Proceso Electoral 2020-2021

Entidad Hombres Porcentaje Mujeres Porcentaje Total Edad    
promedio

Baja California Sur 61 40.4% 90 59.6% 151 40
Colima 357 51.8% 332 48.2% 689 45
Chihuahua 971 49.3% 999 50.7% 1,970 44
Ciudad de México 6,341 51.9% 5,885 48.1% 12,226 44
Guerrero 1,579 59.5% 1,077 40.5% 2,656 45
Jalisco 2,991 56.3% 2,326 43.7% 5,317 45
Michoacán 2,286 57.5% 1,693 42.5% 3,979 46
Nayarit 507 51.0% 487 49.0% 994 46
Querétaro 522 52.6% 470 47.4% 992 39
San Luis Potosí 907 53.7% 782 46.3% 1,689 43

Zacatecas 972 59.3% 668 40.7% 1,640 47

17,494 53.0% 14,809 47.0% 32,303 44

Fuente: Modificado de Numeralia de Procesos Electorales 2020-2021. INE.
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A diferencia de otros procesos electorales, el 2020-2021, en la implementación 
del voto de las y los mexicanos desde el extranjero, el CGINE aprobó en los linea-
mientos que establecieron las bases para la conformación del LNERE, así como los 
procedimientos y actividades que implementaron tanto el INE como los Organis-
mos Públicos Locales (OPL), que quienes se inscribieran a dicho listado, contarían 
con la posibilidad de elegir la modalidad con la cual ejercerían este derecho. Las 
modalidades aprobadas fueron la vía electrónica o internet y la vía postal. Del total 
de solicitudes el 62% prefirió la modalidad electrónica de votación y el restante 
38% la vía postal. Las y los sudcalifornianos optaron por 69.5% y 30.5%, respecti-
vamente. 

Tabla 5. Listado Nominal de Electores Residentes en el Extranjero
Por modalidad de voto / Proceso Electoral 2020-2021

Tabla 6. Listado Nominal de Electores Residentes en el Extranjero por país 
de residencia y entidad de voto / Proceso Electoral 2020-2021

Fuente: Modificado de Numeralia de Procesos Electorales 2020-2021. INE.

Entidad Postal Porcentaje Electrónico Porcentaje Total

Baja California Sur 46 30.5% 105 69.5% 151
Colima 303 44.0% 386 56.0% 689
Chihuahua 615 31.2% 1,355 68.8% 1,970
Ciudad de México 2,386 19.5% 9,840 80.5% 12,226
Guerrero 1,328 50.0% 1,328 50.0% 2,656
Jalisco 2,009 37.8% 3,308 62.2% 5,317
Michoacán 1,840 46.2% 2,139 53.8% 3,979
Nayarit 443 44.6% 551 55.4% 994
Querétaro 263 26.5% 729 73.5% 992
San Luis Potosí 721 42.7% 968 57.3% 1,689
Zacatecas 764 46.6% 876 53.4% 1,640

10,718 38.1% 21,585 61.9% 32,303

Paises Total Porcentaje Baja California Sur Porcentaje

Estados Unidos de América 24,825 76.85% 109 72.19%
Canadá 1,524 4.72% 12 7.95%
España 1,152 3.57% 6 3.97%
Alemania 964 2.98% 7 4.64%
Reino Unido 590 1.83% 5 3.31%
Francia 523 1.62% 1 0.66%
Suiza 263 0.81% 1 0.66%
Países Bajos 245 0.76% 2 1.32%
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 Paises Total Porcentaje Baja California Sur Porcentaje

Países Bajos 245 0.76% 2 1.32%
Italia 227 0.70% 1 0.66%
Australia 173 0.54% 0 0.00%
Colombia 121 0.37% 0 0.00%
Chile 97 0.30% 2 1.32%
Suecia 87 0.27% 1 0.66%
Japón 74 0.23% 1 0.66%
Austria 71 0.22% 1 0.66%
India 8 0.02% 2 1.32%
Total 32,305 151

Fuente: Modificado de Voto de las mexicanas y los mexicanos Residentes en el Extranjero. Informe trimestral de 
avance 1° de marzo al 6 de junio de 2021. INE. 

IV. Resultados de la votación para la gubernatura de 
Baja California Sur 2021

Los comicios de 2021 se sitúan en la historia de la entidad como los de mayor com-
petitividad en la disputa por la gubernatura, ya que la diferencia entre el partido 
ganador y el de segundo lugar fue de apenas 6.1 puntos porcentuales.

Dichas elecciones sirvieron para renovar 80 cargos locales: la gubernatura, las 21 
diputaciones locales (16 por mayoría relativa y 5 por representación proporcional) y 
las 5 alcaldías que conforman la entidad. Después de 24 años de gobiernos del Par-
tido Revolucionario Institucional (PRI), a partir de 1999 la entidad ha sido gobernada 
por el Partido de la Revolución Democrática (PRD) de 1999 a 2011 y por el Partido 
Acción Nacional (PAN) de 2011-2021, encabezando sus alianzas respectivas.  Desde 
septiembre de 2021 el Partido MORENA. 

Tabla 7. Resultado de la elección de la gubernatura
Partidos, alianzas y porcentaje de votos / Baja California Sur 2021

 Partido/Alianza Porcentaje de Votos
Alianzas   
Víctor Manuel Castro MORENA-PT 46.5
Francisco Pelayo PAN-PRI-PRD-PRS-PHBCS 40.4
Suma 86.9
Sin alianzas   
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Fuente: Elaboración propia con datos de los cómputos del IEEBCS. 

Para disputarse la gubernatura, para la elección de 2021 se registraron 10 candida-
turas, de las cuales, 9 fueron postuladas por partidos políticos y 1 en forma indepen-
diente: Ramón Alejo Parra Ojeda. De manera consecutiva se postularon candidaturas 
independientes para competir por este cargo. De las 9 partidistas, 2 se agruparon 
a través de las figuras de alianzas de candidatura común (PAN-PRI-PRD y los locales 
Partido de Renovación Sudcaliforniana (PRS) y Partido Humanista de Baja California 
Sur (PHBCS), denominada “Unidos Contigo”, y coalición (por los Partidos Movimiento 
Regeneración Nacional (MORENA) y del Trabajo (PT), bajo el nombre de “Juntos Hare-
mos Historia en Baja California Sur”. Se registraron 3 candidaturas encabezadas por 
mujeres: las postuladas por el Partido Verde Ecologista de México (PVEM), Partido 
Fuerza por México (FxM) y Partido Movimiento Ciudadano (MC). 

El número de electores registrados en Baja California Sur para votar en el Proce-
so Electoral de 2021 ascendió a 561 mil 891. En este registro se consideran 151              
inscritos en la modalidad de voto extra territorial. En comparación con la elección de 
2018, el número de posibles votantes creció en casi el 9.0% y de este listado, acudió 
a votar el 49.4%, la de menor participación en la historia para este tipo de elección 
en la entidad.  Para tal efecto, se instalaron 1 mil 035 casillas a lo largo del territorio, 
de las cuales 481 son básicas; 465 contiguas; 77 extraordinarias y 12 especiales. Las 
cuales se distribuyeron en las 486 secciones electorales que conforman la entidad. 
Adicionalmente, se instalaron en las oficinas centrales del INE en la Ciudad de Mé- 
xico, dos Mesas de Escrutinio y Cómputo (MEC) para la votación emitida por las y los 
sudcalifornianos residentes en el extranjero bajo las modalidades postal y electróni-
ca por internet, respectivamente.

Candidaturas Partido/Alianza Porcentaje de Votos
Andrea Geiger Movimiento Ciudadano 2.2
Armida Castro PVEM 3.1

Elizabeth Wayas Fuerza por México 2.5
Gabriel Andrade Nueva Alianza BCS 1.6

Manuel Dersdepanian Redes Sociales Progresis-
tas

0.8

Adonai Carreón PES 1.2
Alejandro Lage BCS Coherente 0.8

Suma 12.2
Independiente   
Ramón Parra Independiente 0.9
Suma total 100.0
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Resultados de la votación para la gubernatura de Baja California Sur 2021. Un 
ejercicio a distancia

Como se destacó en los párrafos iniciales de este manuscrito, de conformidad con 
el artículo 329, párrafo 1 de la LGIPE, la ciudadanía residente en el extranjero podrá 
ejercer su derecho al voto para las elecciones de Presidencia de los Estados Uni-
dos Mexicanos, Senadurías, Gubernaturas de las entidades federativas y Jefatura de 
Gobierno de la Ciudad de México, siempre que así lo determinen las constituciones 
locales. Para el proceso electoral 2020-2021, este derecho se extendió, atendiendo 
a las reformas constitucionales y legales locales correspondientes, la posibilidad de 
elegir cargos a diputación migrante (Ciudad de México) y diputación por represen- 
tación proporcional (Jalisco).

El Instituto Estatal Electoral de Baja California Sur (IEEBCS) integró, a fin de cumplir 
con los Lineamientos emitidos por el INE, la Comisión Temporal del Voto de las y 
los Sudcalifornianos en el Extranjero, la cual elaboró una serie de informes sobre el 
desarrollo de sus actividades durante las diversas etapas del proceso electoral, los 
cuales constituyeron un instrumento de comunicación y seguimiento constante para 
el Consejo General del IEEBCS y para la sociedad sudcaliforniana.

Siendo el caso, la referida Comisión señaló en uno de sus informes que “el ejerci-
cio del Voto de los Mexicanos Residentes en el Extranjero (VMRE) podrá realizarse 
por correo, mediante entrega de la boleta en forma personal en los módulos que 
se instalen en las embajadas o consulados o, en su caso, por vía electrónica, de               
conformidad con la propia LGIPE y en los términos que determine el INE. A su vez, el 
artículo 329, párrafo 3 de la LGIPE señala que el voto por vía electrónica solo podrá 
realizarse conforme a los Lineamientos que emita el INE en términos de la propia 
Ley, mismos que deberán asegurar total certidumbre y seguridad comprobada a las 
y los mexicanos residentes en el extranjero, para el efectivo ejercicio de su derecho 
de votar en las elecciones populares”.13  

Tabla 8. Resultado de la elección de la gubernatura
Sudcalifornianos Residentes en el Extranjero / Baja California Sur 2021

13. Informe de la Comisión Temporal del Voto de las y los sudcalifornianos en el Extranjero, IEEBCS, agosto 
2021.

Partidos/Alianza Votos % Votos 
MORENA-PT 35 41.7%
PAN-PRI-PRD-PRS-PHBCS 38 45.2%
PVEM 1 1.2%
FxM 2 2.4%
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Como se mencionó, el LNERE de Baja California Sur ascendió a 151 ciudadanos y 
ciudadanas, de los cuales se recibieron 84 votos desde el extranjero. El escrutinio 
y cómputo de la modalidad de voto postal registró para la entidad un total de 21 
votos y 63 por vía electrónica. La recepción de las piezas postales con los votos emiti-
dos por la ciudadanía sudcaliforniana residentes en el extranjero que optaron por la 
modalidad del voto por vía postal, se llevó a cabo en las instalaciones del INE-Tláhuac 
desde el 11 de mayo y hasta las 08:00 horas, tiempo del centro de México, del 5 de 
junio. Teniéndose los siguientes resultados por partido político, alianza de partidos y 
candidatura independiente:

Tabla 9. Resultado de la elección de la gubernatura de las y los Sudcalifor-
nianos Residentes en el Extranjero (voto postal) Baja California Sur 2021

Partidos/Alianza Votos % Votos 
MC 5 6.0%
NABCS 1 1.2%
PES 1 1.2%
INDEPENDIENTE 0
BCSC 0
RSP 0
Nulos 1 1.2%
Total 84
Listado Nominal 151
Participación  55.6%

Partidos/Alianza Votos 
MORENA-PT 11
PAN-PRI-PRD-PRS-PHBCS 3
PVEM 0
FxM 2
MC 3
NABCS 0
PES 1
INDEPENDIENTE 0
BCSC 0
RSP 0
Nulos 1
Total 21

Fuente: Modificado del Informe de la Comisión Temporal del Voto de las y los sudcalifornianos en el Extranjero. 
IEEBCS. Junio 2021.

Fuente: Modificado del Informe de la Comisión Temporal del Voto de las y los sudcalifornianos en el Extranjero. 
IEEBCS. Junio 2021.
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Como se observa en la tabla 11 (ver tabla 11) uno de cada cuatro votos recibidos de 
las y los sudcalifornianos residentes en el extranjero fue por la modalidad postal y el 
restante 75% fue vía electrónica.

Para la implementación de la modalidad electrónica del voto de las y los mexicanos 
residentes en el extranjero, se realizaron 5 simulacros del voto electrónico por in-
ternet mediante el SIVEI a lo largo de 2020 y 2021 en el cual participaron miles de 
ciudadanos inscritos de decenas de países con la finalidad de familiarizarse con el 
funcionamiento del sistema y mejorar su operatividad mediante la realización de 
auditorías a su desempeño. En dichos ejercicios también participaron académicos e 
investigadores del tema en el país.

El Sistema de Voto Electrónico por Internet para la ciudadanía Mexicana Residente 
en el Extranjero (SIVEI), para efectos de recepción y de contabilidad del voto de la 
jornada electoral del 6 de junio, estuvo abierto desde las 20:00 horas del 22 de mayo 
de 2021 y concluyó a las 18:00 horas del 6 de junio, tiempo del centro de México.

De la totalidad de votos recibidos por las y los sudcalifornianos residentes en el ex-
tranjero, que fueron 84, el 62% provinieron de Estados Unidos de Norteamérica (52) 
por ambas modalidades, destacando la vía electrónica como puede apreciarse en la 
tabla 11. Le siguieron Canadá, Alemania y España con 9, 6 y 5 votos, respectivamente.

Partidos/Alianza Votos 
MORENA-PT 24
PAN-PRI-PRD-PRS-PHBCS 35
PVEM 1
FxM 0
MC 2
NABCS 1
PES 0
INDEPENDIENTE 0
BCSC 0
RSP 0
Nulos 0
Total 63

Fuente: Modificado del Informe de la Comisión Temporal del Voto de las y los sudcalifornianos en el Extranjero. 
IEEBCS. Junio 2021.

Tabla 10. Resultado de la elección de la gubernatura de las y los
Sudcalifornianos Residentes en el Extranjero (voto electrónico)

Baja California Sur 2021
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Resultados de la votación para la gubernatura de Baja California Sur por las y 
los sudcalifornianos residentes en el extranjero 2015 y 2021

Como se señaló al inicio de esta investigación, en las presidenciales de 2006, un total 
de 63 ciudadanas y ciudadanos integraron el Listado nominal de sudcalifornianos en 
el extranjero; en 2012, fueron 136 y en 2018 se registraron 222. Sin embargo, sólo 
17 personas integraron el listado nominal para elegir la gubernatura del estado en 
la elección de 2015, en tanto que para el proceso electoral 2020-2021, la suma de 
las y los sudcalifornianos residentes en el extranjero que formaron parte del listado 
para votar ascendió a 151. Obvia decir que por el volumen de ciudadanía inscrita 
comparando 2015 con 2021 fue significativamente superior, casi 9 veces más posi-
bles votantes desde el extranjero podrían ejercer su derecho fundamental de votar 
allende las fronteras. 
 
Las y los sudcalifornianos residentes en el extranjero para la elección de la gu-
bernatura de 2015 pudieron ejercer su voto mediante la modalidad electróni-
ca. En aquel entonces se formalizó un convenio de colaboración con el Instituto 
          

Tabla 11. Votos por origen de residencia de las y los sudcalifornianos 
en el extranjero y modalidad de votación 

Elección gubernatura de Baja California Sur 2021

Países Postal Electrónico Total
Estados Unidos de América 19 33 52
Canadá 0 9 9
España 0 5 5
Alemania 0 6 6
Reino Unido 0 2 2
Francia 0 1 1
Suiza 1 0 1
Países Bajos 0 2 2
Chile 0 1 1
Suecia 0 1 1
Japón 0 1 1
Austria 1 0 1
India 0 2 2

Total 21 63 84
Fuente: Modificado del Informe de la Comisión Temporal del Voto de las y los sudcalifornianos en el Extranjero. 
IEEBCS. Agosto de 2021.
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Electoral de la  Ciudad México a fin de que éste proporcionara la asesoría, el diseño 
e implementación del sistema informático que sería utilizado. Los resultados fueron 
los siguientes:

V. Conclusión

La ampliación de derechos robustece a las democracias, fortalece las agendas públi-
cas y genera incentivos de mayor participación ciudadana. El reconocimiento y ejer-
cicio del sufragio a distancia es uno de estos derechos que, gradualmente, se han 
ido incorporando al menú de derechos que poseen las personas. No obstante, sobre 
la posibilidad de participar para seleccionar cargos de elección popular desde el ex-
tranjero se pueden debatir argumentos tanto a favor como en contra. Lo trascen-
dente, sin embargo, es que gradualmente crece la simpatía de las y los mexicanos 
fuera del país de emitir su voto y con ello la respuesta por participar en las decisiones 
políticas del país o de sus entidades federativas.  

Por lo anterior, se han ido incorporando reformas de segunda y tercera generación 
en esta materia que, incluyen, entre otros aspectos, la dotación de elementos nor-
mativos a nivel local y el diseño de mejores herramientas para hacer más accesible 
el ejercicio de este derecho fundamental. En relación a lo anterior, se adicionó la 
modalidad de acceso mediante el Sistema de Votación Electrónica por Internet como 
un incentivo que podría estimular la conformación de un mayor listado nominal. 

En Baja California Sur, para el proceso electoral 2020-2021, se integró el LNERE 
de menor volumen de las 11 entidades señaladas, con apenas 151 votantes; no                             
obstante, comparando con el LNERE que se conformó para elección de la gubernatura 

Tabla 12. Resultado de la elección de la gubernatura de las y los
Sudcalifornianos Residentes en el Extranjero / Baja California Sur 2015

 Votos Porcentaje
PAN-PRS 9 52.9%
PRI-PVEM-PANAL 5 29.4%
PRD-PT-MC 0 0.0%
MORENA 1 6.0%
INDEPENDIENTE 1 6.0%
Total 16
Listado nominal 17
Participación 94.1%  

Fuente: Modificado del Informe de la Comisión Temporal del Voto de las y los sudcalifornianos en el Extranjero. 
IEEBCS. Agosto de 2021.
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en 2015, se observa un muy significativo crecimiento ya que, en aquella ocasión, el 
listado fue de solo 17 potenciales electores. Un crecimiento, en volumen de inscritos, 
que supera al de otras entidades para un periodo similar.

El promedio nacional del LNERE es de 53% hombres y 47% mujeres. En tanto que la 
edad media de los votantes fue de 44 años, destacando a las y los sudcalifornianos 
con 40 y las y los queretanos fuera de México con 39 años. Del total de solicitudes, el 
62% prefirió la modalidad electrónica de votación y el restante 38% la vía postal. Las 
personas sudcalifornianas optaron por 69.5% y 30.5%, respectivamente.

Ante la incertidumbre del número de personas mexicanas que residen en el extran-
jero que tuvieron conocimiento respecto de la posibilidad de emitir el sufragio desde 
otro país, resulta importante destacar la importancia de generar una vinculación más 
estrecha entre las autoridades electorales y la sociedad, individualmente y de mane-
ra organizada, para que éstas puedan ser un puente de comunicación con nuestros 
connacionales a efecto de promover en mayor medida el ejercicio de este derecho 
de la ciudadanía.

Finalmente, el pleno ejercicio de los derechos requiere del diseño e implementación 
de políticas que generen incentivos para su promoción en su goce y disfrute. En años 
recientes se han mejorado los mecanismos de acceso al derecho a votar desde fuera 
del país, no obstante, se necesita que se perfeccionen para que un mayor número 
de connacionales desde el extranjero se sientan atraídos por hacer valer este dere-
cho fundamental.
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Ensayos

Resumen
El derecho a la igualdad de las per-
sonas, en el espacio de los derechos 
político-electorales, no solo se ve 
transgredido por las causas indivi-         
duales de discriminación identificadas 
constitucionalmente como categorías 
sospechosas, sino existen casos en los 
que en combinación y simultaneidad 
agreden con mayor lesividad su ejerci-
cio legítimo.
Ante ese panorama, este texto está di-
rigido a identificar el concepto de “dis-
criminación interseccional” así como 
a describir algunos casos que se han 
presentado ante la Justicia Electoral 
Federal de México que ponen de re-
lieve la importancia de su diagnóstico 
acertado para evidenciar la injusticia 
concreta y la solución específica para 
su corrección.

Abstract
FThe right to equality of persons, in 
the space of political-electoral rights, 
is not only violated by the individual 
causes of discrimination identified 
constitutionally as suspicious cate-
gories, but there are cases in which 
in combination and simultaneity they 
attack with greater harmfulness. its 
legitimate exercise.
Given this panorama, this text is 
aimed at identifying the concept of 
"intersectional discrimination" as well 
as describing some cases that have 
been presented before the Federal 
Electoral Justice of Mexico that high-
light the importance of its correct 
diagnosis to show the concrete injus-
tice and the specific solution for its 
correction.
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I. Introducción

Cuando se estudia la “discriminación” y la “discriminación interseccional”, necesa- 
riamente se hace referencia a contextos en los que las personas no son tratadas 
igualmente y, por ende, sufren condiciones (estereotipos, prejuicios, estructurales, 
etc.) que afectan su dignidad y limitan o restringen indebidamente sus propias ca-
pacidades.

Para hacer frente a esas situaciones, los tribunales deben tener entre otros objetivos, 
los de incorporar tanto los más altos estándares de derechos humanos al quehacer 
jurisdiccional, así como las “buenas prácticas” en la materia, basados en los principios 
pro persona y de progresividad.

Ello significa que la judicatura mexicana incorpore los mejores criterios de inter-
pretación que de estos derechos se han desarrollado en otras partes de cada país 
o del mundo. En este sentido, el uso de jurisprudencia comparada es fundamental 
para que el criterio de las y los operadores judiciales abarque todos los compo-
nentes estructurales de cada derecho reconocido, y amplíe a la población sus es-
feras de ejercicio, en la misma proporción en que ya lo ejercen las personas en otras 
zonas del país o países con condiciones de implementación semejantes.

Por su parte, cuando se habla de “buenas prácticas” se pueden entender las re-      
gulaciones y las medidas de carácter jurídico e institucional, instrumentados a nivel 
nacional, los cuales han sido calificados por los organismos internacionales, como 
“modelos” respecto del alcance y aplicación de una norma internacional.

La finalidad de las “buenas prácticas” es alinear la conducta estatal a aquella con-
ducta modelo que se ha identificado como idónea para maximizar la efectividad o 
el cumplimiento de las obligaciones pactadas en un instrumento internacional. De 
esa manera, cuando se alude a las “buenas prácticas” se establece una dinámica 
horizontal direccionada a promover que los Estados adecúen voluntariamente su 
conducta a la interpretación y aplicación más efectiva de una norma internacional 
en específico.

De ese modo, las instituciones mexicanas están obligadas a aplicar en la solu-
ción de sus asuntos electorales, los más altos estándares y las buenas prác-
ticas para la protección de los derechos político-electorales de todas las 
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personas, especialmente, cuando se presentan condiciones de potencial discrimi-
nación.

Por tanto, este texto tiene como propósito compartir algunas experiencias que so-
bre el ejercicio de los derechos político-electorales le ha tocado conocer a la Sala 
Regional Xalapa del TEPJF, con la finalidad de someterlos al escrutinio de los sectores 
académico e interesados en la materia, y reducir los espacios de tolerancia, a even-
tuales y futuros escenarios de discriminación.

II. Concepto ¿Qué entiende la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos por “discriminación interseccio- 
nal”?

Como el principal referente de esta región, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos3 en el Caso González Lluy y otros vs. Ecuador,4 explicó por vez primera 
dicho concepto, en el caso de Talía cuando detectó que confluyeron en forma inter-
seccional múltiples factores de vulnerabilidad y riesgo de discriminación asociados 
a su condición de niña, mujer, persona en situación de pobreza y persona con VIH.

La discriminación que vivió Talía, afirmó la CoIDH, no solo fue ocasionada por múlti-
ples factores, sino que derivó en una forma específica de discriminación que resultó 
de la intersección de dichos factores, es decir, si alguno de dichos factores no hu-
biese existido, la discriminación habría tenido una naturaleza diferente. 

En efecto, la CoIDH consideró que la pobreza impactó en el acceso inicial a una 
atención en salud que no fue de calidad y que, por el contrario, generó el contagio 
con VIH. La situación de pobreza impactó también en las dificultades para encontrar 
un mejor acceso al sistema educativo y tener una vivienda digna. Posteriormente, 
siendo una niña con VIH, los obstáculos que sufrió Talía en el acceso a la educación 
tuvieron un impacto negativo para su desarrollo integral, que es también un impacto 
diferenciado teniendo en cuenta el rol de la educación para superar los estereotipos 
de género.

Como niña con VIH necesitaba mayor apoyo del Estado para impulsar su proyecto 
vida. Como mujer, Talía ha señalado los dilemas que siente en torno a la maternidad 
futura y su interacción en relaciones de pareja, y ha hecho visible que no ha contado 
con consejería adecuada.

3. En adelante CoIDH.
4. Corte IDH: Caso González Lluy y otros vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 1 de septiembre de 2015, Serie C, párrafo 298. Disponible en https://www.corteidh.or.cr/docs/
casos/articulos/seriec_298_esp.pdf Consultada el 30 de mayo de 2022.
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En suma, concluyó la CoIDH, el caso de Talía ilustra que la estigmatización rela-
cionada con el VIH no impacta en forma homogénea a todas las personas y que 
resultan más graves los impactos en los grupos que de por sí son marginados. 

Con mayor precisión, el juez Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot en su voto concu- 
rrente formulado en el mismo asunto, posicionaría lo siguiente:

10. Por su parte, la interseccionalidad de la discriminación no sólo describe una dis-
criminación basada en diferentes motivos, sino que evoca un encuentro o con-
currencia simultánea de diversas causas de discriminación. Es decir, que en un 
mismo evento se produce una discriminación debido a la concurrencia de dos o 
más motivos prohibidos. Esa discriminación puede tener un efecto sinérgico, que 
supere la suma simple de varias formas de discriminación, o puede activar una 
forma específica de discriminación que sólo opera cuando se combinan varios 
motivos de discriminación. No toda discriminación múltiple sería discriminación in-
terseccional. La interseccionalidad evoca un encuentro o concurrencia simultánea 
de diversas causas de discriminación. Ello activa o visibiliza una discriminación que 
sólo se produce cuando se combinan dichos motivos.

11. La discriminación interseccional se refiere entonces a múltiples bases o fac-
tores interactuando para crear un riesgo o una carga de discriminación única 
o distinta. La interseccionalidad es asociada a dos características. Primero, las 
bases o los factores son analíticamente inseparables como la experiencia de la 
discriminación no puede ser desagregada en diferentes bases. La experiencia 
es transformada por la interacción. Segundo, la interseccionalidad es asociada 
con una experiencia cualitativa diferente, creando consecuencias para esos 
afectados en formas que son diferentes por las consecuencias sufridas por 
aquellos que son sujetos de solo una forma de discriminación. Este enfoque es 
importante porque permite visibilizar las particularidades de la discriminación 
que sufren grupos que históricamente han sido discriminados por más de 
uno de los motivos prohibidos establecidos en varios tratados de derechos 
humanos.

III. Relevancia ¿Por qué es importante identificar la 
“discriminación interseccional”?

Parafraseando al juez Ferrer Mac-Gregor Poisot en el asunto previamente cita-
do, en suma, la importancia de la interseccionalidad en cada caso es fundamen-
tal para entender la injusticia específica de lo ocurrido a las víctimas, la cual solo 
puede en tenderse en el marco de la convergencia de las diversas discriminaciones 
ocurridas. La interseccionalidad constituye un daño distinto y único, diferente a las  
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discriminaciones valoradas por separado. Ninguna de las discriminaciones valoradas en 
forma aislada explicaría la particularidad y especificidad del daño sufrido en la experiencia 
 interseccional. En el futuro, sigue diciendo el juez interamericano, la Corte IDH podrá 
ir precisando los alcances de este enfoque, lo cual contribuirá a redimensionar el 
principio de no discriminación en cierto tipo de casos.5 

IV. Casos ante la Sala Regional Xalapa

Para alertar sobre la presencia de la discriminación interseccional en la materia elec-
toral, se han seleccionado algunas experiencias desde la Tercera Circunscripción 
Electoral de nuestro país, que explican las diversas discriminaciones ocurridas, de 
modo que su simultaneidad y coincidencia genera un daño distinto y único en el 
ejercicio de los derechos político-electorales de la parte enjuiciante, lo cual requiere 
el dictado de una solución específica para cada asunto.

Expediente SX-JDC-326/2019
Temas: Mujer, indígena, embarazada.
Actora: Laura Cuenca Chávez.
Autoridad responsable: Tribunal Electoral del Estado de Oaxaca.

¿Qué sucedió?
En San Miguel Ahuehuetitlán, Silacayoapam, Oaxaca, Laura Cuenca Chávez resultó 
triunfadora en la elección celebrada el 1 de julio de 2018 para desempeñar el cargo 
de regidora en el referido Ayuntamiento, para el periodo 2019-2021.

El 3 de julio de 2019, Laura Cuenca Chávez controvirtió ante el Tribunal Electoral del 
Estado de Oaxaca, que la Presidenta Municipal le impedía ejercer su cargo como 
Regidora de Hacienda y no le pagaba sus dietas; asimismo, reclamó que se había 
ejercido violencia política en razón de género en su contra. Su demanda se radicó 
con el expediente JDC/90/2019.

Al efecto, el Tribunal Electoral local emitió medidas de protección a su favor y el 30 
de agosto de 2019 emitió la resolución definitiva, en la cual declaró parcialmente 
fundada la obstrucción del ejercicio de su cargo como integrante de la Comisión de 
Hacienda, por parte de la Presidenta Municipal, al no haber sido convocada a las 
sesiones que realizaba dicha Comisión. Asimismo, declaró infundada la omisión de 
pagarle sus dietas de manera puntual y completa y declaró inexistente la violencia 
política por razón de género denunciada en su contra.

5.   Ibid., párrafo 12.
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Planteamientos ante la Sala Regional Xalapa.
Ante la Sala Regional Xalapa, la Regidora de Hacienda (actora) promovió juicio de la 
ciudadanía federal, con la pretensión de que se revocara la resolución controvertida 
y, se determinara la existencia de violencia política en razón de género ejercida en 
su contra, pues en su concepto el Tribunal Electoral local no había analizado su caso 
con perspectiva de género e intercultural.

Para alcanzar su pretensión, alegó que ante el Tribunal responsable reclamó que la 
Presidenta Municipal le impedía ejercer el cargo como Regidora de Hacienda, porque 
no le convocaba a las sesiones de cabildo, además de haber sufrido discriminación al 
no otorgarle licencia de maternidad, puesto que la presidenta municipal no le acusó 
de recibo su solicitud ni la orientó respecto de quién podía darle trámite a dicha 
solicitud, sobre lo cual, el Tribunal responsable dio por sentado que la Regidora de 
Hacienda no había entregado el escrito de petición de licencia.

Por otra parte, argumentó que la aludida Presidenta Municipal le obligó a pagarle de 
su sueldo a su suplente durante los días que estuvo en convalecencia, lo cual en su 
concepto se tradujo en acciones y omisiones que menoscabaron el reconocimiento, 
goce y ejercicio de sus derechos políticos y las prerrogativas inherentes al ejercicio 
de su cargo de Regidora de Hacienda, por ser mujer.

¿Qué resolvió la Sala Regional?
La Sala Regional Xalapa determinó que el Tribunal local había incumplido con el de-
ber de juzgar con perspectiva de género, porque los actos atribuidos a la Presiden-
ta Municipal sí constituían violencia política en razón de género, en perjuicio de la 
Regidora de Hacienda y, en consecuencia, dictó las medidas idóneas para garantizar 
la reparación integral en su favor.

¿Por qué se resolvió así?
En primer término, es de puntualizarse que el Tribunal local concluyó que no se ac-
tualizaban los elementos uno, dos y cuatro del Protocolo para Atender la Violencia 
Política contra las Mujeres por Razones de Género, ya que, del primer elemento, 
afirmó que la Comisión de Hacienda también se encontraba integrada por otra mu-
jer, lo que evidenciaba que la obstrucción en sus funciones no era por la condición 
de género, sino que atendía a otras circunstancias.

Con relación al segundo y cuarto elementos, estimó que no se acreditaron los hechos 
consistentes en la negativa de recibirle su solicitud de licencia de maternidad y la 
omisión de darle trámite, ya que la Presidenta Municipal había negado tales asevera-
ciones al rendir su informe circunstanciado, en tanto que la Regidora reclamante no 
había acreditado que existiera una solicitud de licencia, porque solamente presentó 
copia simple de un escrito en el cual informó al ayuntamiento de su ausencia por 
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cuestiones de salud, sin que esto fuera una solicitud formal de licencia, permiso o 
incapacidad.

Sobre el particular, la Sala Regional Xalapa consideró que, del análisis conjunto de los 
planteamientos de la actora, lo informado por la propia presidenta Municipal y los 
medios de prueba, permitían advertir que sí se había cometido violencia política en 
razón de género contra la Regidora de Hacienda.

Lo anterior, porque se acreditó que la Presidenta Municipal se negó a recibirle su 
solicitud de licencia de maternidad, y no la orientó cómo debía realizar el trámite 
para la obtención de la licencia; además, porque la obligó a pagarle un sueldo a su 
suplente por el tiempo que estuvo convaleciente.

La Sala Regional determinó que contrario a lo establecido por el Tribunal local, sí 
se cumplían con los elementos uno, dos y cuatro del Protocolo citado, pues en el 
caso se actualizaba una discriminación interseccional, en la cual convergen una serie 
de características que diferencian a la actora y la colocan en un estado especial de 
vulnerabilidad derivado del estado de gravidez en el cual estaba. Así, no se trataba 
únicamente de una mujer indígena, como sería el caso de la otra integrante de la 
Comisión, sino de una mujer indígena en estado de gravidez, situación que requería 
de una mayor protección por parte del Estado.

La Sala Regional sostuvo que el Tribunal responsable dejó de considerar que el 
reconocimiento explícito y la reafirmación del derecho de todas las mujeres a con-
trolar todos los aspectos de su salud, en particular su propia fecundidad, es básico 
para la potenciación de su papel como integrante de un órgano de representación 
popular, toda vez que ello debe contribuir a preservar la participación de la mujer 
en el ámbito público, en concordancia con lo dispuesto en la Declaración de Beijing.

Con relación al planteamiento relativo a que la inconforme se vio obligada a pagar 
con sus propios recursos las dietas a quien le suplió en su ausencia, la Sala Regional 
consideró que resultaba censurable el hecho de que la Presidenta Municipal se haya 
abstenido de intervenir, conforme a sus atribuciones, a fin de disponer lo necesa-
rio para que ante la imposibilidad de la Regidora de continuar en sus funciones, 
por razón de su embarazo, su ausencia fuera cubierta en los términos previstos en 
la Ley Orgánica Municipal del Estado de Oaxaca y, por consecuencia, que el pro-
pio Ayuntamiento previera lo correspondiente al pago de las dietas que pudieran                      
corresponder a su suplente.

Por tanto, la Sala concluyó que el Tribunal responsable pasó por alto que las con-
ductas omisivas, tanto de la Presidenta Municipal como del propio Cabildo, tuvieron 
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como resultado una afectación psicológica y económica en la esfera de derechos 
de la actora, toda vez que no solo se dejó de proveer lo necesario para que pudiera 
gozar a cabalidad de su licencia de maternidad, sino que además se vio obligada 
a pactar con su suplente los términos en que ésta habría de cubrirla durante su          
ausencia, así como asumir el pago de las dietas que correspondían a la suplente, 
todo lo cual estuvo motivado por una condición propia de las mujeres como lo es el 
estado de embarazo, etapa durante la cual las mujeres deben gozar de protección 
especial para el cuidado de su salud y la de su hija o hijo en gestación.

Asimismo, la Sala enfatizó que la violencia política en razón de género no se pro-
duce exclusivamente en la relación hombre-mujer, sino que es posible también que 
las mujeres incurran en actos u omisiones que, por los elementos que los rodean, 
incurran en la comisión de violencia política en razón de género en contra de otras 
mujeres.

Expediente SX-JDC-390/2019
Temas: Mujer, indígena, adulta mayor.
Actora: Angelina Vázquez.
Autoridad responsable: Tribunal Electoral del Estado de Oaxaca.

¿Qué sucedió?
En el Municipio de Santa Catalina Quierí, Oaxaca, el 18 de septiembre de 2016 se 
llevó a cabo una asamblea general comunitaria, en la que se eligieron a las autori-
dades municipales para el periodo 2017-2019, resultando electa Angelina Vázquez, 
como suplente de la Regiduría de Equidad de Género.

El 22 de febrero de 2019, la actora y otros regidores, impugnaron ante el Tribu-
nal Electoral del Estado de Oaxaca la omisión de la autoridad municipal de convo-
carlos a sesiones de cabildo y de pagarles las dietas respectivas; además, alegaron 
ser víctimas de violencia política por razón de género y por su condición de adultos 
mayores. Las impugnaciones originaron los expedientes JDCI/14/2019, JDCI/15/2019 
y JDCI/16/2019 acumulados.

El Tribunal Electoral local al resolver dichos medios de impugnación ordenó al Pre- 
sidente Municipal que pagara las dietas y convocara a sesiones de cabildo a la parte 
actora.

Ante dicha determinación Angelina Vázquez y Erasto Sánchez Vázquez promovieron 
juicios ciudadanos federales ante la Sala Regional Xalapa, con los que se formaron 
los expedientes SX-JDC-110/2019 y SX-JDC-111/2019 acumulados, los cuales fueron 
resueltos en el sentido de confirmar dicha determinación.
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El 11 de septiembre siguiente, la actora promovió nuevamente un juicio local, el cual 
se radicó con la clave JDCI/74/2019, siendo resuelto por el Tribunal local el 7 de no- 
viembre siguiente, en el sentido de ordenar el pago de diversas dietas en su favor, y 
que se le convocara a las sesiones de cabildo, pero determinó que no se acreditaba 
la violencia política de género ni dada su calidad de adulta mayor. Asimismo, aperci-
bió al presidente Municipal que, en caso de no cumplir la sentencia, se le impondría 
una amonestación.

Planteamientos ante la Sala Regional Xalapa
Ante la Sala Regional Xalapa, Angelina Vázquez promovió juicio ciudadano federal, 
con la pretensión de que se modificara la resolución controvertida y, se determinara 
la existencia de violencia política en razón de género, así como por su condición de 
adulta mayor.

Para alcanzar su pretensión, en lo que interesa, alegó que aun cuando ya existía la 
sentencia dictada en los juicios JDCI/14/2019 y acumulados, en la que se ordenó el 
pago de dietas en su favor y que se le convocara a sesiones, así como dos incidentes 
de incumplimiento, el Presidente Municipal seguía incumpliendo el mandato del Tri-
bunal local porque ha preferido pagar las multas y promover los recursos legales 
para que no se ejecuten los arrestos que se le han impuesto, en lugar de pagarle 
las dietas que le corresponden, lo cual, en su estima, constituye violencia política en 
razón de género y por su calidad de adulta mayor.

Asimismo, señaló que el presidente Municipal solo buscaba que transcurriera el 
tiempo para ya no dar cumplimiento a todo lo que se le había ordenado, pues su 
encargo concluía el último día del año 2019.

¿Qué resolvió la Sala Regional?
La Sala Regional Xalapa determinó que el tratamiento omisivo por parte del presi-
dente Municipal de pagar las dietas y convocarla a sesiones se originaba por su cali-
dad de mujer y adulta mayor.

Por consecuencia, impuso como medida de no repetición tener por desvirtuada la 
presunción de que Santiago González, presidente Municipal del Ayuntamiento de 
Santa Catalina Quierí, Oaxaca, tenía un modo honesto de vivir, aspecto que perdu- 
raría desde el dictado de dicha sentencia y hasta la conclusión del próximo proceso 
electoral ordinario local en el estado de Oaxaca en el que se renovarían el Congreso 
y los Ayuntamientos.
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Asimismo, se ordenó al Consejo General del Instituto Estatal Electoral y de Partici-
pación Ciudadana de Oaxaca que, dentro de su ámbito de competencia, llevara un 
registro de ciudadanos de los cuales se tuviera desvirtuada la presunción de tener 
un modo honesto de vivir.

¿Por qué se resolvió así?
La Sala Regional Xalapa consideró que lo incorrecto de la determinación del Tribunal 
local fue que no tomó en cuenta las circunstancias contextuales que enmarcaban 
el caso en estudio, pues en los casos donde se alega la afectación de un derecho 
con base en alguna de las calidades previstas como “categorías sospechosas”, lo 
cual constituye un acto discriminatorio, el estándar de prueba debe ser más flexi-
ble que en los casos donde esas circunstancias no acontecen, como es lo relativo 
a la declaración de las víctimas, identificar y erradicar estereotipos que produzcan                 
situaciones de desventaja al decidir, así como emplear de manera adecuada la 
cláusula de libre valoración probatoria en la que se sustenta este tipo de asuntos.

Asimismo, se señaló que la valoración probatoria del Tribunal responsable fue in-
debida, porque no tomó en cuenta que en el caso sí existía un medio de convicción 
adicional al dicho de la actora, el cual consistía en las constancias de los expedientes 
JDCI/14/2019 y acumulados, así como sus respectivos incidentes, de donde se podía 
concluir que el Presidente Municipal había tenido una actitud renuente a realizar lo 
que le fue ordenado en la sentencia dictada por el propio Tribunal local desde el 29 
de marzo de 2019, lo cual, en la doctrina jurídica, se conoce como la repetición del 
acto reclamado.

Circunstancia que no debía verse como un mero incumplimiento de sentencia, sino 
que, desde el enfoque de derechos humanos, se podía identificar que existía un 
derecho plenamente reconocido por una sentencia definitiva, y que el sujeto obliga-
do a garantizar ese derecho, a saber, el presidente Municipal, no había desplegado 
las acciones eficaces para su tutela efectiva, ya que, por el contrario, había omitido 
cumplir de forma reiterada.

Por consiguiente, la Sala Regional determinó que se actualizaban los cinco elemen-
tos del Protocolo para Atender la Violencia Política contra las Mujeres, pues el primer 
elemento se satisfacía ya que la violación se dio en el ejercicio del derecho de la ac-
tora a ser votada, en su vertiente de acceso y desempeño del cargo para el que fue 
electa; del segundo elemento determinó que se cumplía porque la referida violación 
fue cometida por el Presidente Municipal de Santa Catalina Quierí, quien formaba 
parte de una autoridad del Estado y que, además, resultaba superior jerárquico de 
la actora.
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Asimismo, estimó que la violación al derecho de la actora tenía consecuencias patri-
moniales, pues con la omisión de pagarle las dietas que le correspondían, además de 
afectar su derecho a ejercer debidamente el cargo, se afectaba su economía, pues 
debía solventar los gastos propios de cualquier persona.

En lo que se refiere al cuarto de los elementos, también se satisfacía a cabalidad, en 
virtud de que la reiteración en el incumplimiento de la sentencia del Tribunal local 
que ordenó restituir a la actora en sus derechos tenía como resultado el menoscabo 
en el derecho de la actora a ejercer debidamente el cargo.

Finalmente, el quinto elemento se cumplía, porque los hechos que la actora ma- 
nifestó, relacionados con las expresiones discriminatorias hacia su persona por el 
hecho de ser mujer, se tuvieron por presuntivamente ciertas en dicho asunto, en 
virtud de la repetición del acto reclamado y la falta de razones para justificar el in-
cumplimiento reiterado de la sentencia local.

De igual forma, se consideró que se acreditaba por su condición de adulta mayor y, 
por ende era necesario que se emitiera una medida de reparación efectiva al respec-
to, por lo que la garantía de no repetición se alcanzaría con tener por acreditada la 
violencia política en razón de género y por la calidad de adulta mayor de la actora, 
con las consecuencias jurídico-electorales que de ello derivaban, que en el caso, se 
materializaban con la pérdida de la presunción de que el referido funcionario tiene 
un modo honesto de vivir.

En consecuencia, con el propósito de erradicar la violencia política, así como el in-
cumplimiento de sentencias, los elementos citados en su conjunto se consideraron 
de la entidad suficiente para arribar a la conclusión que se desvirtuó la presunción 
de que el presidente Municipal de Santa Catalina Quierí, Oaxaca, tenía un modo 
honesto de vivir.

Expediente SX-JDC-1304/2021
Temas: Indígena, integrante de la comunidad de la diversidad sexual.
Actor: Marsciano Muñoz Hernández.
Autoridad responsable: Tribunal Electoral del Estado de Oaxaca.

¿Qué sucedió?
En Santa Lucía del Camino, Oaxaca, Adrián Pérez Rojas y Marsciano Muñoz Hernán-
dez fueron electos como quinto concejal, propietario y suplente, respectivamente, 
en el proceso electoral local de 2018.
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En 2019, el Cabildo aprobó la designación de Adrián Pérez Rojas como regidor de 
obras públicas, quien, posteriormente, solicitó licencia por el periodo comprendido 
del 6 de febrero al 7 de marzo, en razón de lo cual, el Cabildo le tomó protesta a 
Marsciano Muñoz Hernández para que asumiera el cargo.

Una vez agotado el periodo de licencia, el 8 de marzo se suscitaron dos hechos: i) 
Adrián Pérez Rojas informó al presidente municipal y al cabildo que reasumiría sus 
funciones, sin que hubiera obtenido respuesta; y, ii) Marsciano Muñoz Hernández 
solicitó al ayuntamiento que se iniciara el procedimiento de revocación de mandato 
del regidor propietario por haber abandonado las funciones del cargo.

A partir de lo anterior, ambos funcionarios se encontraban desempeñando el cargo, 
el suplente en las instalaciones del Ayuntamiento y el propietario en una sede alter-
na.

Luego, el 31 de marzo, el Cabildo determinó solicitar al Congreso del Estado que 
iniciara el procedimiento de revocación del mandato contra el regidor propietario y, 
por otra parte, ratificó en sus funciones a Marsciano Muñoz Hernández.

Al respecto, Adrián Pérez Rojas se inconformó con dicha determinación ante el Tri-
bunal local, quien a la postre ordenó al Cabildo que lo restituyera en el desempeño 
del cargo.

Planteamientos ante la Sala Regional
Ante la Sala Regional Xalapa a Marsciano Muñoz Hernández impugnó la menciona-
da determinación, con la pretensión de que revocara la sentencia impugnada y, de 
esta manera, continuara desempeñándose como regidor suplente de obras hasta en 
tanto el Congreso local determinara lo procedente respecto del procedimiento de 
revocación de mandato iniciado contra el regidor propietario.

Para alcanzar su pretensión, alegó que el Tribunal responsable vulneró en su per-
juicio el derecho de tutela judicial efectiva, debido a que ante ese órgano jurisdiccio- 
nal se dolió de ser víctima de violencia política en razón de género por pertenecer a 
la comunidad de la diversidad sexual, sin que el Tribunal local se ocupara de dichas 
manifestaciones.

¿Qué resolvió la Sala Regional?
Declaró infundados los agravios vinculados con la determinación del Tribunal                
responsable de restituir en el cargo a Adrián Pérez Rojas como regidor de obras del 
Ayuntamiento de Santa Lucía del Camino, Oaxaca, por lo que confirmó la sentencia 
impugnada.
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Por lo que hace a las manifestaciones relacionadas con violencia política en razón de 
género que fue cometida contra el actor por pertenecer a la comunidad de la diversi-
dad sexual, la Sala reencauzó el escrito al Instituto Estatal Electoral y de Participación 
Ciudadana de Oaxaca para el efecto de que determinara lo conducente conforme a 
sus atribuciones.

¿Por qué resolvió así?
La Sala Regional Xalapa consideró que tales manifestaciones ameritaban ser                    
atendidas porque se estaba en presencia de planteamientos que involucran la posi-
ble vulneración de derechos por motivos de género. En consecuencia, conforme a 
la normativa constitucional y convencional, existía el deber de la Sala Regional de           
atender las manifestaciones de Marscinano Muñoz Hernández, a efecto de tutelar su 
derecho de acceso a la justicia.

Así, la Sala Regional sostuvo que ante una posible vulneración de derechos motivada 
por la orientación o identidad sexual y a efecto de evitar una dilación mayor en el ac-
ceso a la justicia, se debería reencauzar el escrito que contenía las manifestaciones 
del actor, al Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de Oaxaca para el 
efecto de que determinara lo conducente conforme a sus atribuciones.

Para terminar, puntualizó que el referido Instituto electoral local debería prevenir 
a Marsciano Muñoz Hernández para que, de estimarlo conveniente, subsanara las 
deficiencias de su planteamiento y tuviera la oportunidad de acompañar pruebas y 
formular los alegatos que a su interés conviniera.

V. Conclusiones

Como se puede apreciar, el campo de los derechos político-electorales igualmente 
es susceptible de presenciar casos de discriminación interseccional, por lo que los 
tribunales electorales deben evidenciar la injusticia específica de lo reclamado por 
las personas demandantes.

Solo de esa forma, será posible el dictado de las medidas adecuadas de reparación 
integral al caso particular, de suerte que ninguno de los factores de discriminación 
coincidentes, quede exceptuado de atención en la sentencia correspondiente.
 
Especialmente cuando es notorio que, en el ejercicio de los derechos político-elec-
torales, las categorías sospechosas enlistadas enunciativa pero no limitativamente 
por el artículo 1°, párrafo último, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, pueden restringir indebidamente en las personas, por causas multifac-
toriales, los sufragios activo y/o pasivo, de asociación o afiliación, o cualquiera de los 
conexos y necesarios para su ejercicio legítimo.
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Ensayos

Resumen
A pesar de los innegables avances en 
la regulación normativa de los diver-
sos mecanismos de participación ciu-
dadana en nuestra entidad federativa, 
hace falta difundir, enterar y concien-
tizar a la ciudadanía jalisciense de la 
importancia del ejercicio de sus dere-
chos político-electorales mediante la 
activación de los diversos mecanismos 
de la democracia directa, de las vías 
para ello y los indudables beneficios y 
aportes que su implementación, repre-
senta para el estado democrático. 
La finalidad del presente trabajo es 
brindar un panorama sobre esos         
instrumentos y su presencia real e 
histórica en las últimas dos décadas 
de su prosecución en Jalisco, señalar 
los mecanismos existentes en la nor-
matividad vigente, y con ello provocar 
a la reflexión sobre los beneficios de        
participar en las determinaciones de 
injerencia, interés e impacto social, 
económico y político de nuestra socie-
dad.

Abstract
Despite the undeniable advances 
in the normative regulation of the 
diverse mechanisms of citizen par-
ticipation in our federal entity, it is 
necessary to diffuse, inform and 
aware the citizens of Jalisco of the 
importance of exercising their poli-  
tical-electoral rights through the ac-
tivation of the diverse mechanisms 
of direct democracy, the ways to do 
so and the undoubted benefits and 
contributions that its implementa-
tion represents for the democratic 
state.
The purpose of this paper is to pro-
vide an overview of these instru-
ments and their real and historical 
presence in the last three decades 
of their prosecution in Jalisco, point 
out the existing mechanisms in the 
current regulations, and thereby 
provoke reflection on the benefits of 
participating, in the determinations 
of interference, interest and social, 
economic and political impact of our 
society.
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PARTICIPACIÓN CIUDADANA: MECANISMOS 
Y SU EJERCICIO EN EL ESTADO DE JALISCO 
Citizen participation: Mechanisms and their exercise in the state of Jalisco 

SUMARIO: I. Introducción. II. Democracia directa: sus principios y ventajas. III. La re- 
gulación normativa de los mecanismos de participación ciudadana en el Estado de 
Jalisco. IV. Activación de los mecanismos de participación ciudadana en el Estado de 
Jalisco: periodo de 2001 a 2021. V. Conclusiones. VI. Bibliografía.
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2. Publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco”, Sección VI, de fecha 09 de abril de 2019, en línea: 
https://periodicooficial.jalisco.gob.mx/content/martes-9-de-abril-de-2019-5.

3. En el citado decreto, se cambió la denominación; reformó y derogó diversos artículos del entonces Código 
Electoral y de Participación Social; reformó diversos artículos de la Ley de Gobierno y la Administración 
Pública Municipal; de la Ley Orgánica del Poder Legislativo; de la Ley de Obra Pública y de la Ley de Desa- 
rrollo Social, todas del Estado de Jalisco.

I. Introducción

En el contexto del estado democrático de nuestro país, existe la constante rei- 
teración de la importancia que tiene la participación de la ciudadanía en los procesos 
electorales federales y locales para la renovación de los diversos cargos de elección 
popular, atendiendo las problemáticas e implicaciones que conlleva el abstencionis-
mo, como son entre otros, la legitimidad de los resultados electorales y de las candi-
daturas electas como resultante de los comicios.

Asimismo, a lo largo de las últimas décadas, las instituciones y órganos electorales 
en México, han enfatizado y concientizado respecto a la trascendencia que tiene la 
participación ciudadana en la toma de decisiones de índole política y social de nues-
tro entorno nacional, estatal y municipal, cuyo resultado ha sido la activación de los 
mecanismos de consulta directa, tales como el referéndum, plebiscito, revocación 
de mandato e iniciativa popular; sin embargo, aun siendo los más conocidos, en esta 
materia de participación ciudadana, en el Estado de Jalisco en las últimas dos dé-
cadas, muy pocas veces se han accionado los citados mecanismos de participación 
ciudadana.

Ahora bien, en el año de 2019, mediante Decreto 27261/LXII/19,2 el Congreso del 
Estado de Jalisco, aprobó la Ley del Sistema de Participación Ciudadana y Popular 
para la Gobernanza del Estado de Jalisco3 de cuyas finalidades, que se regulan en 
su artículo 1, entre otras, se incluye el reconocimiento al derecho humano de las y 
los habitantes para participar de manera directa en las decisiones públicas y el es-
tablecimiento, como pilares de la participación ciudadana y popular, la socialización, 
capacitación, organización y deliberación de la ciudadanía.

No obstante, los innegables avances en la regulación normativa de los mecanismos 
de participación ciudadana en nuestra entidad federativa, se considera que hace 
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falta difundir, enterar y concientizar a la ciudadanía jalisciense de la importancia del 
ejercicio de sus derechos político-electorales mediante la activación de los diversos 
mecanismos de la democracia directa, de las vías para ello y los indudables benefi-
cios y aportes que su implementación, representa para el estado democrático. 

II. Democracia directa: sus principios y ventajas

El fin primordial de toda democracia contemporánea es garantizar el respeto de los 
derechos humanos y fundamentales de la ciudadanía, y en ese contexto general, 
podemos definir a la democracia directa, en palabras de Sartori, como “una forma 
de gobierno en la cual, el pueblo participa de manera continua el ejercicio directo 
del poder”4  y también es denominada democracia participativa, como “un grupo de 
mecanismos que permite a los ciudadanos decidir sobre materias específicas direc- 
tamente en las urnas”,5  esto es, que se trata de la participación de la ciudadanía en 
la toma de decisiones gubernamentales de su interés, sin la intermediación de los 
representantes electos.

La democracia participativa, “expresa la idea de ampliar los mecanismos de inte-
gración del Estado y de acercar la democracia a la sociedad. Implica que los ciudada-
nos se incorporen a los asuntos públicos, lo que suele ser fomentado por actores 
sociales que buscan una mayor participación de la ciudadanía”.6  

En ese sentido, los derechos de ciudadanía, no se limitan a participar en los procesos 
electorales para elegir a sus gobernantes, porque una vez constituido el gobierno 
“el ciudadano cuenta con muchos espacios para hacerse presente en la toma de 
decisiones políticas … podríamos decir que la democracia no es tanto el poder del 
pueblo, como el poder del ciudadano, de cada ciudadano”7  y la mayor expresión de 
esa participación es a través de los instrumentos de la democracia directa.

Principios
En cuanto a los principios de la democracia directa, como lo afirma el autor Roberto

4. Sartori, Giovanni, Teoría de la democracia, 2 vols., Alianza Editorial, México, 1988, p. 346.
5. Altman, David, “Democracia directa en el continente americano: ¿autolegitimación gubernamental o cen-

sura ciudadana?”, Política y Gobierno, Vol. XII, Núm. 2, 2005, p. 204, Centro de Investigación y Docencia 
Económicas, A.C. México, [en línea] en: https://www.redalyc.org/pdf/603/60312201.pdf. 

6. Véase “Institucionalidad democrática y cultura electoral en los procesos electorales de las organizaciones 
sociales”. La asistencia técnica de la ONPE, 2008-2009. Serie: Documento de trabajo n.° 21. Oficina Nacional 
de Procesos Electorales ONPE, P. 18, Lima, Perú, [en línea] fecha de consulta mayo de 2022, en: https://
www.iidh.ed.cr/multic/UserFiles/Biblioteca/CAPEL/11_2012/bb0775ec-0982-407c-aa81-d60f5b3bbfa9.pdf.

7. Silva-Herzog Márquez, Jesús J., Esferas de la democracia, nueva edición con nota introductoria, 2020, Méxi-
co, Cuadernos de Divulgación de la Cultura Democrática 9, Instituto Nacional Electoral, [en línea], fecha de 
consulta mayo de 2022, en: https://www.ine.mx/wp-content/uploads/2021/02/CDCD-09.pdf.
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Heycher Cardiel Soto, “Dado que la democracia es reconocida como la forma de 
gobierno más propicia para el ejercicio y salvaguarda de los derechos humanos, los 
mecanismos de la democracia directa deben atender a las principales características 
de éstos: universalidad, progresividad, interdependencia, indivisibilidad, inalienabili-
dad, igualdad y no discriminatorios”.8 

En continuidad con este tema, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación, en junio de 2016, emitió la Tesis XLIX que establece los principios 
que deben observarse en el diseño de los mecanismos de este tipo de democracia:

MECANISMOS DE DEMOCRACIA DIRECTA. EN SU DISEÑO DEBEN OB-
SERVARSE LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES PARA EL EJERCICIO DEL 
DERECHO HUMANO DE VOTAR.- La inclusión de la iniciativa ciudadana y 
consulta popular en el artículo 35, fracciones VII y VIII, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, implica el reconocimiento de 
los mecanismos de democracia directa, como vías para el ejercicio del 
derecho humano de votar, lo cual es acorde a lo establecido en los artícu-
los 23, apartado 1, inciso a), de la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos; y 25, párrafo primero, inciso a), del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, que prevén el derecho de participación 
política de manera directa o mediante representantes libremente elegi-
dos. En ese contexto, el elemento definitorio de estos mecanismos con-
siste en someter de forma directa a la ciudadanía, un tema trascendente, 
que puede ser una norma de carácter general, un acto de gobierno o 
hasta la revocación de mandato de un representante electo democráti-
camente. Por ello, toda vez que se trata del ejercicio del derecho humano 
de sufragio activo, en su desarrollo legislativo, se deben observar tanto 
los principios del voto, universal, libre, secreto y directo, como las demás 
garantías constitucionales y convencionales establecidas para su ejerci-
cio, entre las que destacan la organización del proceso por un órgano 
que desarrolle sus funciones bajo los principios de certeza, legalidad, in-
dependencia, imparcialidad, máxima publicidad y objetividad; así como 
un sistema de medios de impugnación para garantizar la constitucionali-
dad y legalidad de los actos que conforman el proceso.9

Asimismo, otro principio que debe imperar en el ejercicio de la democracia directa 
lo reviste el respecto a la libertad de expresión y de los derechos político-electorales, 

8. Cardiel Soto, Roberto Heycher. "Principios de democracia directa en una sociedad democrática". Revista  
Mexicana de Derecho Electoral, [S.l.], p. 31-54, june 2021. ISSN 2448-7910. [En línea] fecha de consulta mayo 
de 2022, en: <https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-electoral/article/view/15897>.

9. Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. (2016) [En línea] fecha de consulta mayo 
de 2022, en: https://www.te.gob.mx/IUSEapp/tesisjur.aspx?idtesis=XLIX/2016&tpoBusqueda=S&sWord=de 
mocracia,directa.
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como lo ha sostenido la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al emitir en noviem-
bre de 2021, la Tesis 1a./J. 38/2021 (11a.):

DERECHO A DEFENDER LA DEMOCRACIA. CONSTITUYE UNA CONCRE- 
TIZACIÓN DEL DERECHO A PARTICIPAR EN LOS ASUNTOS PÚBLICOS 
DEL ESTADO Y COMPRENDE EL EJERCICIO CONJUNTO DEL DERECHO 
A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DE LOS DERECHOS POLÍTICO ELECTO- 
RALES. Hechos: Diversas personas, físicas y morales, promovieron juicio 
de amparo indirecto en contra de la imposición de un mecanismo de 
votación por cédula secreta sobre un dictamen de reforma constitucio-
nal local, atribuible a diversas autoridades adscritas al Poder Legislativo 
de una entidad federativa, al considerarlo violatorio de, entre otros, el 
derecho a la libertad de expresión y el de acceso a la información pública.
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción determina que el derecho a defender la democracia constituye una 
específica concretización del derecho a participar en los asuntos públicos 
del Estado, y comprende el ejercicio conjunto del derecho a la libertad 
de expresión y de los derechos político-electorales. En ese tenor, el Esta-
do se encuentra obligado a garantizarlo mediante normativas y prácticas 
adecuadas que posibiliten a los ciudadanos su acceso real y efectivo a 
los diferentes espacios deliberativos en términos igualitarios, así como a 
adoptar medidas para garantizar su ejercicio en atención a la situación 
de vulnerabilidad en que se encuentran los integrantes de ciertos secto-
res o grupos sociales.
Justificación: Lo anterior toda vez que, particularmente en situaciones de 
ruptura institucional, la relación entre la libertad de expresión y los dere-
chos político- electorales resulta aún más manifiesta, pues se ejercen de 
manera conjunta con la finalidad de protestar contra la actuación de los 
poderes estatales contraria al orden constitucional, y para reclamar el 
retorno de la democracia.10

Entonces, en el ejercicio de los mecanismos de participación directa, deben impe- 
rar los principios de universalidad, progresividad, interdependencia, indivisibilidad,         
inalienabilidad, igualdad y no discriminatorios, los principios del voto universal, libre, 
secreto y directo, las garantías constitucionales y convencionales establecidas para 
su ejercicio, como son la organización del proceso por un órgano que desarrolle 

10. Suprema Corte de Justicia de la Nación. (2021). [En línea] fecha de consulta mayo de 2022, en: https://sjf2.
scjn.gob.mx/detalle/tesis/2023811
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sus funciones bajo los principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, 
máxima publicidad y objetividad; así como un sistema de medios de impugnación 
para garantizar la constitucionalidad y legalidad de los actos que conforman el pro-
ceso.

Ventajas
En toda democracia, la participación ciudadana es necesaria. Para Jean-François 
Prud´homme, la democracia directa tiene las siguientes ventajas:

Las ventajas de la democracia directa serían:
a) Expresar de manera pura los intereses individuales.
b) Permitir la manifestación directa de la opinión pública en los procesos le- 
gislativos.
c) Incrementar la sensibilidad de los legisladores a los movimientos de opinión.
d) Reducir los efectos de distorsión creados por los partidos políticos y las aso-
ciaciones intermedias.
e) Incrementar la participación ciudadana.11

En concordancia, el apoyo e interlocución entre los ciudadanos y los gobernantes 
que deviene del ejercicio de la participación ciudadana, aporta legitimación a la toma 
de decisiones que marcarán la vida social, política y económica de una determina-
da comunidad, además de aportar soluciones a los problemas cotidianos de la po-
blación, por lo cual, ejercer los derechos político-electorales a través de la activación 
de esos instrumentos no solamente fortalece a la democracia, si no que inclusive, 
abona a la paz social, pues la ciudadanía al ser partícipe del debate y la deliberación, 
define el rumbo que toman los asuntos políticos de interés común, y por ello, en-
cuentra satisfacción de ser parte activa de los planteamientos y los resultados de las 
consultas.

III. La regulación normativa de los mecanismos de                 
participación ciudadana en el Estado de Jalisco 

La regulación normativa de los mecanismos de participación ciudadana en el Estado 
de Jalisco deviene de diversas reformas en materia político-electoral, de las cuales, 
básicamente citaremos las cuatro últimas que han definido a los regulados actual-
mente en la legislación vigente.

11. Prud´homme, Jean-François, Consulta popular y democracia directa. Colección Cuadernos de Divulgación 
de la Cultura Democrática 15, p. 48, Instituto Federal Electoral, México, cuarta reimpresión edición, noviem-
bre de 2012.
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Gráfica 1. Mecanismos de participación ciudadana en la LPCEJ.

Fuente: Elaboración propia.

Ley de Participación Ciudadana del Estado
El Congreso del Estado de Jalisco, mediante Decreto 1736912  aprobado el 31 de     
enero de 1998 y publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco” el 07 de mar-
zo del mismo año, emitió la Ley de Participación Ciudadana del Estado, en la que se 
incluyeron como mecanismos de participación directa al plebiscito, referéndum e 
iniciativa popular:

Esto, a efecto de otorgar a la ciudadanía de vías idóneas para participar de manera 
directa en decisiones trascendentales para el orden público o el interés social del 
Estado, que les afectaren directamente cuando menos a la mitad más uno de los 
municipios o bien a las dos terceras partes de la población del Estado o del Municipio 
según fuere el caso.

Código Electoral y de Participación Ciudadana del Estado 
Posteriormente, mediante Decreto 22271/LVIII/0813 aprobado el 27 de julio de 2008, 
el Congreso del Estado emitió el Código Electoral y de Participación Ciudadana del 

12. En línea, fecha de consulta mayo de 2022, en: https://transparencia.info.jalisco.gob.mx/sites/default/files/
Ley%20de%20Participaci%C3%B3n%20Ciudadana.pdf.

13. Publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco”, Sección II, de fecha 05 de agosto de 2008, en línea: 
https://periodicooficial.jalisco.gob.mx/sites/periodicooficial.jalisco.gob.mx/files/08-05-08-ii.pdf.
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Gráfica 2. Mecanismos de participación social en el CEPSEJ.

Fuente: Elaboración propia.

Estado, en el cual se incluyó un Libro Quinto titulado “De la Participación Ciudadana” 
y en su artículo 385 se reiteró que los instrumentos de participación ciudadana eran 
el referéndum, plebiscito y la iniciativa popular.

Código Electoral y de Participación Social del Estado 
El 16 de junio de 2016 se publicó en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco”, el De-
creto 25842/LXI/16,14  por el cual se modificó la denominación del Código Electoral 
y de Participación Ciudadana del Estado de Jalisco, para dejarlo en “Participación 
Social”.

Se modificó la denominación y estructura del libro quinto; y el eje central de esta 
reforma, fue establecer un nuevo modelo de participación social, el que además 
de los instrumentos ya existentes de plebiscito, referéndum e iniciativa popular, se 
introdujeron nuevos mecanismos, como el gobierno abierto, ratificación constitucio-
nal, iniciativa popular municipal, presupuesto participativo, revocación de mandato, 
consulta popular, contraloría social, cabildo abierto y las juntas municipales.

Es a partir de esta reforma suscitada en 2016, que se amplió considerablemente el 
catálogo de mecanismos de participación, para pasar de tan solo tres, a un total de 
doce:

14. Publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco”, Sección VI, de fecha 16 de junio de 2016, en línea: 
https://periodicooficial.jalisco.gob.mx/content/jueves-16-de-junio-de-2016-2. 
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Código Electoral del Estado 
En la reforma electoral de 2019, el Congreso del Estado aprobó el Decreto 27261/
LXIII/1915  mediante el cual, entre otros aspectos, modificó la denominación del Códi-
go Electoral y de Participación Social del Estado de Jalisco, eliminando de él, la frase “y 
de Participación Social” y, por tanto, también derogó los preceptos del Título Noveno 
titulado “Del Comité Consultivo de Participación Social” y el Libro Quinto titulado “De 
la Participación Social”.

Ley del Sistema de Participación Ciudadana y Popular para la Gobernanza del 
Estado 
Mediante el mismo decreto del año 2019 citado en párrafo que antecede, el Con-
greso local expidió la Ley del Sistema de Participación Ciudadana y Popular para la 
Gobernanza del Estado, cuya finalidad u objeto se regula en su artículo 1º, a saber:

I. Reconocer el derecho humano de las y los habitantes para participar de 
manera directa en las decisiones públicas;

II. Establecer como pilares de la participación ciudadana y popular la so-
cialización, capacitación, organización y deliberación;

III. Establecer las bases para la gobernanza, como principio rector que garan-
tiza las relaciones entre la administración pública estatal y municipal y la ciu-
dadanía, para la toma de las decisiones de interés público de los gobiernos;

IV. Integrar el enfoque de paz en la participación ciudadana, popular y la gober-
nanza;

V. Establecer mecanismos de coordinación entre los diversos órganos y autori-
dades encargadas de promover y garantizar la participación ciudadana, popu-
lar y la gobernanza en el Estado y los municipios;

VI. Establecer las bases para la emisión de políticas públicas integrales para 
la promoción e implementación de mecanismos y procedimientos de partici-
pación ciudadana, popular y la gobernanza; 

VII. Regular la organización y funcionamiento del Sistema de Participación 
Ciudadana y Popular para la Gobernanza, de su Consejo rector y sus Secre-
tarías, así como establecer las bases de coordinación entre sus integrantes; y 

15. Publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco”, Sección VI, de fecha 09 de abril de 2019, en línea: 
https://periodicooficial.jalisco.gob.mx/content/martes-9-de-abril-de-2019-5. 
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VIII. Incluir en la participación ciudadana y popular la opinión de niñas, niños y   
adolescentes considerando sus aspectos culturales, éticos, afectivos y educati-
vos para la toma de decisiones públicas, sin más limitación que las que sean per-
tinentes por su condición de edad, desarrollo cognoscitivo y madurez, conforme 
a la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes en el Estado de Jalisco.

Ahora bien, en su artículo 30, la legislación en comento establece un catálogo 
de dieciséis mecanismos participación ciudadana y popular, siendo los siguien-
tes: plebiscito, referéndum, ratificación constitucional, iniciativa ciudadana, ra- 
tificación de mandato, revocación de mandato, consulta popular, presupuesto 
participativo, comparecencia pública, proyecto social, asamblea popular, ayunta-
miento abierto, colaboración popular, planeación participativa, diálogo colabora-
tivo y contraloría social.

Cabe señalar que actualmente, el artículo 6º, fracción II, inciso f), de la Consti-
tución Política del Estado de Jalisco, establece como prerrogativas de la ciu-
dadanía jalisciense, hacer uso de los instrumentos de participación ciudadana 
que establece la propia constitución y la ley en la materia; asimismo en el Títu-
lo Segundo, Capítulo I, denominado “Del sufragio y la participación ciudadana, 
la popular y de gobernanza”, señala que la organización, desarrollo, cómputo y 
declaración de resultados de los mecanismos de participación ciudadana estará 
a cargo del Instituto Electoral local.

En ese capítulo de la Constitución local, particularmente en el artículo 11, 
Apartado A, establece y conceptualiza un mínimo de mecanismos partic-
ipación ciudadana y popular, que es coincidente con los regulados por la                        
legislación en comento.

Así, la Ley del Sistema de Participación Ciudadana y Popular para la Gobernanza 
del Estado, define a los siguientes mecanismos:

Tabla 1. Descripción de los Mecanismos de Participación Social
de la LSPCPGEJ.

  No. Mecanismo Artículo Objeto
1 Plebiscito 34 Someter a la consideración de la ciudadanía los 

actos o decisiones materialmente administrativos 
del Poder Ejecutivo del Estado y de los ayunta-
mientos.
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  No. Mecanismo Artículo Objeto

2 Referéndum 42

Someter a la consideración de la ciudadanía la 
abrogación o derogación de disposiciones le-
gales y constitucionales, decretos, reglamentos, 
acuerdos y disposiciones de carácter general, 
expedidas por el Congreso, el Ejecutivo del Es-
tado o los municipios con excepción de las de 
carácter contributivo y leyes orgánicas de los 
poderes.

3 Ratificación 
Constitucional 51 Validar o derogar una reforma a la Constitución 

Política del Estado de Jalisco.

4 Iniciativa
Ciudadana 59

Presentar iniciativas de ley dirigidas al Congreso 
del Estado, o iniciativas de reglamento dirigidas 
al Poder Ejecutivo o a los ayuntamientos, para 
que sean analizadas y resueltas de conformidad 
con los procedimientos aplicables.

5 Ratificación de 
Mandato 68

Evaluar la ciudadanía, el desempeño del Gober-
nador, los Diputados, Presidentes Municipales y 
Regidores del Estado.

6 Revocación de 
Mandato 82

Decidir la ciudadanía, que un servidor público 
de elección popular concluya anticipadamente 
el ejercicio del cargo para el que fue electo, 
siempre y cuando se configuren las causales y 
se cumpla con los procedimientos establecidos 
en las leyes.

7 Consulta Po- 
pular 97

Expresar, los habitantes del Estado, un muni- 
cipio o demarcación territorial, sus opiniones 
respecto a temas de carácter público o impacto 
social que son consultados por la autoridad co- 
rrespondiente.

8 Presupuesto 
Participativo 105

Definir, los habitantes del Estado, el destino de 
un porcentaje de los recursos públicos, para 
lo cual el Gobierno del Estado proyecta anual-
mente en el Presupuesto de Egresos una parti-
da equivalente al menos al quince por ciento del 
presupuesto destinado para inversión pública.

9 Comparecencia 
Pública 111

Dialogar, los habitantes del Estado o un Muni- 
cipio, y debatir con los funcionarios públicos del 
Estado o los municipios para solicitarles la ren-
dición de cuentas, pedir información, proponer 
acciones, cuestionar y solicitar la realización de 
determinados actos o la adopción de acuerdos.

10 Proyecto Social 120

Colaborar, cooperar y trabajar en conjunto, los 
habitantes de un Municipio, con el ayuntamiento 
para la solución de una necesidad o problemáti-
ca existente en los barrios, fraccionamientos y 
colonias municipales.

11 Asamblea
Popular 124

Construir, los habitantes del Estado o de un Mu-
nicipio, un espacio para la opinión sobre temas 
de interés general o asuntos de carácter local o 
de impacto en la comunidad.
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  No. Mecanismo Artículo Objeto

12 Ayuntamiento 
Abierto 128

Presentar, los habitantes de un municipio, a 
través de representantes de asociaciones veci-
nales debidamente registradas, propuestas o 
peticiones en las sesiones ordinarias que cele-
bre el ayuntamiento con este fin.

13 Colaboración 
Popular 133

Participar, los habitantes del Estado o de un mu-
nicipio, en la ejecución de una obra o prestan un 
servicio existente, aportando recursos económi-
cos, materiales o trabajo personal en coordi-
nación con los gobiernos municipales y estatal.

14 Planeación 
Participativa 135

Tomar decisiones en coordinación con la ciu-
dadanía, para la creación de los instrumentos 
de planeación del desarrollo. Sólo podrá ejer-
cerse por la ciudadanía dentro de los periodos 
de elaboración o actualización de los citados    
instrumentos.
Cabe señalar que el artículo 3, fracción I, inci-
so i), de la Ley de Planeación Participativa para 
el Estado de Jalisco y sus Municipios,16 define 
como instrumentos de planeación participativa 
a los planes, programas y proyectos contem- 
plados en esa ley, y el precepto 12, de la misma 
legislación dispone que esos instrumentos son: 
I. Planes: El Plan Estatal de Desarrollo y Gober-
nanza, los Planes Regionales de Desarrollo y 
Gobernanza, los Planes Municipales de Desa- 
rrollo y Gobernanza, así como los Planes Secto-
riales e Institucionales; y
II. Programas: Los Programas Sectoriales, los 
Programas Especiales, los Programas Presu-
puestarios y los Programas Públicos.

15 Diálogo Colabo-
rativo 136

Establecer, la autoridad, acuerdos y consensos 
con la ciudadanía, a través de la construcción 
de nuevos espacios de representatividad para 
la toma de decisiones públicas, mediante la li-
bre expresión de ideas y posiciones ciudadanas 
para el fortalecimiento de la democracia.

16 Contraloría 
Social 144

Formar, la ciudadanía y los organismos del sec-
tor social privado, una instancia de vigilancia y 
observación de las actividades de gobierno.

Fuente: Elaboración propia.

16. Consultable en línea: https://transparencia.info.jalisco.gob.mx/sites/default/files/LEY%20DE%20PLA 
NEACI%C3%93N%20PARTICIPATIVA%20PARA%20EL%20ESTADO%20DE%20JALISCO%20Y%20SUS%20MU 
NICIPIOS.pdf.

Del actual catálogo de mecanismos de participación ya citados, durante el lapso de 
2001 a 2021, solamente se han activado 6 de ellos, y respecto a esa circunstancia, no 
debe perderse de vista que fue hasta la reforma de 2016, que se amplió el número 
de instrumentos reconocidos, pues de 3 se amplió a 12, y luego, en la reforma de 
2019 se incrementaron a 16 como se ha citado.
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En cuanto al requisito del número de solicitantes para el ejercicio de cada mecanis-
mo de participación ciudadana, de la Ley del Sistema de Participación Ciudadana y 
Popular para la Gobernanza del Estado de Jalisco, se obtiene que son los siguientes:

Tabla 2. Número de solicitantes de los Mecanismos de Participación Social de 
la LSPCPGEJ.

Mecanismo
(artículo) Solicitantes Número o porcentaje de apoyo 

requeridos

Plebiscito
(Artículo 35)

a) Actos de aplicación
estatal: Ciudadanía.

El 0.05% de las y los ciudadanos 
de la lista nominal de electores.

Congreso Local. La aprobación de cuando menos 
una tercera parte de sus inte-
grantes.

Gobernador. El Ejecutivo del Estado.

b) Actos de aplicación 
municipal: Ciudadanía

Municipios con población de has-
ta 50,000 habitantes: el 2% de los 
ciudadanos inscritos en la lista 
nominal de electores del muni- 
cipio. 

Municipios con más de 50,000 y 
hasta 100,000 habitantes, el 1.5% 
de los ciudadanos inscritos en la 
lista nominal de electores del mu-
nicipio.

Municipios con más de 100,000 y 
hasta 500,000 habitantes, el 0.5% 
de los ciudadanos inscritos en la 
lista nominal de electores del mu-
nicipio.

Municipios con más de 500,000 
habitantes, el 0.05% de los ciu-
dadanos inscritos en la lista nomi-
nal de electores del municipio.

Ayuntamientos 
La aprobación de cuando menos 
las dos terceras partes de sus in-
tegrantes.

Presidentes Municipales
La presidenta o el presidente mu-
nicipal del Municipio de que se 
trate. 

Referéndum
(Artículo 43) Ciudadanía

a) En el ámbito estatal: el 0.05% 
de los ciudadanos inscritos en 
la lista nominal de electores co-     
rrespondiente al Estado.
b) En el ámbito municipal: 
Municipios en que la población 
no exceda de 50,000 habitantes, 
podrá solicitarlo el 2% de los ciu-
dadanos inscritos en la lista nomi-
nal de electores, correspondiente 
al municipio.
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Mecanismo
(artículo) Solicitantes Número o porcentaje de apoyo 

requeridos

Referéndum
(Artículo 43)

Municipios en que la población 
exceda los 50,000 pero no los 
100,000 habitantes, podrán             
solicitarlo el 1.5% de los ciudada-
nos inscritos en la lista nominal de 
electores, correspondiente al mu-
nicipio.

Municipios en los que la población 
exceda los 100,000 pero no los 
500,000 habitantes, podrán soli- 
citarlo el 0.5% de los ciudadanos 
inscritos en la lista nominal de 
electores, correspondiente al mu-
nicipio.

Municipios en los que la población 
exceda los 500,000 habitantes, po-
drán solicitarlo el 0.05% de los ciu-
dadanos inscritos en la lista nomi-
nal de electores, correspondiente 
al municipio.

Cuando se trate de reglamentos 
o disposiciones generales munici-
pales que rijan para un área me- 
tropolitana formalmente declara-
da, se requiere cuando menos 
los porcentajes de ciudadanos 
señalados en los párrafos que pre-
ceden, en más de la mitad de los 
municipios que la integran.

Congreso Local

Sobre los reglamentos y decretos 
emanados del Gobernador que 
sean considerados como trascen-
dentes para la vida pública o el in-
terés social del Estado.

Gobernador

Sobre las leyes que expida el Con-
greso consideradas particular-
mente trascendentes para el or-
den público o el interés social del 
Estado.

Ratificación
Constitucional
(Artículo 52)

Gobernador

Ayuntamientos El 50% de los Ayuntamientos del 
Estado.

Diputados Locales El 50% de los Diputados Inte-
grantes del Congreso Local.

Iniciativa Ciudadana
(Artículo 61)

a) Dirigida al
Poder Ejecutivo o 
al Congreso del Es-
tado.

Por lo menos el 0.05% de las y los 
ciudadanos inscritos en la lista 
nominal del Estado.
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Mecanismo
(artículo) Solicitantes Número o porcentaje de apoyo 

requeridos

Iniciativa Ciudadana
(Artículo 61)

b) Dirigida a los 
Ayuntamientos

Municipios en que la población no 
exceda de 50,000 habitantes, el 2% 
de los ciudadanos inscritos en la lis-
ta nominal de electores, correspon-
diente al municipio.

Municipios en los que la población 
exceda de 50,000, pero no de 
100,000 habitantes, el 1.5% de 
los ciudadanos inscritos en la lista 
nominal de electores, correspon-
diente al municipio.

Municipios en los que la población 
exceda de 100,000 pero no los 
500,000 habitantes, el 0.5% por 
ciento de los ciudadanos inscritos 
en la lista nominal de electores, 
correspondiente al municipio.

Municipios en los que la población 
exceda los 500,000 habitantes, el 
0.05% de los ciudadanos inscritos 
en la lista nominal de electores, 
correspondiente al municipio.

Cabe citar que los Municipios po-
drán establecer los porcentajes 
requeridos para la presentación 
de la iniciativa ciudadana, sin que 
puedan exceder los ya citados en 
los párrafos que preceden.

Ratificación de Mandato
(Artículo 68)

Los propios ser-
vidores públicos 
de elección po-        
pular que deseen      
someterse al me-
canismo.

Para la validez del procedimien-
to de ratificación de mandato, 
deberán participar por lo menos 
la misma cantidad de ciudada-
nos que lo hicieron en la elección 
donde resultó electo el servidor 
público sujeto al mecanismo.
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Mecanismo
(artículo) Solicitantes Número o porcentaje de apoyo 

requeridos

Revocación de Mandato
(Artículo 82) Ciudadanía

El 3% de los ciudadanos inscritos 
en la lista nominal de electores 
distribuidos en las dos terceras 
partes de los distritos o secciones 
electorales de la demarcación te- 
rritorial que corresponda.

En el caso de revocación de man-
dato de los diputados electos por 
el principio de representación pro-
porcional, se requiere de cuan-
do menos el 3% del resultado de 
dividir el total de los ciudadanos 
inscritos en la lista nominal de 
electores en el Estado entre el 
número de diputados electos por 
este principio, distribuidos en las 
dos terceras partes de los distritos 
electorales.

Para la validez del procedimiento 
de revocación de mandato de-
berán participar por lo menos la 
misma cantidad de ciudadanos 
que lo hicieron en la elección 
donde resultó electo el servidor 
público sujeto al mecanismo.

Consulta Popular
(Artículo 97)

a) Dirigida a temas 
relativos a los Po-
deres Ejecutivo o 
Legislativo:  
Congreso del Esta-
do

El 50% de los integrantes del Con-
greso local.

Gobernador

Ciudadanía
El 0.05% de los habitantes de la 
demarcación territorial correspon-
diente.

b) Dirigida a temas 
relativos a los go- 
biernos munici-
pales:Integrantes 
del Ayuntamiento 

El 50% de los integrantes del Ayun-
tamiento.

Presupuesto Participativo
(Artículo 107)

Poder Ejecutivo
local
Los Ayuntamientos

Gobernador 
Integrantes de los Ayuntamientos.

Comparecencia Pública
(Artículo 114) Ciudadanía 

Al menos el 0.1% de los habi-
tantes de la demarcación territo-
rial donde tenga competencia la 
autoridad de la que se solicite la 
comparecencia, conforme al últi-
mo censo realizado por el Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía 
(INEGI).
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Mecanismo
(artículo) Solicitantes Número o porcentaje de apoyo 

requeridos

Proyecto Social
(Artículo 120) Ciudadanía

Contar con el respaldo de por lo 
menos 20 habitantes del Municipio 
de que se trate.

Asamblea Popular
(Artículo 125) Ciudadanía

-Los habitantes del Estado.

-Los habitantes de una o varias de-
marcaciones territoriales.

-Los habitantes organizados en algu-
na actividad económica, profesional, 
social, cultural o comunal.

Ayuntamiento Abierto 
(Artículo 128) Ciudadanía

La legislación solo refiere que podrán 
solicitar los habitantes de un muni-
cipio a través de representantes de 
asociaciones vecinales debidamente 
registradas, pero no se advierte un 
número específico de solicitantes.

Colaboración Popular 
(Artículo 133) Ciudadanía

La legislación solo refiere que po-
drán solicitar los habitantes del Esta-
do o de un municipio, pero no refiere 
un número específico de solicitantes.

Planeación Participativa
(Artículo 135) Ciudadanía

Conforme a la Ley de Planeación Par-
ticipativa para el Estado de Jalisco y 
sus Municipios, entre otros, pueden 
participar los presidentes munici-
pales, regidores, legisladores locales, 
titulares de dependencias de la ad-
ministración pública municipal, re- 
presentantes de: instituciones públi-
cas y privadas, de la dependencia de 
participación ciudadana de la Secre-
taría de Planeación y Participación 
Ciudadana, de las organizaciones del 
sector privado, de cooperativas, de 
la sociedad civil organizada, de or-
ganizaciones vecinales, y de grupos 
vulnerables.

Diálogo Colaborativo
(Artículo 136) Ciudadanía

Por lo menos 100 ciudadanos resi-
dentes del Estado de Jalisco inscritos 
en la lista nominal de electores. 

Contraloría Social
(Artículo 147)

Ciudadanía y los 
organismos del 

sector privado

Al menos el 0.05% de los ciudadanos 
inscritos en la lista nominal de elec-
tores de la demarcación territorial 
donde tenga competencia la obra, 
programa o autoridad, que se desee 
observar.

 Fuente: Elaboración propia.

De los mecanismos de participación ciudadana precisados, se observa que, en los 
requisitos para su activación, cobra relevancia el factor de la proporcionalidad que 
debe existir entre el número o porcentaje de ciudadanas y ciudadanos inscritos 
en el listado nominal de electores requeridos para la procedencia de la solicitud 
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respectiva, y el número de habitantes en la demarcación territorial en donde habrá 
de aplicarse la consulta.

Asimismo, en cuanto a los mecanismos activados por órganos colegiados de go-       
bierno como son el Congreso del Estado o los Ayuntamientos, también se considera 
ese equilibrio o proporcionalidad, respecto al porcentaje de sus integrantes como 
requisito para la implementación de la consulta.

Lo anterior, es importante a efecto de reflejar el verdadero interés, opinión y resul-
tado de una consulta que reflejará, en su justa dimensión, la participación ciudadana 
en la determinación de políticas públicas y acciones de gobierno que se adopten en 
nuestro Estado y municipios.

IV. Activación de los mecanismos de participación ciu-
dadana en el Estado de Jalisco: periodo de 2001 a 2021

Existen diversos mecanismos de democracia directa o participativa, los cuales, se 
pueden clasificar en dos tipos,17  atendiendo a la forma de su activación: a) los ac-
tivados por agentes del Estado; y b) los activados por las y los ciudadanos, tales 
como iniciativas vinculantes y no vinculantes, referendos y peticiones de revocación 
de mandato.

En el Estado de Jalisco, durante las dos últimas décadas, con independencia de lo 
fundado o infundado de sus resultados y tomando como referente los datos repor-
tados por el Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Jalisco,18 
se han planteado diversas solicitudes para la implementación de mecanismos de 
participación ciudadana, correspondientes a plebiscito, referéndum, iniciativa po-           
pular, revocación de mandato, presupuesto participativo y consulta popular, como a 
continuación se esquematiza en la siguiente tabla:

17. Programa de las Naciones Unidas Para el Desarrollo (PNUD), La Democracia en América Latina. Hacia una 
democracia de ciudadanas y ciudadanos, Aguilar, Altea, Taurus, Alfaguara, S.A., 2004 Beazley 3860, (1437) 
Buenos Aires. Consultable en línea: https://www2.ohchr.org/spanish/issues/democracy/costarica/docs/
pnud-seminario.pdf.

18.  Contenidos en el documento denominado “Histórico de mecanismos en Jalisco”, consultable en línea: 
http://www.iepcjalisco.org.mx/participacion-ciudadana/historico-de-mecanismos-en-jalisco/.

Mecanismo Número de
solicitudes

Años en que se presen-
taron

Plebiscito 7 2002, 2009, 2012, 2017, 
2019

Referéndum 2** 2008, 2017

Tabla 2. Número de solicitantes de los Mecanismos de Participación Social de 
la LSPCPGEJ.
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Mecanismo Número de
solicitudes

Años en que se presen-
taron

Iniciativa popular 11 2004, 2006, 2007, 2010, 
2016, 2017, 2020

Revocación de mandato 31 2017

Presupuesto participativo 7 2016, 2017

Consulta popular 6 2016, 2017 2019, 2021

Totales 64

**En febrero de 2022, se promovió una solicitud de referéndum municipal, que no se incluye 
en la presente tabla, en razón de que está fuera del periodo que se analiza en este trabajo.

Fuente. Elaboración propia, con base en datos obtenidos del documento denominado 
“Histórico de mecanismos en Jalisco” publicado por el Instituto Electoral y de Participación 
Ciudadana del Estado de Jalisco.

En cuanto a los temas o planteamientos de las consultas, se tiene que las solicitudes 
de plebiscito versaron sobre la construcción de sanitarios públicos en un munici- 
pio; la construcción de línea dos del Microbús y enajenación de patrimonio munici-
pal; la creación de un municipio en Jalisco; la demolición de un inmueble público en 
un municipio, al considerar que en su construcción no se aseguró la accesibilidad,          
evaluación y libre tránsito sin barreras arquitectónicas para todas las personas; los 
acuerdos adoptados por un Ayuntamiento relativos a la desincorporación de dos 
predios y la donación de un terreno; y la aprobación de un Ayuntamiento, para la 
desincorporación del dominio público de propiedades municipales en un Centro 
Comercial.

En las consultas de referéndum, uno fue derogatorio en contra del decreto expedido 
por el titular del Poder Ejecutivo respecto del acuerdo por el que se autoriza elevar 
el tope máximo de las tarifas aplicables en el servicio público de transporte colectivo 
de pasajeros en el Estado de Jalisco, y el otro, un referéndum estatal, relativo al pro-
grama de verificación vehicular obligatoria de la entidad federativa.

En continuidad, en las iniciativas populares solicitadas, se plantearon diversos te-
mas, tales como la expedición de una ley que estableciera el derecho a la pensión 
alimenticia para los adultos mayores de 70 años, residentes en el Estado de Jalisco; 
adición de preceptos al Código de Procedimientos Civiles y al Código Civil, a la Ley 
de Obras Públicas y/o Ley de Fraccionamientos de los Municipios que conforman 
la zona  conurbada de Guadalajara y a la Ley de Participación Ciudadana, todas del 
Estado de Jalisco.

También se presentaron iniciativas para reformar la Constitución Política local para 
que el Estado proteja y reconozca desde la misma, la vida de todo individuo o persona 
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desde la concepción hasta la muerte natural; para la creación de una legislación pro-
puesta para denominarse Ley de Desarrollo Armónico y Sustentable; para la creación 
de un "Sistema Anticorrupción para el Estado de Jalisco"; otra iniciativa denominada 
“Por la dignidad y los derechos de las personas en el transporte público”; y una ini-
ciativa más relativa a la designación de cargos públicos en el Gobierno del Estado de 
Jalisco.

Por lo que ve a las consultas por la vía de revocación de mandato, estas se solicitaron 
respecto de los cargos públicos de presidentes municipales, regidores propietarios y 
suplentes, de 31 municipios del Estado de Jalisco.

Por otro lado, en cuanto a los presupuestos participativos, estos se sujetaron 
a temas como diversas obras en beneficio del o los municipios o regiones en 
que se plantearon, a efecto de elegir las que la población considerara de mayor 
importancia. Mientras que las consultas populares solicitadas, se enfocaron en 
temas como ciclovías ubicadas en dos municipios, la contratación de una con-
cesión para la construcción de un parque que fuese nueva sede de las fiestas de 
octubre, el incremento a la tarifa del transporte público y la aprobación de las 
tarifas técnicas del servicio público de transporte de la Zona Metropolitana de 
Guadalajara, sistema integrado de Puerto Vallarta, Jalisco y del sistema de Tren 
Eléctrico Urbano; asimismo el Gobernador del Estado planteó una consulta po- 
pular estatal respecto al Pacto Fiscal.

Ahora bien, del total de consultas que se han concentrado en la tabla que precede, 
se advierte que en el lapso de 2001 a 2021 que abarca el presente estudio, el ejerci-
cio de los mecanismos de participación ciudadana en Jalisco, fue de 7 solicitudes de 
plebiscito, 2 de referéndum, 11 de iniciativas populares, 31 de revocación de man-
dato, 7 planteamientos de presupuesto participativo y 6 solicitudes de consulta po- 
pular, lo que puede considerarse un bajo porcentaje de participación ciudadana, si 
consideramos que tales resultados, se dan a lo largo de veinte años y respecto de 
una entidad federativa que cuenta con 124 municipios, y un listado nominal de elec-
tores con corte al 31 de diciembre de 2021, de 6’207,442,19  por lo que el total de 64 
activaciones de mecanismos de participación ciudadana es realmente bajo.

En ese contexto, se considera que es fundamental el fortalecimiento de la cultura y 
educación cívica enfocada en mostrar y concientizar a la ciudadanía, del amplio pa- 
norama de la participación política, más allá, del ejercicio del voto activo y pasivo en 
los procesos electorales constitucionales.

19.   Según los datos asentados en la página oficial en internet del Instituto Electoral y de Participación Ciudad-
ana del Estado de Jalisco, visible en línea: https://www2.iepcjalisco.org.mx/tablero-electoral-2021/?page_
id=538
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Aunado a ello, debe considerarse que la mayor difusión de la regulación de los me-
canismos, entre la ciudadanía, puede incentivar e incrementar su participación en la 
toma de decisiones de interés público, como un pilar de los estados democráticos, y 
en esa labor, el organismo público local electoral desempeña un papel preponderan-
te, al publicar en su página en internet, las vías, requisitos e históricos de los mecanis-
mos en la Entidad; sin embargo, también debe considerarse la amplia y oportuna 
difusión de las diversas temáticas objeto de las consultas a la ciudadanía, así como 
de las iniciativas presentadas.

V. Conclusiones

La democracia participativa implica que la ciudadanía se incorpore a los asuntos pú-
blicos a través de diversos mecanismos de participación ciudadana que permiten las 
consultas directas respecto de decisiones trascendentales para el orden público o el 
interés social del Estado que les afectan directamente. 

En esos mecanismos, deben imperar los principios de universalidad, progresividad, 
interdependencia, indivisibilidad, inalienabilidad, igualdad y no discriminatorios; los 
principios del voto universal, libre, secreto y directo, las garantías constitucionales y 
convencionales establecidas para su ejercicio, como son la organización del proceso 
por un órgano que desarrolle sus funciones bajo los principios de certeza, legalidad, 
independencia, imparcialidad, máxima publicidad y objetividad; así como un sistema 
de medios de impugnación para garantizar la constitucionalidad y legalidad de los 
actos.

En las dos últimas décadas, a lo largo de las reformas constitucionales y legales en 
materia político-electoral en el Estado de Jalisco, suscitadas en los años 1998, 2008, 
2016 y 2019 para beneficio de la ciudadanía jalisciense, el catálogo de mecanismos 
de participación ciudadana se ha ampliado de ser solamente 3, a los 16 que actual-
mente se regulan en la Ley del Sistema de Participación Ciudadana y Popular para la 
Gobernanza del Estado de Jalisco.

No obstante, la activación de los mecanismos de participación ciudadana en Jalisco, 
entre 2001 y 2021 ha representado un bajo índice de participación, circunstancia 
que puede atribuirse a un factor principal, que es la falta de concientización o cultura 
cívica de la ciudadanía respecto de la regulación normativa de esos mecanismos.

A efecto de combatir la baja o nula participación de la ciudadanía en las consul-
tas y propuestas, además de optimizar los esquemas de un sistema de educación 
democrática, se podría ampliar el conocimiento y eficientar la difusión de los  
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diversos instrumentos de la democracia directa en nuestra entidad federativa y sus 
beneficios, así como de los diversos temas e iniciativas que sean objeto de las con-
sultas, con el propósito de incentivar e incrementar la participación ciudadana en la 
toma de decisiones de interés público, propiciando el debate y la deliberación que 
conlleven el compromiso social hacia el bien común.
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Resumen
El derecho a la protección de datos 
personales debe adecuarse a las cir-
cunstancias actuales, tal es el caso del 
ejercicio del derecho de oposición, el 
cual, visto desde el interés de la po-
blación travesti, transgénero y transe- 
xual, debe coadyuvar en la mitigación 
de las vulneraciones a su privacidad; 
esto en virtud de que algunos datos 
personales asentados en sus creden-
ciales para votar revelan ciertas ca- 
racterísticas que evidencian sus condi-
ciones sexo-genéricas. Dicha situación, 
inhibe el pleno goce y disfrute de sus 
derechos y libertades fundamentales. 
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Derechos político-electorales, de-
mocracia, protección de datos perso-
nales, privacidad, personas trans.

Abstract
The right to protection of personal 
data must be adapted to the current 
circumstances, such is the case of the 
exercise of the right to object, which, 
seen from the interest of the trans-
vestite, transgender, and transsexual 
population, must contribute to the 
mitigation of violations to your priva-
cy; this by virtue of the fact that some 
data recorded in their voting card 
reveals certain characteristics that 
show their gender-sex conditions. 
This situation inhibits the full enjoy-
ment of their fundamental rights and 
freedoms.  

Keywords
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cy, personal data protection, privacy, 
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2. Vivencia interna e individual del género, tal como cada persona la siente, misma que puede corresponder o 
no con el sexo asignado al nacer. Incluye la vivencia personal del cuerpo, que podría o no involucrar la mod-
ificación de la apariencia o funcionalidad corporal a través de tratamientos farmacológicos, quirúrgicos o de 
otra índole, siempre que la misma sea libremente escogida. También incluye otras expresiones de género 
como la vestimenta, el modo de hablar y los modales. Se desarrolla, por lo general, entre los 18 meses y 
los tres años de edad. CONAPRED, Glosario de la Diversidad Sexual, de Género y Características Sexuales, 
Ediciones CONAPRED, Ciudad de México, 2016, p. 23. Consultado el 29 de abril de 2022, en https://www.
conapred.org.mx/documentos_cedoc/Glosario_TDSyG_WEB.pdf 

3. Es la manifestación del género de la persona. Puede incluir la forma de hablar, manierismos, modo de 
vestir, comportamiento personal, comportamiento o interacción social, modificaciones corporales, entre 
otros aspectos. Constituye las expresiones del género que vive cada persona, ya sea impuesto, aceptado 
o asumido. CONAPRED, Glosario de la Diversidad Sexual, de Género y Características Sexuales, Ediciones 
CONAPRED, Ciudad de México, 2016, pp. 19 y 20. Consultado el 29 de abril de 2022, en https://www.cona 
pred.org.mx/documentos_cedoc/Glosario_TDSyG_WEB.pdf  

4. Artículo 34 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y artículo 9.1 de la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales.  

5. Artículo 35, fracción I y 36, fracción III de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y artículo 
7.1 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.  

I. Introducción

En México y en el mundo existen grupos de personas considerados en situación de 
vulnerabilidad, tales como las personas adultas mayores, las personas con discapaci-
dad o las mujeres; sin embargo, también existen los grupos históricamente discri- 
minados, como las y los afrodescendientes, personas indígenas (pueblos originarios), 
o bien aquellos con orientaciones sexuales, identidades y expresiones de géneros 
diversos; estos conforman la población lésbica, gay, bisexual, travesti, transgénero, 
transexual, intersexual, queer y demás identidades y expresiones no normativas (en 
adelante LGBTTTIQ+). 

No obstante, dentro del grupo LGBTTTIQ+, existe otra minoría conformada por la 
población travesti, transgénero y transexual (en adelante población trans o personas 
trans). Las personas trans, deben enfrentarse a un sinfín de problemas, de los cuales, 
para el tema del presente ensayo, se abordará el relacionado con sus documentos 
de identidad; específicamente, la credencial para votar. Esto se debe a que algunos 
de los datos personales asentados en dicho documento no coinciden con su iden-
tidad de género2 o expresión de género.3 Es decir, las personas trans, no existen 
jurídicamente o son consideradas personas indocumentadas en su propio país de 
origen.   

La credencial para votar fue concebida como la herramienta para que las perso-
nas, una vez cumplidos ciertos requisitos legales,4 pudiesen ejercer su derecho –y              
obligación– al voto,5 y así participar en la vida democrática del país. Pese a ello, y por   
curioso que resulte, la mayoría de las y los ciudadanos mexicanos le dan un uso di-
verso, por ejemplo, emplearla como el medio de identificación oficial por excelencia. 

Si bien no es la norma, la realización de ciertos trámites –tales como abrir una cuenta 
bancaria, celebrar un contrato o conseguir un empleo–, dependen de la presentación
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de esta credencial como el requisito de identificación imprescindible, eliminando, 
incluso, la opción de otros documentos como el pasaporte, credenciales de dere-
chohabientes o la cédula profesional, por ejemplo. De este modo, el pragmatismo se 
impone y la credencial para votar se convierte en la única identificación imaginable. 
Sirve a su propósito original tan solo cada tres o seis años, según la jornada electoral 
que corresponda. 

Dadas esas condiciones, resulta evidente la relevancia de dicho documento y la fre-
cuencia en su uso. En tanto que la credencial para votar exhibe datos personales6  
–que no necesariamente coinciden con la identidad o expresión de género de la por-
tadora o el portador–, dichos datos llegan a las manos y ojos de terceros, tales como 
el funcionariado público, las y los ciudadanos que participan en el desarrollo de las 
jornadas electorales, o bien, cuando es el caso, las personas a quienes se acude para 
realizar un trámite administrativo o contratar la prestación de bienes y servicios. 

Para más de alguna persona, una situación de ese tipo puede parecer ociosa o irre- 
levante. Pero para las personas trans, dicho procedimiento puede resultar altamente 
incómodo, al grado de convertirse en una odisea. No solo se ven obligadas y obliga-
dos a transparentar su privacidad, sino que también se vuelven vulnerables frente a 
actos discriminatorios de corte transfóbico, que van desde tratos denigrantes, negar-
les el servicio o hasta actos de violencia; ya sea que se trate del funcionariado público 
o de particulares. 

La propuesta –que se desarrolla más adelante–, consiste en que dicha situación po-
dría evitarse, en cierta medida, a través del ejercicio del derecho a la oposición de 
ciertos datos de carácter personal, los cuales son visibles en la credencial para votar. 
Estos son el sexo,7 la Clave Única de Registro de Población (CURP) e incluso la Clave 
de Elector y la Zona de Lectura Mecánica.

Asimismo, se propone rectificar la palabra «sexo» para sustituirla por «género», toda 
vez que existen personas que no se identifican física, psicológica, social o cultural-
mente con las categorías binarias de género masculino o femenino, por ejemplo, las 
personas intersexuales,8

6. Revisar el artículo 156 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 
7. Dicho dato, ya es optativo para toda la ciudadanía en general, desde el 19 de diciembre de 2018. 
8. Todas aquellas situaciones en las que la anatomía o fisiología sexual de una persona no se ajusta comple-

tamente a los estándares definidos para los dos sexos que culturalmente han sido asignados como mascu-
linos y femeninos. Existen diferentes estados y variaciones de intersexualidad. Es un término genérico, en 
lugar de una sola categoría. De esta manera, las características sexuales innatas en las personas con varia-
ciones intersexuales podrían corresponder en diferente grado a ambos sexos. La intersexualidad no siem-
pre es inmediatamente evidente al momento de nacer, algunas variaciones lo son hasta la pubertad o la 
adolescencia y otras no se pueden conocer sin exámenes médicos adicionales, pero pueden manifestarse 
en la anatomía sexual primaria o secundaria que es visible. Desde una perspectiva de derechos humanos, 
que alude al derecho a la identidad y al libre desarrollo de la personalidad, y a partir de la reivindicación de 
dicho concepto impulsada por los movimientos de personas intersexuales en el mundo, se considera que el 
término intersexual es el adecuado para su uso, rechazando el de hermafroditismo o pseudohermafroditis-
mo, usado hace algunos años en ámbitos médicos. CONAPRED, Glosario de la Diversidad Sexual, de Género 
y Características Sexuales, Ediciones CONAPRED, Ciudad de México, 2016, pp. 24 y 25. Consultado el 29 de 
abril de 2022, disponible en https://www.conapred.org.mx/documentos_cedoc/Glosario_TDSyG_WEB.pdf. 
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 queer9  o las muxhes10  de Oaxaca, México.

II. Buenas prácticas y medidas de inclusión de la autori-
dad administrativa federal electoral, para garantizar el 
ejercicio del derecho al voto a las personas trans

En algunas entidades federativas de México, ya es posible que las personas trans, 
mediante un trámite administrativo sencillo, puedan solicitar a los registros civiles el 
levantamiento de una nueva acta de nacimiento –rectificación de datos personales–, 
y pedir el resguardo del acta primigenia – oposición de datos personales–, como en 
la Ciudad de México, Michoacán, Nayarit, Sinaloa y Jalisco.  

Derivado de lo anterior, la autoridad electoral a nivel federal, en este caso el Instituto 
Nacional Electoral (en adelante INE), se dio a la tarea de capacitar y sensibilizar a su 
personal para que, cuando las personas trans, acudieran a los módulos de atención 
ciudadana, pudiesen realizar su homologación de documentos. Es decir, solicitar al 
INE la rectificación de sus datos personales, como el nombre y sexo, sin barreras y 
libres de discriminación.

Actualmente, para obtener la nueva credencial para votar con los datos rectificados, 
es necesario que las personas trans, lleven consigo: 

1) el acta de nacimiento, ya con los datos actualizados, para validar el nombre 
completo, fecha y lugar de nacimiento, corroborar que la persona ya tiene 18 
años y que sea ciudadana mexicana o ciudadano mexicano.

9. Las personas queer, son quienes no se identifican con el binarismo de género, son aquellas que además de 
no identificarse y rechazar el género socialmente asignado a su sexo de nacimiento, tampoco se identifican 
con el otro género o con alguno en particular. Dichas personas pueden manifestar, más que identidades 
fijas, expresiones y experiencias que: 1) se mueven entre un género y otro alternativamente; 2) se producen 
por la articulación de los dos géneros socialmente hegemónicos; 3) formulan nuevas alternativas de iden-
tidades, por lo que no habría, en sentido estricto, una transición que partiera de un sitio y buscara llegar al 
polo opuesto, como en el caso de las personas transexuales. Las personas queer usualmente no aceptan 
que se les denomine con las palabras existentes que hacen alusión a hombres y mujeres, por ejemplo, en 
casos como «todos» o «todas», «nosotros» o «nosotras», o profesiones u oficios (doctoras o doctores), entre 
otras situaciones; sino que demandan —en el caso del idioma español— que en dichas palabras, la última 
vocal (que hace referencia al género) se sustituya por las letras «e» o «x», por ejemplo, «todes» o «todxs», 
«nosotrxs», «doctorxs» “”, etc. CONAPRED, Glosario de la Diversidad Sexual, de Género y Características 
Sexuales, Ediciones CONAPRED, Ciudad de México, 2016, pp. 29 y 30. Consultado el 29 de abril de 2022, 
disponible en https://www.conapred.org.mx/documentos_cedoc/Glosario_TDSyG_WEB.pdf.   

10. Palabra, idea o concepto que proviene de los contextos indígenas y que es preexistente a las categorías 
modernas de homosexual, bisexual y trans, utilizadas en la actualidad. Arropa el término de hombre-fe-
menino con identidad genérica femenina. Dicha identidad genérica femenina se encuentra en las estruc-
turas del yo interior y en el imaginario de la estructura social del contexto cultural particular zapoteca del 
istmo de Tehuantepec, Oaxaca. Lo muxhe logra ser un tercer espacio donde se transita entre la corporali-
dad y la identidad, es decir, es el pensamiento zapoteca lo que ubica a la persona en una realidad concreta 
del ser otro. CONAPRED, Glosario de la Diversidad Sexual, de Género y Características Sexuales, Ediciones 
CONAPRED, Ciudad de México, 2016, p. 27. Consultado el 29 de abril de 2022, disponible en https://www.
conapred.org.mx/documentos_cedoc/Glosario_TDSyG_WEB.pdf.
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2) una identificación con fotografía, a fin de cotejar los datos necesarios en 
el punto anterior y que funciona, además, como un filtro para cerciorarse de 
que el documento que se exhibe sí le pertenece a la persona, previniendo así  
los posibles robos de identidad o fraudes electorales. Cabe señalar que dicho 
requisito puede ser reemplazado por dos testigos que vivan en el municipio 
donde reside la persona trans, los cuales firman bajo protesta de decir verdad, 
que conocen a la persona.

3) el último de los requisitos es un comprobante de domicilio, mismo que tiene 
como función la georreferenciación de la persona ciudadana en la sección elec-
toral que le corresponde, y que por lo tanto es esencial para la construcción 
del padrón electoral; así se tiene la certeza de dónde se debe acudir a emitir el 
sufragio durante la jornada electoral.11    

Esta acción afirmativa por parte del INE es, sin lugar a duda, un parteaguas en la vida 
democrática del país, al recaer en las personas el poder suficiente para tomar decisiones 
que sean aplicables a la comunidad en cuestión, y acatadas por sus miembros.12  De esa 
forma aumenta la presencia y participación de las personas trans en la toma de deci-
siones. Se trata, en pocas palabras, de un avance significativo y progresista.

Por otro lado, apenas en marzo de 2018, el INE aprobó el «protocolo para adoptar las 
medidas tendientes a garantizar a las personas trans el ejercicio del voto en igualdad 
de condiciones y sin discriminación, en todos los tipos de elección y mecanismos de 
participación ciudadana» (en adelante protocolo de actuación). 
  
En el citado protocolo de actuación, se establecen los mecanismos para incentivar el 
ejercicio al voto de las personas trans, tales como la difusión de información opor-
tuna y veraz, por diversos medios de comunicación; la elaboración y distribución de 
materiales didácticos para comunicar las nuevas disposiciones a las personas y al 
funcionariado público que participan en la jornada electoral; así como acciones de 
capacitación y sensibilización al funcionariado público, donde se les pide nombrar a 
todas las personas por los apellidos, y en caso, de que se repitan, por los apellidos y 
los nombres; esto aunado a la evidente prohibición de impedir el voto de las perso-
nas trans, cuando sus datos personales, tales como la fotografía, nombre o sexo, no 
coincidan con su identidad o expresión de género. 

Asimismo, se establecen procedimientos especiales para que, en caso de negati-
vas o protestas por parte de personas cuya presencia está autorizada en la casilla  

11. INE, Comisión Nacional de vigilancia, Acuerdo de la Comisión Nacional de Vigilancia, por el que se aprueban 
los medios de identificación para obtener la Credencial para Votar en territorio nacional. Acuerdo 1-ORD/12 
del 14 de diciembre de 2017.

12. CRESPO, J., "Fundamentos políticos de la rendición de cuentas", en Cultura de la Rendición de Cuentas. 
Núm. 1. México, 2001, Cámara de Diputados-Auditoría Superior de la Federación, p. 23.
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electoral, se puedan levantar quejas o incidencias.   

Sin lugar a duda, lo emprendido por el INE, abona a la democracia, pues el difundir 
información sobre los derechos que le asisten a las personas trans, por un lado, ayu-
da a combatir los estereotipos de género, los prejuicios y la transfobia.

Además, se empodera a la población trans, al darles visibilidad, reconociéndoles y  
respetándoles sus derechos político-electorales. Como lo señala la tratadista Ma-      
riana Cendejas, «la información en un Estado democrático se concibe como un bien 
de interés general necesario para la participación ciudadana en la democracia. Como 
tal, además de ser tutelado jurídicamente, debe ser prestado a todos los ciudadanos 
por los poderes públicos».13 

Al concretarse estas buenas prácticas y medidas de inclusión, se erigen como el re-
flejo de una responsabilidad política acorde a la elección y voto de confianza de las y 
los representados hacia sus representantes sociales. Dotados, estos últimos, de un 
poder neutro para gobernar, homologando todo su actuar en un interés social y no 
convalidando ninguna contradicción abierta a fines particulares; en específico, en las 
convicciones de transparencia, gobierno abierto e inclusión. Siendo este el fin central 
de un Estado de derecho como el mexicano, el cual oscila en la forma de gobierno 
democrático como el factor principal de un sistema equilibrado.14   

III. La agenda pendiente sobre los derechos a la pro-III. La agenda pendiente sobre los derechos a la pro-
tección de datos personales y la privacidad de las per-tección de datos personales y la privacidad de las per-
sonas transsonas trans

Aun así, pese a que el INE ha realizado acciones afirmativas para fomentar la parti- 
cipación e inclusión en la vida político-electoral a las personas trans, también se han 
descuidado otros factores y derechos igual de importantes, como la protección de 
datos personales y la privacidad.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación en México (en adelante SCJN), sostiene 
que: 

Las personas tienen derecho a gozar de un ámbito de protección de su exis-
tencia que quede reservado de la invasión y la mirada de los demás, que les 
concierna solo a ellos y les provea de condiciones adecuadas para el desplie- 
gue de su individualidad –para el desarrollo de su autonomía y libertad–.

13. CENDEJAS, M. "Derecho a la Información. Delimitación conceptual". En derecho comparado de la infor-
mación, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, México, 2010, p. 17.   

14. LATHROP, DANIEL y RUMA, LAUREN. Open Government: Collaboration, Transparency and Participation in 
practice, Sebastopol: O'Really Media, 2010, pp. 92-93.
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La misma idea puede describirse apelando al derecho de las personas a man-
tener fuera del conocimiento de los demás ciertas manifestaciones o dimen-
siones de su existencia, buscando que los demás no las invadan sin su consen-
timiento.15  

Por lo tanto, la vida privada implica poder conducir parte de la vida de uno, 
protegido de la mirada y las injerencias de los demás, y guardar conexiones de 
variado tipo con pretensiones más concretas que aque- llas reconocidas en los 
textos constitucionales como derechos conexos: el derecho de poder tomar 
libremente ciertas decisiones atinentes al propio plan de vida, el derecho a ver 
protegidas ciertas manifestaciones de integridad física y moral, el derecho al 
honor o reputación. Como también el derecho a no ser presentado bajo una 
falsa apariencia, a impedir la divulgación de ciertos hechos o la publicación no 
autorizada de cierto tipo de fotografías, la protección contra el espionaje, la 
protección contra el uso abusivo de las comunicaciones privadas, o la protec-
ción contra la divulgación de informaciones comunicadas o recibidas confiden-
cialmente por un particular.16 

Por su parte, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en adelan-
te CPEUM) reconoce en su artículo 6º el derecho a la información, pero al mismo 
tiempo señala como límite de este el derecho a la privacidad y a la protección de 
datos personales; específicamente en su apartado A, fracción II. Además, el artículo 
16 de la CPEUM, en su segundo párrafo, tutela el derecho a la protección de datos 
personales, al acceso, la rectificación, la cancelación y la oposición de los mismos (en 
adelante derechos ARCO). 

Ahora bien, la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Suje-
tos Obligados, en su artículo 3, punto 1, fracción IX, define: 

Datos personales: Cualquier información concerniente a una persona físi-
ca identificada o identificable. Se considera que una persona es identificable 
cuando su identidad pueda determinarse directa o indirectamente a través de 
cualquier información. 

Por su parte, el artículo 3, punto 1, fracción X, de la Ley General de Protección de 
Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, señala:

15. "SCJN, Derecho a la vida privada. Su contenido general y la importancia de no descontextualizar las re- 
ferencias a la misma", Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tesis 1ª CCXIIV/2009. Primera Sala, 
Novena Época. Consultado el 29 de abril de 2022.

16. Ibídem.
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Datos personales sensibles: Aquellos que se refieran a la esfera más íntima 
de su titular, o cuya utilización indebida pueda dar origen a discriminación o 
conlleve un riesgo grave para éste. De manera enunciativa más no limitativa, se 
consideran sensibles los datos personales que puedan revelar aspectos como 
origen racial o étnico, estado de salud presente o futuro, información genéti-
ca, creencias religiosas, filosóficas y morales, opiniones políticas y preferencia 
sexual.

De la última fracción se advierte, que la revelación de ciertos datos, pueden dar ori-
gen a discriminación o poner un riesgo grave al titular de los mismos. También, es-
tablece un catálogo de los datos que podrían encuadrar en dichos supuestos, y si 
bien, no se señala expresamente la orientación sexual, la identidad de género o la 
expresión de género, se deja la pauta para interpretar por analogía, al advertir «de 
manera enunciativa más no limitativa», que los tres datos señalados pueden equi-
pararse a la preferencia sexual. 

En virtud de lo anterior, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante 
Corte IDH), a través de la Opinión Consultiva 24 (OC-24/17),17  reiteró su jurispruden-
cia constante en el sentido de que:

La orientación sexual, la expresión y la identidad de género, son categorías pro-
tegidas por la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Por lo tanto, 
está prohibida cualquier norma, acto o práctica discriminatoria basada en es-
tas características de las personas. Afirmando que la falta de consenso interno 
en algunos países sobre el respeto pleno por los derechos de ciertos grupos o 
personas que se distinguen por su orientación sexual, su identidad de género 
o su expresión de género, reales o percibidas, no puede ser considerado como 
un argumento válido para negarles o restringirles sus derechos humanos o 
para perpetuar y reproducir la discriminación histórica y estructural que estos 
grupos o personas han sufrido.  

En otro orden de ideas, como se expresó en el capítulo anterior, algunas personas 
trans, pueden solicitar la rectificación y oposición de sus datos personales que obran 
en las oficinas de los registros civiles, mediante el levantamiento de una nueva acta 
de nacimiento y resguardando la primigenia.

17. CORTE IDH. Identidad de género, e igualdad y no discriminación a parejas del mismo sexo. Obligaciones 
estatales en relación con el cambio de nombre, la identidad de género, y los derechos derivados de un 
vínculo entre parejas del mismo sexo (interpretación y alcance de los artículos 1.1, 3, 7, 11.2, 13, 17, 18 y 
24, en relación con el artículo 1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión consultiva 
OC-24/17, del 24 de noviembre de 2017. Serie A, núm. 24.
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Sin embargo, como se advirtió, no en todas las entidades federativas se cuenta con 
una Ley de Identidad de Género (en adelante LIG), modificaciones a los reglamentos 
de los registros civiles o de sus códigos civiles, lo que a su vez ocasiona una serie de 
conflictos a las personas que buscan el reconocimiento de su identidad de género, 
mediante la homologación de sus documentos oficiales para que coincidan con su 
identidad o expresión de género reales o percibidas, y que de esta forma puedan 
existir jurídicamente.  

Por lo cual, las personas trans que residen en un estado que no cuenta con una LIG, 
se ven obligadas –en el mejor de los casos–, a salir de sus lugares de origen o resi-
dencia, para buscar en otra entidad federativa, el levantamiento de una nueva acta 
de nacimiento. Sin embargo, el calvario comienza cuando tienen que regresar a ho-
mologar el resto de sus documentos oficiales, que, dicho sea de paso, en su travesía 
tienen que llegar al INE, para solicitar la ya célebre credencial para votar, que además 
necesitarán como identificación oficial.

No obstante, en ocasiones se enfrentan con autoridades estatales que en la mayoría 
de los casos no cuentan con legislación que les permita el resguardo del acta de na-
cimiento primigenia, y en ocasiones se tienen que judicializar los procesos, mismos 
que deberían ser procedimientos administrativos, ocasionando, sin lugar a duda, más 
gastos económicos y revictimización a esta población en situación de vulnerabilidad. 

Pero ¿qué ocurre con las personas trans que, por diferentes factores, no pueden 
desplazarse de sus lugares de origen o residencia? Ya sea por falta de información, 
de oportunidades, de recursos económicos, o bien por las barreras legislativas, de 
género o burocráticas, traducidas en una discriminación interseccionada18 a la que 
deben sobajarse, día con día.

El INE y el personal a su cargo, deben desarrollar esta sensibilidad y concientización 
respecto a las personas trans, que por diversos motivos no puedan realizar la rec-
tificación y oposición de sus datos, traducidos en el levantamiento de una nueva 
acta de nacimiento y el resguardo de la primigenia, para así solicitar la expedición 
de una nueva credencial para votar. Derivado de esta problemática, las perso-
nas trans, podrán ejercitar sus derechos ARCO, particularmente el derecho de 
oposición a los datos personales del sexo, CURP y, en su caso, la Clave de Elector y 
la Zona de Lectura Mecánica, ante el Comité de Transparencia, por conducto de la 

18. Se entiende como discriminación interseccional, aquella que «atiende a la concurrencia simultánea de di-
versas causas de discriminación que pueden tener un efecto sinérgico, superior a la simple suma de varias 
formas de discriminación, y que combinadas generan un tipo particular de discriminación; categorías como 
las de sexo, género, raza, edad y pobreza, por ejemplo». Corte IDH, Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. 
Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costa. Sentencia del 31 de agosto de 2010, Serie C nº 216 y Caso 
Gonzales Lluy y otros Vs. Ecuador. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 1 
de septiembre del 2015, Serie C nº 298.
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Unidad de Transparencia del INE, o incluso esta autoridad administrativa federal po-
dría crear un procedimiento específico para logar tal fin. 

Toda vez que el sexo, por sí mismo, está evidenciando que dicho dato no concuerda 
con la identidad o expresión de género de la persona portadora de la credencial 
para votar; por otro lado, la CURP, la Clave de Elector y la Zona de Lectura Mecánica, 
se integran por datos personales como lo son el nombre, los apellidos, la fecha de 
nacimiento, el lugar de nacimiento y el sexo. 

Resulta necesario, recordar que la Comisión Interamericana de Derechos Hu-
manos (en adelante CIDH), aprobó y publicó el 12 de noviembre de 2015 el «In-
forme regional sobre la violencia perpetrada contra las personas lesbianas, gays, 
bisexuales, trans e intersexuales en América Latina». En dicho instrumento, se 
muestran los múltiples testimonios que se recogen y se enfoca la violencia contra 
las personas LGBTTTIQ+, como un fenómeno social, complejo y multifacético, y 
no solo como un hecho aislado o acto individual.

Muchos de los actos de violencia contra las personas LGBTTTIQ+, como se mues-
tran en el informe, se transmutan a crímenes de odio, comprendido mejor bajo el 
concepto de violencia por prejuicio motivada por las sexualidades e identidades no 
normativas. Las orientaciones e identidades sexuales diversas desafían las nociones 
fundamentales sobre el sexo, sexualidad y género heteronormativas. En este senti-
do, la violencia contra las personas LGBTTTIQ+, es utilizada para sancionar y deni-
grar a las personas que se ubican fuera de estos conceptos debido a su orientación            
sexual, identidad o expresión de género.

Por lo tanto, es necesario dramatizar el contexto social y legal en el cual, se enfrentan 
diariamente estas personas en los distintos puntos de América Latina, en atención al 
desarrollo pleno de su proyecto de vida, la protección de sus datos personales y su 
derecho a la privacidad, como lo es la concordancia sexo-genérica en sus documen-
tos de identidad.

IV. Propuestas para el debido reconocimiento y respe-
to de los derechos político-electorales, la protección 
de datos personales y la privacidad de las personas 
trans

El Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación (en adelante CONAPRED), ha 
definido el sexo y género, respectivamente, como:

Referencia a los cuerpos sexuados de las personas; esto es, a las 
características biológicas (genéticas, hormonales, anatómicas y 
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fisiológicas) a partir de las cuales las personas son clasificadas como machos o 
hembras de la especie humana al nacer, a quienes se nombra como hombres 
o mujeres, respectivamente.19  

Se refiere a los atributos que social, histórica, cultural, económica, política y 
geográficamente, entre otros, han sido asignados a los hombres y a las mu-
jeres. Se utiliza para referirse a las características que, social y culturalmente, 
han sido identificadas como ‘masculinas’ y ‘femeninas’, las cuales abarcan desde 
las funciones que históricamente se le han asignado a uno u otro sexo (proveer 
vs. cuidar), las actitudes que por lo general se les imputan (racionalidad, fortale-
za, asertividad vs. emotividad, solidaridad, paciencia), hasta las formas de vestir, 
caminar, hablar, pensar, sentir y relacionarse.20

Por su parte, el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protec-
ción de Datos Personales (en adelante INAI), así como sus homólogos locales, como 
el Instituto de Transparencia, Información Pública y Protección de Datos Personales 
del Estado de Jalisco (en adelante ITEI), han reiterado en sus criterios y pronuncia-
mientos, que la CURP es un dato personal y por lo tanto adquiere, por regla general, 
el carácter de confidencial, al señalar que:

La Clave Única de Registro de Población se integra por datos personales que 
sólo conciernen al particular titular de la misma, como lo son su nombre, ape- 
llidos, fecha de nacimiento, lugar de nacimiento y sexo. Dichos datos, consti-
tuyen información que distingue plenamente a una persona física del resto de 
los habitantes del país, por lo que la CURP está considerada como información 
confidencial.21

Además, claves como el Registro Federal de Contribuyentes, han sido reservados 
como información confidencial, por el INAI22  y el ITEI,23  bajo la misma línea mis-
ma línea argumentativa. Por lo tanto, por analogía, la Clave de Elector y la Zona de 

19. CONAPRED, Glosario de la Diversidad Sexual, de Género y Características Sexuales, Ediciones CONAPRED, 
Ciudad de México, 2016, p. 31. Consultado el 29 de abril de 2022, disponible en https://www.conapred.org.
mx/documentos_cedoc/Glosario_TDSyG_WEB.pdf. 

20. CONAPRED, Glosario de la Diversidad Sexual, de Género y Características Sexuales, Ediciones CONAPRED, 
Ciudad de México, 2016, p. 20. Consultado el 29 de abril de 2022, disponible en https://www.conapred.org.
mx/documentos_cedoc/Glosario_TDSyG_WEB.pdf .  

21. INAI, Criterio No. 18 del 2017: Clave Única de Registro de Población (CURP), Segunda Época, año 2017. Con-
sultado el 29 de abril de 2022, en: http://criteriosdeinterpretacion.inai.org.mx/Criterios/18-17.docx.

22. INAI, Criterio No. 19 del 2017: Registro Federal de Contribuyentes (RFC) de Personas Físicas, Segunda Épo-
ca, año 2017. Consultado el 29 de abril de 2022, en: http://criteriosdeinterpretacion.inai.org.mx/Criteri 
os/19-17.docx.

23. ITEI, Consulta Jurídica No. 5 del 2015: Sobre el Domicilio Fiscal y el RFC de las personas físicas con actividad 
empresarial registradas en el padrón de proveedores de dependencias, año 2015. Consultado el 29 de abril 
de 2022, en https://www.itei.org.mx/v3/documentos/art12-14/consultas/2015/consulta_juridica_05-15.pdf.
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Lectura Mecánica deben asumir la misma categoría de confidencial, puesto que se 
compone de datos como el sexo, y es evidente que está revelando información que 
ocasionaría un perjuicio a la persona.

En virtud de lo anterior, se propone que la CURP, la Clave de Elector y la Zona de 
Lectura Mecánica sean opcionales. Particularmente para las personas trans, el INE, 
debe realizar interpretaciones progresivas del derecho a la privacidad y la protección 
de datos personales, como lo ha hecho con otros datos de carácter personal, como 
el domicilio y, recientemente el sexo, y de esa forma atenderá su obligación de ge- 
nerar en cada momento histórico una mayor protección y garantía de los derechos 
humanos. Atendiendo así la constante evolución de las necesidades de todas las per-
sonas, prestando especial atención a aquellos grupos que se consideran prioritarios, 
como el caso que nos ocupa.

En otro orden de ideas, en relación con la fotografía, este es un dato personal que 
permite identificar plenamente a una persona. Sin embargo, dicho dato se encuentra 
íntimamente ligado con otro derecho humano autónomo, como lo es el derecho a la 
propia imagen. A este respecto, la Corte IDH ha establecido que:

El derecho a la identidad puede ser conceptualizado, en general, como el con-
junto de atributos y características que permiten la individualización de la per-
sona en sociedad y, en tal sentido, comprende varios derechos, según el sujeto 
de derechos de que se trate y las circunstancias del caso.24  

La doctrina define el derecho en cita como las características o rasgos físicos in-
herentes a la persona humana, ligados a su dignidad y que lo hacen identificable. 
Algunos autores afirman que el derecho a la propia imagen se integra, no solo por 
los rasgos del rostro, sino la constitución completa del cuerpo, la voz, el nombre y la 
firma. La imagen puede ser captada en dibujo, pintura, video, escultura, fotografía y 
hasta en caricatura, pero lo que hace característico a este derecho es que el titular 
tiene el poder para, por un lado, reproducir su imagen y, por otro, negarse a que la 
representación física de su persona sea utilizada por terceros.25

Por otro lado, el Aviso de Privacidad del Registro Federal de Electores  del INE,26 
en el apartado de datos que obran en el sistema, le da a la fotografía la cate-
goría de dato personal sensible, en virtud de que podría encuadrar en los su-
puestos de un dato que pone en peligro grave al titular o en un estado de 
discriminación, pues la imagen de la persona, en este caso, reproducida.   

24. CORTE IDH. Caso Gelman vs. Uruguay. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 
de febrero de 2011. Serie C No. 221. Párr. 122. [En línea]. Consultado el 29 de abril de 2022. Disponible en: 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_221_esp1.pdf.

25. DE LA PARRA, E., El derecho a la propia imagen, Tiran lo Blanch, México, 2017, p. 63.      
26. Disponible en: https://www.ine.mx/manifestacion-proteccion-datos-personales-del-registro-federal-electo 

res/.
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en la fotografía, está estrechamente ligada con el reconocimiento facial, datos 
biométricos, que se encuentran en el catálogo de datos personales sensibles

Para las personas trans, que no han podido homologar sus documentos, el dato 
de la fotografía cobra especial atención, toda vez que, como se ha señalado pre-
viamente, la imagen reproducida en el retrato, no necesariamente, coincide con 
los datos de nombre, sexo, CURP, Clave de Elector y Zona de Lectura Mecánica; de                             
acuerdo con los estándares sociales, históricos, y culturales que se le han asignado 
a los hombres o mujeres. Por lo tanto, el INE necesita atender esta particularidad de 
la población trans, por ejemplo, mediante la educación y sensibilización del personal 
que participa en las jornadas electorales, así como al personal administrativo de los 
módulos de atención. 

Se propone concientizarles sobre el hecho de que: 
La imagen, es aquel derecho de decidir, en forma libre, sobre la manera en que 
las personas eligen mostrarse frente a los demás; y que implica, por tanto, para 
el caso que nos ocupa, la identidad sexual, al ser la manera en que cada per-
sona se proyecta frente a sí y ante la sociedad desde su perspectiva sexual. No 
solo en cuanto a sus preferencias sexuales sino, primordialmente, en cuanto 
a cómo se percibe ella, con base en sus sentimientos y convicciones más pro-
fundos de pertenencia o no al sexo que legalmente le fue asignado al nacer.27 

Adicionalmente, el INE, podrá reconsiderar el uso de la fotografía en la credencial 
para votar, sobre todo para las personas trans, así como ocurre en el extranjero 
con documentos de identidad, títulos o grados universitarios sin fotografía, pudiendo 
echarse mano de las tecnologías de la información para buscar nuevas y mejores 
formas de autenticación.  

Resumiendo las propuestas concernientes al derecho a la oposición de ciertos datos 
personales por la población trans, en sus credenciales para votar, con el objeto de 
mitigar posibles vulneraciones a su privacidad, se destacan las siguientes: 

a)    Se propone que el INE, resignifique el término «sexo», y lo sustituya por 
«género», toda vez que algunas personas no necesariamente se identifican con 
los binomios hombre o mujer y demás construcciones sociales que rigen en la 
heteronormatividad; puesto que se ha evidenciado la existencia de un sinfín de 
manifestaciones relativas a la diversidad sexual de las personas, y cuyas identi-
dades o expresiones de género no coinciden con el sexo biológico asignado al 
nacer, como las personas trans, intersexuales, queers o muxhers.

27. SCJN, Derechos a la Intimidad, Propia Imagen, Identidad Personal y Sexual. Constituyen Derechos de Defen-
sa y Garantía Esencial para la Condición Humana, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tesis P. 
LXVII/2009. Pleno, Novena Época. Consultado el 29 de abril de 2022.
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b)    Existen personas trans, que por diversos motivos o factores no han podido 
homologar sus documentos de identidad. Por lo tanto, se sugiere que, en estos 
casos particulares, el INE se apoye en su Unidad de Transparencia, y en dado 
caso, en el Comité de Transparencia, para que, a través de test de proporciona-
lidad, se determine si la CURP, la Clave de Elector y la Zona de Lectura Mecáni-
ca –datos que evidencian el sexo biológico de la persona–, son susceptibles 
de omitirse y encriptarse en códigos QR, códigos de barras bidimensionales o 
unidimensionales o algún otro equivalente, como ocurrió recientemente con el 
dato de sexo,28  para que no sean visibles en la credencial para votar.    

c)    Se sensibilice y se eduque al personal administrativo, personas que par-
ticipan en la jornada electoral y a la ciudadanía en general, sobre el derecho 
a la imagen, así como el libre desarrollo de la personalidad vinculados a la 
identidad o expresión de género, a fin de dignificar a las personas trans, cuyas 
fotografías no coincidan con los nombres o sexos estampados en las creden-
ciales para votar. Asimismo, se propone que se concientice a las personas en 
cita para que, en la medida de lo posible, se dirijan hacia las personas trans, por 
el nombre social, ya sea a propuesta del servidor público que está atendiendo 
a la persona o cuando esta así lo solicite. Sin dejar de lado que esta puede ser 
una buena oportunidad para que el INE, determine si la fotografía, pueda ser 
susceptible de omitirse y reemplazarse por otra medida de autenticación.  

d)    Cabe señalar que será necesaria la participación activa de las y los ser-
vidores públicos del INE, en especial, la de las personas de los módulos de 
atención, para que, de acuerdo a las circunstancias, se les informe a las perso-
nas trans, sobre el posible derecho de omitir datos personales. 

Esto, debido a la frecuencia con que se acude a solicitar la credencial para votar 
o una reposición, por ejemplo, y el personal pregunta si se desea que el domi-
cilio se omita, pero pocas o nulas veces se informa la razón. Es decir, no se in-
forma que, a través del conocimiento del domicilio particular por un tercero, sin 
autorización, se podría obtener información sobre el lugar en el que se reside 
habitualmente y donde se llevan a cabo parte de las actividades personales, las 
cuales conciernen a la vida privada de todas las personas. Además, con dicho 
dato se le podría visitar para ofrecerle productos o servicios indeseados, o se 
podrían cometer delitos, como extorsiones, secuestros o hasta homicidios.

28.   INE, El ABC de la Credencial para Votar, México, 2019, p. 26. Consultado el 29 de abril de 2022, en: https://
www.ine.mx/wp-content/uploads/2019/12/ABC_CREDENCIAL2020.pdf.
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Derivado de lo anterior, la mayoría de las personas simplemente dan una              
respuesta para continuar con el trámite, sin prestarle mayor importancia, 
porque no tienen información que les ayude a tomar una mejor decisión. 

Con base en lo anterior, es evidente que el personal de atención debe brin-
dar una orientación clara e informada a las personas trans, ya sea que estas 
lo soliciten, o si la servidora o servidor público, identifica que se trata de una 
persona con necesidades especiales de protección. Para lo cual se actuará de 
buena fe, recordando que la información es un principio de la protección de 
datos personales.  

Si el INE, considera oportuno el omitir dichos datos personales en las credenciales 
para votar, el impacto a la privacidad de las personas trans, se vería reducido, toda 
vez que, como se apuntó al principio, el documento a lo largo de su vida útil, pasa 
por una gran cantidad de manos, ya sea como credencial para votar o como docu-
mento de identificación oficial. Sin lugar a duda, dichos ajustes razonables abonan 
en gran medida a la privacidad, a fin de no exponer innecesariamente, su condición 
sexo-genérica. Reiterando que «la sexualidad es un elemento esencial de la persona 
y de su psique, donde la autodeterminación sexual forma parte de ese ámbito propio 
y reservado de lo íntimo; la parte de la vida que se desea mantener fuera del alcance 
de terceros o del conocimiento público».29  

V. Conclusiones 

Es evidente la discriminación sistemática e interseccional a la que se enfrentan las 
personas trans, no solo en el ámbito público, sino también en el privado. Sus docu-
mentos, particularmente aquellos de identificación oficial (y los datos asentados en 
ellos), no coinciden, necesariamente, con su identidad o expresión de género.

Tal es el caso de la credencial para votar, que, para hacer uso de la misma, (ya sea 
para ejercer sus derechos político-electorales o bien solicitar un servicio público o 
privado), algunas personas trans prefieren privarse de él. Las más valientes se en-
frentan, pero lo hacen con el riesgo potencial de ser sobajadas o ridiculizadas. Otras, 
en cambio, se ven en la humillante necesidad de travestirse y comportarse de acuer-
do al sexo asignado al nacer, para evitar las burlas o actos indeseados por el funcio-
nariado público o particulares.  

29. SCJN, Derechos a la Intimidad, Propia Imagen, Identidad Personal y Sexual. Constituyen Derechos de Defen-
sa y Garantía Esencial para la Condición Humana, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tesis P. 
LXVII/2009, Pleno, Novena Época. Consultado el 29 de abril de 2022.



134

Por lo tanto, el INE debe realizar una interpretación progresiva de conformidad al 
artículo 1º, en relación con el artículo 16, ambos de la CPEUM, respecto al derecho a 
la protección de datos personales. En especial el derecho de oposición, y determinar, 
si los datos de la CURP, la Clave de Elector, la Zona de Lectura Mecánica y demás 
datos ligados con el sexo, de la persona pueden omitirse o encriptarse, para minimi-
zar, en la medida de lo posible, las vulneraciones a la privacidad de las personas. Ese 
ámbito reservado que las personas trans, necesitan dejar fuera de las injerencias de 
los demás. 

Si bien el INE, no puede rectificar el nombre, porque en principio le corresponde a 
la autoridad registral (autoridad administrativa), emitir el levantamiento y resguardo 
de acta de nacimiento, sí puede sensibilizar y educar a su personal, así como a la            
ciudadanía sobre el derecho que las personas trans, tienen de ser nombradas por su 
nombre social. Para algunas personas esto puede resultar escandaloso, pero no se 
debe perder de vista que el nombre jurídico sigue estando asentado en la credencial 
para votar, únicamente se le estaría llamando por un nombre con el cual la persona 
se sienta más cómoda o se identifique. Si se ha podido deshumanizar a las personas 
–y se ha tolerado–, al llamarlas por un número de lista de asistencia en las escuelas 
o por el número de cama en un hospital, no hay afectación en llamar por un nombre 
diferente al que aparece en la credencial para votar de una persona trans.   

Si se logran poner en marcha estas pequeñas acciones, se podría, de alguna manera, 
incentivar a las personas trans a acudir a las jornadas electorales con mayor con-        
fianza. Por ningún motivo se parte de la suposición de que no ocurre ese ejercicio del 
sufragio, sino del reconocimiento de una considerable barrera a la que se enfrenta 
esta población durante su ejercicio. Si bien es cierto que en el protocolo de actuación 
se establecen mecanismos para garantizar su derecho al voto, lo cierto es que tam-
bién podrían hacerles pasar un mal rato, al tener que ser expuestas públicamente 
sin necesidad. Situación que demerita su intención de hacer efectivos sus derechos 
político-electorales. 

Por supuesto, podría ocurrir que acuda a la jornada electoral una persona con los 
mismos apellidos, un pariente o un homónimo. Ante esa situación, las personas au-
torizadas para estar presentes en la casilla electoral, se verían obligadas a nombrar 
a la persona trans, por su nombre completo; podría pasar, además, que se le niegue 
su derecho al voto porque sus datos no coinciden con su identidad o expresión de 
género; aun cuando existe el procedimiento de queja o incidencia, para lograr la 
democracia participativa. Quizá la democracia tenga mucho que ganar, y la persona 
trans, mucho que perder, al arriesgar su privacidad y, en consecuencia, el más sagra-
do e inatacable de los derechos humanos: la dignidad.    
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Sin lugar a dudas, las autoridades como el INE, los organismos públicos locales elec-
torales, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación o los tribunales lo-
cales electorales, se han dado a la tarea de impulsar la participación ciudadana, en 
particular de los grupos en situación de vulnerabilidad.

Ejemplos de ello son las consultas realizadas a las comunidades indígenas y la tra-
ducción de ciertos documentos informativos o resoluciones judiciales, así como la 
búsqueda de la participación activa de la mujer en la vida pública y la toma de de-
cisiones; en ese orden de ideas, si para una mujer es sumamente complejo abrirse 
camino en una sociedad como la nuestra, para una mujer trans, es doblemente difí-
cil, en especial si literalmente es «invisible» jurídicamente. Por todo ello, la aplicación 
del criterio de la paridad de género integral es, sin lugar a dudas, una condición sine 
qua non, para la consolidación de un Estado de derecho.  
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Resumen
Las demandas feministas han influido 
en la reconfiguración de las demo- 
cracias latinoamericanas, a través de 
una crítica a las concepciones pree-             
minentes de democracia y ciudadanía, 
en la búsqueda de la materialización 
de sus demandas mediante el cambio                  
institucional y normativo de las normas 
político-electorales. El presente trabajo 
de investigación pretende saber ¿qué 
impacto ha tenido el feminismo en las 
ciudadanías latinoamericanas?, con un 
énfasis especial en los casos de Chile y 
México. La tesis fundamental del traba-
jo descansa en la idea que, a pesar de 
los cambios institucionales en ambas 
naciones, las mujeres aún no gozan de 
una ciudadanía plena, sobre todo en 
la dimensión política de ésta, en con-
traposición de las promesas igualitarias 
y libertarias que una democracia liberal 
requiere.

Abstract
Feminist claims had influenced the 
reconfiguration of Latin American de-
mocracies, mainly through a critique 
of the preeminent conceptions of de-
mocracy and citizenship, and in the 
search for the materialization of their 
demands through institutional and 
legal change of political and electoral 
rules. This manuscript aims to know 
precisely what impact feminism has 
had on Latin American citizenships? 
with a special emphasis on the cases 
of Chile and Mexico. The main argu-
ment of this work rests on the idea 
that despite the institutional changes 
in both nations, women still do not 
enjoy full citizenship, especially in the 
political dimension of it, in contrast to 
the egalitarian and libertarian promi- 
ses that a liberal democracy requires.
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I. Introducción
 
El desarrollo del enfoque feminista debe empujar a cuestionar las diversas fuentes 
de esta perspectiva y sus implicancias en la región, pues históricamente se ha obser-
vado una baja participación femenina en la actividad política debido principalmente 
a los obstáculos normativos, culturales y de género que han sufrido las mujeres en 
esta parte del planeta. Latinoamérica, tradicionalmente, es reconocida en otras re-
giones del mundo por la homogeneidad de su cultura debido; principalmente, a la 
tradición colonial hispana. Sin embargo, esta idea o visión acerca de América Latina 
obvia las diversas culturas originarias con sus propias cosmovisiones, así como su 
combinación con otras culturas en el proceso llamado mestizaje, lo que evidencia la 
complejidad de encerrar en un solo concepto a una región tan vasta y diversa.

Sin duda alguna puede hacerse una revisión sucinta acerca de aspectos generales de 
cada una de las diversas culturas que persisten en Latinoamérica, pero eso es mate-
ria u objeto de estudio de otras disciplinas o áreas de las Ciencias Sociales. Por tanto, 
debido a las limitaciones que esta reflexión enmarca, solo se puede señalar que, 
para averiguar, investigar y develar las respuestas relacionadas al feminismo, como 
fenómeno y como enfoque aplicado al estudio de la ciudadanía en América Latina, es 
altamente complejo considerar las diversas culturas originarias como homogéneas o 
invariables. El hacerlo sería un error metodológico y teórico. 

Frente a este problema, se debe considerar lo que plantea Maribel Ríos sobre el 
enfoque feminista en la epistemología y metodología de investigación en las Cien-
cias Sociales, quien sostiene que el enfoque feminista; particularmente el enfoque 
feminista crítico, persigue develar los mecanismos y dispositivos de orden social y 
patriarcal que posibilitan desigualdades de género entre hombres y mujeres, y con 
ello gestar nuevas relaciones, toma de conciencia y formas de emancipación. No 
obstante, el enfoque crítico considera que la intervención del investigador o la inves-
tigadora afecta al objeto de estudio, pues es una relación sujeto-objeto, a diferencia 
del enfoque del “punto de vista” donde se trabaja desde una perspectiva sujeto-su-
jeto, generando que ambas partes dialoguen, aprendan y transformen la realidad 
conjuntamente.3
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En consecuencia, considerando las necesidades de esta empresa, se debe optar por 
un enfoque y metodología que permita revisar el caso de América Latina y sus di-
versidades concentrándonos en sus semejanzas. Para ello se debe identificar carac-
terísticas como la estructura cultural heredada de la colonia española; o la vocación 
cristiano-católica que dice profesar cierta mayoría de la población;4 u otras carac-
terísticas como área del continente, clima, fronteras, por nombrar algunos ejemplos, 
que pueden permitir construir un debate bibliográfico entre las disciplinas de las 
Ciencias Sociales para develar las implicancias del problema de investigación.

Siguiendo lo anterior, cuando se utilizan las herramientas teórico-conceptuales del 
feminismo (además de ser un testimonio político) permite acceder a una perspectiva 
que posibilita un examen comparativo entre objetos de estudio en un caso comple-
jo como es el de Latinoamérica. Esto es así, porque un elemento característico de 
las sociedades civiles en los diferentes Estados americanos es su evidente sesgo de 
género.5

Otro concepto necesario de precisar teóricamente es el de ciudadanía. Se toma 
como base para la compresión dicho concepto desde la perspectiva propuesta por 
Hannah Arendt, quien plantea que la ciudadanía es un derecho fundamental de las 
personas, y que se fundamenta en el principio griego de la participación en el debate 
público para el “buen gobierno” de la ciudad. Es decir, Arendt plantea que la ciudada-
nía no solo es un vínculo jurídico con la comunidad, sino fundamentalmente político. 

Lo que Arendt plantea es concebir la ciudadanía como una relación que depende 
directamente de la soberanía y libertad de la comunidad política o Sociedad Civil a la 
que se pertenece. Sobreviene, por tanto, el deber de participar en las asambleas y 
debates en el foro público de la ciudad, encargarse de la administración de la ciudad 
(gobierno), dictar las normas y reglas para la convivencia en la ciudad y resolver los 
desacuerdos entre los miembros de la comunidad (labor jurisdiccional). 

Entonces, para ser ciudadano, uno debe pertenecer a una comunidad política libre, 
soberana, participar del gobierno, en los debates para la dictación de leyes y aplican-
do esas leyes en casos de desacuerdos al interior de la comunidad política.6  Desde 
la perspectiva de las labores domésticas y las relaciones de producción, Joaquín Fer-
mandois señala que para Arendt históricamente la economía de la esclavitud explica 
la posibilidad de los dueños de esclavos de ejercer la ciudadanía pues tenían a otros

4. Según datos de la CEPAL, gobiernos de los Estados americanos y otras instancias no gubernamentales 
internacionales publicadas en sus respectivos repositorios digitales. 

5. Gargallo, Francesca, “Fenimismo Latinoamericano”, en Revista Venezolana de Estudios de la Mujer, 2007.
6. Arendt, Hannah, citada en Fernandois, Joaquín, “Una pensadora para nuestro tiempo. El centenario de 

Hannah Arendt”, en  , pp. 169-177.
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sujetos, despojados de toda naturaleza humana (por tanto de libertad y ciudadanía) 
para el desarrollo de las actividades necesarias para la vida diaria, habilitando, de 
esta manera, a los esclavistas para participar de las discusiones y debates de la vida 
pública en la comunidad política.7

De esta descripción histórica de la sociedad esclavista, se desprende una característi-
ca implícita en la idea de democracia originaria o clásica, esa heredada de la gran 
Atenas, desde donde Arendt observa la realización de la ciudadanía, cual es que las 
actividades de la vida privada no deben ser obstáculo, y por ende quedan relegadas 
en segundo o tercer plano, para el desarrollo y participación en la vida pública. Tal 
como Aristóteles y Platón concibieron, para ser ciudadano era necesario participar y 
donarse a la vida pública, dejando los problemas domésticos para quienes no com-
prendieran lo fundamental para la vida en comunidad política de su participación en 
ella, con el principal objetivo de la mantención de la libertad de dicha comunidad.8 

Fijados los dos principales conceptos dentro de la pregunta de investigación, femi-
nismo y ciudadanía, es menester comprender un tercer concepto clave: Democracia. 
Se procede, en consecuencia, en hacer una breve revisión del concepto y el estado 
del debate en la disciplina dentro de la región. Se debe comprender, inicialmente, 
que la democracia es un concepto muy antiguo que, en el devenir de la historia de la 
humanidad, ha ido mutando y transformando su alcance y sentido originales, pero 
que no se traduce en la pérdida del sentido original del concepto; cual es el gobierno 
de la ciudad libre por sus propios ciudadanos.9

La democracia, como fenómeno social, político y como objeto de estudio ha sido, ge- 
neralmente, considerada como el sistema político ideal y que mejor adapta las necesi-
dades humanas sociales a las instituciones y normas porque hay una representación 
(o se intenta aquello) de las sensibilidades que existen dentro de una sociedad pues 
existe la posibilidad de postularse a representarlas en la asamblea (ekklesia), como 
asimismo organiza de forma aceptable las relaciones de poder que se desarrollan en 
su interior, principalmente frente al problema de organizar y establecer las estruc-
turas normativas con el concurso de todos quienes se encuentran habilitados para 
dicha labor, es decir, hombres mayores de edad, libres y ciudadanos.10 

7. Fernandois, Joaquin, op. cit., p. 40.
8. Para estos dos grandes filósofos de la antigüedad, la ciudadanía es parte de la vida de cualquier persona 

libre. En ese concepto, no entraban quienes debían ocuparse de las labores domésticas y productivas, 
generalmente ciudadanos libres pobres, extranjeros libres, las mujeres y los esclavos. Todas esas personas 
que se encontraban destinadas al Oikos (lo doméstico u orden interno) eran consideradas inferiores, se las 
llamaba Idions, es decir, ocupadas en sí mismas y, por tanto, fuera de lo considerado como político.

9. Dahl, Robert, On democracy (La democracia, una guía para ciudadanos) Madrid, Santillana, 1999, pp. 13-34, 
45-54.  

10. Del Águila, Rafael, “Los precursores de la idea de democracia: la democracia ateniense”, en Del Águila, Rafa-
el, et al., coord., Madrid, Alianza, pp. 16-21. En Atenas se consideraba que quienes participaban de la ekkle-
sia eran miembros libres y soberanos encargados del gobierno o administración de los asuntos públicos y 
de la dictación de las leyes o normas (nomoi), y por ende eran llamados ciudadanos, o sea, involucrados en 
los asuntos públicos (aquello que a todos concierne). 
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Fijado el marco teórico y desarrollada la discusión bibliográfica se procede a hacer 
una revisión crítica del concepto de ciudadanía que se observa en la tradición lati-
noamericana, particularmente a través de los casos de México y Chile, en específi-
co el estudio del impacto del feminismo en las instituciones y normas relativas a la               
ciudadanía y la democracia desde la perspectiva del debate entre el feminismo y las 
tensiones con la democracia liberal.

En la última parte del presente trabajo se presentarán los hallazgos y posterior-
mente las conclusiones y reflexiones finales donde se persigue plasmar las urgen-
cias y necesidades observadas, así como planteamientos de ideas para la profun-
dización de las medidas tendientes a la garantía de los derechos consagradas como 
un catálogo legal bajo la perspectiva de igualdad de género y protección efectiva a 
tales derechos.

II. Planteamiento del problema 

Luego de realizar la revisión y discusión bibliográfica para la construcción del marco 
conceptual, se arribó al siguiente cuestionamiento. 

• ¿Cómo ha impactado el feminismo a las instituciones democráticas de América 
Latina, en cuanto a la configuración del concepto de ciudadanía y al acceso 
efectivo de las mujeres al espacio público mediante el ejercicio de sus dere-
chos político-electorales?

◊ Presentación de los casos de México y Chile.

III. Hipótesis de investigación

Desarrolladas las reflexiones y la discusión bibliográfica iniciales, se procede a esta-
blecer la hipótesis de trabajo o investigación, la que se formula haciendo una primera 
revisión global de los puntos ya indicados, y que permiten crear una hoja de ruta 
para el devenir de la investigación.

La hipótesis de trabajo para esta investigación se plantea desde la reflexión crítica y 
considera que las instituciones y normas en América Latina se han visto presionadas 
por la emergencia de las demandas que la movilización política y social femenina, 
particularmente en México y Chile, han generado reformas estructurales al sistema 
político. Sin embargo, la legislación innovadora en materia de protección de las ga-
rantías constitucionales para las mujeres, la tipificación específica para el caso de 
muerte de una mujer provocada en contexto de relación o vínculo emocional con 
un hombre (femenicidio o femicidio), o la apertura de áreas de la economía y la pro-
ducción que aún permanecen vedadas a las mujeres por el solo hecho de ser tales.
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IV. Análisis conceptual: democracia, ciudadanía y        
feminismo

Para toda sociedad civil posmoderna los conceptos de democracia y ciudadanía son 
hasta naturales y obvios máxime si, en el inicio de la tercera década del siglo XXI, las 
movilizaciones sociales a nivel global vienen fuertemente marcadas por las reivin-
dicaciones feministas y por el impacto que está provocando la revolución digital en 
la vida de las personas, democratizando el acceso a información prácticamente de 
manera instantánea a millones de personas en diversas partes del planeta. Frente a 
esta situación los países de América Latina no se encuentran fuera de este contexto 
global que ha permitido revisar las ideas o nociones que se tienen acerca de ciudada-
nía o ser ciudadano de un determinado país, o acerca de cómo es percibida y defi- 
nida la democracia en cada una de estas naciones. La primera acción que se debe 
realizar, en consecuencia, es fijar los conceptos de democracia y posteriormente qué 
se entiende por ciudadanía.

A. La democracia 
Tratar de dilucidar el concepto de democracia puede constituirse en una tarea com-
pleja.11 Sin embargo, para efectos de contextualizar el debate sobre el voto y su obli- 
gatoriedad es necesario encargarse someramente del concepto y evolución de la de-
mocracia. El origen de la democracia se remonta a Grecia y Roma y se puede ubicar 
de una manera precisa en el año 507 a.C. en Atenas.12 
 
La democracia ateniense se caracterizó esencialmente por un gobierno directo ejer-
cido por la mayoría de los miembros del demos (conjunto de ciudadanos), inclu- 
yendo a los individuos más desposeídos. “La democracia ateniense se distinguió por 
la posibilidad de los ciudadanos en tomar la palabra en la Asamblea, decidir direc- 
tamente sobre la aprobación de las leyes de la polis y ocupar cargos públicos y de 
jurado”.13  

En Roma, en cambio, la democracia no tuvo una percepción positiva, sino más bien 
lo contrario. Los romanos se inclinaron por la república como forma de gobierno 
mixto, la cual incorporaba elementos monárquicos (cónsules), aristocráticos (Sena-
do) y democráticos (la participación popular en los comicios o asambleas), dejando 
con escasa o nula posibilidad de participar a las personas menos acaudaladas en las 
decisiones políticas.14 

11. Fierro, Jaime, La ciudadanía y sus límites, Santiago, Universitaria, 2017, p. 333.
12. Fernandois, Joaquin, op. Cit., p. 13; Fierro, Jaime, op. cit., p. 333.  
13. Honohan, Iseult, citada en Fierro, Jaime, op. cit., p. 60.
14.  Ibid., p. 337.
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Gran parte de la época medieval la democracia y la república (salvo las repúblicas ita- 
lianas) tuvieron escasas manifestaciones, ya que fueron opacadas en su mayor parte 
por el establecimiento y proliferación de regímenes monárquicos de gobierno.15

Fue con el nacimiento y consolidación del Estado liberal, a partir del siglo XVIII, que 
la protección legal de los derechos individuales, la libertad y la propiedad privada 
ante los abusos de los gobiernos tiránicos tuvo un mayor énfasis y la democracia 
“renació”. El progreso en buena parte del mundo había incluido un crecimiento de-
mográfico importante. Ante la seria dificultad en los Estados-nación modernos de 
mantener una democracia pura al estilo ateniense en la que los individuos delibera-
ban y tomaban las decisiones atingentes a la polis de manera directa es que nació la 
democracia liberal-representativa.16

La mutación de un tipo de democracia a otra “se debió al paso de una ciudad- Estado 
(polis) a los grandes Estados modernos con grandes poblaciones”.17  Para James Ma- 
dison, las diferencias entre una democracia pura o antigua y un gobierno democráti-
co representativo (al que llama república) son: en primer lugar, la delegación del go-
bierno, en el caso de la república, a un número pequeño de ciudadanos elegidos por 
los demás y, en segundo lugar, el gran número de ciudadanos y la mayor extensión 
territorial que el sistema republicano puede alcanzar. De este modo, la elección de 
los gobernantes por un cuerpo electoral se convirtió en uno de los rasgos esenciales 
de la democracia liberal-representativa.18

La consolidación del Estado liberal y la democracia con este apellido se concre-
taron, al menos en gran parte del mundo occidental, entre finales del siglo XIX 
y mitad del XX con el reconocimiento del sufragio universal,19 el cual tuvo como 
propósito “otorgar a los individuos la facultad de elegir representantes, en la for-
mación de la voluntad colectiva”.20 De este modo, “la democracia liberal-represen-
tativa se constituyó como un ideal que regula la convivencia humana”.21

Como se esbozó en el capítulo precedente, la democracia fue vista por el                                 
liberalismo con cierto temor y rechazo alimentados “por el temor a la denominada 

15. Fierro, Jaime, op. cit., p. 338.
16. Ídem. 
17. Bobbio, Norberto, Teoría general de la política, Madrid, Trotta, 2009, p. 409; Véase también Fierro, Jaime, 

op. cit., p. 338. 
18. Fierro, Jaime, op. cit., p. 83. 
19. |Ibid., pp. 337-338. 
20. Bobbio Norberto, Estado, gobierno y sociedad. Por una teoría general de la política, Ciudad de México, 

Fondo de Cultura Económica, 1989, p. 203. 
21. García, Elena, “El discurso liberal: democracia y representación”, en Del Águila, Rafael et al., coord., La de-

mocracia en sus textos, p. 116; Véase también Fierro, Jaime, op. cit., p. 339.  Para Giovanni Sartori, hoy la 
democracia es una abreviación que significa liberal-democracia, siendo la democracia liberal la única de-
mocracia que existe y merece ese nombre. Elementos de teoría política, Madrid, Alianza, 2005, p. 31; Véase 
también Fierro, Jaime, op. cit., p. 99.
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tiranía de la mayoría en el que nuevas mayorías, sustituían a viejos reyes y aristócra-
tas en la opresión a las minorías y, por otro lado, en el temor que, derivado de los 
bajos niveles educativos de las personas, la democracia ofreciera gobiernos medio-
cres”.22 

El liberalismo selló la paz con la democracia, y de ese compromiso salió la demo- 
cracia-liberal. Dicho compromiso englobó tres grandes temas: las decisiones del po- 
der político, el poder económico y la autoridad ética. Los liberales abandonaron sus 
esperanzas de monopolizar mediante una élite acaudalada y tecnocrática esas tres 
esferas, dando paso a la aceptación de la soberanía popular en cada una de ellas.

A cambio, las fuerzas populares o demócratas aceptaron la reglamentación liberal, 
la protección de la propiedad y el respeto de las elecciones personales.23  En otras 
palabras, la paradoja entre liberalismo y democracia fue resuelta mediante lo que 
hoy se conoce como democracia liberal. A través de ello, se optó por ensamblar las 
instituciones democráticas a principios liberales, es decir, proteger la libertad indivi- 
dual frente a las decisiones colectivas.24 

Derivado de la conjunción democracia – liberalismo y su producto, la democracia 
liberal, “el concepto de libertad se rodeó de dos conceptos adyacentes, bienestar e 
igualdad. Siendo así, la libertad pasó a implicar no sólo no interferencia, sino como 
un estado en el que se toman decisiones activamente. De este modo, la libertad no 
fue entendida simplemente una forma pasiva de ser, sino un estado dinámico de 
actuar”.25

 
En pocas palabras, en una democracia liberal-representativa los ciudadanos ejercen 
la soberanía popular votando a través de elecciones competitivas, libres, limpias y 
periódicas por quienes irán a gobernarlos, de forma que a estos les corresponderá, 
en el ejercicio de funciones, garantizarles a aquellos un conjunto de derechos y li- 
bertades. De este modo, “el poder es delegado por el pueblo a un número reducido 
de representantes, siendo las elecciones el mecanismo principal de rendición de 
cuentas y la fuente de legitimidad de la autoridad política”.26 

La democracia liberal, además de las características electorales y de gobierno po- 
pular señaladas anteriormente, aspiró en su génesis “a ser justa, tolerante, inclusiva, 
moderada y autocrítica, y a no consistir únicamente en el gobierno de la mayoría, 
sino a implicar un gobierno representativo pero responsable, limitado, con la consi- 
deración de un derecho a votar igual para todos y con atención al bienestar común”.27

22. Freeden, Michael, Liberalismo. Una introducción, Barcelona, Página Indómita, 2019, p. 62.
23. Fawcett, Edmund, Sueños y pesadillas liberales en el siglo XXI, Barcelona, Página Indómita, 2019, p. 84.
24. Fierro, Jaime, op. cit., p. 97.
25. Freeden, Michael, op. cit., p. 132. 
26. Heywood, citado en Fierro, Jaime, op. cit., pp. 340-341. 
27. Freeden, Michael, op. cit., p. 23.
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No obstante la apuntada transición en cuanto a la participación y ejercicio del poder 
político (de directa a representativa), la democracia sigue siendo entendida en buena 
medida como el gobierno del pueblo, o de la mayoría de este, sistema en el cual la 
protección de la igualdad y la libertad humana es un aspecto central28  y en el que la 
participación política cumple un papel fundamental, cuyo “principio rector es el de 
ciudadanía”.29 

En ese ápice, “la democracia liberal profundiza esta definición al añadir el                           
reconocimiento de la diversidad de perspectivas e intereses, como una sociedad en 
la cual todos sus miembros tengan igual libertad para realizar sus capacidades”,30 y 
se observa además “la existencia de mecanismos para garantizar que, dada esa di-
versidad, la mayoría no le ponga el pie encima a la minoría y vulnere sus derechos”,31 
por ejemplo, mediante la creación de instituciones contramayoritarias como los tri-
bunales constitucionales.32 

De este modo, se podría decir que el adjetivo liberal surgió como resultado del énfa-
sis sobre el reconocimiento y protección tanto de la libertad como de los derechos 
de los individuos frente al Estado y la mayoría y, el elemento representativo, de la im-
posibilidad de continuar practicando la democracia directa producto del crecimiento 
poblacional y territorial de los Estados, que imposibilitó la continuidad de la toma de 
decisiones colectivas de manera directa.

Como resultado de esa transición, la democracia en nuestros días está diseñada 
institucionalmente para conceder, reconocer y garantizar al individuo del goce de su 
libertad individual, así como de otras libertades y derechos, mediante la existencia 
de un Estado de Derecho, instituciones y órganos del Estado imparciales, sin la co-       
rrespondiente “demanda” de involucramiento y participación política en la configura-
ción de esta. En otras palabras, las libertades y derechos negativos se han encumbra-
do en el ideario de los valores políticos, en menoscabo de la libertad entendida como 
autogobierno cívico y en detrimento del ejercicio de los derechos democráticos.33 

28. Dahl, Robert, op. cit., p. 10; Sartori, Giovanni, op. cit., p. 29; Bobbio, Norberto, op. cit., p. 191. Si bien existe 
una distinción entre la democracia directa (o antigua) y la democracia liberal-representativa (moderna), 
para Tocqueville esa diferenciación no cobra mucho sentido cuando afirma: “A veces es el mismo pueblo 
quien hace las leyes, como en Atenas; otras veces son los diputados electos por sufragio universal, que lo 
representan y actúan en su nombre, bajo su vigilancia casi directa. Lo que cuenta es que el poder esté de 
hecho, directamente o por interpósita persona, en las manos del pueblo, que rija como “la ley de las leyes” 
el principio de soberanía popular, donde “la sociedad actúa por sí misma”, y “no existe poder fuera de ella 
y no hay alguien que ose concebir y sobre todo de buscarlo en otra parte” (Citado en Bobbio, Norberto, op. 
cit., pp. 212-213).

29. O’Donnell, Guillermo & Schmitter, Philippe, Transiciones desde un gobierno autoritario, Buenos Aires, 
Paidós, 1994, p. 21. 

30. Macpherson, Crawford, La democracia liberal y su época, Madrid, Alianza, 1977, p. 9.
31. Velasco, Andrés & Brieba, Daniel, Liberalismo en tiempos de cólera, Santiago, Debate, 2019, p. 13. 
32. Fierro, Jaime, op. cit., pp. 99-100. 
33. Recaséns-Siches, Luis, Tratado general de filosofía del derecho, Ciudad de México, Porrúa, 2013, pp. 600 y 

ss.
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B. La ciudadanía

Se puede definir a la ciudadanía como configuración de “un pacto de convivencia 
entre los individuos y la propia comunidad”.34 Para Juan Ramírez, la ciudadanía está 
constituida por 5 dimensiones: civil, social, política, económica y cultural. La dimen-
sión política consiste en los derechos y en las responsabilidades de asociación y de 
participación en el ejercicio del poder político.35 La concepción de ciudadanía, que 
de algún modo puede decirse prima en el presente, es aquella que considera a esta 
con la idea que los individuos son portadores de derechos, los cuales han de ser ga-
rantizados por el Estado y protegidos por la constitución y las leyes.36 No obstante, la 
ciudadanía no siempre fue entendida en esos términos.

El ciudadano en Grecia y Roma era definido “principalmente como un miembro de 
la comunidad política, la polis y la res publica respectivamente”.37  En Atenas, “la                
ciudadanía era entendida en la medida de la participación en la Asamblea, por ende, 
cada uno de los ciudadanos tenía el derecho y la obligación de participar en la vida 
de la polis”.38  En cambio, en Roma, “la ciudadanía era comprendida como un estatus 
legal de pertenencia a la comunidad definida por mandato legal, la cual comprendía 
un cúmulo de derechos reconocidos a los súbditos del Imperio”.39 De este modo, el 
concepto de ciudadanía en Roma pasó de ser concebido con un fuerte componente 
político (Atenas) a más bien una situación legal.40 

El debate más contemporáneo sobre el concepto de ciudadanía se enfrasca en bue-
na parte entre el liberalismo, como tradición intelectual predominante en la actua- 
lidad y el republicanismo. Para la tradición liberal, “la ciudadanía es entendida prin-
cipalmente como un estatus de pertenencia a una comunidad política en la que se 
ha de garantizar un conjunto de derechos a todos los ciudadanos por igual y reducir 
las responsabilidades al mínimo, teniendo estas una mención nula, o casi nula”.41  
En cambio, para la tradición republicana “la ciudadanía implica una relación de per- 
tenencia con una determinada comunidad política, una relación asegurada en térmi-
nos jurídicos, pero también denota una forma de participación activa en los asuntos 
públicos. Es decir, por un lado, supone una condición de estatus y, por otro, define 
una práctica política”.42

34. Carbonell, Miguel, Los derechos fundamentales en México, Ciudad de México, CNDH-UNAM, 2005, p. 26.
35. Ramírez, Juan, “Dimensiones constitutivas y ejes estructurales de la ciudadanía”, Estudios Políticos, 2012, 

pp. 11 y ss.
36.   Fierro, Jaime, op. cit., p. 57. 
37. Ibid., p. 58
38. Ibid., p. 60. 
39. Ibid., p. 67. 
40. Ibid., p. 93. 
41. Ibid., p. 329.
42. Velasco, Juan, “La noción republicana de ciudadanía y la diversidad cultural”, Isegoría, 2005, 193.
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La ciudadanía liberal se enfoca en el goce y reconocimiento de derechos, por encima 
de los deberes u obligaciones, ya que la tradición liberal tiende a ver las responsa- 
bilidades en la medida en que no son pactadas o elegidas libremente, por ejemplo, 
mediante un contrato o a través de un acto voluntario, como una restricción a la 
libertad de los individuos. Para los liberales, “las responsabilidades son vistas pre-
ponderantemente como situaciones jurídicas negativas de no hacer algo, antes que 
de hacer o dar algo, como votar o pagar impuestos”.43  

En cambio, la ciudadanía republicana es más abierta en aceptar caer sobre sí una 
serie de deberes u obligaciones (que se tienen para con la propia comunidad) que 
en medida corresponden a la titularidad de derechos con los que cuentan, siendo 
una de las principales responsabilidades y obligaciones, el participar políticamente 
en el espacio público.

Como bien sostiene Fierro: la participación en una comunidad política es una di-
mensión fundamental de la ciudadanía. El estatus de ciudadanía no se encuentra 
circunscrito por un modelo de libertades negativas que podamos reclamar como 
personas privadas. Antes bien, los derechos cívicos y políticos, particularmente los 
derechos de participación son libertades positivas, y solo a través de su ejercicio los 
ciudadanos pueden ser sujetos políticamente responsables en una comunidad de 
seres humanos libres e iguales.44 

C. El feminismo y su impacto en la democracia

El feminismo tiene tantas aristas o ramas, como intereses, disciplinas o ideologías  
existan, por lo que se debe establecer con precisión el punto de vista o perspectiva 
de género sobre el cual se van a establecer el observador social para iniciar su labor 
de develar las respuestas a los cuestionamientos que se realiza para tensionar el 
objeto de estudio que se desea explicar, describir, comparar, etcétera. 

Por lo anteriormente expuesto, es menester señalar qué se entiende por feminismo, 
y no solo de forma general, sino fundamentalmente qué se entiende por feminismo 
desde la mirada latinoamericana. En consecuencia, se debe señalar o fijar el con-
cepto general o universalmente conocido y desarrollado, para luego transitar a la 
perspectiva regional.

Norma Blazquez Graf plantea que el feminismo como enfoque epistemológico de 
género encuentra sus raíces en la década de 1970, comenzando con la perspectiva 
crítica a la ciencia en general, identificándose dos puntos invariables en las diversas 
posiciones feministas.

43.   Fierro, Jaime, op. cit., p. 159.
44.   Ibid., p. 318. 
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• El género, en interacción con otras categorías (etnia, clase, edad, preferencia se- 
xual), es un organizador clave de la vida social; y

• La necesidad actuar para que esa vida o mundo social sea más equitativo. Por 
ello es que uno de los compromisos centrales del feminismo es el cambio en par-
ticular para las mujeres, pero también el cambio social progresivo en general.45

Esta definición del feminismo epistemológico es un acercamiento hacia un concepto 
más político o politológico, si se prefiere, en el que se plantea o reivindica el espacio 
de las mujeres como la mitad de la población con el derecho a la mitad de la repre-
sentación y participación política, como la propuesta de establecer cuotas de género 
para los cargos de elección popular.46 Es decir, desde una perspectiva política, el fe- 
minismo se ve influenciado por muchas variables desde siempre, en específico como 
el Estado, la democracia, el liberalismo o la democracia liberal, por ejemplo. 

Anne Phillips, desde su perspectiva crítica respecto a la confección de las sociedades 
democráticas actuales se ha encargado de exponer las limitaciones u obstáculos que 
tanto la democracia como la democracia liberal presentan y han presentado para 
lograr constituir una sociedad más igualitaria y justa para el feminismo. Algunos de 
los principales cuestionamientos hacia la democracia liberal que aporta la señalada 
autora, los cuales se extraen esencialmente de su trabajo titulado: ¿Qué tiene de 
malo la democracia liberal? del año 1998, son: 

• La idea de un individualismo abstracto y la representación política de las mujeres; 
• La marcada distinción entre los espacios público y privado; 
• La participación política de las mujeres, y 
• La participación política de las mujeres en temas de mujeres.

Estas cuatro críticas a la democracia liberal plantean que el sistema político democráti-
co no era la mejor forma desarrollada de organización civil, pues mantenía sesgos, 
obstáculos y exclusiones por género que contravienen los principales pilares dog-
máticos del propio liberalismo: Libertad, igualdad, fraternidad.

En el primer cuestionamiento, señala que la extensión del sufragio a las mujeres no 
es suficiente para sostener una neutralidad de género e igualdad de derechos bajo 
una democracia de corte liberal. La igualdad formal de oportunidades reconocida a 
todos los individuos que defiende el liberalismo genera una fricción con los que en-
fatizan la importancia de la adopción de medidas de discriminación positiva en aras 
de contribuir a que las mujeres cuenten con una mejor representación.

45. Blazquez, Norma, “Epistemología feminista: Temas centrales”, en Blazquez, Norma et al., op. cit., p. 22. 
46. Las cuotas de género son una propuesta desarrollada desde el enfoque de género para lograr garantizar un 

piso mínimo a un género, en este caso las mujeres, para que accedan efectivamente a cargos de elección 
popular. 
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En la distinción entre lo público y privado, argumenta que el liberalismo es particu-
larmente permeable al género, y la distinción que establece entre las esferas pública 
y privada está especialmente bien adaptada para mantener la subordinación política 
de las mujeres.

Para Phillips, la democracia no es únicamente una forma de gobierno en la que se 
toman decisiones públicas, sino también una forma de organización social que in-
cluye el ámbito privado y familiar, en los que las mujeres constantemente se han 
encontrado a sí mismas en una poco convincente combinación de igualdad pública y 
subordinación privada. Una democracia “generizada” tiene que cuestionar y subver-
tir esta división.47 

Respecto a la participación política de las mujeres, para Phillips es claro que la par-
ticipación política femenina en su vertiente electoral es insuficiente para garantizar 
una participación política justa e igualitaria. La participación política de las mujeres se 
debe extender más allá del hecho de tomar una papeleta y marcar una opción políti-
ca cada determinado tiempo en una elección, sino que, además las mujeres deben 
ser tomadas en cuenta en otros contextos públicos, como al interior de los partidos 
políticos, en organizaciones cívicas formales e informales, con el propósito último de 
que sus intereses sean escuchados, defendidos y protegidos de una manera más 
integral.

En su cuarta crítica a la democracia liberal resulta para Phillips poco asimilable y, 
hasta cierto punto alejado de una lógica básica, el hecho que las mujeres no tengan 
una injerencia directa y proporcional en los temas que atañen cuestiones inherentes 
a ellas. Para remediar lo anterior, propone fundamentalmente dos opciones (la pri-
mera por encima de la segunda), las cuales son:

1. Que los órganos legislativos estén compuestos de manera proporcional, es decir, 
que cada grupo esté correcta y justamente representado; y 

2. Que al menos las mujeres puedan intervenir u opinar en los asuntos que invo-
lucren sus derechos con una fuerza suficiente para influir, previo a la toma de 
decisiones.

Atendiendo esas críticas, en consecuencia, puede sostenerse que la democracia li- 
beral, al garantizar los mismos derechos a todas las personas; independientemente 
de su sexo, encontró un punto de convergencia con el movimiento feminista que en 
su momento reclamó principalmente el derecho político de votar, y que pugnaba por 
un trato igual ante la ley entre hombres y mujeres.

47. Phillips, Anne, “Democracia y feminismo ¿Y qué tiene de malo la democracia liberal?”, en Del Águila, Rafael, 
et al, op. cit., pp. 319-339.
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Sin embargo, esa neutralidad de género ha fungido como una barrera para el reco- 
nocimiento de la identidad y la diferencia entre hombres y mujeres que obstruye, 
además, la consecución de los ideales feministas acerca del reconocimiento de su 
identidad como grupo históricamente oprimido y la erradicación de las causas y efec-
tos de esa opresión.

Los ideales liberales (individualismo abstracto, neutralidad de género, división de los 
ámbitos público y privado) y las falencias de la democracia liberal (subrepresentación 
de las mujeres en los órganos legislativos, falta de espacios de participación política 
y su menor voz política para incidir en asuntos que atañen precisamente sus dere-
chos), impiden la participación integral y la representación proporcional y justa de las 
mujeres en la vida pública. 

La idea de la adopción de una democracia consocional48  y de la utilización de me-
canismos de discriminación positiva podrían contribuir a mitigar esas desigual-
dades e injusticias, con el afán máximo de llegar a una sociedad verdaderamente 
democrática en la que la gente se apoya entre sí con mutuo respeto y en la que todas 
las relaciones, no importa lo pequeño o íntimo del contexto, están impregnadas del 
principio de que cada persona tiene igual peso.49  

La adopción de ciertas medidas institucionales que beneficien la voz y participación 
políticas de las mujeres deben ser vistas como herramientas “transitorias” o de “cor-
to plazo”, ya que la sociedad y democracia ideal serían aquellas en las cuales, tanto 
mujeres como hombres, en los espacios público y  privado, gozan de una igualdad 
y libertad plenas directamente proporcionales entre sí, pero no por el hecho del 
acatamiento de normas que obliguen a respetar determinadas prácticas de discri- 
minación positiva, sino por el pleno convencimiento de los individuos que componen 
la sociedad, que los valores igualitarios son la base para alcanzar una sociedad justa.

V. Feminismo, democracia y ciudadanía en América 
Latina. Los casos de Chile y México 

Como se ha venido desarrollando el argumento respecto a lo que se conoce o con-
ceptualiza en América Latina sobre ciudadanía dependerá de múltiples variables, 
desde idiosincrasia, historia, cultura, hábitos, en definitiva, a cada aspecto subjetivo, 
cultural y propio de cada nación miembro de esta región del planeta.

48. Una alternativa que propone Phillips, para hacer que la representación política de las mujeres en los ór-
ganos legislativos sea más justa e igualitaria es la idea de adoptar las características de una democracia 
consocional. En ese sentido expresa que las prácticas de una democracia de este tipo son las que más se 
aproximan a un adecuado reconocimiento de grupos y crean protección para los que son considerados los 
grupos sociales clave.

49. Phillips, Anne, en Del Águila, Rafael, op. cit., 331.
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Por tal motivo, y en virtud de las constricciones propias de una revisión como esta, 
es que se decidió realizar una revisión general de los conceptos, nociones y variables 
que se encuentran en juego, para luego considerar que una buena manera de re-
flexionar sobre el problema de investigación era haciéndolo desde las experiencias 
nacionales de Chile y México. Países ambos de la región, con altos contrastes entre 
sí50 pero también con similitudes importantes en materia cultural, con importante 
población mestiza y originaria, alta desigualdad social, con una tradición normativa 
e institucional heredada del pasado colonial español, u otros como su desempeño 
económico,51 entre las más importantes. 

En consecuencia, se considera para el análisis de este trabajo la semejanza institucio-
nal para la definición de los conceptos que se han presentado en el desarrollo del 
presente argumento. Para lo anterior se considera la definición sobre institucionali-
dad planteada por Eduardo Torres, quien señala que, a pesar de la falta de un con-
cepto consolidado, desde el nuevo institucionalismo se plantea que las instituciones 
son organizaciones que han logrado un determinado estado que les permite generar 
o desarrollar e imponer patrones de conducta, las que pueden ser analizadas de for-
ma separada de los individuos que integran una determinada sociedad.52  Y es eso lo 
que se observa para los casos planteados.

Por tanto, observando los casos presentados, las estructuras institucionales y nor-
mativas de los Estados mexicano y chileno, presentan grandes falencias para la ga-
rantía del ejercicio de la ciudadanía por parte de las mujeres que desde la segunda 
ola feminista de las décadas de 1970-1980 impulsó los derechos civiles de las mu-
jeres frente los regímenes autoritarios en América Latina, en un contexto mucho más 
desfavorable para las mujeres por la violencia y represión de sus cuerpos por parte 
del Estado.53  

A. La democracia en Chile y México. El desafío de romper con los 
amarres autoritarios

50. Chile es un Estado unitario y de baja densidad poblacional, mientras México tiene una estructura federal y 
con mayor cantidad de habitantes y territorio. Ambas naciones presentan una marcada diferencia en varios 
ámbitos, pero también presentan similitudes en cuanto a población indígena y mestiza, en su pasado colo-
nial del imperio español, por lo que comparten rasgos tanto culturales como en organización institucional 
en ambas naciones. 

51. Según Statista, Chile presentó en 2018 un PIB per cápita de USD$ 15.923,36 ocupando el 8vo lugar, mientras 
que México presentó en el mismo indicador un desempeño de USD$ 9.698,08 quedando 14° en la clasifi-
cación, mientras que el mismo sitio indicó que midiendo lo producido por el país (PIB) en 2018 México ocu-
pa el 2° lugar con un ingreso de USD$ 1.2 billones en la región detrás de Brasil, mientras que Chile ocupó el 
4° lugar con USD$ 298.230.000.000. 

52. Torres, Eduardo, “El nuevo institucionalismo: ¿hacia un nuevo paradigma?”, en Estudios Políticos, p. 125.
53. Matos, Marlise & Paradis, Clarisse, “Los feminismos latinoamericanos y su compleja relación con el Estado: 

debates actuales”, en Revista de Ciencias Sociales Ícono. 
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Cuando se establecen los conceptos de democracia, ciudadanía y feminismo para el 
caso de Latinoamérica, se debe considerar que los países en su mayoría sufrieron la 
invasión y colonización desde Europa, principalmente de españoles y portugueses, 
pero también en menor medida por ingleses, franceses y holandeses, por lo que no 
sorprende que la mayoría de estas naciones presente instituciones fuertemente in-
fluidas por las estructuras normativas e institucionales de estas naciones colonialis-
tas.

En la situación de Chile, la democracia es un concepto que se encuentra marcado por 
la tendencia histórica de presentar una democracia con episodios de baja o alta in-
tensidad, incluso con interrupciones o quiebres democráticos en varios episodios en 
su historia donde el más reciente ocurrió en 1973, desembocando en una dictadura 
cívico-militar que impuso una institucionalidad neoliberal y un Estado subsidiario, 
relativamente incapaz de resolver urgencias y otras demandas, que actualmente se 
encuentra muy deslegitimada, debido a las movilizaciones sociales que presionan 
por cambio institucional.

Para el caso mexicano la definición de democracia viene precedida por una parti- 
cular historia. La experiencia autoritaria mexicana, siguiendo a Cuauhtémoc López 
ha sido catalogada como un caso sui generis en los estudios sobre regímenes de                   
gobierno no democráticos. La nación mexicana vivió de 1929 a 2000 bajo la hege-
monía de un partido político, artífice de un completo entramado institucional, creado 
para el mantenimiento del poder, plagado de prácticas e instituciones no democráti-
cas que, según este autor, es el legado más determinante y dañino para el concepto 
de democracia mexicana. Según Sartori, el sistema político mexicano durante esta 
etapa fue catalogado como un sistema no democrático, debido a la inexistencia de 
una competencia electoral justa y competitiva entre diversos partidos políticos. En el 
mejor de los casos, el caso mexicano es asemejado a una democracia imperfecta, a 
una sociedad parcialmente libre, con un débil estado de derecho. 

Observando lo anterior, tanto los casos de Chile y México presentan aspectos             
particulares que impiden señalar que sus sistemas políticos democráticos no son del 
todo “perfectamente democráticos”, sino que existen tradiciones, costumbres y nor-
mas de raíz autoritaria que impiden señalar a las experiencias de estos dos países 
latinoamericanos como democracias perfectas, desde la perspectiva de López.54 

Teniendo presente esta “tradición” autoritaria tanto en el caso chileno como mexi-
cano, que impiden un desarrollo profundo tanto de sus propias democracias como 
la garantía de ciudadanía plena a las mujeres, es que se observa uno de los desafíos

54.   López, Cuauhtémoc, “México: de la dictadura perfecta a la democracia imperfecta”, en Doxa, pp. 150 y ss. 
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más complejos que se presentan en este íter por el reconocimiento y pleno respeto 
del ejercicio democrático y ciudadano de las mujeres, tanto en la región; en general, 
como en los casos específicos revisados, viene dado por la perseverancia de las pro-
pias mujeres en su lucha, impulsadas principalmente por la tercera ola feminista en 
la región durante la década.55

Esta tercera ola feminista que plantean Matos y Paradis, se caracteriza por el retro-
ceso del Estado en muchas áreas de la economía y la productividad con la imple-
mentación de políticas neoliberales, con focalización del gasto fiscal e ingreso del 
mercado como regulador o mediador de las relaciones sociales, pero que generó la 
incapacidad de crear las bases sustentables para reproducir la estabilidad económi-
ca, además de provocar una gran concentración del ingreso y el abandono del desa- 
rrollo nacional por la estabilidad financiera.56

Este vaciamiento del rol social del Estado debió ser colmado con la participación de 
ONG feministas para la asistencia a las mujeres, quienes ya se encontraban en una 
situación de precariedad, aunque atenuada anteriormente con la intervención del 
Estado asistencialista o de compromiso que existió previamente en las Américas y 
que fuera reformado por las políticas neoliberales.57

Pero no todo fue oscuro para las mujeres durante esta época. Este período coincide 
con la ola democratizadora en América Latina durante las décadas de 1980 y 1990. 
Se redactaron nuevas Constituciones o se implementaron reformas que recogían 
parte de las demandas feministas de igualdad de género y mayor participación políti-
ca, así como políticas policiales especializadas en las necesidades femeninas, leyes 
de cuotas de género para la representación política femenina, y la implementación 
de los mecanismos institucionales de las mujeres (MIM) en toda la región, esfuerzos 
todos que no necesariamente significó una implementación efectiva, y a veces “par-
cial y selectiva”.58

Para inicios del siglo XXI, el feminismo latinoamericano enfrenta el nuevo milenio con 
el desafío de articular un movimiento fraccionado, principalmente entre las “insti-
tucionalizadas” y las “autónomas”, y estas últimas fraccionadas en diversos grupos y 
pequeños movimientos políticos feministas, con acento en la crítica al neoliberalismo 
uniéndose a otros movimientos sociales para las demandas impulsadas por los gru-
pos antiglobalización y el Foro Social Mundial.59

55. Matos, Marlise & Paradis, Clarisse, op, cit., pp. 95-96.
56. Ibid., 96. 
57. Álvarez, citado en Matos, Marlise & Paradis, Clarisse, op, cit., p. 97.
58. Ibid., 98
59. Matos, Marlise & Paradis, Clarisse, op, cit., p. 98.
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Ya para la segunda década del siglo XX, el feminismo latinoamericano ha transitado, 
según Matos hacia una cuarta ola, donde el feminismo ya no solo es un movimien-
to político y social, sino se ha consolidado como un “campo” feminista y de género, 
donde hay diversas fuerzas heterogéneas entre sí, que persiguen una transversa-   
lización del conocimiento y de la demanda los derechos humanos, y una justicia so-
cial pautada desde y por las mujeres,60 para el reconocimiento cabal de lo propuesto 
por Hannah Arendt que en lo político radica la pluralidad de la humanidad61 y, por 
ende, su libertad y ciudadanía.62 

B. La ciudadanía de segunda clase

Con el antecedente que las democracias de Chile y México presentan imperfecciones 
y deben lidiar con toda la herencia autoritaria de sus instituciones, el panorama y el 
diagnóstico no es el mejor o positivo si se comienza a evaluar las respectivas demo- 
cracias por su desempeño en garantizar la participación y competencia libre a toda 
la ciudadanía. 

Lo anterior se debe principalmente por el bajo número de mujeres en altos cargos 
directivos en empresas públicas y privadas, pero peor aún en los escaños, así como 
puede evidenciarse; por ejemplo, en la baja participación femenina de actividades 
político-partidistas, en el acceso a escaños en sus respectivas asambleas o, inclusive, 
en acceder a altos cargos en directorios de empresas, donde ambas naciones mues-
tran niveles de subrepresentación.

Según datos aportados por Ríos & Villar, en América Latina el promedio de partici-
pación femenina en los órganos legislativos de la región llegó al 21,6 % del total de 
escaños, que si se compara con los países nórdicos (40,8 % del total de escaños), 
por ejemplo, es muy baja.63 Estos autores muestran, además, que la participación 
femenina en el legislativo mexicano llegó al 25 % a la fecha, mientras que, para el 
caso chileno, las mujeres solo lograron obtener el 12,7 % de los escaños, menos de la 
mitad de los asientos que las mujeres en México obtuvieron, y casi 6 puntos menos 
que el promedio de la región, quedando la nación norteamericana en el cuarto pues-
to, mientras que el país sudamericano queda ubicado en puesto 15° de 20 naciones 
analizadas.

60. Ibid., 99. 
61. Si bien la autora originalmente utiliza expresión “hombres”, en el espíritu de su declaración se encierra a la 

humanidad en sus géneros, pues la base de su propuesta es la diversidad de existencias y pensamientos, 
en ocasión de la reunión en la palabra (asamblea) entre iguales. 

62. Fernandois, Joaquín, op. cit., pp. 282-283. 
63. Ríos, Marcela & Villar, Andrés, Cuotas de género: democracia y representación, Santiago, IDEA-FLACSO-

Chile, 2006, pp. 11-13.
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Esta evidencia de la baja participación ciudadana y política de las mujeres es 
una, de viarias muestras empíricas del incumplimiento de la democracia liberal, 
pero sobre todo del andamiaje constitucional chileno y mexicano respectivamente, 
acerca del acceso universal garantizado a toda la ciudadanía de participar en la toma 
de decisión de los asuntos públicos del Estado. Esta es una de las primeras querellas 
que el feminismo ha planteado a la democracia liberal latinoamericana. 

Cabe mencionar, para hacer más patente el incumplimiento de la democracia y la 
ciudadanía con las mujeres, que en el caso chileno el voto femenino estuvo vedado 
hasta 1934, cuando se habilitó a las mujeres para votar en las elecciones municipales 
y que 18 años después fueron completamente habilitadas como ciudadanas con 
derecho a voto para las elecciones presidenciales y legislativas de 1952. En México la 
suerte para las mujeres no fue muy diferente. Mantenidas al margen de toda activi-
dad política y decisional, no fue hasta julio de 1955 que las mujeres pudieron votar, 
gracias a las reformas promulgadas por el presidente Adolfo Ruiz Cortines en 1953, 
impulsadas desde luego por el empuje feminista, los movimientos sociales en favor 
de la igualdad de géneros y las tendencias internacionales más proteccionistas. 

Actualmente en México la participación ciudadana femenina ha aumentado consi- 
derablemente desde que las mujeres pudieron votar por primera vez hace ya varias 
décadas. Sin embargo, respecto al voto en su sentido pasivo, entendido como la 
capacidad de ser electo para ocupar un cargo de elección popular, hasta el 2019 úni-
camente nueve mujeres habían sido electas como gobernadoras de alguna entidad 
federativa en la historia democrática del país,64 hoy ese número ha incrementado a 
un todavía no muy deseable número de catorce. Esta desigual participación política 
no coindice con el porcentaje de mujeres que acuden a las urnas a votar en las elec-
ciones, las cuales participan en igual o mayor medida con los hombres.65 

En cuanto a la accesibilidad de las mujeres a ser designadas para ocupar cargos pú-
blicos de alta jerarquía, es de destacar que en 2020 solo un 36,8 % de las mujeres 
logró encabezar una secretaría de Estado, o que del total de ministros y ministras de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación únicamente el 18,18 % son mujeres (INMu-
jeres, 2020). Es de resaltar también que la nueva administración federal que inició en 
2021 vio por primera vez un gabinete muy cercano a una perfecta paridad de géne-
ro, mientras que la Suprema Corte ha incrementado también el número de mujeres 

64. INSTITUTO NACIONAL PARA EL FEDERALISMO Y EL DESARROLLO MUNICIPAL - INFDM. (2019) “Conmemora-
mos 64 años del voto de la mujer en México”. Visito y rescatado en agosto de 2020 en https://www.gob.mx/
inafed/articulos/64-aniversario-del-voto-de-la-mujer-en-una-eleccion-federal-en-mexico

65. Por ejemplo, según el portal Central Electoral, del Instituto Nacional Electoral de México, el 66,2 % de las 
mujeres participó en el proceso electoral 2017-2018. Para más detalle visitar https://centralelectoral.ine.
mx/2019/07/18/proceso-electoral-2017-2018-votaron-mas-mujeres-hombres/
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que ocupan el cargo de ministra. No obstante, claro que la paridad de género está 
aún lejos de ser alcanzada en este tan importante ápice.  

La ciudadanía de las mujeres mexicanas aún no se completa, y queda aún una labor 
muy ardua para la obtención de la ciudadanía plena y absoluta, en paridad e igual-
dad de condiciones con los hombres, y principalmente sin peligro de sufrir algún 
acto violento por el solo hecho de ser mujer. Sin embargo, México presenta avances 
muy concretos en lo que respecta al acceso a cargos de elección popular en el po- 
der legislativo federal, así como en los legislativos locales, pues las mujeres lograron               
acceder a dichos cargos en un 49,2 % en el Senado de la República, en un 48,2 % 
en la Cámara de Diputadas, así como un 49,2 % de las curules de las diputaciones 
locales son ocupadas por mujeres. 

Es decir, hubo un aumento sustancial del acceso femenino en la toma de decisiones 
políticas impulsadas y estimuladas en gran medida, aparentemente, por las reformas 
de 2014, donde se le entrega rango constitucional a la paridad de género. Aunque, 
sin duda, es un gran avance del feminismo, queda mucha labor por realizar para el 
ejercicio pleno de la ciudadanía en los ámbitos públicos, pero fundamentalmente en 
el sector privado. 

En el caso chileno, si bien hubieron avances legislativos respecto a la creación de 
normas legales relacionados con la mayor participación ciudadana de las mujeres 
en política, con tipificación especial penal para la violencia de género en contexto de 
relaciones sentimentales, y otras medidas como el derecho a acceder a guarderías 
para hijos de trabajadoras y otras disposiciones dirigidas a la profundización de la 
participación femenina en todos los ámbitos de la vida, esto no se traduce en “bue-
nos números” respecto al desempeño de esa batería de normas e instituciones, si se 
miden los resultados o impactos. 

Solo en materia electoral, por ejemplo, en 2006 el padrón electoral en porcentaje era 
de 52,4 % de mujeres y 47,5 % de hombres, pero si se revisaba la representación de 
los géneros en el Congreso Nacional chileno, solo un 12,7 % de los escaños estaba 
en manos de mujeres, mientras que el 47,5 % del padrón de varones obtuvo el 87,3 
% de los escaños del legislativo. Una diferencia abismal e intolerable, pues a pesar de 
ser menor su número, los varones tuvieron mayor representación y acceso a cargos 
políticos de elección popular que las mujeres.66 

A pesar del desarrollo económico y social, del acceso masivo de las mujeres a la fuer-
za laboral activa y a la educación técnica y profesional en Chile, aún se presenta esa 

66.   Ríos, Marcela & Villar, Andrés, op. cit., p. 13. 
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deuda ciudadana del país con sus mujeres. Los elementos que podrían explicar esta 
situación serían factores socioeconómicos como la tasa de participación económica 
de las mujeres, la disparidad en los niveles de educación y la fuerte diferencia en las 
remuneraciones entre los géneros, todos los cuales incidirían enérgicamente en la 
generación de las condiciones propicias para el acceso igualitario o no de mujeres y 
hombres a cargos de representación política.67 

Norris e Inglehart sostienen que las dimensiones culturales relacionadas a las per-
cepciones y actitudes de hombres y mujeres en relación con los roles de género, el 
rol de las mujeres en políticas, entre otras variables, también tienen un efecto en la 
representación política.68 No obstante aquello, estos elementos culturales o socio-
económicos tienen un efecto más indirecto y a largo plazo, y que son factores estric- 
tamente políticos los que determinan las oportunidades y las barreras que enfrentan 
las mujeres para acceder a cargos de elección popular.69

De acuerdo con la evidencia empírica recolectada, la deuda es mayor en Chile que 
en México con las mujeres, respecto a la garantía del ejercicio pleno de la ciudadanía 
y, aunque el feminismo ha ganado terreno en los debates públicos y en la población, 
las instituciones; públicas y privadas, así como las normas, requieren de un mayor 
ajuste, las que sin duda, deben provenir impulsadas desde dentro de la sociedad 
civil, para exigir que las demandas feministas sean atendidas e implementadas, de 
manera tal que aquella mitad del padrón electoral, aquella mitad de la población, 
asuma de forma plena su ciudadanía, como parte de la condición humana y su con-
cepción de vida activa. 

VI. Conclusiones 

La historia de la humanidad hasta antes del siglo XX, se refería sin ninguna duda 
ni remordimiento a la historia de los hombres, asociando la expresión que identifi-
ca a los varones con toda la humanidad, obviando con ello la ausencia de la mitad 
de la humanidad en las decisiones más importantes en una comunidad política y, 
de paso, naturalizando una discriminación arbitraria e injustificada, fundamentado 
únicamente en razones ideológicas y/o morales, sin otra argumentación más que 
la imposición inflexible de roles de género, rompiendo con ello las promesas de li- 
beración, igualdad y fraternidad que la democracia liberal planteó al declarar la ciu-
dadanía universal. 

67. Ibid., 14. 
68. Norris & Inglehart, citados en Ríos, Marcela & Villar, Andrés, op. cit., p. 14.
69. Phillips, citado en Marcela & Villar, Andrés, op. cit., p. 14.
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América, en general, y Latinoamérica en particular, no estuvieron fuera de estas 
ideas “universalmente” aceptadas de una superioridad física, intelectual y moral de 
un género sobre otro, como se indicó anteriormente. Para las mujeres latinoame- 
ricanas las puertas de la promesa de ciudadanía plena de la democracia liberal solo 
comenzaron a abrirse por el empuje y lucha organizada de los movimientos feminis-
tas durante el siglo XX, impulsadas; sin duda, por los movimientos sufragistas de fines 
del siglo XIX en Europa y en los Estados Unidos. 

Una larga marcha hubo de transcurrir para ver los primeros efectos en las reivindica-
ciones feministas. Las primeras reformas para la ampliación de la ciudadanía formal 
con el acceso al voto universal a las mujeres en América Latina suponen quizá el 
primer gran avance del feminismo, ya no únicamente como un movimiento social y 
político, sino en su trascendencia hacia otros aspectos de la vida, tanto pública como 
privada, en la academia y en la política, transitando desde una demanda social a un 
enfoque tanto epistemológico como filosófico-político, es decir un corpus teórico o 
“campo”  de acción,70 cuya influencia en las transformaciones institucionales, norma-
tivas, pero principalmente sociales de finales del siglo XX, han permitido un aumento 
de la participación femenina en todos las áreas de la vida humana. 

Si bien se pudieron evidenciar grandes avances en esta materia a favor de las reivin-
dicaciones feministas en América Latina, particularmente en México y en menor 
medida en Chile, no es menos evidente la necesidad de mantener el impulso para 
derribar los obstáculos que impiden de una vez el ejercicio efectivo de la ciudada-
nía en las democracias latinoamericanas. Las barreras ideológicas y morales son los 
principales escollos que el feminismo tiene por delante sino en el total de los países 
de la región, son una mayoría abrumadora. 

La región debe no solo focalizar el esfuerzo institucional en la implementación de 
normas de género, sino que; además, fundamentalmente, los gobiernos latinoame- 
ricanos deben concentrar sus esfuerzos en educar bajo una perspectiva de género 
para que el reconocimiento y respeto de las ciudadanías diversas que existen en sus 
sociedades civiles sea efectivamente universal.

La tarea por delante es ardua, porque las resistencias a los cambios tanto culturales 
como institucionales son férreas, ancladas profundamente en las tradiciones y mani-
festaciones culturales, que son reflejo de ideologías o visiones de mundo basadas en 
la antigua creencia de superioridad de un género sobre otro por una mal entendida y 
conveniente imposición de roles de género que ya, se ha demostrado, está obsoleta
 

70. Matos, Marlise & Paradis, Clarisse, op, cit., p. 99.
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como mecanismo de distribución de las labores y roles de los miembros de un grupo 
humano, sea familia, sea sociedad civil.

Por último, se desea destacar el efecto en la calidad e intensidad de la democracia en 
los países de la región, particularmente en Chile y México, donde cabría la posibilidad 
que exista una correlación entre la participación política y apoyo a la democracia con 
el aumento de la participación femenina, pero ese es un problema para una futura 
investigación que se desea plantear y dejar abierta la posibilidad de exploración.

Por tanto, el impacto en las estructuras institucionales en los países de América Lati-
na por parte del feminismo recién comienza a abarcar todos los aspectos vitales, por 
lo que el apoyo, tanto gubernamental como social a dicho proceso, es fundamental 
para alcanzar la ciudadanía plena y efectiva en la región. Mientras tanto, nos mante- 
nemos en la defensa de estos principios básicos de la democracia en general.
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Resumen
Las acciones afirmativas que se habían 
considerado para prevalecer el princi- 
pio constitucional de paridad de géne-
ro en la elección extraordinaria para el 
cargo de presidente municipal de San 
Pedro Tlaquepaque en Jalisco efec-
tuada el 21 de noviembre del 2021, 
perseguían una finalidad constitucio- 
nal válida al cumplir con los elementos 
necesarios para la implementación de 
esta medida; sin embargo, se realiza 
un análisis del proceso que generó la 
consideración de la aplicación y las 
consecuencias que derivaron por su 
invalidez. 

Palabras clave
Acciones afirmativas, democracia, 
derechos humanos, elección extraor-
dinaria, paridad de género.

Abstract
The affirmative actions that had been 
considered to prevail the constitu-
tional principle of gender parity in the 
extraordinary election for the position 
of Mayor of San Pedro Tlaquepaque 
in Jalisco held on November 21, 2021, 
pursued a valid constitutional pur-
pose by complying with the necessary 
elements for the implementation of 
this measure; however, an analysis is 
made of the process that generated 
the consideration of the application 
and the consequences that resulted 
from its invalidity.

Keywords
Affirmative action, democracy, human 
rights, extraordinary election, gender 
parity.
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I. Introducción

La investigación tiene como principal objetivo demostrar que en la elección extraor-
dinaria del caso Tlaquepaque en Jalisco, no se aplicó la acción afirmativa constitucio-
nal de paridad de género. El análisis se realiza mediante una metodología cualitativa 
que permita evidenciar la información mediante un método descriptivo del caso; par-
tiendo desde una perspectiva analítica y critica de la problemática que refiere a las 
desigualdades de condiciones entre mujer y hombre que se han tenido de manera 
cultural e impactan en el ámbito político; evidenciando que las acciones afirmativas 
que se habían aplicado a este caso se encontraban justificadas, porque se busca 
hacer efectivo el principio de paridad de género en la ocupación de cargos públicos, 
teniendo una relación con la finalidad del reconocimiento constitucional de esta fi- 
gura protectora de los derechos de las mujeres.

II. Los Derechos humanos la apertura a la paridad de 
género en materia electoral

La paridad de género es un tema que en México se origina desde una perspectiva 
de derechos humanos a partir de la reforma del 2011, a través del tiempo ha man-
tenido una relevancia la manera de garantizar su aplicación derivado de una cultura 
donde los usos y costumbres establecen estereotipos con conductas definidas entre 
hombres y mujeres en distintos ámbitos, derivado de lo anterior se busca lograr una 
adecuada aplicación con apoyo a los ordenamientos internacionales de los que el 
país es parte. 

La eficacia de las normas no implica que la entrada en vigor elimine dichas conduc-
tas,3  por ello la necesidad de brindar protección a los derechos humanos estable- 
ciendo mecanismos que consientan generar un equilibrio en las costumbres, donde 
se pretende alcanzar a erradicar dichos actos que son discriminatorios y que han 
seguido siendo constantes en diversos procesos electorales.

En el artículo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
(CPEUM) en su párrafo quinto se señala que “queda prohibida toda discriminación  
motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la 
condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias 
sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y ten-
ga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.”4 En 
otras palaras, refiere que esta restricción aplica en cualquier ámbito no importando 

3. De la Peza, Fernando, "Equidad de Género en los Órganos Electorales", SOMEE, 2016, pp. 184-190.
4. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
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sea público o privado. Al respecto Zuñiga refiere que “la democracia paritaria, es más 
que una propuesta de participación equilibrada de mujeres y hombres en los pro-
cesos políticos decisorios, para transformarse en un reclamo de vertebración social 
en un cuadro de responsabilidades compartidas tanto en el ámbito público como en 
el privado.”5

Esta reforma permite que se alcance una igualdad entre hombres y mujeres al         
obligar a las autoridades a actuar dentro de sus competencias en la protección y 
salvaguarda del principio pro persona; en este sentido se crearon las pautas para la 
reforma constitucional del 2014, que ha tenido un impacto significativo en el ámbito 
democrático al considerar a las mujeres no solamente para la postulación a cargos 
de elección sino que se implementa en la integración de órganos de gobierno me- 
diante un esquema paritario. Con ello se pretende garantizar el principio de igualdad 
sustantiva; es decir, ambos géneros deben contar con las mismas oportunidades en 
las tomas de decisiones de esta manera se empoderan las mujeres que quieran ejer-
cer cargos que antes de la reforma en derechos humanos hubiese sido imposible de 
ocupar.6 

La reforma constitucional del 2014 tiene un sentido político-electoral que contempla 
la paridad al poder legislativo, así como en el ámbito municipal, estableciendo un 
equilibrio en la postulación paritaria. Estos avances en los ordenamientos jurídicos 
sin duda son importantes porque fortalecen la democracia del país; sin embargo, es 
imprescindible enfatizar que este reconocimiento aún no se puede percibir en todos 
los ámbitos.

En estos casos es necesario implementar mecanismos que logren respetar el prin-
cipio de paridad de género, que requieren de perfeccionamiento para tener una 
adecuada aplicación. Asimismo, para lograr equilibrar las desigualdades entre mujer 
y hombre se han establecido las acciones afirmativas, donde prevalece en algunos 
casos la inaplicación de la norma que es contraria a los principios constitucionales o 
convencionales.

En el caso del sistema electoral mexicano las acciones afirmativas tienen el objeto 
de que en México se aspire a una regulación concreta para salvaguardar los dere-
chos de las mujeres erradicando las conductas discriminatorias que devienen de 
las costumbres. José Muñoz menciona que a las “acciones afirmativas se les conoce 
como políticas interventoras temporales, que proponen una solución a través de  

5. Zúñiga, Yadira, Democracia Paritaria: de la teoría a la práctica, Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, 
Universidad Austral de Chile, Santiago, 2009.

6. Freidenberg, Flavia, “Semilla de la discordia”, en Revista Voz y Voto, núm. 1, México, 2014. 
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ajustar o remediar la desigualdad de un grupo históricamente discriminado.”7 

Derivado de lo anterior se sustenta que no es necesario solamente la creación de 
instituciones imparciales que tengan por objeto brindar las mismas oportunidades a 
todos los individuos, porque esto no es suficiente para reparar las desigualdades que 
históricamente han padecido grupos vulnerables como es el caso de las mujeres.

Esta problemática se busca revertir mediante las acciones afirmativas donde los prin-
cipales requisitos son la existencia de la discriminación, mantener objetivos claros y 
que sean de carácter temporal.8 En el caso de México se tiene la existencia de un 
marco legal eficiente en la creación de normas, pero no es efectivo en su aplicación, 
empleando un desenlace fundamental en la búsqueda de la igualdad y la no discri-  
minación de los procesos electorales.

Se sostiene que los derechos políticos no comprenden solamente el derecho de 
votar, en este caso se vulnera principalmente el derecho que tienen los ciudadanos 
de ocupar cargos públicos y no únicamente de representación popular mediante el 
sufragio.

Desde los ordenamientos internacionales se tiene un sustento de las acciones afir-
mativas en la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (CEDAW),9 señalando en su artículo primero que la discriminación 
contra la mujer se entenderá como: “toda distinción, exclusión o restricción basada 
en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, 
goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base 
de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fun-
damentales en las esferas política, económica, social, cultura y civil o cualquier otra 
esfera.”

Incluso en este mismo ordenamiento refiere en su artículo tercero que el Estado será 
el responsable de tomar las medidas apropiadas en la esfera política, social y cultural 
para asegurar el pleno desarrollo de la mujer con el objeto de garantizar el ejercicio 
y el goce de los derechos humanos en igualdad de condiciones con el hombre.

La Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF)         
mediante las jurisprudencias ha marcado las bases de una adecuada implementación 

7. Muñoz, José, Acciones afirmativas en igualdad de género y democracia, hacia un equilibrio de la confor-
mación de las instituciones electorales, México, 2018, p.3. 

8. González, Teresa, Para Discutir la Acción Afirmativa, Teoría y Norma, Universidad de Guadalajara, 2017.
9. Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer. 1979. México.
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de las acciones afirmativas, tomando como ejemplo la jurisprudencia 3/201510 en 
la cual menciona que las “acciones afirmativas a favor de las mujeres, no son discri- 
minatorias”; es decir, estas medidas tienen carácter temporal enfocadas a favorecer 
las condiciones de la mujer y promover la igualdad con el hombre, por ello, no son 
discriminatorias porque compensan los derechos del grupo vulnerado al limitar el 
grupo que se encuentra en ventaja, partiendo desde este trato diferenciado entre 
géneros y lograr revertir la desigualdad originada.

Asimismo, dicha Sala realizó otro pronunciamiento con la jurisprudencia 11/2015,11  
en el cual menciona los elementos que deben contener las acciones afirmativas 
resaltando que el Estado tiene la obligación de establecerlas de manera temporal       
orientadas a la igualdad; por consiguiente, deben remediar una situación de injus-
ticia, desventaja o discriminación para lograr alcanzar una participación equilibrada 
estableciendo las condiciones que permitan partir en igualdad, con ello se justifica el 
elemento de objeto y finalidad.12 

El siguiente elemento es el destinatario, que se conduce a personas en situación 
de vulnerabilidad, desventaja o discriminación para ejercer de manera efectiva sus 
derechos humanos. Como último, el que plantea esta jurisprudencia es la conducta 
exigible, que permite al Estado crear instrumentos, políticas y prácticas de índole 
legislativa, ejecutiva y administrativa.

Con fundamento en esta última jurisprudencia, se determina que la aplicación de  
las acciones afirmativas se establecerá con base en el contexto y el objetivo a lograr, 
desde el enfoque político se debe partir del contexto cultural enfatizando en que el 
trato hacia la mujer ha sido discriminatorio tanto en la vida civil como en la política, 
buscando cambiar el paradigma de la estructura social en la que vivimos y dando efi-
cacia a las reformas constitucionales que se han realizado en México para garantizar 
la paridad de género.13 

En el país se puede afirmar que se cuenta con una viabilidad tanto jurídica como 
política para aplicar las acciones afirmativas en favor de la equidad de género en las 
elecciones a cargos públicos con una base más equilibrada de condiciones entre 
hombre y mujer.

10. Sala Superior del TEPJF (2015). Jurisprudencia 3/2015. [Con acceso el 20 de abril de 2022]. 
11. Sala Superior del TEPJF (2015). Jurisprudencia 11/2015. [Con acceso el 20 de abril de 2022].
12. Ibarra, Jesús, “Cuota de género vs regla de mayoría: el debate constitucional”, en Revista Mexicana de Dere-

cho Constitucional, núm. 28, enero-junio, México, 2013.
13. García, Evangelina, Políticas de Igualdad, Equidad y Gender Mainstreaming ¿De qué estamos hablando?, 

PNUD, San Salvador, 2008.
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III. La paridad de género en la elección extraordinaria 
del caso Tlaquepaque en Jalisco 

El principio de paridad de género surge del reconocimiento explícito de las dife- 
rencias entre personas y para revertirlas se promueve la implementación de las                
acciones afirmativas, Kymlicka menciona que estas “acciones están orientadas a ga-
rantizar una proporción razonable de personas que comparten una identidad ya sea 
de género, racial o étnica, en espacios de toma de decisiones”.14

Este principio se incorporó a la CPEUM en el año 2014, en el artículo 41 establece 
que los partidos políticos deberán postular paritariamente sus candidaturas para los 
Congresos federales y locales, obligando a los partidos políticos a postular en pari-
dad a cargos de elección popular y ha sido un precedente importante en relación 
con la protección de los derechos políticos electorales de la mujer.

“La paridad se traduce en la igualdad como medida permanente para lograr la in-
clusión de las mujeres en un espacio público”.15 Por consiguiente, la igualdad sustan-
tiva tiene como propósito elevar a rango constitucional el reconocimiento explícito 
de la diferencia entre mujer y hombre como obligación de protección del derecho, 
así como de ampliar esta garantía para que el precepto jurídico se exprese a través 
de la paridad de género.

En el caso de la elección ordinaria para la renovación del Ayuntamiento de San Pedro 
Tlaquepaque en el Estado de Jalisco, el 30 de septiembre del 2021 la Sala Superior 
del TEPJF declaró la nulidad de la elección del municipio y se ordenó la celebración 
de una elección extraordinaria, vinculando al Congreso local para la emisión de la 
convocatoria correspondiente.

En cumplimiento de la sentencia, el 04 de octubre del 2021 el Congreso local aprobó 
la convocatoria, donde se manifestó que se reservaba para candidatas mujeres en 
relación con el cargo de la presidencia municipal disponiendo que debía ser encabe-
zada por una mujer.

En ese mismo mes de octubre, el candidato del proceso electoral ordinario del par-
tido de MORENA, Alberto Maldonado, así como los partidos políticos de HAGAMOS y 
Partido del Trabajo presentaron medios de impugnación para lograr revertir la con-
vocatoria.

14.   Kymlicka, Will, Ciudadanía multicultural, Paidós, Barcelona, 2002.
15.   Bonifaz, Leticia, El principio de paridad en las elecciones: aplicación, resultados y retos, SCJN, México, 2019.
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El 16 de octubre del 2021 el Tribunal Electoral del Estado de Jalisco confirmó la con-
vocatoria, donde el mencionado candidato de MORENA volvió a presentar un medio 
de impugnación con solicitud de facultad de atracción (para que conociera la Sala 
Superior del TEPJF) en contra de la sentencia emitida por el Tribunal local.

La Sala Superior determinó que era improcedente la solicitud sobre la facultad de 
atracción que formulaba el candidato de MORENA a la presidencia municipal de la 
elección ordinaria y ordenó remitirlo a la Sala Regional de Guadalajara. Los partidos 
políticos de MORENA y HAGAMOS junto con el candidato anteriormente señalado 
promovieron medios de impugnación para controvertir la sentencia del Tribunal lo-
cal, donde la Sala Regional de Guadalajara confirmó la sentencia del Tribunal local; a 
finales del mes de octubre del 2021, nuevamente promovieron recursos de recon-
sideración ante la Sala Regional de Guadalajara en contra de esta última sentencia 
emitida.

Analizando los hechos se determina que la controversia tiene su origen en la 
declaración de la nulidad de la elección del Ayuntamiento de San Pedro Tlaquepaque, 
Jalisco; en donde la Sala Superior ordenó la celebración de una elección extraordi-
naria y vinculó al Congreso local para que emitiera la convocatoria correspondiente.

En tanto, el Congreso local estableció que los partidos políticos solamente podrían 
postular candidatas al cargo de presidenta municipal para garantizar que las mu-
jeres participaran y accedieran a un cargo de elección popular. Se determinó de esta 
manera que, de los 125 municipios del Estado de Jalisco, en 97 ayuntamientos se 
eligieron a hombres como presidentes municipales y solamente en 26 se designaron 
a mujeres para ese cargo.

Derivado de ello, diversos partidos y el candidato por MORENA que participó en la 
elección ordinaria por dicho cargo, inconformes por la convocatoria, presentaron 
diversos medios de impugnación ante el Tribunal local, el cual confirmó la determi-
nación. Ante la continuidad del desacuerdo acudieron a la Sala Regional de Guadala-
jara quien volvió a validar la sentencia local.

Dentro de los argumentos planteados por la Sala Regional de Guadalajara, se con-
firmó la sentencia del Tribunal local al estimar que fueron ineficaces los agravios 
que señalaban la indebida fundamentación y motivación de la sentencia controver-
tida, así como la vinculación entre una elección de carácter ordinario y de carácter 
extraordinario, el alcance del Congreso local para emitir una convocatoria y la                             
ponderación del mandato constitucional de paridad de género.
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Lo anterior al considerar que el Tribunal local fundó y motivó debidamente su ac-
tuar, porque la convocatoria se emitió conforme al marco regulativo del Estado; es 
decir, conforme con el artículo 33 del Código Electoral local16  con la cual estableció 
la acción afirmativa, máxime que en sentencia de la Sala Superior que declaró la nu-
lidad de la elección del Ayuntamiento de Tlaquepaque no estableció como directriz 
algún impedimento para ello. La Sala Regional de Guadalajara mencionó que tanto 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación como la Sala Superior habían definido que 
existe libertad configurativa para que las entidades emitan sus reglas para las elec-
ciones extraordinarias.

En ese sentido, en el caso de Jalisco, la normativa no establece ningún criterio es-
pecífico que se relacione con las postulaciones realizadas en el proceso electoral 
ordinario y un extraordinario. Se determinó que el Congreso local tenía libertad para 
establecer las condiciones de la elección extraordinaria con base en una motivación 
reforzada. Además, el Congreso local respondía a la resolución de la Sala Superior 
para expedir la convocatoria.

Consecuentemente la Sala Regional de Guadalajara, mencionó que los lineamientos 
de paridad no fueron admitidos, ya que fueron utilizados por el Tribunal local para 
reforzar la aplicación de la medida afirmativa emitida por el Congreso. En particular, 
se señaló que los lineamientos no abordan aspectos sobre una elección extraordina-
ria en un único municipio, pero sí constituye fundamento para la implementación de 
acciones afirmativas, como la que se utilizó. Incluso, la Sala Regional de Guadalajara 
estimó que, de no implementarse esta medida, se vulneraría el principio constitucio-
nal de paridad de género y la probabilidad de que la mujer tenga una participación 
política efectiva, que en la actualidad es inexistente en los municipios de importancia 
en el Estado.

Para finalizar, se desechó el resto de los motivos de queja planteados por los incon-
formes al considerarlos inoperantes porque no controvertían las consideraciones 
que dieron sustento a la resolución impugnada o porque los argumentos no tenían 
sustento en afirmaciones ya excluidas por la Sala Regional de Guadalajara.

El candidato de MORENA plantea la procedencia de su medio de impugnación por la 
inaplicación implícita a la normativa electoral local, además señala que el Congreso 
local irrumpió la competencia del Instituto Nacional Electoral, porque únicamente 
cuenta con la facultad de expedir la convocatoria a una elección extraordinaria y que 
la facultad de emitir acciones afirmativas le corresponde a la autoridad administrati-
va electoral.

16.   Código Electoral del Estado de Jalisco.
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A su vez, expone que impide su participación en la elección extraordinaria por 
lo cual se vulnera su derecho a ser votado sin una justificación en favor de un 
grupo vulnerable, considerando que es indebidamente al proceso extraordinario 
porque es independiente del proceso ordinario, incumpliendo los límites previs-
tos en la normativa electoral al proceso extraordinario. Refiere que el Congreso 
local indebidamente introduce acciones afirmativas en la competencia política 
modificando las reglas de una elección extraordinaria.

El partido inconforme sostiene que su medio de impugnación es procedente, debido a 
que se inaplicó una ley electoral por la posible restricción al derecho a ser votado de los 
hombres en la elección extraordinaria; mencionando que en el caso de Tlaquepaque 
no era necesario una acción afirmativa, puesto que en el municipio en los últimos dos 
periodos han gobernado mujeres y la participación igualitaria no es absoluta. Además, 
argumenta que la paridad de género se garantiza en las candidaturas y con la emisión de 
la acción afirmativa en la convocatoria se sanciona deliberadamente al candidato.

La Sala Superior realizó un análisis de la acción afirmativa, invocó diversos instrumentos 
internacionales suscritos por el Estado mexicano, en los cuales se establecen medidas 
encaminadas a proteger y garantizar la igualdad entre la mujer y el hombre; así como a 
otorgar la participación en la vida política del país en condiciones de igualdad. 

Además advirtió que acorde con la normatividad constitucional y convencional aplicable, 
resultaba posible concluir que en México existe un principio de paridad en todos los car-
gos de elección popular que, a partir de dicho principio, resultaba justificada la aplicación 
de una medida afirmativa a favor de la mujer, con el objetivo de que estas ocupen el 
cargo de titular de los municipios con mayor incidencia poblacional, con la intención de 
lograr una mejor inclusión de las mujeres en la vida política en el Estado.

Desde la perspectiva del principio de paridad, no se cumple de forma exclusiva con la 
postulación paritaria de candidaturas entre mujer y hombre, resultaba necesario que, en 
igualdad de oportunidades ambos géneros tuvieran posibilidades reales de acceder a los 
cargos de elección popular con las mismas condiciones políticas, financieras y sociales.

Por ello, el Congreso local mantuvo que la acción afirmativa implementada también en-
contraba fundamento en los ordenamientos emitidos en su oportunidad por el Orga- 
nismo Público Local Electoral, donde no fueron suficientes para garantizar el acceso de 
las mujeres a los municipios con mayor población e incidencia en el Estado.

A partir de estos elementos, fue que el Congreso local consideró necesario implementar 
una acción afirmativa a favor de la mujer, con la intención de garantizar que en el municipio 
de Tlaquepaque se permitiera de manera efectiva la participación al cargo, a una mujer. 
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Sin embargo, se mencionó que la implementación de la acción afirmativa realiza-
da por el Congreso local contravino lo estipulado en el artículo 33, fracción I, del 
Código Electoral local, pues alteró los derechos, procedimientos y formalidades 
instituidos para los partidos políticos, así como sus candidatos que habían sido 
debidamente acreditados vulnerando el derecho de postulación por estar regis-
trados con anterioridad estos candidatos, así como su derecho a ser postulados 
y ser votados ante el Organismo Público Local Electoral, además no se analizó 
que ya existían reglas paritarias previstas para el caso de la celebración de una 
elección extraordinaria.

El artículo anteriormente mencionado brinda las bases para que, en las mismas 
condiciones del proceso ordinario, se respeten los derechos de los candidatos 
manteniendo los mismos procedimientos y formalidades que se encuentran ya                               
instituidos.

De esta manera se concluye que no puede desvincularse el desarrollo de una elec-
ción ordinaria con una extraordinaria donde en esta última no deben existir reglas 
diversas que restrinjan los derechos ya instituidos por la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y la ley a favor de candidatos y de los partidos políticos.

Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el acuerdo con numeral 
28/2005, consideró que el proceso electoral extraordinario debe conformarse si-  
guiendo los mismos lineamientos del proceso electoral ordinario, solamente que su 
preparación y ejecución deben ser de manera expedita, sin que implique que se 
contravengan o restrinjan las normas electorales contenidas en el Código Electoral 
local.17

Derivado de lo anterior, la Sala Superior concluyó que la obligatoriedad de postular 
una candidatura de un género distinto al postulado en el proceso ordinario como 
lo implementó el Congreso local en la convocatoria, vulneró los derechos que tanto 
los partidos políticos habían realizado en la postulación, como de los candidatos a 
ser postulados, porque ya los tenían garantizados a partir del desarrollo del proceso 
electoral ordinario, en ese sentido, se determinó que el Congreso local contravino 
una de las prohibiciones expresas establecidas en el artículo 33, fracción I, del Códi-
go Electoral local.

La Sala Superior ha reconocido que a partir de las reformas del 2011 y 2014, se 
transitó de adoptar el principio de paridad de género a una política paritaria. Esta 
política paritaria no solamente exige paridad en las postulaciones, sino que, todos 
los órganos de gobierno deben estar integrados de forma paritaria; así como que las 
mujeres participen de forma activa en todos los procesos de deliberación en la toma  

17. Suprema Corte de Justicia de la Nación, Acuerdo 28/2015, PL051103 (scjn.gob.mx).
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de decisión y que las experiencias se vean reflejadas en las decisiones que emanan 
de los órganos de gobierno.

Para promover e impulsar los objetivos de la política paritaria, la Sala Superior ha 
validado la implementación de reglas que buscan garantizar el acceso de la mujer a 
distintos cargos, tales como gubernaturas; consejerías y magistraturas electorales, 
también ha validado la emisión de convocatorias exclusivas para mujeres en los pro-
cesos de designación de presidencias en consejerías electorales.

Se finalizó que a pesar de que es parcialmente correcto lo razonado tanto por el 
Tribunal local como por la Sala Regional de Guadalajara respecto de que no existe 
un impedimento legal o constitucional para emitir una convocatoria exclusiva para 
mujeres en la designación de la titularidad del ayuntamiento de Tlaquepaque, esto 
habría sido correcto tratándose de una elección ordinaria.

De esta manera, la Sala Superior considera que la acción afirmativa adoptada para la 
elección extraordinaria del municipio no resulta válida porque se aparta de las reglas 
paritarias ya previstas para la elección extraordinaria y trasgrede de forma despro-
porcionada otros derechos y principios constitucionales.

IV. Conclusiones

La aplicación explícita del principio y regla de paridad de género en la integración 
en todos los espacios de decisión pública es el siguiente paso en la democracia. La        
acción afirmativa supera el de proporcionalidad, por lo tanto, no resulta discrimina-
toria ni supone una afectación a los principios y derechos que alegaron en este caso.

Finalmente, se considera que la acción afirmativa aquí estudiada se encontraba sus-
tentada a Derecho porque era una medida idónea, necesaria y proporcional para el 
contexto en que se desarrolló la elección extraordinaria, por consiguiente, no repre-
sentaba una afectación injustificada o irracional de los principios o derechos, por lo 
que no debió concederse la invalidez.

Esta acción afirmativa, como se señala al inicio de esta investigación, contaba con una 
finalidad constitucional válida, porque la paridad de género desde una perspectiva 
como principio constitucional además de convencional, es el medio para lograr la ig-
ualdad sustantiva no únicamente en la postulación, sino en el acceso de las mujeres 
al poder público en todos los niveles de gobierno, que cuenta con los elementos 
necesarios para la aplicación de la acción afirmativa, respondiendo al agravio analiza-
do que es principalmente el objeto y la finalidad, que se traduce en la posibilidad de 
garantizar que una mujer ocupe la presidencia municipal de San Pedro Tlaquepaque, 
Jalisco; sustentando además que las subreresentación femenina que impera en el 
Estado, especificamente en los diez ayuntamientos que conforman el área metropo- 
litana de Guadalajara. 
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Para finalizar, no se debe buscar únicamente la postulación igualitaria de candida-
turas, sino que se tiene que hacer posible el ascenso de la mujer al ejercicio del 
poder público en igualdad de derechos, lo que eventualmente podría conseguirse  
con iniciativas que vayan en el sentido de una acción afirmativa que le permita a 
la mujer realmente gobernar en cada uno de los espacios de poder, eliminando 
todas las barreras que lo impidan.
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I. Introducción: el dilema de las acciones afirmativas y 
el principio de paridad

El proceso electoral 2020-2021 se caracterizó por el impulso de la paridad y la in-
clusión de grupos vulnerables que antes fueron marginados de la contienda política 
y que por ende no tenían una representación efectiva en los órganos de elección 
popular.

En ese sentido, el pasado proceso comicial fue un proceso inédito, no solo por el 
número de cargos que se eligieron o por la pandemia del COVID-19, sino porque se 
cuestionaron las reglas de participación y representación que excluyeron a grupos 
históricamente discriminados; para lo cual resultó imperativo que las autoridades 
electorales establecieran medidas afirmativas que obligaran a los partidos políticos 
a postular a personas pertenecientes a sectores de la población que no habían sido 
debidamente representados.

Con el propósito de materializar ese objetivo, las autoridades electorales cumplieron 
con su obligación constitucional de fijar reglas, ante la ausencia de legislación formal 
y material que regularan los derechos de los grupos vulnerables; de modo que el 
Instituto Nacional Electoral (INE) y algunos Organismos Públicos Locales Electorales 
(OPLES) emitieron lineamientos para la inclusión de candidaturas pertenecientes a 
pueblos y comunidades indígenas, personas con discapacidad, afromexicanas, de la 
diversidad sexual y de migrantes.

Por tanto, y ante el establecimiento de dichas medidas afirmativas, se encontró 
un complejo sistema de implementación de herramientas jurídicas que buscan la 
inclusión de los citados grupos vulnerables en la conformación de los órganos de 
elección popular, para reconocerle su derecho a ser votado desde una perspectiva 
incluyente, considerando las desigualdades formales, materiales y estructurales que 
padecen en el ámbito electoral.

Así, las personas que tuvieron el interés de participar como candidatos en los pro-
cesos electorales y para efectos de reconocer la representación de dichos grupos 
vulnerables en los cargos de elección popular se logró un avance significativo en la 
historia de nuestra democracia no solo por haber participado en su registro y even-
tual postulación sino al resultar electos.

Tal es el caso que, de conformidad con el INE, se demostró la efectividad de las 
acciones afirmativas que se diseñaron para los grupos vulnerables, en tanto que 
resultaron electos 65 diputaciones federales. Esto es, el 13% de la Cámara baja se 
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se encuentra integrado por diputadas y diputados pertenecientes a alguno de los 
cinco grupos señalados a favor de quienes se diseñó e instrumentó cada medida: 37 
pueblos y comunidades indígenas, 6 afromexicanos, 8 de personas con discapaci-
dad, 4 de la diversidad sexual y 10 de migrantes.2 

Sin embargo, ese proceso ha llegado a un punto de inflexión, en tanto que tarde o 
temprano se iban a presentar conflictos entre acciones afirmativas en materia de 
postulación de candidaturas para grupos vulnerables. 

En sentido estricto dichas medidas van encaminadas a un mismo fin, que es lograr 
la inclusión de personas en desventaja atendiendo a sus distintas situaciones par-
ticulares ante el entorno de exclusión al que se enfrentan; con la diferencia de que 
dichas situaciones de vulnerabilidad tienen un menor o mayor grado de desigualdad, 
atendiendo al grupo vulnerable al que pertenecen dichas personas o bien, cuando 
en una misma persona se actualizan diversas vulnerabilidades.

Las medidas afirmativas que se implementaron en el proceso electoral federal 2020-
2021, en lo particular en la renovación de diputaciones federales, obligaron a los 
partidos políticos a postular a personas pertenecientes a pueblos y comunidades 
indígenas, con discapacidad, afromexicanas, de la diversidad sexual y de migrantes; 
situaciones de vulnerabilidad que como se señala pueden materializarse en una mis-
ma persona. Por señalar un ejemplo, pensemos en una mujer perteneciente a un 
pueblo y comunidad indígena, que además de su desventaja económica y cultural, 
también padece una situación de discapacidad.

Ahora bien, resulta necesario señalar que, bajo el panorama normativo actual, es 
preciso distinguir entre las acciones afirmativas que se implementaron para benefi-
ciar a los grupos vulnerables en mención a partir de cuotas de inclusión, y el principio 
de paridad; el cual es un principio constitucional rector de los procesos electorales a 
partir de la reforma constitucional del 6 de junio de 2019.

En ese sentido, no significa que exista una diferenciación discriminatoria al interior 
del sistema de las acciones afirmativas que buscan la igualdad, sino que, desde el 
parámetro constitucional, se establecen distintas gradas normativas que le dan un 
tratamiento especial a determinados grupos vulnerables; como acontece en el caso 
de la paridad por la discriminación histórica que han sido objeto las mujeres. 

2. Informe sobre el foro “Evaluación y prospectiva de las acciones afirmativas en los procesos electorales fede-
rales” celebrado los días 9 y 19 de agosto de 2021, coordinado por la Dirección Ejecutiva de Prerrogativas 
y Partidos Políticos del Instituto Nacional Electoral. Consultable en: https://repositoriodocumental.ine.mx/
xmlui/bitstream/handle/123456789/124686/CGor202108-27-ip-28.pdf. 
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En ese orden de ideas, en el presente estudio se analiza el criterio adoptado por la 
Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) en el 
expediente SUP-REC-256/2022 para resolver los conflictos entre las acciones afirma-
tivas y el principio de paridad; en el cual se determinó que las personas no binarias 
no pueden ocupar los lugares designados para las mujeres en las listas de candida-
turas de representación proporcional.

Antes de dilucidar dicho precedente -que viene a ser histórico en la definición de las 
medidas afirmativas-, se analizarán algunos conceptos esenciales, como las acciones 
afirmativas y las diferencia entre equidad, igualdad y no discriminación.

Además, se analizará la sentencia SUP-RAP-121/2020 y acumulados, mediante la cual 
ordenó al INE modificar el acuerdo INE/CG572/2020, a fin de que el Consejo Ge-    
neral generara condiciones de igualdad para personas con discapacidad y su amplia-
ción a otros sectores en desventaja; así como la resolución emitida en el expediente 
SUP-RAP-21/2021 y acumulados, en la cual determinó ordenar al INE el diseño e 
implementación de acciones afirmativas para personas mexicanas residentes en el 
extranjero.

En ese contexto, se advierte que los conflictos entre derechos humanos como lo 
es el de igualdad, entra en colisión cuando las personas que se encuentran en una      
situación de vulnerabilidad compiten para un mismo cargo público; es decir, el con-
flicto se da al interior del derecho a la igualdad y la inclusión de personas histórica-
mente discriminadas y excluidas para acceder a los cargos de elección popular.

Por lo anterior, se analizará la sentencia que derivó del expediente SUP-REC-256/2022 
que dilucidó un conflicto entre las acciones afirmativas y el principio de paridad; 
particularmente se advertirán las razones por las cuales la Sala Superior del TEPJF 
justificó a la luz del principio de proporcionalidad que las personas no binarias no 
pueden ocupar los lugares designados para las mujeres en las listas de candidaturas 
de representación proporcional, y por tanto la prevalencia del principio paritario so-
bre la acción afirmativa en favor de personas no binarias.

II. La implementación de las acciones afirmativas 
para grupos vulnerables y la paridad: distinción entre       
equidad e igualdad 

La existencia de desigualdades entre nuestra sociedad ha revelado la necesi-
dad de que las autoridades implementen mecanismos de control jurídi-
co, para analizar si en las leyes, actos o prácticas sociales y culturales, se 
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encuentran inmersas categorías sospechosas, en las cuales se vulnere el principio de 
igualdad y no discriminación, en perjuicio de grupos vulnerables o más desaventaja-
dos de la sociedad; mismas que conducen a la identificación de criterios prohibidos a 
los que el Estado y los particulares no puede recurrir cuando planean brindar tratos 
diferenciados a las personas.3 

El trato jurídicamente diferenciado en el que se incurre en las mencionadas                     
categorías vedadas, como las que surgen en algunas leyes antidiscriminatorias y en 
normas de derecho internacional, tienen un efecto colateral sobre la justificación e 
implementación de acciones o políticas de trato preferente a grupos en situación de 
desventaja estructural.4 

En ese sentido, “las acciones afirmativas son políticas impulsadas desde el Estado, 
cuya finalidad es revertir la situación de exclusión, segregación o subordinación de 
un grupo respecto de ciertas actividades, prácticas o espacios de la comunidad a los 
cuales sus integrantes no pueden acceder como consecuencia de ciertas prácticas 
sociales o normativas vigentes”.5 

Sin embargo, es preciso hacer una precisión, en cuanto que no es necesario que    
existan normas de derecho positivo que provoquen esa exclusión o segregación, 
sino que las acciones afirmativas requieren la identificación de tres situaciones para 
estar justificadas:6 

a. Que se acepte la existencia de un grupo como entidad individualizable 
(afrodescendientes, mujeres, descendientes de inmigrantes, personas con 
discapacidad, etc.); 

b. Que existan y sean identificables algunos ámbitos relevantes para el desarrollo 
autónomo de las personas que integran ese grupo o para el ejercicio de sus dere-
chos (como los ámbitos de la política, el mercado laboral, las universidades, etc.), y 

c. Que ese grupo resulte o, haya resultado, excluido de uno o varios de esos ám-
bitos por un tiempo considerable, de modo que su situación de sometimiento 
se perpetúe, cristalice y naturalice.

3. Saba, Roberto, Más allá de la igualdad formal ante la ley. ¿Qué les debe el Estado a los grupos desaventaja-
dos?, Siglo XXI, Buenos Aires, 2016, pp. 84-85.

4. Idem.
5. Roberto Saba, “Desigualdad estructural y acciones afirmativas”, en Augusto Varas y Pamela Díaz-Romero 

(eds.), en Acción afirmativa. Política para una democracia efectiva, Santiago de Chile, Ril Editores, Fundación 
Equitas, 2013, pp. 85-125.

6. Saba, Roberto, Más allá de la igualdad formal ante la ley, op. cit., p. 85.



180

En ese sentido, se advierte que las acciones afirmativas, también conocidas como 
políticas de discriminación positiva o inversa, implican la implementación de tratos 
diferentes entre las personas sobre la base de criterios habitualmente reconocidos 
como irrazonables, en cuanto a que no guardan la relación medio-fin; no obstante 
se encuentran autorizadas constitucionalmente porque pretenden desmantelar una 
situación de exclusión y segregación que contradice el principio de igualdad, como 
no sometimiento.

En otra acepción, la discriminación positiva o acción afirmativa es el término que se 
da a una acción que, a diferencia de la discriminación negativa (o simplemente dis-
criminación), pretende establecer políticas que dan a un determinado grupo social, 
étnico, minoritario o que históricamente haya sufrido discriminación a causa de in-
justicias sociales, un trato preferencial en el acceso o distribución de ciertos recursos 
o servicios, así como acceso a determinados bienes. En ese sentido, el objeto de las 
acciones afirmativas es que se implementan para mejorar la calidad de vida de gru-
pos desfavorecidos, y compensarlos por los perjuicios o la discriminación de la que 
fueron víctimas en el pasado.7 

También se han conceptualizado como aquellas medidas que implican una discri- 
minación inversa, así como la utilización de protección especial sobre determinados 
sectores sociales históricamente discriminados, en miras a procurar una solución 
transitoria que permita garantizar la igualdad de oportunidades.8 

Anna M. Fernández Poncela señala que las acciones afirmativas pueden definirse 
como aquellas acciones cuyo objetivo es borrar o hacer desaparecer la discrimi-
nación existente en la actualidad o en el momento de su aplicación, corregir la pasa-
da y evitar la futura, además de crear oportunidades para los sectores subordinados; 
por lo cual, dichas medidas se refieren a políticas concretas que sirven al objetivo 
más amplio de igualdad de oportunidades, las cuales son necesarias para vencer las 
resistencias al cambio, las dificultades, obstáculos y limitaciones que se levantan por 
doquier sembradas a diestra y siniestra en el largo y difícil camino hacia una igualdad 
de oportunidad verdadera.9

Finalmente, Clyde Soto conceptualiza a la acción positiva como “el método que 

7. Arámbula Reyes, Alma, “Acciones Afirmativas”, en Cuaderno de trabajo, Cámara de Diputados (Centro de 
Documentación, Información y Análisis, Dirección de Servicios de Investigación y Análisis, Subdirección de 
Política Exterior), 2008. Consultable en: http://www.diputados.gob.mx/sedia/sia/spe/SPE-ISS-12-08.pdf. 

8. Sagües María Sofía, “Las acciones afirmativas en los recientes pronunciamientos de la Suprema Corte 
de Justicia de Estados Unidos. Implicancias del dato sociológico en el análisis jurisprudencial”, en Revis-
ta Iberoamericana del Derecho Procesal Constitucional, Instituto Iberoamericano del Derecho Procesal         
Constitucional, Año 2004, Número 2, Porrúa, México, pp. 211-229.

9. Fernández Poncela, Anna M., “Las acciones afirmativas en la política” en FEM, Publicación Feminista Men- 
sual, año 21, No. 169, abril 1997, pp. 6 y ss. Consultable en: https://archivos-feministas.cieg.unam.mx/ejem-
plares/fem/Anio_21_n_169_Abril_1997.pdf.
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permite paliar esta desigualdad de circunstancias iniciales, cuya modificación total 
requiere de largos años de cambio cultural, pues establece medidas que otorgan 
ventajas concretas a quienes, comparativamente, han quedado en desventaja social 
a partir de las costumbres, hábitos, concepciones predominantes y roles asignados 
en un sistema social determinado”.10 

Por todo lo anterior, se considera que las acciones afirmativas son aquellos mecanis-
mos correctivos, derivados de una desigualdad estructural, establecida en una nor-
ma o de una práctica social o cultural, por lo que se implementan para corregir, 
disminuir y erradicar dichas desigualdades surgidas por diferencias económicas, so-
ciales y de otra índole; por lo cual, dichas medidas son esencialmente temporales y 
tienen como finalidad favorecer a determinados grupos de personas que pertenecen 
a determinados grupos vulnerables, para efecto de corregir  tales discriminaciones 
o desigualdades, que se producen, como resultado de las anomalías que surgen de 
las mencionadas diferencias.

En ese sentido las acciones afirmativas tienen como la finalidad implementar todas 
aquellas medidas que exigen que la brecha existente en las desigualdades estruc-
turales entre el reconocimiento formal ante la ley y su reconocimiento material se 
debe acortar en la aplicación de las normas; es decir, no basta que la ley reconozca 
la igualdad entre los grupos de la sociedad, sino que el derecho debe implementar 
mecanismos que acorten las desigualdades existentes en los distintos grupos socia-
les para que gocen de manera efectiva de los derechos en relación con la mayoría 
de la población.

En ese sentido –y como se analizará en este ensayo- las sentencias que emite el 
TEPJF constituyen auténticas acciones afirmativas, que buscan aminorar la brecha de 
las desigualdades que existen entre hombres y las mujeres, así como de grupos en 
situación de vulnerabilidad en el ámbito político-electoral.

Las políticas de paridad de género y de inclusión se dirigen a aminorar los efectos 
de desigualdades previas, duraderas y que afectan a los individuos que pertenecen 
a determinados colectivos que, por ciertas características, padecen históricamente 
una situación de grave desventaja, como lo pueden representar las mujeres en re- 
lación con el género masculino en el ámbito de la competencia electoral.

Es así que, para Javier de Lucas, dichas medidas son una manifestación específica de 

10. Soto, Clyde, “Acciones positivas: formas de enfrentar la asimetría social”, en: Bareiro, Line e Isabel Torres 
(eds.), Igualdad para una democracia incluyente, IIDH, San José, Costa Rica, 2009, pp. 70-71.
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las políticas de diferenciación para alcanzar igualdad, y que comúnmente se le           
llaman acciones afirmativas,11 pues afirman a través de una medida específica la             
igualdad entre géneros, y a su vez, constituye una medida correctiva que pretende 
rectificar esa desigualdad estableciendo regulaciones diferenciadas que atenúan la 
brecha existente entre sujetos de derecho, desde un plano fáctico.

Por su parte, Dieter Nohlen define a la acción afirmativa como: “la designación de las 
medidas jurídicas y de hecho para dar un tratamiento privilegiado a ciertos grupos 
de la población, con el objetivo de superar las desigualdades, existentes a pesar de 
la igualdad formal (igualdad en la ley)”.12 

Sin embargo, las acciones positivas no son omnímodas o absolutas y, por tanto, de-
ben reunir ciertas características que justifiquen la puesta en marcha de una medida 
rectificadora de las situaciones de desigualdad a las que se enfrentan las mujeres en 
el contexto político-electoral, sin presuponer que se restringirán de manera arbitra- 
ria los derechos de los hombres o de cualquier otra categoría que se compare.

En esas circunstancias, las medidas positivas deben tener las siguientes limitantes:

1. Temporales. En el momento en que el colectivo supera la situación de infe-
rioridad social a la que se somete, debe suspenderse porque el objetivo es 
superar la desigualdad material basada en determinados rasgos.

2. Rasgos transparentes e inmodificables. Se trata de superar la discrimi-
nación de una persona perteneciente a un grupo determinado; dichos 
rasgos facilitan la identificación del estigma por el cual se le discrimina, y 
por ende, las acciones positivas van encaminadas a eliminarlo.

3. Finalidad proporcional. La acción positiva debe ser proporcional en cuanto a 
los medios a utilizar y las consecuencias jurídicas de dicha di- ferenciación; de 
tal suerte que el trato desigual debe ser estrictamente ajustado a los benefi-
cios que busca la medida sin perjudicar gravemente a terceros excluidos del 
trato preferente.13 

11. De Lucas, Javier, “La igualdad ante la ley”, en GARZÓN VALDÉS, Ernesto y LAPORTA, Francisco J. (eds.), Enci-
clopedia Iberoamericana de Filosofía: El derecho y la justicia, núm. 11, Trotta, Madrid, 2000, p. 469. Sin em-
bargo, también señala que las medidas de discriminación resultan cuestionables, pues resulta conflictivo 
delimitar adecuadamente la restricción o intervención a los derechos de otras personas, particularmente 
en cuanto a las situaciones de facto y posibles efectos desproporcionados.

12. Nohlen, Dieter, Diccionario de ciencia política, Porrúa - Colegio de Veracruz, México, 2006, p. 13.
13. Pérez Portilla, Karla, Principio de igualdad: alcances y perspectivas, op. cit., p. 171. Ballestero, Ma. Victoria, 

“Acciones positivas. Punto y aparte”, Doxa, España, núm. 19, 1996, p. 92.
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En ese contexto, la igualdad sustancial, llamada de igual forma como igualdad real, 
material o efectiva, constituye el peldaño más alto en la lucha por la igualdad y se 
consolida a través de la igualdad estructural con una educación integral hacia la pari-
dad de género, así como en la inclusión de los grupos en situación de vulnerabilidad.

La igualdad sustancial proporciona al término genérico de igualdad una perspec-
tiva teleológica; es decir, la igualdad encuentra una similitud con la equidad como 
un principio que atribuye a cada uno lo que le corresponde (justicia), para corregir, 
completar o humanizar las normas jurídicas. Para Karla Pérez la igualdad sustancial, 
busca la eliminación de la oscuridad de las normas y toma en consideración a las 
personas a las cuales se les aplican.14

Es por lo anterior que la igualdad es un término que necesariamente debe estar 
emparentado con la equidad. Se ha dicho que la equidad es tratar igual a los iguales 
y desigual a los desiguales, pues en términos de la generalidad de la ley, no todas 
las personas son idénticas ni el legislador puede establecer todos los supuestos, 
sino que debe atender a las diferencias específicas de las personas, en razón de su 
situación particular. 

Por ende, la equidad es un principio que pretende nivelar las circunstancias de 
desigualdad preexistentes y disminuir las brechas de desigualdad a través de la im-
plementación de acciones legislativas o medidas afirmativas por las autoridades.

En efecto, la equidad tiende a aliviar, a procurar la conciliación entre el carácter         
abstracto y rígido de la ley y las particularidades que presenta el caso concreto, para 
evitar que una norma pueda resultar injusta atienda a las especiales circunstancias 
del caso que se plantea. La equidad faculta al juzgador, mitigar la dureza de la apli-
cación estricta de la norma, de conformidad con los hechos del caso en lo individual, 
con el propósito de nivelar situaciones de desigualdad preexistentes. 

Karla Pérez define la equidad como el reconocimiento en plano real, de que las reglas 
generales en ocasiones se aplican de manera estricta, teniendo en cuenta que el legis-
lador se encontraba imposibilitado a concebir todas las situaciones jurídicas posibles; 
por lo cual, el juzgador tiene un margen explícito y autorizado de discrecionalidad15  
para encontrar la mejor respuesta para el caso concreto, pudiendo atemperar el rigor 
de la ley a la luz de las particularidades de relevancia en su interpretación y aplicación. 

La equidad, en consecuencia, es un principio que exige el cumplimiento del dere-
cho de la igualdad, cuya principal función es determinar la especial situación de una 

14. Ídem., p. 137.
15. Ibidem, pp. 17-18.
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persona ante la hipótesis normativa específica que el gobernado tiene ante la ley. 

En este ejercicio es preciso advertir las situaciones de desigualdad y de desventa-
ja que padecen las personas que pertenecen a grupos vulnerables, para identificar 
cuándo estamos ante una situación jurídica diferente a los supuestos generales que 
establece la norma jurídica y con ello implementar las medidas afirmativas tendentes 
a lograr la igualdad antes dichas situaciones generales, abstractas e impersonales; y 
que nada nos dicen de los casos concretos en los que se puede inferir algún tipo de 
exclusión o categoría sospechosa. 

En ese aspecto en lo particular, Karla Pérez sostiene que adquiere realidad el princi- 
pio de igualdad. Por lo tanto, la relación entre la igualdad y la equidad es de carácter 
instrumental, pues la equidad sirve a la igualdad, por la misma potestad discrecional 
para aplicar el derecho al caso concreto y mitigar la rigidez de la norma cuando así 
queda autorizado por la ley.16 

El principio de equidad en materia electoral ha tomado rumbos específicos para la 
protección de los derechos político-electorales de las mujeres, por lo cual ya no se 
habla de equidad de género, sino de igualdad o paridad de género, pues la equidad 
pretende tratar de manera diferente a sujetos de derecho diferentes, y la paridad de 
género busca la igualdad entre los sujetos de derecho.

En sentido estricto lo que buscan las medidas afirmativas para lograr la igualdad 
entre hombres y mujeres en sus derechos, ya no se puede consolidar con medi-
das “equitativas”; es decir, no se pueden destruir situaciones discriminatorias hacia 
las mujeres, a través de la exigencia de un tratamiento equitativo, sino a través de 
acciones concretas y efectivas que neutralicen situaciones de desigualdad que dis-
criminan al género femenino en sus derechos político-electorales en relación con el 
género masculino.

En ese orden de ideas, la paridad de género ya tiene un largo camino recorrido, el 
cual desembocó en la reforma constitucional del 6 de junio de 2019, que establece 
la paridad total en todos los órganos públicos y de decisión política, en la que se 
reformaron diversos artículos constitucionales para postular candidaturas de mane-
ra igualitaria y alternada.

El parteaguas que se suscitó a partir de dicha reforma constitucional en materia de 
paridad total vino a establecer un elemento esencial en el sistema político-electoral 
mexicano, por lo que a la paridad ya no se le da el tratamiento de acción afirmativa 

16.   Ibidem, p. 18.
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que tiende a establecer un régimen de equidad como cuando se establecían las cuo-
tas de género; sino que ahora, la paridad total viene a ser un principio rector en los 
procesos electorales, por lo que adquiere primacía con respecto a las cuotas que es-
tablece la autoridad electoral o el legislador para la inclusión de grupos vulnerables.

En efecto, la supremacía normativa que se ha implementado con la paridad de géne-
ro prevalece sobre el sistema de cuotas que se establece para los grupos vulnera-
bles; con anterioridad regía la equidad de género por el sistema de cuotas para la 
inclusión progresiva de las mujeres en los cargos de elección popular, por lo que 
en la actualidad ese régimen opera para las cuotas que se han establecido para los 
grupos en situación de vulnerabilidad.

Por lo tanto, la paridad de género además de ser un elemento de transversalidad 
en la postulación de candidaturas de personas pertenecientes a grupos vulnerables, 
tiene prevalencia en caso de que se presente algún conflicto entre la asignación 
de escaños en órganos colegiados de elección popular; tales como pueblos y co-
munidades indígenas, personas con discapacidad, afromexicanas, de la diversidad 
sexual y de migrantes, entre otras acciones afirmativas que se implementen para la 
inclusión de personas en situación de vulnerabilidad o discriminación en el acceso a 
los cargos públicos.

Sin embargo, dicha prevalencia no es absoluta, sino que habrá que identificar si en 
el caso particular se cumplió o no con la cuota establecida para la persona perte-
neciente a un grupo vulnerable; pues en caso de no ser así, el mencionado criterio 
adoptado por el TEPJF que se analizará sostiene que el escaño que no se le asignó 
a la persona perteneciente al grupo vulnerable se le restará a un hombre, más no 
así al de una mujer. En lo particular, y como ya se dijo, las personas no binarias no 
pueden ocupar los lugares designados para las mujeres en las listas de candidaturas 
de representación proporcional.

En ese entendido la equidad va encaminada a aminorar el rigor de la ley, y con las 
cuotas de inclusión, se busca establecer medidas para lograr, paso a paso, a la           
igualdad, como sucede con los grupos vulnerables; por el contrario, el principio de 
paridad implica un imperativo constitucional irrestricto con el que busca alcanzar la 
igualdad en la mayor medida posible, esto es el 50% en la integración de los escaños 
que conforman el cargo de elección popular.

Sin embargo, la propia Sala Superior del TEPJF ha determinado en la Jurisprudencia 
10/2021 la exclusión de los “techos de cristal”, pues si se diera el caso que en la de-
terminación de ajustes a las listas de representación proporcional si se asegura el 
acceso de un mayor número de mujeres, quedaría justificado en favor de la paridad.



186

Esto significa que, en la aplicación de reglas de ajuste a las listas de postulaciones 
bajo el sistema de representación proporcional, debe buscarse que, en la integración 
paritaria entre géneros en órganos legislativos o municipales, se tenga como justi-
ficada la medida cuando se traduce en el acceso de un mayor número de mujeres. 

Lo anterior significa que en caso de que sean más mujeres que hombres en el órga-
no de elección popular, no significa que se está discriminando o rompiendo con la 
igualdad, en tanto que las disposiciones normativas -principalmente las constitucio-
nales- que incorporan el mandato de paridad de género o medidas afirmativas que 
se implementen, deben interpretarse y aplicarse procurando el mayor beneficio de 
las mujeres: por ser medidas preferenciales a su favor, orientadas a desmantelar la 
exclusión histórica de la que han sido objeto en el ámbito político. 

En ese entendido la jurisprudencia en comento determina que al realizarse ajustes 
en la asignación de cargos de representación proporcional cuando resulte la reduc-
ción del número de mujeres dentro del órgano de gobierno implicaría un menoscabo 
a su participación por el acceso al poder público y, por tanto, sería una restricción 
injustificada de su derecho de ocupar cargos de elección popular. 

En consecuencia, para la Sala Superior del TEPJF resulta acorde al principio de             
igualdad y no discriminación, que los órganos legislativos y municipales se integren 
por un número mayor de mujeres que de hombres; por lo que en la determinación 
de ajustes a las listas de representación proporcional si se asegura el acceso de un 
mayor número de mujeres, quedaría justificado en favor de la paridad, en tanto que 
dicho principio constituye un parámetro rector de los procesos comiciales.

Para su mejor apreciación se transcribe la Jurisprudencia 10/2021 emitida por la Sala 
Superior del TEPJF:

PARIDAD DE GÉNERO. LOS AJUSTES A LAS LISTAS DE REPRESENTACIÓN PRO-
PORCIONAL SE JUSTIFICAN, SI SE ASEGURA EL ACCESO DE UN MAYOR NÚME-
RO DE MUJERES.- De la interpretación sistemática y funcional de los artículos 
1°, párrafo quinto, 4° y 41, Base I, párrafo segundo, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; 1, numeral 1, de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos; 2, numeral 1, del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos; 4, inciso j), 6, inciso a), 7, inciso c), y 8 de la Convención In-
teramericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mu-
jer; 1, 2, 4, numerales 1 y 7, incisos a) y b), de la Convención sobre la Elimi-
nación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; así como II y III 
de la Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer, se advierte que la 
aplicación de reglas de ajuste a las listas de postulaciones bajo el sistema de 
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17. Sala Superior del TEPJF, Jurisprudencia 10/2021, Gaceta Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 14, Número 26, 2021, páginas 38 y 39.

18. Véase  DECRETO por el que se reforman los artículos 2, 4, 35, 41, 52, 53, 56, 94 y 115; de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Paridad entre Géneros, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación de fecha 6 de junio de 2019. Consultable en la siguiente liga: https://dof.gob.mx/
nota_detalle.php?codigo=5562178&fecha=06/06/2019.

representación proporcional, con el objeto de lograr la integración paritaria entre 
géneros en órganos legislativos o municipales, está justificada cuando se traduce en 
el acceso de un mayor número de mujeres. Lo anterior considerando, en principio, 
que las disposiciones normativas que incorporan el mandato de paridad de género o 
medidas afirmativas deben interpretarse y aplicarse procurando el mayor beneficio 
de las mujeres, por ser medidas preferenciales a su favor, orientadas a desmantelar 
la exclusión de la que han sido objeto en el ámbito político. Así, realizar ajustes en la 
asignación de cargos de representación proporcional de tal manera que se reduzca 
el número de mujeres dentro del órgano de gobierno implicaría que una medida que 
se implementó para su beneficio se traduzca en un límite a su participación por el 
acceso al poder público y, por tanto, sería una restricción injustificada de su derecho 
de ocupar cargos de elección popular. Con base en lo razonado, en estos casos es 
apegado al principio de igualdad y no discriminación que los órganos legislativos y 
municipales se integren por un número mayor de mujeres.17

III. Paridad total y acciones afirmativas para grupos             
vulnerables

De conformidad con la reforma constitucional del 6 de junio de 2019,18 en relación 
con la paridad total en todos los órganos públicos y de decisión política, se refor-
maron diversos artículos constitucionales para postular candidaturas de manera             
igualitaria y alternada:

El derecho a ser votado en condiciones de paridad para todos los cargos de elección 
popular; a solicitar el registro de candidatos y candidatas ante la autoridad electoral 
corresponde a los partidos políticos o de manera independiente (artículo 35, fracción 
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos -CPEUM-).

Los partidos políticos deben postular sus candidaturas de conformidad con el prin-
cipio de paridad de género; fomentar el respeto del principio paritario y observarlo 
en la integración de los órganos de representación política (artículo 41, fracción I de 
la CPEUM).

Se debe observar el principio de paridad de género en la elección de representantes 
ante los ayuntamientos, en los municipios de población indígena (artículo 2º de la 
CPEUM) y en los Ayuntamientos en general (artículo 115 de la CPEUM).
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En la postulación de candidaturas de diputados y senadores por el principio de RP, 
las respectivas listas, además de estar conformadas paritariamente, deberán estar 
encabezadas alternadamente entre mujeres y hombres por cada periodo electivo 
(artículos 53 y 56 de la CPEUM). 

 La paridad y alternancia en la postulación de diputaciones y senadurías antes señala-
da, significa que si para una elección la lista la encabeza una fórmula de mujeres, la 
siguiente de hombres (artículos 53 y 56 de la CPEUM).

Cabe señalar que la Sala Superior del TEPJF emitió sentencia el 14 de diciembre de 
2020 en el expediente SUP-RAP-116/2020 y acumulados, en la cual vinculó al Con-
greso de la Unión, así como a los congresos locales a regular la paridad en guber-
naturas en el proceso electoral que siga de manera inmediata al proceso 2021; por 
su parte los partidos políticos fueron vinculados a que, en la medida de lo posible y 
en atención a sus disposiciones internas, en las elecciones de 2021 seleccione a sus 
candidaturas a las gubernaturas, respetando el principio de paridad de género, por 
lo que deberá postular el mayor número de mujeres.

Por otra parte, y en relación con las acciones afirmativas en favor de grupos vulnera-
bles, el 29 de diciembre de 2020 la Sala Superior del TEPJF emitió sentencia en el ex-
pediente SUP-RAP-121/2020 y acumulados, mediante la cual ordenó al INE modificar 
el acuerdo INE/CG572/2020, a fin de que el Consejo General genere condiciones de 
igualdad para personas con discapacidad y ampliarlas a otros sectores en desven-
taja; para lo cual debía determinar los 21 distritos en los que los partidos políticos 
postulen candidaturas indígenas a diputaciones por el principio de mayoría relati-
va, ampliando esa obligación para sus candidaturas de representación proporcional 
para el Proceso Electoral Federal 2020-2021.

Cabe señalar que en el acuerdo del INE, se establecieron diversos criterios que los 
partidos políticos debían velar en sus procesos internos de selección de candidatu-
ras, específicamente aquellos relacionados al cumplimiento de la paridad de género, 
la acción afirmativa indígena y la perspectiva interseccional; es decir, medidas ten-
dentes a derribar los obstáculos de iure y de facto que generen discriminación y par-
ticularmente de los grupos en situación de vulnerabilidad o de atención prioritaria.

Sin embargo, la Sala Superior del TEPJF consideró que el acuerdo de mérito no fue 
lo suficientemente preciso para hacer efectivas las medidas afirmativas señaladas, 
por lo que ordenó al Consejo General del INE garantizar de manera eficaz las condi-
ciones de igualdad para la participación política de las personas con discapacidad, 
y las extienda a otros grupos sociales en situación de vulnerabilidad, de desventa-
ja o subrepresentación; con la finalidad de permitir su acceso en la postulación de  
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candidaturas para los cargos de elección en el actual proceso electoral, consideran-
do como eje rector primordial la paridad de género para todas las acciones que 
implemente.

Además, la Sala Superior precisó que el INE debía llevar a cabo de inmediato las           
acciones necesarias y pertinentes para implementar las medidas afirmativas, las 
cuales deberán ser concomitantes y transversales con las que ya ha implementado 
hasta este momento y las que, en su caso, diseñe posteriormente, en el entendido 
que los partidos políticos (PP) o las coaliciones (COA) podrán postular candidaturas 
que, cultural y socialmente, pertenezcan a más de un grupo en situación de vulne- 
rabilidad.

Por lo anterior, los efectos de la sentencia de la Sala Superior del TEPJF consistieron 
en los siguientes:

a. Modificar el acuerdo impugnado, para el efecto de que el Consejo General 
del INE delimite cuáles de los 21 distritos uninominales electorales en los que     
habrán de postularse candidaturas a diputaciones federales por el principio 
de mayoría relativa, los PP y COA deberán postular fórmulas integradas por 
personas indígenas; 

b. Se ordenó al Consejo General del INE, llevar a cabo las acciones necesarias y 
pertinentes para implementar medidas afirmativas que garanticen el acceso de 
las personas con discapacidad en la postulación de candidaturas para los car-
gos de elección que habrán de postularse en el actual PEF, las cuales deberán 
ser concomitantes y transversales con las que ya ha implementado hasta este 
momento y las que, en su caso, diseñe posteriormente, en el entendido que 
los PP o los COA podrán postular candidaturas que, cultural y socialmente, per- 
tenezcan a más de un grupo en situación de vulnerabilidad; y

c. Se vinculó al Consejo General del INE para que determine los grupos que ame- 
ritan contar con una representación legislativa para que diseñe las acciones o 
medidas afirmativas necesarias y efectivas tendentes a lograr la inclusión de 
representantes populares de esos grupos o comunidades, mediante la postu-
lación de candidaturas por los PP o las COA; para lo cual dichas medidas deben 
observar el principio de paridad de género, el cual debe incorporarse como un 
eje transversal que rija para todas las medidas tendentes a lograr la igualdad 
sustantiva de las personas, grupos o comunidades correspondientes, particu-
larmente las personas con discapacidad y los demás grupos vulnerables.
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Atentos a lo anterior, el 15 de enero de 2021, el Consejo General del INE, en cum-
plimiento de la sentencia SUP-RAP-121/2020 y acumulados, emitió el acuerdo INE/
CG18/2021 mediante el cual modificó los criterios aplicables para el registro de can-
didaturas a diputaciones por ambos principios que presenten los partidos políticos 
nacionales y, en su caso, las coaliciones ante los Consejos del INE para el Proceso 
Electoral Federal 2020-2021, con el objetivo de promover la participación de grupos 
históricamente discriminados; para lo cual determinó que los partidos y coaliciones 
deberán incluir candidaturas indígenas, personas de la diversidad sexual, afrome-   
xicanas y con discapacidad en candidaturas a diputaciones federales.

Por lo anterior, y en cumplimiento de la citada sentencia, el INE aprobó acciones 
afirmativas para efecto de que los partidos políticos y coaliciones, deben cumplir en 
el registro de candidaturas a Diputaciones Federales de Mayoría Relativa (MR) y Re- 
presentación Proporcional (RP), de conformidad con lo siguiente:

1. Personas Indígenas. Deben postular en total, 30 fórmulas de manera parita- 
ria: de las cuales 21 fórmulas de candidaturas de MR en 21 distritos indígenas 
concretos, en los que exclusivamente se postulen personas de esa comunidad, 
además de que en 11 fórmulas deben postularse mujeres indígenas. Por otra 
parte, se postularán 9 fórmulas de candidaturas de RP en las Circunscripciones 
Plurinominales (CP) de la siguiente manera: 1ª CP 1 fórmula; 2ª CP 1 fórmula; 3ª 
CP 4 fórmulas; 4ª CP 2 fórmulas; y 5ª CP 1 fórmula; en las cuales los 10 primeros 
lugares de las listas y en 5 fórmulas deben ser del mismo género;

2. Personas con Discapacidad. Se deberán postular 8 fórmulas de forma paritaria: 
de las cuales 6 fórmulas de candidaturas de MR en cualquiera de los 300 Dis-
tritos Electorales Federales, y 2 fórmulas de candidaturas de RP en cualquiera 
de las Circunscripciones Plurinominales en los pri- meros 10 lugares de la lista;

3. Personas Afromexicanas. Adicionalmente, los partidos deberán postular 4 can-
didaturas de manera paritaria: 3 fórmulas de MR de candidaturas integradas 
por personas afromexicanas en cualquiera de los 300 distritos electorales y 1 
por el principio de RP en cualquiera de las 5 circunscripciones, debiendo ubi-
carla en los primeros 10 lugares de la lista; y

4. Personas de la diversidad sexual. Finalmente, el INE determinó que los partidos 
nacionales deberán postular cuando menos 3 fórmulas de manera paritaria de 
personas de la diversidad sexual: 2 fórmulas de MR en cualquiera de los 300 
distritos electorales federales y, para el caso del principio de RP, deberán pos-
tular 1 fórmula dentro de los primeros 10 lugares de la lista de cualquiera de 
las 5 circunscripciones electorales.
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Con las medidas adoptadas por el INE pretendió cumplir con la sentencia de la Sala 
Superior del TEPJF, en la cual se establecen acciones afirmativas que aseguran el 
mínimo de candidaturas para cada grupo vulnerable, integrando cada fórmula por 
personas del mismo grupo vulnerable (propietaria y suplente); mismas que deberán 
registrar los partidos políticos y coaliciones atendiendo de manera transversal al 
principio de paridad.

Por otra parte, el 24 de febrero de 2021, la Sala Superior del TEPJF emitió sentencia 
en el expediente SUP-RAP-21/2021 y acumulados, en la cual determinó ordenar al 
INE que diseñe e implemente acciones afirmativas para personas mexicanas resi-
dentes en el extranjero en el proceso electoral federal 2020-2021; y que participen 
en las listas de representación proporcional de cada una de las circunscripciones 
plurinominales, cumpliendo con el principio de paridad, para lo cual se le ordenó 
modificar el acuerdo impugnado para la inclusión de candidaturas de personas re- 
sidentes en el extranjero, de manera adicional a las establecidas para indígenas, per-
sonas de la diversidad sexual, afromexicanas y con discapacidad en candidaturas a 
diputaciones federales para el proceso electoral federal 2020-2021.

IV. El conflicto entre acciones afirmativas de personas 
no binarias y el principio de paridad (SUP-REC-256/2022)

Antecedentes

Por sentencia del 2 de junio de 2022 la Sala Superior del TEPJF en el expediente 
SUP-REC-256/2022 determinó que las personas no binarias no pueden ocupar los 
lugares designados para las mujeres en las listas de candidaturas de representación 
proporcional.

Por unanimidad la Sala Superior determinó que cuando se designen candidaturas de 
personas no binarias en las listas de representación proporcional, estas deben ocu-
par los lugares previstos para hombres y no aquellos designados para las mujeres, 
en atención al principio constitucional de paridad de género.

La controversia se suscitó después de que el Instituto Electoral de Quintana Roo         
(instituto local) ordenara la sustitución del candidato de Morena postulado en la 
quinta posición de la lista de diputaciones por representación proporcional, pues 
consideró que se incumplía con los requisitos de paridad de género al postular a una 
persona no binaria en el lugar correspondiente a una mujer. 

La decisión anterior fue confirmada por el Tribunal local, así como por la Sala Regio- 
nal Xalapa, aunque por razones distintas. Al respecto, la Sala Regional determinó que, 
conforme a la normatividad local, el recurrente era inelegible al existir una sentencia 
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firme que lo sancionó por violencia política de género, en contra de la cual se pre-
sentó recurso de reconsideración.

En ese sentido, la Sala Superior determinó que los criterios de paridad para el re- 
gistro de candidaturas en el proceso local 2021-2022 -emitidos por el Instituto local- 
que impiden postular a personas no binarias en los lugares reservados para mujeres, 
resultaron constitucionales ante la existencia de un deber de postular candidaturas 
LGBTTTIQ+, cuando se trate de personas no binarias, los lugares que deben ceder 
son los previstos para hombres; de esta manera se armonizó el principio de paridad 
de género con las acciones afirmativas para personas de la diversidad sexual y se 
garantiza el acceso de las mujeres a los cargos públicos.

La Sala Superior consideró que la medida cuestionada busca lograr la paridad sus-
tantiva, pues asegura que haya un 50 por ciento de candidaturas de mujeres y le 
distribuye el costo a los hombres al ser el sector que no ha sido históricamente 
discriminado; además se afecta en menor medida el principio de paridad de género. 

Dicha decisión se justificó según el razonamiento de la sentencia, en tanto que su-
peró el test de proporcionalidad, pues tiene fin legítimo, es idónea, necesaria y pro-
porcional en sentido estricto; por lo cual, y tras verificar que los criterios de paridad 
resultaron constitucionales y, por lo tanto, convalidar la sustitución de la candidatura 
ordenada por el Instituto local, la Sala Superior consideró que era innecesario ana- 
lizar lo relativo a los requisitos de elegibilidad por violencia política de género, y en 
consecuencia, confirmó la resolución de la Sala Regional Xalapa impugnada.

El bloque de constitucionalidad de la paridad como principio rector de los procesos 
electorales

Los agravios fueron enderezados en contra de los numerales Tercero y Vigésimo, 
párrafos 1 y 2, de los “Criterios y procedimientos para seguir en materia de paridad 
para el registro de candidaturas que se postulen para las diputaciones y guberna-
tura en el proceso electoral local 2021-2022” emitidos por el Instituto Electoral de 
Quintara Roo, aduciendo que resultaban inconstitucionales, porque a su juicio vul-
neraban el principio de igualdad y no discriminación, al prever que las personas no 
binarias no pueden ser postuladas en los lugares originalmente designados para 
las mujeres; por lo que solicitaron la inaplicación al caso concreto, pues desde su                          
perspectiva el principio de paridad puede ceder ante la acción afirmativa que involu-
cre a las personas no binarias.

La Sala Superior consideró que la norma cuestionada por el recurrente resultó 
constitucional, porque garantiza el cumplimiento del principio de paridad para las  
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mujeres, entendido como un piso mínimo y no un techo.

Lo anterior -y como ya se señaló-, tiene sustento en la reforma constitucional de 2019 
por la cual se establecieron disposiciones para hacer efectivo el principio de paridad 
y, con ello, garantizar la integración paritaria de los cargos de elección popular, así 
como en los poderes Ejecutivo y Judicial, tanto en el ámbito federal como estatal.

Por lo que refiere a los cargos de elección popular, se estableció el deber de los 
partidos políticos, como entidades de interés público, de postular candidaturas de 
forma paritaria;19  también se reconoció el derecho de la ciudadanía a ser votada en 
condiciones de paridad para todos los cargos de elección popular.20 

De igual forma, se estableció una reserva de ley para que el Congreso de la Unión y 
las legislaturas locales, en el ámbito de su competencia, adecuarán las leyes a fin de 
garantizar el principio de paridad de conformidad con la reforma.21 

Ahora bien, en términos de la normativa internacional la sentencia señaló que la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Convención Belém do Pará 
consagran el deber aplicable al Estado mexicano de proteger los derechos humanos 
de las mujeres, de lo que se deriva el principio de igualdad de trato.22  

Por su parte, la CEDAW23  contempla que los Estados deben garantizar a las mujeres, 
en igualdad de condiciones, el derecho a ocupar cargos públicos y ejercer todas las 
funciones públicas en todos los planos gubernamentales; y en la Convención sobre 
los Derechos Políticos de la Mujer se establece que las mujeres serán elegibles para 
todos los organismos públicos electivos establecidos por la legislación nacional, en 
condiciones de igualdad con los hombres, sin discriminación alguna.24

Por su parte en la legislación electoral local25 se estableció que, para efectos del 
registro de candidaturas por el principio de RP, cada partido político registrará de 
manera directa una lista preliminar de cinco candidaturas propietarias conforme a 

19. Artículo 41, párrafo tercero, Base I, de la CPEUM.
20. Artículo 35, fracción II, de la CPEUM.
21. Artículos segundo y cuarto transitorios del decreto publicado el seis de junio de dos mil diecinueve, por el 

que se reformó la CPEUM en materia de paridad.
22. Artículo 4.f), de la Convención de Belém do Pará y artículos 1, 2 y 23 de la Convención Americana.
23. Artículo 7.b de la CEDAW.
24. Artículos II y III de la Convención de los Derechos Políticos de la Mujer.
25. El artículo 275 de Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Quintana Roo (ley 

local).
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su normativa interna; lista que debía encabezarse alternamente entre mujeres y 
hombres en cada periodo electivo, así como alternada por género para garantizar la 
paridad, misma que se integrará a la lista definitiva que deberá conformar el Consejo 
General de conformidad con la ley local.

En ese orden de ideas, la sentencia razona que el actual sistema jurídico electoral 
mexicano prevé un principio de paridad en todos los cargos de elección popular, por 
lo que ese estándar se debe tomar en consideración al aplicar la pluralidad y diversi-
dad de las acciones afirmativas.

Ponderación y proporcionalidad del conflicto entre paridad de género y acciones 
afirmativas para personas no binarias

El caso que en estudio versó esencialmente sobre la implementación de una                    
“acción afirmativa arcoíris” que el instituto local debió aplicar por orden jurisdiccional, 
con la finalidad de que los partidos políticos postularan a una persona del colectivo 
LGBTTTIQ+ en las candidaturas de RP; además de que estableció una norma para las 
personas no binarias, en el sentido que no podrían ser postuladas en los lugares que 
originalmente corresponden a las mujeres. 

Esa norma establecida en los Criterios de Paridad tiene como finalidad proteger el 
principio de paridad de las mujeres, a la vez que permite que las personas no bina-
rias puedan ser postuladas en los lugares que corresponden a los hombres.

En este sentido, la Sala Superior ponderó entre la acción afirmativa para personas 
no binarias y la paridad de género para las mujeres, para determinar si en el caso 
se justificó que la norma en la que se prevé que la paridad de género a favor de las 
mujeres no puede ceder ante la acción arcoíris para las personas no binarias. 

La norma cuestionada por la recurrente está contenida en los puntos de acuer-
do Tercero y Vigésimo, numerales 1 y 2, de los Criterios de Paridad, que prevén 
que, para la postulación de diputaciones de RP, las personas queer (no binarias) no                      
podrán ocupar espacios originalmente dispuestos para mujeres, debiéndose obser-
var los principios de paridad y alternancia respectivos en todo momento.

Para la Sala Superior, la norma cuestionada pretendió armonizar el principio de 
paridad con la implementación de acciones afirmativas para personas LGBTTTIQ+, 
en especial de quienes se identifican como personas no binarias, mediante el                             
establecimiento de una regla que prevé que la garantía de su incorporación no debe 
ser en detrimento de la paridad para mujeres.
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En ese aspecto se debe tomar en consideración que los partidos políticos deben 
postular candidaturas de forma paritaria y en el entendido que también tienen deber 
de postular candidaturas LGBTTTIQ+, cuando se trate de personas no binarias, el 
sector que debe ceder es el de los hombres. 

Así pues, la Sala Superior al implementar la metodología hermenéutica del test de 
proporcionalidad consideró que la norma cuestionada resultó apegada al orden 
Constitucional y no transgredió el derecho de la persona recurrente a ser votada en 
condiciones de igualdad y no discriminación, ya que supera el mencionado test de 
proporcionalidad; considerando que la norma cuestionada prevé una medida que 
garantiza la implementación de acciones afirmativas para personas LGBTTTIQ+ a la 
vez que pretende proteger la paridad para las mujeres. 

Por lo anterior la sentencia desarrolló la metodología del principio de proporcionali-
dad con base en sus tres subprincipios (considerando que el primero lo divide en fin 
constitucionalmente legítimo e idoneidad de la medida): 

1. Fin constitucional legítimo. La norma cuestionada resultó constitucional porque 
obedece a un fin legítimo, consistente en procurar que las mujeres sean postu-
ladas de forma paritaria en la postulación de candidaturas de representación 
proporcional al buscar:

a. garantizar que las mujeres sean postuladas de forma paritaria en las candi-
daturas de representación proporcional; 

b. en ese sentido se busca lograr la paridad sustantiva, al establecer que los 
espacios originalmente asignados a las mujeres se deben respetar; 

c. se asegura el cincuenta por ciento de las candidaturas de mujeres, dis-
tribuyendo el costo al sector que no ha sido históricamente discriminado, 
en este caso a los hombres, y d) establece un mecanismo de incorporación 
de las acciones afirmativas para personas LGBTTTIQ+ sin afectar la paridad 
para mujeres.  

De conformidad con la normatividad constitucional y convencional señalada con 
anterioridad, se advierte que en México existe un principio de paridad en todos 
los cargos de elección popular: conforme a ese principio de igualdad, se justifica la 
aplicación de deberes a cargo de los partidos políticos para que postulen mujeres 
de manera paritaria, como una medida para lograr una mejor representación 
democrática, sin que esos lugares puedan ser ocupados por personas no binarias.  
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Además, y como se ha sostenido en este ensayo, el principio de paridad en be- 
neficio de las mujeres es un piso mínimo y no como un techo (“techo de cristal”); 
por lo que el estándar a seguir implica que es conforme a ese parámetro la me-
dida que privilegie la participación paritaria de las mujeres. 

Sin embargo, la sentencia advierte el reto que se presenta al dilucidar el conflicto 
que nos ocupa,  al no perder de vista que el principio de paridad está regulado en 
el actual sistema electoral mexicano desde una perspectiva binaria del género, es 
decir, reconoce únicamente la existencia del género masculino y el femenino; en 
tanto que bajo ese esquema de paridad, el reconocimiento de acciones afirma-
tivas que contemplen la posibilidad de postular personas no binarias representa 
un auténtico desafío para determinar cómo se incorporarán esas personas en un 
sistema construido desde la exclusiva dualidad (masculino/femenino). 

Al realizar la ponderación de principios en conflicto que se suscita en el caso 
concreto, sostiene que la solución propuesta en la sentencia busca armonizar el 
principio de paridad con la acción afirmativa para personas LGBTTTIQ+; lo que 
implica mantener la posibilidad de convivencia entre el principio de paridad y la 
aplicación de la acción afirmativa para personas no binarias, de tal manera que 
se favorezca a las personas históricamente discriminadas en el acceso a la repre-
sentación político-electoral, que en este caso sin duda son las mujeres. 

Conforme a lo que hemos señalado desde el principio, la Sala Superior hace una 
distinción entre paridad y acciones afirmativas: señala la obligación de los parti-
dos políticos en cuanto a su deber de hacer un esfuerzo para cumplir el mencio-
nado principio de paridad y a su vez cumplir las acciones afirmativas, en lo par-
ticular para el caso de personas no binarias deberán ubicar en los lugares de las 
personas que no han sido desfavorecidas históricamente en la representación 
política, que en este caso son los varones. 

Por tanto, concluye en este aspecto que la norma en la que se prevé que las 
personas no binarias no pueden ocupar los lugares originalmente asignados a 
las mujeres en las listas de representación proporcional tiene un fin constitucio-
nalmente válido. 

2. Idoneidad de la medida. La Sala Superior sostiene que la norma controvertida es 
una medida idónea, porque la norma tiene como finalidad garantizar la inclusión 
paritaria de mujeres en la postulación de candidaturas de representación pro-
porcional en el Congreso de Quintana Roo, de tal manera que se pretende un       
acceso paritario de las mujeres a las candidaturas de representación proporcio-
nal en el órgano legislativo. 
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3. Necesidad de la medida. Para la Sala Superior la norma cuestionada es necesaria, 
porque al analizar las alternativas existentes para alcanzar el fin legítimo perse-
guido, en este caso garantizar que las mujeres estén representadas de forma 
paritaria en el legislativo, no se advierte otra opción menos gravosa.

De conformidad con el argumento esbozado en el fin constitucionalmente legí-
timo, en la sentencia se sostiene que podría considerarse que en algún caso 
concreto se podría decidir que el principio de paridad puede ceder ante otros 
derechos en juego, la realidad es que la regla general es que los espacios con-
quistados por las mujeres a lo largo de una lucha histórica por la reivindicación 
de sus derechos en el escenario político-representativo se deben garantizar en 
la mayor medida posible. 

En esta grada del test de proporcionalidad se pondera que ante la implementación 
de alguna acción afirmativa como en el caso para personas no binarias, el ope- 
rador jurídico debe procurar la implementación de la medida de compensación, 
pero en los lugares asignados a los hombres, pues es el sector que no ha enfren-
tado discriminación histórica en la representación política; por lo que a la luz del 
principio de paridad en la integración de listas de postulación de candidaturas 
tiene un origen de discriminación histórica de las mujeres, y el objetivo es mejo-
rar la posición de las mujeres como grupo históricamente discriminado o desa- 
ventajado en el acceso a los espacios de representación política. 

La medida menos gravosa que se busca es atender el problema se puede resol- 
ver con un trato preferencial a favor del grupo que históricamente ha sido dis-
criminado, por lo que son los varones quienes deben soportar la incorporación 
de personas no binarias a una lista paritaria regida por una visión binaria.

Bajo el razonamiento anterior, señala la resolución que esta sería la única forma 
en la cual se garantiza el principio de paridad a favor de las mujeres a la vez que 
se permite la implementación de una acción afirmativa a favor de personas no bi-
narias; por lo que se garantiza que las mujeres sean postuladas de forma parita- 
ria a la vez que se procura que las acciones afirmativas para personas LGBTTTIQ+ 
sea implementada, pero en su caso en detrimento de los hombres.

4. Proporcionalidad en sentido estricto. En la sentencia se resolvió que la norma 
controvertida también cumple el requisito de proporcionalidad en sentido es-
tricto, al tratarse de una disposición en la que se prevé que las mujeres deben 
ser postuladas de forma paritaria, sin que ello implique en sí mismo que no se 
podrán postular candidaturas de personas LGBTTTIQ+, en especial personas no 
binarias.
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En ese aspecto, la Sala Superior pone un especial énfasis en la responsabilidad 
de los partidos políticos y coaliciones en su deber de poner especial cuidado 
en sus postulaciones para procurar armonizar la incorporación de acciones afir-
mativas de las personas no binarias en lugares que no correspondan a las mu-
jeres; solamente de esa forma se logra garantizar tanto el principio de paridad 
en beneficios de las mujeres y, en su caso, ceder espacios o lugares asignados 
a los hombres por ser el sector que históricamente no ha sido discriminado en 
materia de representación política. 

V. Conclusiones

De la sentencia emitida por la Sala Superior del TEPJF en el expediente SUP-
REC-256/2022 se deducen diversas conclusiones en las cuales se establece un pa- 
radigma fundamental en favor del principio de paridad de género como principio 
rector de los procesos comiciales:

1. En primer lugar, es necesario distinguir entre las acciones afirmativas que se 
establecen en favor de personas pertenecientes a grupos vulnerables y el prin-
cipio constitucional de paridad como principio rector de los procesos consti-
tucionales; 

2. Cualquier acción afirmativa, y en lo particular la establecida en favor de perso-
nas no binarias no pueden ocupar los lugares designados para las mujeres en 
las listas de candidaturas de representación proporcional;

3. Cuando se designen candidaturas de personas no binarias en las listas de 
representación proporcional, estas deben ocupar los lugares previstos para 
hombres y no aquellos designados para las mujeres, en atención al principio 
constitucional de paridad de género;

4. En caso de que se establezcan medidas afirmativas para postular candidaturas 
LGBTTTIQ+, cuando se trate de personas no binarias, los lugares que deben 
ceder son los previstos para hombres; 

5. La finalidad de la sentencia es que se busca armonizar el principio de paridad 
de género con las acciones afirmativas para personas de la diversidad sexual y 
a la vez se garantizó el acceso de las mujeres a los cargos públicos;

6. La medida busca lograr la paridad sustantiva, pues asegura que haya un 50 por 
ciento de candidaturas de mujeres y le distribuye el costo a los hombres al ser 
el sector que no ha sido históricamente discriminado; además de que se afecta 
en menor medida el principio de paridad de género;  y

7. Dicha decisión se justificó según el razonamiento de la sentencia, en tanto que 
superó el test de proporcionalidad, pues tiene fin legítimo, es idónea, necesaria 
y proporcional en sentido estricto.

Ensayos



199Justicia y Sufragio

Desde nuestra perspectiva el conflicto entre las acciones afirmativas en materia de 
grupos vulnerables y el principio de paridad se trata de un conflicto aparente, pues 
lo que en realidad se dilucida, son cuestiones diferentes, y que bajo el actual sistema 
jurídico mexicano no resultan comparables o equivalentes. 

Es decir, en el caso de la paridad, ya no es una acción afirmativa sino un principio 
rector del sistema electoral mexicano dada su evolución y que por su larga lucha por 
lograr que las mujeres tuvieran acceso a los cargos públicos tiene un tratamiento 
distinto de las medidas tendentes a lograr la igualdad; la mujer pertenece a un gru-
po históricamente discriminado que se encuentra ligado de manera indisoluble con 
el universo de población que representa. Por lo que la paridad adquiere una con-
notación especial en relación con los demás grupos vulnerables. 

Lo anterior tampoco significa que hay ciudadanos de segunda y de primera, sino 
que la democracia constitucional debe realizar un balance entre el gobierno de las 
mayorías, y el respeto e inclusión de los derechos de las minorías; pues desde el 
establecimiento de las cuotas de paridad, ha sido una larga lucha en favor de la 
inclusión de las mujeres en el ejercicio de los cargos públicos, lo que nos ha dejado 
un aprendizaje acumulativo respecto de cómo deben ser incorporados los distintos 
sectores de la sociedad que históricamente han sufrido discriminación, y la paridad 
de género es un ejemplo de ello. 

Por lo anterior, la sentencia que derivó del expediente SUP-REC-256/2022, dilucidó 
el conflicto entre las acciones afirmativas y el principio de paridad en favor de este 
último; particularmente se advirtieron las razones por las cuales la Sala Superior del 
TEPJF justificó a la luz del principio de proporcionalidad que las personas no binarias 
no pueden ocupar los lugares designados para las mujeres en las listas de candida-
turas de representación proporcional, y por tanto la prevalencia del principio parita- 
rio sobre la acción afirmativa en favor de personas no binarias.

La sentencia advierte el reto que se presenta al dilucidar el conflicto que nos ocupa, 
es que el principio de paridad está regulado en el actual sistema electoral mexicano 
desde una perspectiva binaria del género, es decir, reconoce únicamente la existen-
cia del género masculino y el femenino. 

Al final la Sala Superior del TEPJF cuando realizó la ponderación de los principios 
en conflicto, buscó armonizar el principio de paridad con la acción afirmativa para 
personas LGBTTTIQ+; lo que implica mantener la posibilidad de convivencia entre el 
principio de paridad y la aplicación de la acción afirmativa para personas no binarias, 
de tal manera que se favorezca a las personas históricamente discriminadas en el 
acceso a la representación político-electoral, que en este caso sin duda son las mu-
jeres. 
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Resumen
En la década pasada, la Sala Superior 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación2 estableció criterio 
para conocer de asuntos relacionados 
con la transferencia de responsabili-
dades a los pueblos y comunidades 
indígenas, sus derechos a la autodeter-
minación, autonomía y autogobierno, 
vinculada con el de participación políti-
ca efectiva y la administración directa 
de los recursos que le corresponden; 
sin embargo, dicho criterio fue supe- 
rado por sentencia de ese mismo órga-
no, con motivo de una resolución de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación.
Derivado de ello, en el presente tra-
bajo se destacarán algunos puntos de 
las diversas resoluciones que se emi-
tieron, tanto en la cadena impugnativa 
seguida en la instancia electoral como 
en el fallo que generó que el criterio 

Abstract
In the past decade, the Superior 
Chamber of the Electoral Court of the 
Judicial Power of the Federation es-
tablished criteria to hear matters re-
lated to the transfer of responsibilities 
to indigenous peoples and commu-
nities, their rights to self-determina-
tion, autonomy and self-government, 
linked to the effective political parti- 
cipation and direct administration of 
the resources that correspond to it; 
however, said criterion was overcome 
by a ruling of that same body, due to 
a resolution of the Supreme Court of 
Justice of the Nation.
Derived from this, the paper high-
lights some points of the various 
resolutions that were issued, both in 
the challenging chain followed in the 
electoral instance and in the ruling 
that generated that the criterion that 
the Superior Court had held will be 
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que había sostenido la Sala Superior 
quedará sin vigencia, respecto de los 
cuales hago algunas precisiones y, por 
último, se expondrán las conclusiones 
a las que se arriban.

Palabras clave
Autogobierno, libre determinación, 
comunidad indígena, pueblo indígena, 
consulta.

without effect, with respect to which 
the will be some precisions and, fina- 
lly, the conclusions to which I arrived 
will be exposed.

Keywords
Serf goverments, free determina-
tions, indigenous comounity, indige-
nous people, query.

3. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Sala Superior, SUP-JDC-1865/2015, 18 de mayo de 
2016. (Asunto conocido por la denominación de la comunidad indígena como Caso Pichátaro).

I. Introducción

La administración directa de los recursos por parte de los pueblos y comunidades 
indígenas ha sido, sin lugar a duda un tema de debate.

Al respecto, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) al resolver 
asuntos relacionados con ese tópico3 consideró que el artículo 115, fracción I, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece, entre otros aspec-
tos, las bases constitucionales del Municipio como una institución política fundamen-
tal en la estructura del Estado Mexicano.

Asimismo, que de conformidad con el último párrafo de la fracción IV de dicho artí-
culo, todos los recursos de la hacienda municipal deben ejercerse directamente por 
los Ayuntamientos o por quienes estos autoricen conforme a la ley.

De igual forma, tratándose de pueblos y comunidades indígenas, conforme con lo 
establecido por el artículo 2º, Apartado B, fracción I, de la Constitución Federal, las 
autoridades municipales tienen la obligación directa de determinar equitativamente 
las asignaciones presupuestales que las comunidades indígenas administrarán di-
rectamente para fines específicos.

Adicionalmente, el primero de los dispositivos constitucionales enunciados también 
establece expresamente que una autoridad diversa al Ayuntamiento puede ejer-   
cer el presupuesto municipal, la cual es una potestad pública conferida exclusiva-
mente a los ayuntamientos por el Órgano Revisor de la Constitución y solamente 
ellos, pueden válidamente autorizar que otra entidad o persona de derecho público 
pueda hacerlo. 
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Y, no obstante, el mencionado principio de ejercicio directo del ayuntamiento de los 
recursos tiene una modalidad, por norma constitucional, en el caso de los munici- 
pios con presencia de comunidades indígenas, las autoridades municipales tienen la 
obligación de determinar equitativamente las asignaciones presupuestales que las 
comunidades indígenas administrarán directamente para fines específicos, de con-
formidad con el artículo 2º, Apartado B, fracción I, de la Constitución Federal. 

Además, que como lo indica el Preámbulo del Convenio 1694 de la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT), los Estados deben reconocer las aspiraciones de los 
pueblos y comunidades indígenas a asumir el control de sus propias instituciones y 
formas de vida y de su desarrollo económico y a mantener sus identidades, lenguas 
y religiones, dentro del marco del Estado en que viven. 

Sobre esas bases, la Sala Superior del TEPJF concluyó que el derecho de los pue- 
blos y comunidades indígenas al autogobierno, reconocido constitucionalmente, 
consistente en determinar su condición política y perseguir libremente su desa-                   
rrollo integral, incluye, entre otros aspectos, la transferencia de responsabilidades, 
a través de sus autoridades tradicionales o reconocidas, en relación con el ejercicio 
de sus derechos a la autodeterminación, autonomía y autogobierno, vinculada con 
el de participación política efectiva y la administración directa de los recursos que le                 
corresponden, pues dichos derechos humanos únicamente pueden concretarse al 
contar con un mínimo de derechos necesarios para garantizar la existencia, dignidad, 
bienestar de sus integrantes y desarrollo integral, así como su identidad cultural.5

II. Competencia para dirimir de conflictos por transfe- 
rencia de recursos a pueblos y comunidades indígenas

Se tienen antecedentes que informan que los conflictos por transferencia de recur-
sos a pueblos y comunidades indígenas han sido dirimidos por diversos órganos ju-
risdiccionales especializados en las materias indígena y electoral, cuya competencia 
ha sido cuestionada, lo cual ha provocado incertidumbre jurídica e incluso, la interro-
gante sobre si dicha competencia recae en algún otro tribunal. 

Para una mejor comprensión sobre el tema, a continuación, se analizarán casos en 
los que tribunales especializados han conocido de los conflictos como el que nos 
ocupa, así como la normativa que fundamenta su competencia. 

4. Convenio 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, 27 de junio de 1989.
5. Criterio que dio lugar a la tesis LXV/2016 del rubro: PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. EL DERECHO 

AL AUTOGOBIERNO INCLUYE LA TRANSFERENCIA DE RESPONSABILIDADES RELACIONADAS CON EL EJERCI-
CIO DE SUS DERECHOS A LA AUTODETERMINACIÓN, AUTONOMÍA Y AUTOGOBIERNO, VINCULADO CON SU 
DERECHO A LA PARTICIPACIÓN POLÍTICA EFECTIVA Y LA ADMINISTRACIÓN DIRECTA DE LOS RECURSOS QUE 
LES CORRESPONDEN.
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1. Sala de Justicia Indígena6 y Quinta Sala Penal del Tribunal Superior de Justi-
cia del Estado de Oaxaca.

En la estructura del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Oaxaca7 se contempla 
a la Sala de Justicia Indígena, la cual, con excepción de la materia política electoral, 
garantizará y conocerá los derechos de los pueblos indígenas y su jurisdicción.

Entre las atribuciones de dicha Sala,8 se encuentra la de conocer de las inconformi-
dades que se susciten entre los ayuntamientos, agencias municipales y de policía, 
núcleos rurales y autoridades comunitarias de los pueblos indígenas, en ejercicio de 
las facultades que les confiere la ley o sus sistemas normativos, cuya resolución no 
sea competencia del Congreso del Estado y de otras instancias.

Por otra parte, los tribunales electorales, tanto el del Poder Judicial de la Federación 
como de las entidades federativas también han conocido de los conflictos como los 
que se analizan.

2. Tribunales Electorales

En principio, la competencia de los Tribunales Electorales, tanto del Poder Judicial de 
la Federación como de las entidades federativas se sustentó en los artículos 99 y 116, 
fracción IV, de la Constitución Federal, las cuales no contemplan hipótesis específicas 
respecto a los conflictos por violaciones al derecho a la libre determinación y autogo-
bierno de los pueblos y comunidades indígenas. 

No obstante, la Sala Superior del TEPJF al resolver el caso Pichátaro sostuvo su com-
petencia al tratarse de un juicio para la protección de los derechos político-electo- 
rales del ciudadano, en el cual los promoventes aducían que los actos impugnados 
vulneraban su derecho a la participación política vinculados a sus derechos colecti-
vos a la libre determinación, autonomía y autogobierno de una comunidad indígena.

Con similar fundamento, los tribunales electorales locales han conocido y resuelto 
asuntos sobre la transferencia de recursos a las comunidades indígenas, como ejem-
plo, la sentencia del Tribunal Electoral del Estado de Jalisco al resolver el juicio para la 
protección de los derechos político-electorales del ciudadano clave JDC-001/2019.9

III. Criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción
6. En lo sucesivo Sala de Justicia Indígena o Sala Indígena.
7. En adelante TSJO o Tribunal Superior.
8. Artículo 23 fracción V de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Oaxaca
9. Sentencia del expediente JDC-001/2019 del Tribunal Electoral del Estado de Jalisco, disponible en https://

www.triejal.gob.mx/jdc-001-2019, consultado el 19 de enero de 2022.
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Con relación al tema que nos ocupa, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, en ejercicio de su facultad de atracción, resolvió el juicio de amparo 
directo 46/2018 promovido por el Ayuntamiento de Santo Domingo Tehuantepec, 
Oaxaca, contra una sentencia emitida por la Sala de Justicia Indígena en un juicio 
para la protección de los derechos indígenas promovido por la comunidad indígena 
de Santa María Nativitas Coatlán de ese municipio.

En dicho juicio constitucional se analizaron, entre otros conceptos de violación, el 
relacionado con la competencia de Sala de Justicia Indígena, bajo el argumento con-
sistente en que no se justificaba la causa para tramitar y substanciar un juicio de 
derecho indígena y en ese sentido dicha sala no era competente para conocer del 
asunto, que en todo caso, al alegarse temas presupuestales, quien debió conocer 
era el Tribunal de lo Contencioso Administrativo y de Cuentas del Poder Judicial del 
Estado.

Al respecto, el Alto Tribunal consideró que el principal objetivo de la Sala de Justicia 
Indígena era conocer de los asuntos en los que se controvirtieran los derechos de 
los pueblos y comunidades indígenas, a fin de resolverlos con una perspectiva de to- 
lerancia, sensibilidad, respeto y conocimiento de sus sistemas normativos internos.
 
Asimismo, sí el asunto derivaba de una inconformidad entre el Ayuntamiento Consti-
tucional del Municipio de Santo Domingo Tehuantepec, Oaxaca, y la comunidad indí-
gena de Santa María Nativitas Coatlán, a través de la agencia municipal, en relación 
con la falta de reconocimiento de su autonomía y libre determinación, era claro que 
correspondía conocer del asunto a la Sala de Justicia Indígena, en razón a que se 
actualizaba la hipótesis.10 

En este juicio constitucional se concluyó que en el caso particular la competencia de 
la Sala Indígena estaba justificada en aras de garantizar la mayor protección posible 
a los pueblos y comunidades, por ello, cuando una de las prestaciones o derechos 
implique el establecimiento de criterios o interpretación de derechos indígenas, por 
lo que debía conocer la sala especializada en la materia, pues de otra manera se 
dejaría vacía su competencia. 

IV. Interrupción de criterio de la Sala Superior

Con posterioridad a lo relatado en el capítulo anterior, se presentó un conflicto si- 
milar, pero ahora la controversia se suscitó entre el Tribunal Electoral del Estado de 
Oaxaca y la Sala de Justicia Indígena.

10. Conocer de las inconformidades que se susciten entre los ayuntamientos, agencias municipales y de policía, 
núcleos rurales y autoridades comunitarias de los pueblos indígenas, en ejercicio de las facultades que les 
confiere la ley o sus sistemas normativos, cuya resolución no sea competencia del Congreso del Estado y 
de otras instancias.
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En ese asunto, la Agencia de la Comunidad de Dolores solicitó al Ayuntamiento de 
Huajuapan de León, los criterios de información respecto a la metodología y fórmula 
para la distribución de los recursos de las participaciones fiscales federales del ejer-
cicio dos mil diecinueve, entre las agencias de policía que pertenecen a dicho ayun-
tamiento, así como la transferencia directa de los recursos.

Posteriormente, diversos ciudadanos pertenecientes a la agencia municipal referi-
da promovieron juicio para la protección de los derechos político-electorales de la 
ciudadanía en el régimen de sistemas normativos internos ante el Tribunal Electoral 
del Estado de Oaxaca, solicitando el reconocimiento del derecho a determinar libre-
mente su condición política y su derecho a participar, efectivamente, en los procesos 
de toma de decisiones que puedan afectar a su comunidad.11   

En la sustanciación del juicio de la ciudadanía en el régimen de sistemas normativos, 
el Síndico Municipal del Ayuntamiento de Huajuapan de León promovió incidente de 
incompetencia, por considerar que la autoridad que debía resolver era la Sala de Jus-
ticia Indígena y Quinta Sala Penal del Tribunal Superior de Justicia de Oaxaca, el cual 
fue resuelto en el sentido de declararse incompetente el tribunal electoral estatal. 

Inconforme, la Agencia Municipal promovió juicio para la protección de los derechos 
político-electorales del ciudadano federal de la competencia de la Sala Regional Xa-
lapa del TEPJF, a fin de controvertir la resolución incidental, el cual se registró con la 
clave de expediente SX-JDC-28/2020.

El diez de febrero posterior, la Sala Regional solicitó a la Sala Superior el ejercicio de 
la facultad de atracción para conocer la demanda, lo cual motivó la integración del 
expediente SUP-SFA-2/2020, argumentando que el juicio local se relacionaba con la 
determinación del tribunal electoral de Oaxaca, mediante la cual se declaró incom-
petente para conocer del asunto, por considerar que no corresponde a la materia 
electoral, al estimar que, ante lo resuelto por la Segunda Sala de la Suprema Corte 
en el amparo directo 46/2018, se encontraban superados diversos criterios emiti-
dos por esta Sala Superior, respecto a los derechos de autogobierno y consulta en 
cuanto a la trasferencia de responsabilidades sobre la administración directa de los 
recursos públicos correspondientes a las comunidades indígenas, contenidos, en-
tre otros precedentes, en las resoluciones de los expedientes SUP-REC-780/2018, 
SUP-REC-1118/2018, SUP-JE-89/2019, SUP-JE-90/2019, SUP-JE-1235/2019 y SUP-
JDC-1234/2019, así como en las tesis LXIII/2016 y LXV/2016.

Lo anterior, por considerar que en el amparo directo mencionado se habría deter-
minado que tales cuestiones no corresponden a la competencia de las autoridades

11. Expediente JDCI/62/2019 del Tribunal Electoral del Estado de Oaxaca.
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jurisdiccionales en materia electoral,12  por lo cual, la Sala Regional estimaba que no 
le correspondía, conforme a sus atribuciones, resolver sobre la subsistencia de los 
criterios emitidos por esta Sala Superior, siendo un asunto de importancia y trascen-
dencia definir sobre el particular.

Al respecto, la Sala Superior ejerció su facultad de atracción al considerar que se 
trataba de una cuestión de importancia y trascendencia y, en consecuencia, ordenó 
integrar el expediente SUP-JDC-131/2020.

Así, en el fallo que se emitió en ese juicio ciudadano federal, se analizaron los hechos 
expuestos por los actores al Tribunal Electoral local, la determinación de éste de 
declinar su competencia a favor de la Sala de Justicia Indígena, al considerar que el 
criterio sostenido por esta Sala Superior en el SUP-JDC-1865/2015, respecto a la libre 
administración de los recursos públicos que les corresponden de las participaciones 
federales por parte de las comunidades indígenas, fue superado con lo resuelto por 
la Segunda Sala de la Corte al resolver el amparo directo 46/2018, en el que se sos-
tuvo que el reconocimiento de la autonomía y libre administración de los recursos 
públicos no es materia electoral; así como los agravios de los actores en aquél juicio.

Ante ello, la Sala Superior consideró que por la naturaleza del acto y las consecuen-
cias que este produce, era necesario dilucidar la competencia constitucional de los 
tribunales electorales, para conocer y resolver las controversias relacionadas con la 
solicitud de los pueblos y comunidades originarios para la administración directa de 
recursos públicos federales Ramo 28 y 33, Fondo III y IV, así como la transferencia de 
responsabilidades.

Por lo que decidió que debido a que la pretensión final de la comunidad indígena, 
actora en las instancias local y federal, respecto del reconocimiento del derecho a la 
administración directa de recursos públicos federales de los ramos 28 y 33, fondo 
III y IV, así como la transferencia de responsabilidades, no podía ser objeto de tutela 
mediante el sistema de control de legalidad y constitucionalidad en materia electoral 
prevista en los artículos 99 y 116 de la Norma Suprema, porque, con relación a esa 
problemática jurídica, coincidía con lo resuelto por la Segunda Sala de la Suprema 
Corte al resolver el Amparo Directo 46/2018, respecto del cual se sostuvo que al de-
pender la interpretación de los derechos de autonomía y libre determinación, espe-
cíficamente de la administración directa de recursos por parte de las comunidades 
indígenas, estas cuestiones no correspondían a la materia electoral y, en el caso es-
pecífico del estado de Oaxaca, la competencia se surtía a favor de la Sala de Justicia 
Indígena.

12. Foja 4, último párrafo, de la resolución de la solicitud de atracción SUP-SFA-2/2020.
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Adicionalmente, la Sala Superior indicó que el criterio jurídico derivado de la ejecuto-
ria pronunciada en el Amparo Directo 46/2018, si bien no constituía jurisprudencia, 
debía observarlo, debido a que conforme al artículo 106 constitucional, corresponde 
al Poder Judicial de la Federación dirimir las controversias que, por razón de com-
petencia, se susciten entre los Tribunales de la Federación, entre éstos y los de las 
entidades federativas o entre los de una entidad federativa y otra; además, que la 
Suprema Corte es el máximo intérprete de la Constitución en el sistema jurídico 
mexicano, le corresponde resolver los conflictos competenciales, por lo que, aun 
cuando en ese proceder se hubiera realizado en un juicio de amparo, ello no es                       
obstáculo para que se desconozca el precedente y sea observada por los tribunales, 
dado que, lo jurídicamente relevante son los razonamientos que realizó desde una 
vertiente constitucional para definir un problema de competencia de los tribunales 
de carácter administrativo y la especializada en materia de justica indígena, esto es, 
en el fondo, se resolvió, desde un punto de vista constitucional, un tema de compe-
tencia de los órganos jurisdiccionales.

Por lo cual, consideró que las razones jurídicas derivadas de la sentencia resuelta por 
la Segunda Sala de la Suprema Corte eran exactamente aplicables en el juicio que 
analizaba.

En razón a las conclusiones arribadas, la Sala Superior estimó la pertinencia de fijar 
una doctrina dada la relevancia constitucional del tema jurídico con el objeto de fijar 
un criterio que impactara en la resolución de casos futuros relacionadas con la vida 
y desarrollo de las comunidades indígenas, a fin de delimitar si el sistema de medios 
de impugnación en materia electoral era procedente cuando se reclama la entrega 
de recursos de los Ramos 28 y 33, Fondos III y IV, para su administración por una 
comunidad indígena, así como la transferencia de responsabilidades, además, su 
impacto con el principio de autodeterminación de los pueblos y comunidades indí-
genas. 

Por ello, se pronunció sobre la competencia de los tribunales electorales, examinan-
do el marco constitucional y a partir de la línea jurisprudencial emitida con motivo de 
las controversias relacionadas con el reconocimiento del derecho a la administración 
directa de los recursos públicos, así como la transferencia de responsabilidades; 
posteriormente, sostuvo que estas cuestiones escapaban del control de legalidad y 
constitucionalidad en materia electoral.

De esa forma, indicó que se había sostenido que, la competencia de los tribunales 
electorales, dentro del sistema de medios de impugnación en materia electoral, para 
conocer de aquellos casos en los que la controversia se encuentre relacionada con 
el derecho de las comunidades indígenas a la administración directa de recursos 
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públicos federales (ramos 28 y 33), esencialmente, porque ese derecho formaba par-
te de los derechos de autodeterminación, autonomía y autogobierno, que hacen 
efectiva la participación política de las comunidades indígenas.

Lo anterior, generó criterios relacionados con la administración directa de recursos 
y la transferencia de responsabilidades.13 

En ese orden, la Sala Superior sostuvo que, si bien, en un primer momento generó 
la instancia judicial para conocer de las multicitadas controversias; conforme con el 
régimen constitucional de competencias de los tribunales electorales, estos plan- 
teamientos escapan de la materia electoral, dado que inciden en el ámbito del dere-
cho presupuestario y de la hacienda municipal. 

Por lo que, el criterio que se había seguido, plasmado en las tesis relevantes LXIII, LXI 
y LXV, relacionadas con controversias sobre el derecho a la transferencia de respon- 
sabilidades de los pueblos y comunidades originarios, así como la administración di-
recta de los recursos que les corresponden, no tendrían un sustento, desde un pun-
to de vista constitucional, para generar la competencia de los tribunales electorales.
Por lo que, en razón a la naturaleza del acto, ésta incide en una cuestión de natu-
raleza presupuestal relacionada con la entrega de recursos de los Ramos 28 y 33, 
Fondos III y IV, para su administración por una comunidad indígena, lo cual es una 
materia que no encuadra en la competencia de los tribunales electorales. 

Por tanto, esas cuestiones debían ventilarse ante un órgano jurisdiccional compe-
tente, en congruencia con el derecho humano al acceso a la justicia.

Concluyendo que, en una nueva reflexión, se abandonaban los criterios reflejados 
en las tesis relevantes citadas, puesto que, la Segunda Sala de la SCJN al resolver el 
Amparo Directo 46/2018, ya definió, desde una perspectiva constitucional, el tema 
competencial.

V. Conclusiones

La determinación de la Sala Superior genera certeza respecto a la autoridad compe-
tente para conocer de los conflictos relacionados con la transferencia de recursos, 
sobre todo en los estados en los que no existe concurrencia de autoridades que 

13. Tesis relevantes LXIII/2016 y LXIV/2016, de los rubros: “PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. DADOS LOS 
PRINCIPIOS DE INTERDEPENDENCIA E INDIVISIBILIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS, SU DERECHO AL 
AUTOGOBIERNO NO PUEDE CONCRETARSE A MENOS QUE CUENTEN CON LOS DERECHOS MÍNIMOS PARA 
LA EXISTENCIA, DIGNIDAD, BIENESTAR Y DESARROLLO INTEGRAL”, “PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. 
EL DERECHO A LA CONSULTA PREVIA, INFORMADA Y DE BUENA FE ES PROCEDENTE PARA DEFINIR LOS 
ELEMENTOS (CUANTITATIVOS Y CUALITATIVOS), NECESARIOS PARA LA TRANSFERENCIA DE RESPONSABI- 
LIDADES DERIVADAS DEL DERECHO AL AUTOGOBIERNO”, así como la tesis y LXV/2016 citada previamente.
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pudiesen analizar la temática tal y como aconteció en los conflictos en el estado de 
Oaxaca, en el que, previo a la sentencia antes relatada, la disputa se originaba entre 
la Sala de Justicia Indígena, el Tribunal Electoral y Tribunal de lo Contencioso Admi- 
nistrativo y de Cuentas.

Si bien, es un hecho notorio y conocido, la cadena impugnativa electoral es más ex-
pedita que las del resto, entre ellas la administrativa, por lo que podría pensarse que 
en la praxis generaría un mayor retraso en la impartición de la justicia.

Tal situación no debe deparar perjuicio a los pueblos y comunidades ya que atento 
a los diversos principios constitucionales y criterios jurisprudenciales, los órganos 
jurisdiccionales tienen la obligación de juzgar desde perspectiva intercultural y suplir 
la deficiencia de la queja en favor de los pueblos y comunidades indígenas.14

Dichas prácticas, a la postre generarían que se adopte una vocación garantista y pro-
gresividad en la tutela de los derechos humanos de la referida colectividad, como en 
su momento lo realizaron los tribunales electorales y, de manera especial, el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación al emitir diversos criterios encaminados 
a hacer efectivo el derecho de acceso a la justicia de los pueblos y comunidades in-
dígenas.  

Por último, no debe pasar por alto el criterio de la Sala Superior consistente en que 
los reclamos relacionados con la entrega de recursos públicos para su administración 
directa por parte de una comunidad indígena, así como la transferencia de respon- 
sabilidades, tienen una incidencia con el derecho presupuestario que escapa de la 
competencia de los tribunales electorales, por lo cual, estos temas deben ventilarse 
ante un órgano jurisdiccional competente y que ante la afectación a la esfera jurídica 
de los pueblos y comunidades indígenas debe garantizarse su derecho a la consulta, 
conforme con los artículos 6 y 7 del Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales 
en Países Independientes de la Organización Internacional del Trabajo, entonces, en 
esos casos ¿operaría el principio de derecho consistente en que el accesorio sigue 
la suerte del principal? o ¿se debe escindir la continencia de la causa?, es decir, las 

14. Jurisprudencia 9/2018. “JUZGAR CON PERSPECTIVA INTERCULTURAL. ELEMENTOS MÍNIMOS PARA SU APLI-
CACIÓN EN MATERIA ELECTORAL.” Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación, Año 11, Número 22, 2018, páginas 18 y 19.

• Jurisprudencia 27/2016 “COMUNIDADES INDÍGENAS. DEBEN FLEXIBILIZARSE LAS FORMALIDADES EXIGIDAS 
PARA LA ADMISIÓN Y VALORACIÓN DE MEDIOS DE PRUEBA” Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia 
electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 9, Número 19, 2016, páginas 11 y 12.

• Jurisprudencia 13/2008 “COMUNIDADES INDÍGENAS. SUPLENCIA DE LA QUEJA EN LOS JUICIOS ELECTORALES 
PROMOVIDOS POR SUS INTEGRANTES” Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Elec-
toral del Poder Judicial de la Federación, Año 2, Número 3, 2009, páginas 17 y 18.

• Jurisprudencia 10/2014 “COMUNIDADES INDÍGENAS. DEBERES ESPECÍFICOS DE LAS AUTORIDADES JURISDIC-
CIONALES EN CONTEXTOS DE CONFLICTOS COMUNITARIOS (LEGISLACIÓN DE OAXACA)” Gaceta de Juris-
prudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 7, Número 
14, 2014, páginas 14 y 15.
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controversias que surjan con motivo de consultas que se realicen a las comunidades 
indígenas relacionadas con la administración directa de los recursos económicos, 
así como los elementos cuantitativos y cualitativos respecto a la transferencia de              
responsabilidades en el ejercicio de sus derechos de autodeterminación, autonomía 
y autogobierno, serían conocidas por el tribunal que conoce del asunto principal o 
por el contrario, por un tribunal electoral, al tratarse de un acto íntimamente relacio-
nado con el derecho político-electoral a votar.

Por lo anterior, es válido concluir que, las decisiones de la Segunda Sala de la Su-
prema Corte de Justicia y la Sala Superior, antes relatadas, van más allá de una di-
lucidación sobre la competencia de órganos jurisdiccionales para conocer de asun-
tos relacionados con la transferencia de recursos a comunidades indígenas, ya que 
tienen implicaciones en el derecho de acceso a la justicia. 
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DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES DE        
DISCAPACITADOS: ASIGNATURA PEN-     
DIENTE
Political electoral rights of the disabled: pending subject

Sonia Gómez Silva1

Largo ha sido el camino recorrido por los denominados “grupos vulnerables” en materia 
de derechos político-electorales, las mujeres, los indígenas, la comunidad LGBTTTIQ+2  
y los discapacitados continúan en la lucha por lograr su reconocimiento y materia-       
lización, y para muestra, se analiza un caso presentado en el pasado Proceso Electoral 
2020-2021 del Estado de Jalisco, en el que si bien hubo un pequeño avance, todavía 
dista mucho de alcanzarse la meta anhelada.

En la nota que se presenta se analiza el Juicio para la Protección de los Derechos Políti-
co Electorales registrado con número de expediente JDC-012/20213 del índice del Tri-
bunal Electoral del Estado de Jalisco, promovido por Bastón Blanco A.C., en represen- 
tación de personas discapacitadas, con la finalidad de buscar la implementación de 
medidas afirmativas para garantizar su inclusión en la postulación y posterior acceso a 
un cargo de elección popular de los que se disputaron en la entidad.

En el Juicio Ciudadano se demandó la omisión del Consejo General del Instituto Elec-
toral y de Participación Ciudadana del Estado de Jalisco de implementar acciones afir-
mativas en beneficio de grupos en situación de vulnerabilidad excluidos y discrimina-
dos como lo son las personas LGBTTTIQ+ y personas con discapacidad, para su acceso 
a cargos de elección popular en las elecciones que se desarrollaron el 6 de junio de 
2021, respecto de diputaciones locales y Ayuntamientos, por ambos principios ma- 
yoría relativa y representación proporcional.
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4. Instituto Nacional de Estadística y Geografía. (15 de octubre de 2019). Encuesta Nacional de la Dinámica 
Demográfica (ENADID) 2018 https://www.inegi.org.mx/programas/enadid/2018. En adelante ENADID.

5. Datos consultados a partir de la "Presentación de Resultados" de la Encuesta Nacional sobre Discrimi-
nación (ENADIS) 2017. Consultada en https://www.inegi.org.mx/programas/enadis/2017/default.html#Doc 
umentacion También véase el comunicado de prensa núm. 346/18 de 6 de agosto 2018 sobre ENADIS 2017, 
disponible en https://bit.ly/2Md7QYl.

6. Los resultados de la ENADIS 2017 se obtuvieron de una muestra nacional de 39,101 viviendas (102,245 per-
sonas) en entornos rurales y urbanos. Los estados con más alta prevalencia de discriminación son: Puebla 
(28.4), Colima (25.6), Guerrero (25.1), Oaxaca (24.9) y Morelos (24.4). Hidalgo tiene un porcentaje de 17.8% 
y se ubica por debajo de la media.

7. Respecto de este rubro, es importante destacar que el INE implementó el Protocolo para la Inclusión de 
Personas con Discapacidad como funcionarios y funcionarias de Mesas Directivas de Casilla.

8. En total, 908,301 ciudadanos y ciudadanas participaron como funcionarios y funcionarias de casillas. Insti-
tuto Nacional Electoral, Numeralia del proceso electoral 2017-2018, p. 74. Disponible en https://www.ine.
mx/numeralia-proceso-electoral-2017- 2018/.

9. Instituto Nacional Electoral, “Informe. Implementación de medidas incluyentes para personas con disca-
pacidad en el Proceso Electoral Federal 2017-2018”, p. 15-17. Disponible en https://www.gob.mx/cms/up 
loads/attachment/file/481063/INFORME_FINAL_PcD.pdf.

En veintidós de febrero del año 2021, el Tribunal Electoral emitió resolución recaída al 
juicio ciudadano, y cabe señalar que lo interesante de la sentencia son los datos duros 
que se obtuvieron para estar en condiciones de emitir un veredicto, y específicamente 
por lo que ve a personas con discapacidad, ya que según los resultados obtenidos en 
2018 por la Encuesta Nacional de la Dinámica Demográfica,4  de los 124.9 millones de 
personas que habitan en el país 6.3% tienen algún tipo de discapacidad.

Por otro lado, la Encuesta Nacional sobre discriminación de 20175 se identificó6  que 
el 58.3% de las personas con discapacidad declaró haber sido discriminada por su 
condición, mientras que el 30.9% de esas personas señalaron que en los últimos 12 
meses se les negó al menos un derecho. Asimismo, el 28.9% de personas con disca-
pacidad mencionó haber experimentado al menos una situación de discriminación en 
los últimos 5 años. La ENADIS también dio cuenta de que el 48.1% de las personas con 
discapacidad considera que sus derechos se respetan poco o nada.

Además, con relación al ejercicio de los derechos político electorales de las personas 
con discapacidad, se obtuvieron los siguientes datos: 

1. Credencialización. Del 2013 al 2018, 453,970 personas con discapacidad trami-
taron su credencial de elector en los módulos del INE. 

2. Participación como funcionarias y funcionarios de casilla.7 En el Proceso Electo- 
ral Federal 2017-20188 se designaron a 1,963 personas con discapacidad como 
funcionarias y funcionarios de mesa directiva de casilla de los cuales solo 1,564 
aceptaron participar (912 hombres y 652 mujeres),9 de un total de aproximada-
mente 1.4 millones de funcionarios, lo que re- presenta apenas el 0.11%. 
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3. Ejercicio del derecho al voto.10 De acuerdo con el INE, 58,415 mujeres y 46,641 
hombres con discapacidad acudieron a votar11 en el proceso electoral de 2017- 
2018.12 Entre los votantes la capacidad que más se presentó fue la motriz y luego 
la visual.

4.  Candidaturas. Durante el proceso electoral 2017-2018, en las elecciones federales 
y concurrentes, se registraron 61 candidaturas de personas con discapacidad (21 
mujeres y 40 hombres), de los cuales 21 fueron suplentes y el resto propietarios; 
19 contendieron a cargos federales y el resto por cargos locales.

5.  Ejercicio de cargo. Únicamente se cuenta con el reporte de una senadora con dis-
capacidad motriz, electa por el principio de mayoría relativa13  e integrante de la 
LXIII Legislatura, así como un diputado federal con discapacidad visual,14 electo por 
el principio de representación proporcional por Hidalgo. A nivel local, a partir de lo 
resuelto por la Sala Superior,15 la legislatura LXIII del Estado de Zacatecas actual-
mente se encuentra integrada por una persona con discapacidad, electa por el 
principio de representación proporcional. Y es un hecho notorio que el Goberna-
dor de Puebla tiene una discapacidad motriz.

Con esta información, quedó evidenciada la necesidad de crear medidas que abran     
espacios de representación política en los órganos de deliberación y toma de deci-
siones.

Así, la sentencia, una vez que se estableció su emisión atendiendo a una perspectiva 
de grupos vulnerables, entre los que se encuentran la población LGBTIQ+ y disca-
pacitados, en el punto resolutivo cuarto se ordenó vincular al Instituto Electoral local, 
para que concluyendo el proceso electoral en curso y con la debida oportunidad, 
realice los estudios concernientes e implemente medidas compensatorias para la 
población LGBTIQ+ y discapacitados que sean aplicables en el siguiente proceso 
electoral local ordinario, para el caso de registro y postulación de candidaturas al 
Congreso y Ayuntamientos del Estado de Jalisco, en que ello sea viable.

10. Para atender las discapacidades motriz y visual, el INE instrumentó la mampara especial, la plantilla y la eti-
queta de las urnas en Braille. Véase en Instituto Nacional Electoral, “Informe sobre la información recabada 
de los formatos de registro de personas con discapacidad que acudieron a votar en el Proceso Electoral 
Federal 2017-2018”. Informe presentado en diciembre 2018, p. 7

11. En ese proceso electoral 56,611,027 personas ejercieron su derecho al voto. Instituto Nacional Electoral, 
Cómputos Distritales 2018 Elecciones Federales. Disponible en https://computos2018.ine.mx/#/presiden 
cia/nacional/1/1/1/1.

12. A las casillas urbanas asistieron 44,540 mujeres y 34,291 hombres; a las no urbanas 12,795 mujeres y 
11,491 hombres y a las casillas sin registro de ubicación 1,080 mujeres y 859 hombres. La población de las 
mujeres prevaleció en los tres tipos de casillas.

13. Ver https://www.senado.gob.mx/64/senador/712.
14. Ver https://www.sitl.diputados.gob.mx/LXIVleg/curricula.php?dipt=494.
15. SUP-JDC-1150/2018.
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A manera de conclusión, resulta de gran importancia que se asienten precedentes 
como el analizado, en el que se juzga con perspectiva de orientación sexual y de 
discapacitados, garantizando en una mayor medida los derechos colectivos de estas 
comunidades, pues mientras no se legisle por el Congreso del Estado y se reforme 
la legislación de la materia para que se incluyan de manera obligatoria, es la única 
manera en que sus miembros pueden gozar y ejercer sus derechos en condiciones 
de igualdad, por lo que si bien, no se logró su inclusión en el pasado proceso electoral 
llevado a cabo en Jalisco, se vincula a las diversas autoridades garantes de este dere-
cho a llevar a cabo las acciones necesarias para que en el próximo proceso electoral, 
se vea materializado este logro.

Nota Relevante
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VIOLENCIA POLÍTICA EN RAZÓN DE GÉNERO. 
VÍA INDEPENDIENTE O SIMULTÁNEA PARA      
IMPUGNAR
Political violence on the basis of gender. Independent or simultaneous route to 
challenge

1. Doctora y Maestra en Derecho Electoral, por el Instituto Prisciliano Sánchez, del otrora Tribunal Electoral del 
Poder Judicial del Estado de Jalisco. Actualmente Magistrada por Ministerio de Ley, en el Tribunal Electoral 
del Estado de Jalisco. Correo electrónico: lilianaalferez@hotmail.com. 

2. En adelante Sala Superior.
3. Jurisprudencia 12/2021. Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación, Año 14, Número 26, 2021, páginas 41 y 42. Visible en: https://www.te.gob.mx/
IUSEapp/tesisjur.aspx?idtesis=12/2021&tpoBusqueda=S&sWord=.

4. Expediente SUP-CDC-6/2021.
5. En referencias subsecuentes Sala Toluca.

Liliana Alférez Castro1

La Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación,2 en sesión públi-
ca celebrada el nueve de septiembre de dos mil veintiuno, aprobó por mayoría de seis 
votos, con el voto en contra de la Magistrada Mónica Aralí Soto Fregoso, la jurispruden-
cia de rubro: JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES 
DEL CIUDADANO. ES UNA VÍA INDEPENDIENTE O SIMULTÁNEA AL PROCEDIMIENTO ES-
PECIAL SANCIONADOR PARA IMPUGNAR ACTOS O RESOLUCIONES EN CONTEXTOS DE 
VIOLENCIA POLÍTICA EN RAZÓN DE GÉNERO,3 y la declaró formalmente obligatoria.

En la jurisprudencia en cita, las Magistradas y los Magistrados que integran la Sala 
Superior, al resolver la contradicción de criterios,4 entre los sustentados por la Sala 
Regional Toluca5 y la Sala Superior, por mayoría consideraron atendiendo a una in-
terpretación sistemática de los artículos 80, numeral 1, inciso h), y 84 numeral 1, inci-
so b), de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, 
en relación con el artículo 48 Bis, fracción III, de la Ley General de Acceso de las Mu-
jeres a una Vida Libre de Violencia, así como de los artículos 440, 442, 470 y 474 Bis 
de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, que si bien el proce-  
dimiento especial sancionador es la vía idónea para conocer de quejas y denuncias 
para determinar las responsabilidades e imponer las sanciones que correspondan 
en materia de violencia política en razón de género, ello no obsta para que el juicio 
de ciudadanía resulte procedente cuando se considere que se afectan los derechos 
político-electorales en un contexto de violencia política contra las mujeres en razón

Jurisprudencia

Recepción: 03 de junio de 2021
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6. En los cuales se estableció que las autoridades electorales competentes de resolver los procedimientos 
especiales sancionadores son las que deben determinar la existencia o no de violencia política contra 
las mujeres en razón de género, así como quién es la persona responsable de las conductas y cuál es la 
sanción aplicable. Por tanto, la denuncia de tales act os y la resolución de dicho procedimiento son un 
requisito sine qua non para que pueda proceder, posteriormente, el juicio de la ciudadanía en contra de 
lo que se determine respecto de los actos de violencia política en el procedimiento especial sancionador.

7. Se sostuvo que los procedimientos sancionadores no son la vía única para conocer de asuntos de vio-
lencia política en razón de género, puesto que la reforma establece que el juicio para la protección de 
los derechos político-electorales de la ciudadanía procede también cuando se actualiza algún supuesto 
establecido en la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

8. Sentencia expediente SUP-CDC-6/2021.
9. El tema 2, corresponde a la jurisprudencia 13/2021. JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS 

POLÍTICO-ELECTORALES DEL CIUDADANO. ES LA VÍA PROCEDENTE PARA CONTROVERTIR LAS DETERMI-
NACIONES DE FONDO DERIVADAS DE PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS SANCIONADORES EN MATE-
RIA DE VIOLENCIA POLÍTICA EN RAZÓN DE GÉNERO TANTO POR LA PERSONA FÍSICA RESPONSABLE COMO 
POR LA DENUNCIANTE. 

de género, siempre que la pretensión no sea exclusivamente sancionadora y no se 
pretenda un análisis subjetivo de la motivación de la conducta o del impacto diferen-
ciado que ésta pueda tener en razón de género, cuando esto no resulta evidente a 
partir de elementos objetivos.

En la sentencia, de mérito, se analizaron los criterios sustentados por las Salas ci- 
tadas, en primer lugar, los de la Sala Toluca, en los expedientes ST-JDC-201/2020, 
ST-JDC-214/2020 y ST-JDC-215/2020,6 en segundo término, los de la Sala Superior, 
en los expedientes SUP-REC-77/2021, SUP-JDC-646/2021, SUP-JDC-299/2021, SUP-
JE-21/2021, SUP-JE-52/2021 y SUP-JDC-396/2021, entre otros asuntos citados.7

En ese sentido, la actualización de la contradicción de criterios sostenidos por la 
Salas Toluca y Superior, fueron abordadas en la sentencia respectiva,8 a partir de dos 
temáticas, para con ello definir los criterios que deben prevalecer al respecto:

Tema 1: El juicio de la ciudadanía es una vía independiente o simultánea para impug-
nar actos o resoluciones que afecten derechos político-electorales en contextos de 
violencia política de género.

Tema 2: El juicio de la ciudadanía es la vía procedente para controvertir las determi-
naciones de fondo derivadas de procedimientos administrativos sancionadores en 
materia de violencia política de género tanto por parte de las personas denunciantes 
como de las consideradas responsables.

En el presente comentario, únicamente me referiré, al tema 1, que es el que                   
corresponde a la jurisprudencia que ahora se comenta,9 para el cual la Sala Superior 
concluyó que el procedimiento especial sancionador es la vía idónea para conocer so-
bre denuncias de hechos constitutivos de violencia política en contra de las mujeres 
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por razón de género y por ende determinar las responsabilidades e imponer las 
sanciones correspondientes. 

Por su parte, señaló que el juicio para la protección de los derechos político-elec-
torales del ciudadano, es procedente para controvertir actos o resoluciones que 
vulneren tales derechos en el marco de un contexto de violencia política, o con 
motivo de un acto de esa naturaleza, determinando que este juicio puede presen-
tarse independiente o simultáneamente a un procedimiento especial sancionador, 
ello en razón de ser un medio que tiene por objeto la restitución o reparación de 
derechos político-electorales vulnerados, sin que requiera un pronunciamiento so-
bre la responsabilidad subjetiva de los hechos de violencia, pues aquí solo basta la 
afectación del derecho, para que la autoridad jurisdiccional se pronuncie por dicha 
violación, determinando las consecuencias jurídicas que procedan.

Además, la Sala Superior consideró que las autoridades jurisdiccionales, al resolver 
un juicio de la ciudadanía, donde se aleguen actos o situaciones constitutivas de 
violencia política de género, están obligadas a analizar los hechos en su contexto in-
tegral y determinar lo conducente respecto a la probable vulneración, salvo aquellas 
de carácter sancionatorio que corresponden al procedimiento especial sancionador.

Para finalizar, es preciso tener claras las directrices que la Sala Superior estableció  
para determinar la vía y la autoridad competente en los casos de violencia política en 
razón de género en contra de las mujeres, considerando las siguientes alternativas:

a. Si se pretende únicamente que a quien ejerció la violencia política ha-
cia las mujeres en razón de género le sea impuesta una sanción por 
la supuesta comisión de alguna acción u omisión, falta, irregularidad 
o infracción a la normativa electoral, la vía será el procedimiento especial 
sancionador y se deberá presentar una queja o denuncia ante la autoridad 
electoral administrativa correspondiente. 

b. Si se pretende destacadamente la protección del uso y goce del derecho 
político-electoral supuestamente violado, se deberá promover el juicio de 
la ciudadanía, o su equivalente ante las autoridades electo- rales jurisdiccio-
nales locales, en contra del acto u omisión que estime le causa un perjuicio.

c. Si se pretende tanto la sanción de quien ejerció violencia política hacia las 
mujeres en razón de género, como la restitución en el uso y goce de su 
derecho político-electoral supuestamente violado por la violencia política 
hacia las mujeres en razón de género, se deberá, ordinariamente, promo- 
ver ante la instancia competente, la queja o denuncia, así como el juicio de 
la ciudadanía.

Jurisprudencia
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MAS ALLÁ DE LA IGUALDAD FORMAL 
ANTE LA LEY.
¿QUÉ LES DEBE EL ESTADO A LOS GRU-
POS DESVENTAJADOS?

Roberto Saba.
Buenos Aires, Argentina.

Siglo veintiuno editores.
2016, 2da edición de 2018.

1. Abogado por la Universidad de Guadalajara, Maestro en Derecho Público por la Universidad Panamericana, 
Maestro en Derecho Electoral por el Instituto Prisciliano Sánchez y Doctor en Derecho Electoral por el Insti-
tuto de Investigaciones y Capacitación Electoral (IICE). Actualmente Director del IICE.

Luis Rafael Montes de Oca Valadez1

Roberto Saba es abogado por la Universidad de Buenos Aires, con grados de Maestría 
y Doctorado por la Escuela de Derecho de la Universidad de Yale. Es académico de 
las Facultades de Derecho de la Universidad de Buenos Aires y de la Universidad de 
Palermo. Ha publicado numerosos artículos, capítulos y libros sobre igualdad, políticas 
antidiscriminatorias, y control de constitucionalidad, entre otros temas. El libro que hoy 
se discurre se titula Más allá de la igualdad ante la ley. ¿Qué les debe el Estado a los 
grupos desaventajados?, publicado por Siglo XXI Editores, Buenos Aires, en su segunda 
edición de 2018.

En este interesante libro, el autor Roberto Saba realiza un análisis tanto de normas       
constitucionales y de tratados internacionales, como de criterios emitidos por las cortes 
supremas de Estados Unidos, Argentina e Interamericana de Derechos Humanos, para 
proponer teorías nuevas sobre la noción de igualdad como no subordinación de gru-
pos, perspectiva desde la cual, a decir del autor, los órganos de justicia deben emitir 
sus decisiones, tomando en consideración al conjunto de ciudadanos cuyos derechos 
se ven afectados y no limitarse a casos individuales.

En el primer capítulo del libro, Desigualdad Estructural, el autor presenta dos tipos de 
concepciones de igualdad: Igualdad como la no arbitrariedad o no discriminación; e 
igualdad como no sometimiento (o desigualdad estructural). 

Señala el autor que la concepción de no arbitrariedad es la idea dominante en la 
doctrina y jurisprudencia Argentina y de América Latina, desde la cual se cree que es 
posible listar a priori categorías prohibidas o contrarias al principio de igualdad, como 
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se puede observar en el artículo 1 de la Convención Interamericana sobre Derechos 
Humanos.   En contraste, la igualdad como no sometimiento es una versión que tiende 
a ver la situación de hecho en la que se encuentran ciertos grupos y busca poner fin al 
trato injustificado de los grupos vulnerables.
 
Asimismo, el autor señala brevemente la evolución de las interpretaciones del principio 
de razonabilidad, del principio de igualdad y de las categorías sospechosas en el Siste-
ma Interamericano de Derechos Humanos, analizando cómo se ha evolucionado en la 
concepción de la igualdad como no discriminación, tomando como base criterios del 
Tribunal Europeo, para evolucionar a la concepción de igualdad como no sometimien-
to.

En el capítulo 2, Igualdad, clases y clasificaciones, ¿qué es lo sospechoso de las cate-
gorías sospechosas?, el autor critica el enfoque predominante de igualdad y propone 
que las sospechas pasen en todos los casos cuya aplicación contribuye a perpetuar 
situaciones de subordinación, independientemente de los  listados. Señala que esta 
teoría impacta en la justificación de las acciones de trato preferente basándose en la 
noción de igualdad como no subordinación. 

En el capítulo 3, Igualdad de trato entre particulares, el autor explora la relación entre 
el ideal constitucional de la igualdad y el trato que deben darse los particulares entre 
sí. Señala que no hay desarrollo doctrinario y jurisdiccional sobre el impacto que tiene 
la igualdad en las relaciones entre particulares y propone un modo de superar la pro-  
blemática relación entre el principio de igualdad constitucional y el ejercicio de otros 
derechos, lo cual realiza desde una construcción del principio de autonomía en el que 
se fundamentan los derechos de asociarse y de contratar libremente.

Señala que la autonomía le impone a la democracia no solo obligaciones de tipo nega-
tivas sino también de tipo positivas, analizando en qué medida el Estado puede obligar 
a los individuos a asociarse con quien uno no quiera, e identifica que para pensar esta 
idea hay que saber cuáles son los vínculos que fundamentan la búsqueda de asociarse 
con otras personas. 

Va a haber menos justificación para que el Estado intervenga en contratos irracionales 
y una gran justificación para que intervenga en contratos que contribuyen a perpetuar 
situaciones de ventaja estructural.

En el capítulo 4, Control de constitucionalidad y desigualdad estructura, propone ex-
plorar el rol de los jueces al aplicar los principios constitucionales y tratados interna-
cionales de derechos humanos, siendo ellos los responsables de identificar los casos y 
hacer cumplir los derechos fundamentales en caso de desigualdad estructural.
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En este libro, Saba hace una crítica al modelo tradicional de control de constitucionali-
dad desarrollado en varios países de América Latina, y propone diferentes soluciones 
alternativas para poder construir un sistema de control de constitucionalidad que per-
mita resolver conflictos de forma estructural, cuando la desigualdad es producto de 
prácticas sociales y estatales afectando derechos en términos colectivos.

Por último, en el epílogo Desigualdad estructural y pobreza, Saba habla de aquellas 
situaciones de pobreza extrema o perpetua, que se transmiten de generación en ge- 
neración, en las cuales hay poco o nada que la persona pueda hacer para salir de ese 
escenario, es como una suerte de condena, lo cual desde su perspectiva es una vio-
lación de derechos. 

Hace una distinción de dos situaciones de pobreza: primero personas que, por algu-
na circunstancia, elección laboral poco valorada o suceso macroeconómico, se ven 
afectadas en el acceso a algunos derechos o en contexto de pobreza, pero que estas 
circunstancias se pueden resolver con políticas públicas; y, segundo, donde la persona 
no tiene ningún tipo de control sobre su estado de pobreza, por alguna política, regu-
lación o prácticas sociales muy instaladas. Hay una situación estructural de desventaja, 
donde la persona se encuentra en una especie de casta diferenciada.

Sin lugar a duda esta obra contiene reflexiones por demás interesantes donde nos hace 
cuestionarnos sobre el concepto de igualdad en su forma tradicional de entenderla 
como no discriminación que se encuentra regulada en casi todas las constituciones de 
América Latina y tratados internacionales, para abordar una nueva noción de igualdad 
como no subordinación y entender el papel de los jueces para combatir situaciones de 
desigualdad estructural, reconociendo las distintas situaciones de desigualdad donde 
grupos mayoritarios colocan en situaciones de subordinación o sometimiento a gru-
pos minoritarios, visualizando la afectación del derecho, como dice el autor, en térmi-
nos colectivos y pensar los remedios en términos estructurales.
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LINEAMIENTOS PARA LA PUBLICACIÓN 
DE TRABAJOS EN LA REVISTA JUSTICIA Y  

SUFRAGIO 
El contenido de la revista Justicia y Sufragio, versa exclusivamente en el área del derecho 
electoral, desde una perspectiva teórica y práctica. La principal encomienda de la revista 
es la difusión y divulgación del conocimiento a través de artículos, ensayos, recensiones 
bibliográficas, notas y criterios jurisprudenciales relevantes, todos estos trabajos deben 
ser inéditos, originales y que reflejen investigación de calidad.

PROCEDIMIENTO DE SELECCIÓN
Los trabajos que se pretendan publicar en Justicia y Sufragio deben estrictamente ajus-
tarse a los lineamientos y requisitos formales correspondientes.

El procedimiento de selección de trabajos comprende dos fases:

• La primera atiende a la cuestión formal, es decir, la Dirección de la revista verifica el 
cumplimiento de cada uno de los requisitos y lineamientos establecidos. En el caso 
de que haga falta uno de ellos, será devuelto a su autor para que cumpla y pueda 
estar en condiciones de agotar la segunda etapa.

• En la segunda etapa se dictamina sobre la originalidad, la relevancia y la calidad de 
la investigación. El dictamen es anónimo y se realiza por los árbitros que integran el 
Comité de Arbitraje, además, la información de los autores y árbitros es reservada.

Los dictaminadores (árbitros) remiten los resultados a la Dirección de la revista y al Con-
sejo Editorial, quien les informará a los autores si el documento es aceptado o rechazado 
para publicación, o si se acepta con la condición de realizar los cambios respectivos. 
Consejo Editorial tienen la decisión final acerca de la publicación o no publicación del 
documento.

EXTENSIÓN Y FORMATO DE LOS TEXTOS

ARTÍCULOS: El artículo puede ser de investigación o de reflexión. Las ideas, opiniones, la 
información e investigación que se expresen, serán a partir de una perspectiva analítica 
y crítica sobre un tema en específico.1 

Lineamientos

1.   Márquez Romero, Raúl y Hernández Montes de Oca, Ricardo. Lineamientos y criterios del proceso editorial, 
México, Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM, 2013, p. 8.
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Tendrán una extensión de 5 a 14 cuartillas incluyendo (cuadros, notas y bibliografía). El 
artículo debe escribirse en procesador de textos a espacio y medio (inclusive las referen-
cias), en letra Arial de 12 puntos. 

La estructura del artículo debe contener: 

1. Introducción, 
2. Desarrollo, 
3. Conclusión y 
4. Biografía.

El título debe reflejar el contenido del texto y su traducción al inglés. Debe contener el 
resumen del contenido, en español y en inglés, no mayor a 10 renglones cada uno. Se 
incluirá un listado de palabras clave entre 5 y 10 palabras clave, en español y en inglés.

Además de lo anterior debe anexarse en documento separado:

• Nombre del autor o autores.
• Grado Académico y datos profesionales de contacto (afiliación institucional o laboral, 

teléfono y dirección electrónica).
• El autor deberá adjuntar una carta de interés en publicar el texto en Justicia y Sufra-

gio, en donde manifestará también, que el artículo es original e inédito, así como hará 
constar que no ha sido previamente publicado ni enviado a ninguna otra editorial 
para su publicación en revista o plataforma electrónica.

ENSAYOS:
El ensayo puede ser de tipo descriptivo, argumentativo e interpretativo.

Tendrán una extensión de 15 a 30 cuartillas incluyendo (cuadros, notas y bibliografía). El 
ensayo debe escribirse en procesador de textos a espacio y medio (inclusive las referen-
cias), en letra Arial de 12 puntos.

La estructura del ensayo debe plantearse en este sentido: 

1. Sumario, 
2. Introducción, 
3. Desarrollo, 
4. Conclusión y 
5. Bibliografía. 

El ensayo parte del planteamiento del problema, continua con el análisis y la exposición 
de argumentos que soportan las ideas del autor. Debe contener lógica interna y 
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la composición original del autor.2 

El título debe reflejar el contenido del texto y su traducción al inglés. Debe contener el 
resumen del contenido en español y en inglés, no mayor a 10 renglones cada uno. Se 
incluirá un listado de palabras clave entre 5 y 10 palabras clave, en español y en inglés.

Además de lo anterior debe anexarse en documento separado:

• Nombre del autor o autores.
• Grado Académico y datos profesionales de contacto (afiliación institucional o la- 

boral, teléfono y dirección electrónica).
• El autor deberá adjuntar una carta de interés en publicar el texto en Justicia y Su-

fragio, en donde manifestará también que el ensayo es original e inédito, y hará 
constar que no ha sido previamente publicado ni enviado a ninguna otra editorial 
para su publicación en revista o plataforma electrónica.

ASPECTOS GENERALES DE ESCRITURA Y CITADO

Citado: El estilo de citas y/o referencias aprobado para la revista será el utilizado 
por el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma 
de México, el que se intitula: Lineamientos y criterios del proceso editorial en el que 
se utilizan las notas a pie de página, escritas a 1.5 de interlínea, en letra Arial de 12 
puntos, y se pueden usar locuciones latinas.

Las citas se efectúan en este sentido: Las citas largas que consten de 40 o más pa- 
labras, llevarán sangría de cinco espacios en el margen superior izquierdo.3

• No incluir comillas al inicio ni al final.
• Añadir la nota correspondiente.
• 
Las citas cortas constan de menos de 40 palabras y deben:4

• Estar integradas en la oración.
• Incluir comillas si la cita es textual.
• Anotar la nota correspondiente.

FUENTES DE CONSULTA
Las fuentes de consulta se incorporan al final del texto, conforme a lo señalado para 
la bibliografía por los Lineamientos y criterios del proceso editorial de la Universidad 

2. Ibídem, p. 7. 
3. Macmillan, Kathleen y Weyers, Jonathan, Citar, referenciar y evitar el plagio en la educación, México, Trillas, 

2015, p. 78.
4. Ídem.
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Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas.5 Además deben 
ordenarse alfabéticamente por autor. En caso de que existan varias fichas de obras 
de un mismo autor, a partir de la segunda deberán sustituirse los apellidos y el nom-
bre por seis guiones cortos (equivalentes a tres rayas).6

REGLAS GENERALES: Cuando por primera vez aparezca una sigla o acrónimo debe 
escribirse su significado extenso, con la sigla o acrónimo entre paréntesis.

Los gráficos que aparezcan en el documento deberán ser enumerados e intitulados, 
estableciendo en la parte final del gráfico la información correspondiente al autor.

No utilizar mayúsculas para destacar o enfatizar alguna palabra; para ese fin, se uti-
lizan las itálicas o cursivas. También las palabras que se refieran a otro idioma de-
berán usar la misma tipología.

Las itálicas se aplican a los párrafos o palabras que pretenda enfatizar el autor.
 
INFORMACIÓN ADICIONAL. Los trabajos que deseen publicarse deberán ser envia-
dos al siguiente correo electrónico: justiciaysufragio@triejal.gob.mx y lmontesdeo 
cav@hotmail.com

Los autores son responsables exclusivos del contenido de los trabajos que se pu- 
blican en la revista. La revista se encontrará en posibilidades de realizar la corrección 
de estilo y los cambios editoriales formales que considere necesarios para poder 
publicar el trabajo. Del mismo modo, la revista se reserva los derechos autorales del 
material publicado. Se permite utilizar el material publicado en plataformas digitales 
únicamente para fines académicos o de investigación personal. Para cualquier otro 
uso, incluida la traducción del material publicado a otros idiomas, es necesario soli- 
citar permiso a la revista. La reproducción total de los artículos y otros textos publi-
cados está prohibida. Está permitido citar partes de los textos publicados sin solicitar 
permiso previo si la fuente queda debidamente identificada.
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